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INTRODUCCIÓN

El poder corporativo en el centro de la crisis
Las empresas transnacionales1 han alcanzado hoy en día un papel 
protagónico en la sociedad global, participando de manera activa 
y con una posición de fuerza no solo en los principales espacios de 
toma de decisiones, sino incluso penetrando en múltiples ámbitos 
de nuestras vidas cotidianas. De esta manera, en la actualidad nos 
resulta bastante habitual el culto político a los mercados y a las 
grandes corporaciones como premisas de bienestar; el papel prefe-
rente que estas juegan respecto al conjunto de la ciudadanía en los 
debates políticos más estratégicos —incidiendo sobre el conjunto 
de instituciones públicas locales, estatales, regionales y multilate-
rales—; o su capacidad de crear cultura —un determinado tipo de 
cultura— a través del control que ejercen sobre los medios de co-
municación y sobre la generación de conocimiento, por poner solo 

1. A lo largo de esta publicación utilizaremos indistintamente los términos 
empresa transnacional, multinacional, gran empresa o gran corporación. En 
todo caso nos referimos a aquellas entidades empresariales «constituidas por una 
sociedad matriz en conformidad con la legislación de un país determinado, que 
se implanta en otros países mediante inversiones directas —sin crear sociedades 
locales o mediante filiales que se constituyen como sociedades según la legislación 
del país huésped—, y que mantiene una estrategia común dirigida por un centro 
corporativo que toma las principales decisiones relacionadas con la producción, 
la localización de plantas, la comercialización, el financiamiento, etc. Dentro de 
esta caracterización general son muchas las tipologías vinculadas, que van desde 
los grupos del mismo sector de actividad, hasta los holdings que dirigen empresas 
desde un capital accionarial compartido, pasando por los conglomerados en los que 
las actividades son múltiples y variadas» (Hernández, González y Ramiro, 2012).



12

algunos ejemplos. Pero, además, si analizáramos nuestros contextos 
más concretos, veríamos cómo las grandes corporaciones están pre-
sentes en muchos de los productos que consumimos; en los lugares 
en los que desarrollamos dicho consumo; en los servicios públicos 
de nuestro municipio; en la información que recibimos a través 
de internet, periódicos y televisiones; en las entidades financieras 
donde guardamos nuestros maltrechos ahorros y adonde acudimos 
en busca de crédito; o en las actividades culturales y deportivas a 
las que asistimos. Así, parafraseando el microrrelato El dinosaurio 
de Augusto Monterroso,2 podríamos afirmar que, al despertar, las 
empresas transnacionales todavía estaban ahí, y por todas partes.

Frente a esta realidad, han sido muchos y muchas las que his-
tóricamente han analizado la evolución del capitalismo y nos han 
advertido de los riesgos de la primacía de las grandes empresas, de 
la necesidad de frenar su avance. Marx ya destacó en el siglo xix las 
tendencias a la concentración y a la centralización del capital como 
realidades sistémicas, enfatizando la vulnerabilidad y las crecientes 
desigualdades vinculadas a las mismas. Más contemporáneo, Salva-
dor Allende nos previno en la Asamblea General de la onu de 1972, 
en un famoso y premonitorio discurso del golpe militar que sufriría 
un año después, del conflicto frontal entre las grandes corporaciones 
y los estados. El presidente del gobierno de Chile afirmaba que la 
única patria de las empresas transnacionales es la ganancia, por lo 
que estas interfieren impunemente en las decisiones soberanas de los 
gobiernos sin responder a fiscalización por parlamento o cualquier 
otra institución representativa del interés colectivo. 

Por tanto, el vínculo entre grandes empresas, desigualdades y crisis, 
así como el conflicto entre capital y democracia, no son ni mucho 
menos elementos nuevos sin base histórica. No obstante, incluso 
Marx y Allende asistirían hoy atónitos a la intensidad y a la amplitud 
de formas en las que se materializa el poder de las multinacionales. 
Por citar únicamente algunos casos, extremos pero desgraciadamente 
reales, destacamos los graves impactos generados por empresas petro-
leras y mineras como Chevron-Texaco, Oxy, bp, Repsol, Glencore o 
Vale, dentro de una larga, variada y funesta lista de escándalos am-

2. El microrrelato dice: «Cuando despertó, el dinosaurio todavía estaba ahí» 
(Monterroso, 1959).
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bientales, sociales y laborales; la apropiación corporativa de nuestras 
preferencias, opiniones, acciones e identidades en complicidad con las 
estructuras estatales, como ha puesto de manifiesto la relación entre las 
agencias estadounidenses de inteligencia y compañías como Google 
y Facebook; la existencia y proliferación de ejércitos privados, con 
empresas como Halliburton y otras, en el marco de nuevas acepciones 
de lo público y de lo legal; la conformación de archipiélagos territo-
riales como las Zonas de Empleo y Desarrollo Económico (zede) en 
Honduras —también conocidas como ciudades modelo—, donde la 
institucionalidad política desaparece en favor de la lógica empresarial; 
o los múltiples espacios físicos dominados completamente por esas 
otras grandes corporaciones del narcotráfico, la guerra, etc., como 
se constata por ejemplo en el control que estas ejercen sobre parte 
importante del territorio mexicano.

Ni en los más agudos análisis del siglo xix y xx podrían llegar 
a preverse cómo y hasta qué punto se despliegan hoy en día las 
capacidades de las grandes empresas. En este sentido, estas han ido 
paulatinamente ampliando su poder a lo largo de la historia del 
capitalismo, pero es justamente durante la fase de globalización 
neoliberal que han desarrollado exponencialmente un rol protagó-
nico y omnipresente. De hecho, en la actualidad podemos hablar 
incluso de un poder corporativo que trasciende al concepto habitual 
de empresa transnacional como agente que opera fundamentalmente 
en el ámbito económico. De este modo, el poder corporativo se 
proyecta más allá de estas, conformando un modelo de gobernanza 
global que, tomando a las corporaciones como sujeto de referencia, 
despliega una amplia red de agentes diversos —estados, organismos 
regionales y multilaterales, actores ilegales, etc.— que colaboran entre 
sí y defienden una misma agenda política que, en última instancia, 
abandera el sostenimiento de los principios civilizatorios hegemóni-
cos: la reproducción ampliada del capital, el lucro y la maximización 
de la ganancia. Esta agenda, como ya hemos visto, se caracteriza por 
su integralidad, pretendiendo así aprehender todas las dimensiones 
de la vida: económica, cultural, política, jurídica, incluso militar. No 
hay por tanto lugar, ámbito o entidad al que el poder corporativo no 
trate de llegar para mantener su posición de privilegio.

Por todo lo mencionado, podemos afirmar que en la actualidad 
existe un estrecho vínculo entre el poder corporativo, el modelo he-
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gemónico de sociedad global y el proyecto civilizatorio vigente —la 
modernidad capitalista—, de tal manera que ninguno de estos tres 
términos podría entenderse hoy sin los otros dos. El poder corpora-
tivo define, impulsa, es principal beneficiario y condición necesaria 
del modelo de sociedad diseñado en la actual fase de globalización 
neoliberal, que en última instancia no es sino la actualización his-
tórica de los principios sistémicos y civilizatorios de la modernidad 
capitalista antes señalados. Bill Gates, Carlos Slim y Amancio Ortega 
son solo algunos ejemplos de nombres de personas que encarnan 
al poder corporativo y que se vinculan directamente con la defensa 
de la agenda hegemónica y de los parámetros básicos del proyecto 
civilizatorio vigente.

Y son precisamente esos parámetros los que actualmente están en 
la base de la profunda y grave crisis que atravesamos. La modernidad 
capitalista no solo se muestra cada vez con mayores dificultades para 
reproducirse a sí misma, sino que incluso está poniendo en riesgo 
la sostenibilidad de la vida, como ponen de manifiesto el contexto 
energético y climático. Ya no hablamos solamente desde un prisma 
ético o político de la mayor o menor carga de injusticia que se vincula 
al proyecto civilizatorio vigente. Ponemos también el énfasis en el ata-
que frontal que este desarrolla contra las condiciones fundamentales 
de reproducción de la vida en su búsqueda incesante de crecimiento 
económico y beneficios. Vivimos entonces un momento histórico 
crítico, en el que las premisas sobre las que se ha desarrollado nuestro 
modelo global de sociedad están cambiando, y se explicita por tanto 
la disputa por quién, cómo y hacia dónde nos dirigirá ese cambio.

Debido a esto se torna urgente, en este escenario convulso, actuar 
en defensa de la vida en el planeta y dirigir el cambio desde sujetos 
y enfoques antagónicos, disputando espacios y trascendiendo los 
valores, dinámicas y actores protagonistas del proyecto encarnado 
en el poder corporativo. Se trata de un proyecto que, pese a la crisis 
que atraviesa, a sus contradicciones internas y a los ya evidentes 
impactos perniciosos sobre la humanidad y la naturaleza, atesora 
todavía una gran fuerza y legitimidad que le permiten seguir posi-
cionando su agenda en el futuro. Precisamente por ello es estratégico 
que se imaginen, formulen, implementen, multipliquen y analicen 
iniciativas y propuestas —a partir del acumulado histórico de luchas 
en este sentido— que nos permitan transitar hacia nuevas formas 
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sostenibles de vida, basadas en el bien común y el poder popular, 
que enfrenten de manera explícita dicha agenda hegemónica.

Objeto de la investigación: agenda marco frente al poder 
corporativo
Esta publicación, en la medida de sus posibilidades, asume este 
reto civilizatorio, sumándose al esfuerzo colectivo por reflexionar, 
proponer y animar el impulso de alternativas al statu quo, tomando 
como referencia en este caso la disputa con el poder corporativo, 
sujeto protagónico del modelo hegemónico de sociedad global.

A partir de esta premisa, el libro se plantea dos objetivos com-
plementarios. En primer lugar, fortalecer el debate teórico-político 
sobre cuáles son las claves desde las cuales plantear hoy en día 
alternativas. Frente a la pretensión de que ya todo está inventado y 
escrito, creemos que es necesario un ejercicio permanente de revisión 
de diagnósticos, enfoques y propuestas. Esta es la única manera de 
atinar con el impacto de nuestros esfuerzos emancipadores en un 
contexto marcado por continuidades civilizatorias, pero combi-
nadas con mutaciones coyunturales de gran dinamismo. De esta 
manera proponemos, tras un análisis actualizado del proyecto de la 
modernidad capitalista, un marco de referencia para el impulso de 
alternativas basado en 6 claves estratégicas, que aúnan una mirada 
sistémica con la radiografía del momento presente.

En segundo lugar, y precisamente en función de este marco 
de referencia, nos marcamos el objetivo político de formular una 
agenda marco frente al poder corporativo; esto es, el bosquejo de una 
agenda de agendas que recoja de manera articulada y sistematizada 
propuestas de acción contra las empresas transnacionales en 20 
ámbitos diferentes. Vinculadas a estas establecemos 90 medidas que 
pudieran concretar las 20 propuestas desde una lógica de transición, 
sostenidas a su vez en los aprendizajes extraídos de 30 experiencias 
específicas de resistencia y propuesta alternativa que ya se han en-
sayado y formulado en América Latina y Europa. 

Este es el hilo conductor del libro —6 claves estratégicas, 20 
propuestas políticas, 90 medidas concretas, 30 experiencias diversas— 
que define la identidad de nuestra agenda marco. Esta, en última 
instancia, sitúa su horizonte y meta política en incitar, alentar, faci-
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litar y favorecer la elaboración de estrategias situadas y encarnadas 
de transición civilizatoria, que planteen alternativas desde contextos, 
situaciones y sujetos diversos. En definitiva, aportamos un marco 
general de actuación contra el poder corporativo —articulado, 
sistematizado, integral y adaptado al contexto global actual—, 
que sirva como insumo para el contagio mutuo, anime la reflexión 
estratégica para la superación del modelo hegemónico de sociedad 
global y, por tanto, avance en el desmantelamiento del poder que 
atesoran las empresas transnacionales.

En este sentido, no se trata en absoluto de construir una agenda 
única. Al contrario, el libro parte de un punto de vista específico —el 
poder corporativo que, siendo fundamental, no abarca el conjunto de 
antagonismos, dominaciones y claves emancipadoras que participan 
de nuestra realidad global—, y no pretende dar una respuesta tota-
lizadora a la disputa con las empresas transnacionales. En realidad, 
nuestra agenda marco pretende más bien ofrecer ideas —sustentadas 
sobre prácticas políticas— articuladas en torno a hilos comunes, 
que pudieran sugerir propuestas a múltiples y diversos procesos de 
emancipación. Y esta exige, sí o sí, ser aterrizada en la situación de 
cada agente, territorio, cultura o circunstancia específica, ejercicio sin 
el cual no tendría validez alguna. Entendemos pues esta publicación 
como un punto de apoyo, no como un punto de llegada. 

En coherencia con estos objetivos, los principios que definen el 
espíritu de este libro son los siguientes. En primer lugar, la voluntad 
política explícita que inspira todo el proceso, a partir del binomio 
reflexión-acción como ejercicio de permanente retroalimentación 
para la construcción de alternativas, cuya meta última siempre es 
la acción política; en segundo término, la relevancia del aprendizaje 
mutuo, del contagio entre experiencias diferentes que enfrentan el 
poder corporativo; tercero, la apuesta por la diversidad como valor 
en la definición de propuestas y en la selección de experiencias, en 
coherencia con el carácter integral e inclusivo de nuestra agenda; 
cuarto, la asunción del carácter barroco de las alternativas, esto es, 
apuestas en ningún caso perfectas sino atravesadas por múltiples 
variables incluso antagónicas; en quinto lugar, la voluntad de arti-
culación entre Europa y América Latina, partiendo de la pretensión 
de un diálogo horizontal que revierta el eurocentrismo y que, sin 
negar las enormes asimetrías de partida, favorezca el aprendizaje 
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colectivo; por último, la pretensión de sistematización de una agenda 
que contribuya a dignificar, poner en valor, multiplicar, articular y 
dotar de sentido estratégico a las luchas contra el poder corporativo. 
Aunque la disputa es compleja, incierta y muy asimétrica, creemos 
firmemente —y lo sostenemos sobre hechos concretos— que se 
puede y se debe confrontar con las empresas transnacionales, re-
cuperando y arrebatándoles espacios en defensa de la vida, el bien 
común y el poder popular.

Estructura de la publicación
Esta publicación se divide en dos partes, en respuesta a los dos 
objetivos de la investigación.

La primera, ¿Desde qué marco impulsar alternativas frente al 
poder corporativo?, se centra fundamentalmente en los aspectos de 
diagnóstico y teórico-políticos del proceso, desarrollando en este 
sentido un marco de referencia desde el que plantear alternativas 
al poder atesorado por las empresas transnacionales. En el primer 
capítulo realizamos una radiografía del modelo hegemónico de 
sociedad global, destacando especialmente los hitos que definen 
hoy en día su agenda, así como los sujetos que la protagonizan. 
En este sentido, partimos de la crisis civilizatoria como el concepto 
que mejor explica nuestra realidad y, directamente vinculado a 
este, el conflicto capital-vida como principal eje explicativo de la 
disputa política actual. En función de dicho conflicto, y asumien-
do sin ambages la defensa de la vida, se explicitan un conjunto de 
hitos que, a nuestro entender, definen la agenda hegemónica del 
capital en el siglo xxi, fundamentales para conocer los desafíos 
a los que nos enfrentamos. Estos son la disputa hegemónica por 
territorios y recursos; la financiarización de la economía; la exclu-
sión creciente en base a nuevas fronteras; la violencia estructural; 
una nueva ofensiva del capital contra los mínimos democráticos 
vigentes; y el poder corporativo como sujeto protagónico del con-
junto de esta agenda del statu quo. Precisamente finalizaremos el 
análisis sistémico global de este primer capítulo profundizando en 
el carácter multidimensional del poder que ostentan las empresas 
transnacionales, dentro de una lógica que aúna lo económico, lo 
cultural, lo político y lo jurídico.
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A partir de este diagnóstico, procedemos en el segundo capítulo 
a construir nuestro marco teórico-político frente al poder corporativo 
y en defensa de la vida. Así, establecemos en primer lugar una serie 
de premisas sobre cómo construir agendas alternativas en el com-
plejo e incierto contexto presente, que nos servirán para plantear en 
segundo término 6 claves estratégicas que bosquejan los horizontes 
por los que avanzar desde un enfoque emancipador. Estas se fun-
damentan en una triple apuesta complementaria: la democracia y 
el poder popular; la igualdad en la diversidad; y la transición hacia 
fórmulas alternativas de organizar la vida, tomando el territorio 
como espacio estratégico de partida. Por último, aterrizamos dichas 
claves a la disputa específica con el poder corporativo, concluyendo 
así la formulación de nuestro marco de referencia, a partir del cual 
proyectaremos nuestra agenda marco.

Esta es desarrollada en la segunda parte del libro, ¿Qué hacer 
frente al poder corporativo?, en el tercer y último capítulo. En él se 
explican las 20 propuestas y las 90 medidas políticas para la disputa 
con las grandes empresas, así como las 30 experiencias que las sus-
tentan. La agenda marco ordena dichas propuestas a partir de una 
lógica de transición, definida según la progresión en la intensidad 
estructural del conflicto con el poder corporativo. Partimos de aque-
llas que pretenden poner freno al avance corporativo —resistencias—, 
pasamos posteriormente hacia las que plantean delimitar democrá-
ticamente su actuación —regulaciones—, y concluimos con las que 
prefiguran formas contrahegemónicas y emancipadoras de organizar 
la vida —alternativas—. Como explicaremos en su momento, no 
se trata de una transición necesariamente lineal sino compleja, y 
siempre marcada por el carácter barroco de las alternativas, que no 
son puras ni perfectas, sino que están atravesadas por tanto, de una 
u otra manera, por la razón capitalista y neoliberal.

Por último, resumimos el hilo conceptual y político de todo el 
proceso en las conclusiones finales. En coherencia con la voluntad 
política que ha definido a este proceso de investigación, este resumen 
pretende fortalecer el debate para avanzar en el desmantelamiento 
del poder corporativo, sintetizando algunas prioridades para enfren-
tarlo en los ámbitos global, regional, estatal y local, que pudieran, 
en última instancia, ayudar a la formulación de una, diez, cien, mil 
estrategias de emancipación.
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Metodología de investigación
Como no podía ser de otra manera, la metodología del proceso de 
investigación que ha dado lugar al presente libro se ha planteado 
en coherencia con los retos establecidos, y por tanto se basa en el 
análisis y en la propuesta colectiva en función de una participación 
amplia, diversa e inclusiva. Con esta premisa se establecieron tres 
espacios, diferentes pero complementarios, de trabajo y debate.

Un primer espacio lo ha constituido el equipo del Observatorio 
de Multinacionales en América Latina (omal), en el que se ha reali-
zado un ingente ejercicio de análisis documental sobre evolución y 
tendencias globales y locales del poder corporativo, una radiografía 
del capitalismo en la actualidad y, especialmente, un seguimiento 
exhaustivo a las alternativas que se enfrentan hoy en día a la mo-
dernidad capitalista. Además, este grupo, pequeño pero militante, 
ha funcionado como espacio de discusión en todas y cada una de 
las fases del proceso.

Un segundo espacio estratégico ha consistido en la generación 
de una serie de estructuras de debate en Euskal Herria y América 
Latina. En junio de 2015 se creó en Bilbao el Seminario sobre alter-
nativas al poder corporativo, conformado por personas provenientes 
de diferentes movimientos sociales y sindicales, organizaciones de 
la economía solidaria y la universidad. Hasta la fecha nos hemos 
reunido en tres ocasiones —junio y octubre de 2015, marzo de 
2016— para debatir respectivamente sobre el marco teórico de 
referencia para las alternativas, la complejidad política a la hora de 
establecer estrategias en este sentido y, por último, la selección de 
experiencias concretas de especial interés. Este ha sido el principal 
entorno continuado de reflexión y contraste a lo largo de la investi-
gación, donde se abordaron de manera integral los ámbitos teóricos 
y políticos que definen este proceso. 

Estas reflexiones, además, han sido alimentadas por tres semi-
narios realizados en América Latina. El primero de ellos en agosto 
de 2015 en Quito (Ecuador), con la colaboración de la Fundación 
de Estudios, Acción y Participación Social (fedaeps) entre otras 
organizaciones e instituciones ecuatorianas, cuya meta fue la de 
debatir sobre la viabilidad de las alternativas a las empresas trans-
nacionales impulsadas en la última década por los gobiernos de 
Ecuador y Bolivia. Un segundo seminario se celebró en noviembre 
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de ese mismo año en Medellín (Colombia), complementando 
el enfoque de la investigación con el análisis de las experiencias 
de resistencia a las transnacionales desde las comunidades y mo-
vimientos sociales colombianos. Finalmente, en mayo de 2016 
se llevó a cabo en Ciudad de México (México), en colaboración 
con el Observatorio Latinoamericano de Geopolítica (olag), un 
encuentro que aunaba el análisis más global de la radiografía actual 
del capitalismo del siglo xxi con la puesta en valor de las luchas de 
diversas comunidades mexicanas y, en general, latinoamericanas, 
frente al poder corporativo.

Junto a ello, el tercer espacio fundamental y definitivo para el 
proceso de investigación lo han constituido las visitas y entrevistas a 
las personas y colectivos de referencia vinculadas a las 30 iniciativas 
analizadas de las que, sin pretender ni mucho menos que sean las 
únicas, sí que ofrecen una buena base de conocimiento sobre la di-
versidad de experiencias actualmente en marcha frente al poder cor-
porativo. Cada entrevista se ha realizado en base a un guión común 
que, sin demérito de lo cuantitativo, se centraba fundamentalmente 
en lo cualitativo, en la pedagogía política. De esta manera, se han 
analizado en cada caso los orígenes y la evolución, el balance crítico 
y los retos futuros de cada iniciativa, obteniendo de todas ellas una 
serie de reflexiones sobre los aprendizajes y las aportaciones para la 
propuesta de agenda frente al poder corporativo.

En resumen seguimos una metodología de trabajo que ha tra-
tado de aunar el análisis documental con ricos debates colectivos, 
además del conocimiento directo de múltiples y diversas experien-
cias de resistencia y construcción de alternativas. Cada espacio ha 
ofrecido insumos fundamentales para los principales ámbitos de la 
investigación —marco de referencia, agenda política, experiencias 
específicas—, a partir de una lógica no lineal y de permanente re-
troalimentación mutua. 

Para finalizar esta introducción, solo me resta agradecer su cola-
boración a todas las personas que han participado en esta investiga-
ción. En realidad, más que agradecer se trata de reconocer el papel 
fundamental que han jugado todos ellos y ellas en la elaboración de 
esta agenda marco frente al poder corporativo. No se trata únicamen-
te de un ejercicio de educación y diplomacia, sino de poner en valor 
lo trabajado en colectivo, en red. Me gustaría comenzar por dar las 
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gracias a todas las personas a las que hemos entrevistado,3 ya que su 
experiencia y propuestas son la base del presente libro, aunque en 
ningún modo sean responsables del texto final. En segundo lugar, 
me gustaría destacar la labor de todos quienes han participado en los 
diferentes seminarios y/o en la revisión del texto: Alfonso Dubois, 
Ana Esther Ceceña, Magdalena León, Silvia Piris, Irene León, Janire 
Landaluze, Beatriz Casado, Patxi Zabalo, Esti Redondo, Mikel No-
val, Júlia Martí, Mikel de la Fuente, Laura Gómez, Raúl Ornelas, 
Blanca Valencia, Edu Bidaurratzaga, Carlos Askunze, Amaia Pérez 
Orozco, Ruth Pérez, Andoni García, José Ramón Mariño, Emilio 
Polo, Magdalena Ferrín, Davide Angelilli, Aida Quiñones y un largo 
etcétera. Por último, tengo que agradecer al conjunto del omal, a 
Pedro Ramiro, Erika González, Gorka Martija, Beatriz Plaza y Juan 
Hernández, su apoyo permanente. Todas nosotras y muchas más 
formamos una hidra popular más potente que la del poder corpo-
rativo, la cual debemos desmantelar. Espero que este libro sea un 
insumo en este sentido y que sirva para avanzar en rutas sin mapas 
perfectamente definidos, para lo que, sin embargo, contamos con 
una fuerte voluntad política, así como con azadas teórico-políticas 
que nos ayudan a desbrozar el camino.

3. El listado de personas y organizaciones entrevistadas aparece en un anexo 
al final del libro.
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I.	 EL PODER CORPORATIVO, 
PROTAGONISTA DEL CONFLICTO 
CAPITAL-VIDA

El capitalismo está en crisis civilizatoria, ha puesto 
en jaque la vida del planeta y no ofrece oportunida-
des ni para los seres humanos ni para la naturaleza.

Ana Esther Ceceña
Pensar la vida y el futuro de otra manera (2010)

La evolución del capitalismo global, desde finales 
del siglo xix hasta nuestros días, ha servido para 
consolidar y reforzar la centralidad de las empresas 
transnacionales en la economía mundial, así como 
su creciente dominio sobre múltiples esferas de la 
vida en el planeta. Especialmente en las cuatro úl-
timas décadas, ya que los procesos de globalización 
financiera y la expansión de las políticas neoliberales 
han resultado fundamentales para impulsar la cons-
trucción de una compleja arquitectura económica, 
política, cultural y jurídica, a nivel internacional, 
de la que las grandes corporaciones han sido las 
principales beneficiarias.

Juan Hernández y Pedro Ramiro
Contra la ‘lex mercatoria’ (2015)

En este capítulo realizamos una radiografía del momento histórico 
que actualmente atravesamos, destacando de manera especial los 
elementos que definen el modelo hegemónico de sociedad global, así 
como el papel de los sujetos que pretenden su reproducción, entre 
los cuales destaca el poder corporativo. En este sentido, en el primer 
apartado desarrollaremos el concepto de crisis civilizatoria que, cree-
mos, explica mejor nuestra realidad y sitúa la génesis de la crisis en 
una serie de parámetros identitarios del proyecto civilizatorio de la 
modernidad capitalista. Estos están poniendo hoy en grave riesgo 
la propia reproducción de la vida, por lo que es el conflicto capital-
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vida el marco interpretativo idóneo para situar la disputa política 
entre las agendas alternativas y la agenda hegemónica. Precisamente 
dedicaremos el segundo apartado al estudio de los principales hitos 
que caracterizan a esta última, para terminar analizando en profun-
didad al poder corporativo, sujeto protagonista del conjunto de la 
agenda del capital. En definitiva, este diagnóstico sobre el escenario, 
la agenda y el sujeto hegemónicos nos permitirá partir de una sólida 
mirada tanto civilizatoria como apegada al presente del proyecto al 
que nos enfrentamos y debemos trascender, y en el que las empresas 
transnacionales juegan un papel fundamental.

El conflicto capital-vida como eje de la crisis civilizatoria
Existe hoy en día un acuerdo bastante amplio sobre la gravedad de 
la crisis que estamos atravesando. Tal es así que múltiples análisis 
surgidos de los más diversos ámbitos sociales, políticos y académi-
cos —y que por tanto se basan en premisas ideológicas diferentes, 
incluso antagónicas— destacan la profundidad del fenómeno. De 
esta forma, podría decirse que existe un relativo consenso a la hora 
de situar ciertos elementos estructurales como ejes de especial pre-
ocupación para el conjunto de la comunidad internacional. Dentro 
del amplio conjunto de variables que intervienen y definen nuestra 
realidad actual, tres son los ámbitos que fundamentalmente acapa-
ran el interés general: el desempeño macroeconómico, el cambio 
climático y el contexto energético.1

Comenzado por el primero, la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo (ocde) —también conocida como el «club de 
los países ricos», y por tanto nada sospechosa de pretender generar 
desconfianza sobre la salud del capitalismo— augura una tendencia 
de crecimiento económico débil al menos hasta el 2060 —en torno 
a un 3,6% anual en el período 2014-2030, que se reduce a un 2,7% 
para 2030-2060, en un marco además de mayores desigualdades 
de ingreso— (ocde, 2014). Tras las turbulencias generadas por el 
estallido financiero iniciado en 2008, incluso las perspectivas neoli-

1. Por supuesto, como posteriormente veremos, eso no significa que no existan 
grandes divergencias sobre las causas y sobre las hipotéticas consecuencias que su 
abordaje en uno u otro sentido pudieran conllevar.
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berales más optimistas prevén más de tres décadas largas de lánguido 
crecimiento, sin atisbarse en este sentido indicios de recuperación en 
base a nuevas y próximas etapas de expansión sostenida. Este dato, 
por sí solo, supone un torpedo en la línea de flotación del capitalis-
mo, ya que el crecimiento económico es la meta y la premisa, el alfa 
y omega de su relato de bienestar social. Se auguran pues tiempos de 
competencia, inseguridad e inestabilidad, en el marco de un debate 
cada vez más extendido sobre la viabilidad del propio sistema y sobre 
sus posibilidades de reproducción futura.

Sin embargo, dicha inestabilidad no se circunscribe únicamente 
a la macroeconomía, sino que trasciende a su vez a otros ámbitos 
como el clima. Las consecuencias de un cambio climático ya en 
marcha —la temperatura media ha aumentado un grado desde 
la época preindustrial— son ya y pudieran ser todavía más graves 
en el futuro próximo en términos de pobreza, desplazamientos, 
alteración de ecosistemas y fenómenos meteorológicos adversos, si 
mantenemos la progresión actual de incremento de la temperatura 
global en 3,5 ºC para 2050 (Bermejo y Eguillor, 2015). En este sen-
tido, y tras años de negociaciones y fracasos —Protocolo de Kioto, 
Conferencia de Copenhague de 2009, etc.—, el 12 de diciembre de 
2015 fue presentado en París, bajo un foco mediático sin parangón, 
el acuerdo definitivo de la 21ª Conferencia de las Partes (cop21) 
de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático, que acuerda establecer un incremento máximo del 2 ºC 
por encima de los niveles preindustriales, planteando incluso un 
límite deseable en 1,5 ºC. Posteriormente valoraremos la operati-
vidad de un acuerdo general todavía sin compromisos concretos de 
las partes, pero resaltamos en este momento el cambio climático 
como elemento del consenso sobre aspectos de especial gravedad.

La energía, finalmente, puede entenderse hoy en día como el 
tercero de los ámbitos de este consenso, debido al agotamiento de los 
recursos energéticos —fundamentalmente fósiles— sobre los que se 
ha asentado y sostenido el modelo hegemónico de sociedad global, 
principalmente desde la segunda guerra mundial. En este sentido, el 
petróleo convencional ya ha alcanzado su pico, y el gas y el carbón lo 
harán probablemente antes de finalizar la década de los cincuenta del 
presente siglo —incluso la Agencia Internacional de Energía afirma 
que ya se ha alcanzado el máximo extractivo conjunto de petróleo 
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y carbón (aie, 2015)—. Ante esta tesitura, existe un tenso debate 
sobre la sustituibilidad de estos recursos, sobre si será la tecnología 
o cambios profundos en el modelo socioeconómico los que per-
mitirán equilibrar, desde perspectivas sostenibles, las necesidades y 
posibilidades energéticas. No obstante, nadie duda de la relevancia 
de este tema en los debates sobre nuestro presente y futuro.

Crecimiento económico, cambio climático y contexto ener-
gético son algunas de las principales manifestaciones que, junto a 
otras —crecientes desigualdades, financiarización de la economía, 
deuda, migraciones, crisis alimentaria, etc.— vinculan la crisis actual 
con desafíos estructurales de gran calado, y marcan la identidad de 
la agenda global.

Agenda que, además, debe abordarse en un marco de notable 
complejidad, referida fundamentalmente a tres aspectos comple-
mentarios: en primer lugar, al propio escenario mundial, cuyas bases 
políticas y económicas han sido profundamente trastocadas por la 
globalización neoliberal. En este sentido, este proceso ha alterado 
la clásica concepción política de soberanía y ciudadanía en el marco 
del Estado-nación, sin establecer nuevas y actualizadas definiciones 
desde un punto de vista democrático; a su vez, en el ámbito económi-
co, el modelo se ha sobrecomplejizado, como se pone de manifiesto 
con el fenómeno de la financiarización, exponencialmente mayor en 
tamaño y desarrollo que en cualquier otra etapa histórica (Zabalo, 
2012). En segundo término, se refiere también al amplio número 
de variables de relevancia que interactúan en la crisis —todas las 
señaladas en el párrafo anterior como elementos estructurales—, en 
base a vínculos estrechos y profundos. Por último, se manifiesta a 
su vez en la interdependencia de los sujetos que participan en dicho 
escenario en múltiples sentidos, como los gobiernos estatales, las 
empresas transnacionales, los movimientos sociales, las comuni-
dades, los organismos multilaterales, las instituciones locales, etc., 
desde planteamientos y en niveles muy diferentes. Se trata de un 
cuadro muy complejo en lo referido al propio escenario, así como a 
las variables y sujetos que intervienen en el mismo, dificultando de 
esta manera tanto los análisis como la formulación de alternativas 
al statu quo actual.

Debido a ello, precisamente, pugnan hoy en día una multitud 
de diagnósticos y propuestas que tratan de analizar y trascender la 
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crisis desde enfoques diversos. En este sentido, coexisten múltiples 
relatos sobre lo que nos ocurre que, a partir de perspectivas, miradas, 
intereses y poderes disímiles y asimétricos, ofrecen respuestas muy 
diversas a las grandes preguntas derivadas de la agenda global antes 
señalada: cuál es la raíz sistémica de la crisis, qué variables intervienen 
en su gestación y cuáles son, por tanto, las claves para enfrentarla. 

De entre todas las posibles, encontramos las respuestas más 
oportunas a estas preguntas en la caracterización de la crisis como 
fenómeno civilizatorio, ofreciéndonos una mirada inclusiva, mul-
tidimensional y dinámica —combinando valores civilizatorios de 
larga data con múltiples mutaciones más coyunturales—2 sobre la 
misma. Esta perspectiva desde la que mirar la crisis afirma que no 
son hechos coyunturales, desórdenes puntuales, procedimientos 
fallidos, o incluso ciertas estructuras o variables sistémicas, las que 
se encuentran en la génesis del problema. Más bien es la articulación 
necesaria de múltiples dimensiones la que, respondiendo a una 
serie de valores y metas civilizatorias determinadas, ha construido 
históricamente estructuras, sujetos, políticas y dinámicas que han 
llegado a ser hegemónicas y que nos han conducido al atolladero 
histórico actual (Bartra, 2013).

De este modo, las raíces de la crisis se sitúan en la existencia de 
una serie de parámetros que, a pesar de su mutación histórica y adap-
tación a cada contexto específico, definen a nuestra civilización en 
función de una serie de principios organizadores de la vida colectiva, 
que reconocen y adjudican valor a ciertos aspectos de la realidad, 
mientras que desconocen o desvalorizan otros. En la actualidad, 
nuestro modelo de sociedad global se enmarca en el proyecto civili-
zatorio que denominamos como modernidad capitalista. Este, desde 
hace más de tres siglos y a partir de una matriz que se exportó de 
Europa al mundo, posiciona el progreso, el individualismo, la ciencia 
como saber único, la dominación de la naturaleza por el ser humano, 
la acumulación capitalista y la democracia liberal-representativa 
como valores fundamentales, resumidos en el mantra civilizatorio 
de bienestar igual a progreso, que es igual a desarrollo, que a su vez 
es igual a crecimiento económico capitalista (Fernández, 2014).

2. Para profundizar en una serie de categorías sobre los diferentes enfoques 
sobre la crisis, ver Fernández (2016: 18-21).
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En este sentido, el proyecto de la modernidad capitalista3 —que 
se entiende como el nexo asimétrico entre el universo filosófico de la 
modernidad y su sustrato ilustrado, por un lado, con el capitalismo 
como propuesta hegemónica y universalizable en lo económico, 
por el otro—, ha posicionado los parámetros fundamentales de 
este último como valores fuertes, relegando las señas de identidad 
ilustradas —ciudadanía, soberanía, igualdad, libertad, etc.— a 
simples valores débiles. Esto es, principios de segunda división, 
supeditados y redefinidos en función de los primeros, que sirven 
únicamente como recurso discursivo si no logran acomodarse a los 
considerados fuertes y que tienen valor en la medida en que les son 
funcionales. La modernidad capitalista se define como un proyecto 
civilizatorio integral —económico, social, político y cultural— y con 
pretensiones de universalidad, donde el capitalismo ejerce como eje 
articulador, no necesariamente determinante en todos los aspectos, 
y valor fuerte del mismo (Quijano, 2014).

Se trata por tanto de una civilización que acentúa su carácter 
productivo y consumidor; que resalta el papel de la naturaleza 
como simple proveedora de bienes; que prima el mercado por 
encima de toda actividad social; que establece el lucro como mo-
tivador principal de la acción de las personas (Wilkinson, 2009) 
y que lleva en su origen la huella indeleble de la desigualdad, la 
ingobernabilidad, la insostenibilidad y la violencia. En este sentido, 
la misma gestación de la modernidad capitalista parte de un pro-
ceso fundacional de acumulación originaria —que sentó las bases 
para su eclosión posterior durante la Revolución Industrial— que 
se sustenta sobre la conversión violenta de las clases subalternas en 

3. La modernidad capitalista se entiende como un proceso específico de con-
fluencia del proyecto modernizador con el sistema capitalista. De esta manera nos 
centramos en la crítica a este concepto específico, sin entrar en el intenso debate 
entre modernidad y posmodernidad, entre si es posible o no otro tipo de moder-
nidad de mayor carácter y voluntad emancipadora o no (Ceceña, 2014). En todo 
caso, afirmamos como Boaventura de Sousa Santos que existe un mayor punto de 
encuentro entre la modernidad crítica y la posmodernidad de oposición —que 
plantea una revisión integral del sistema sin renunciar a referentes universales, 
aunque no basados en los valores clásicos modernos—, que entre esta última 
y la posmodernidad de celebración —que pudiera caer en un relativismo que 
únicamente celebra la diversidad y la diferencia, sin pretensiones de incidir sobre 
nuestras realidades— (Sousa, 2006).
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proletariado a través del cercamiento, la privatización y la mercan-
tilización; sobre la instauración de un nuevo orden heteropatriarcal 
que, entre otras transformaciones, define una nueva división sexual 
del trabajo que construye la escisión entre producción y reproduc-
ción —supeditando el rol de las mujeres a esta última—, y que 
amputa y persigue su autonomía; así como sobre la colonización 
a sangre y fuego de multitud de países y pueblos en el Sur Global 
(Federici, 2014).

FIGURA 1
SISTEMA DE DOMINACIÓN MÚLTIPLE

Fuente: elaboración propia.

Y son precisamente estas prácticas de desigualdad, ingoberna-
bilidad, insostenibilidad y violencia intrínsecas al proyecto moder-
nizador las que, en la fase actual de globalización neoliberal, se han 
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ahondado y desbocado, en una lógica de evolución natural de los 
valores fuertes del proyecto civilizatorio. De esta manera el énfasis 
en el progreso individual, en la primacía del lucro y de la ganancia 
como premisa de bienestar, así como la de democracia liberal-
representativa como forma de organización política, han conducido 
a la modernidad capitalista a mostrar su verdadera identidad, más 
allá del relato teórico, a partir de un sistema de dominación múltiple 
(Valdés, 2009), que afecta a las grandes mayorías sociales y al con-
junto del planeta.

En este sentido, la modernidad capitalista se desarrolla en la 
práctica como una hidra en la que el capitalismo, inherentemente 
inestable, asimétrico y en permanente conflicto entre clases, se 
sostiene y alía con otros sistemas de dominación para posibilitar 
su reproducción. Así, necesita al heteropatriarcado como jus-
tificación de las desigualdades por motivo de sexo y de género 
sobre las que se asienta la lógica de acumulación, primando un 
tipo determinado de masculinidad que somete y resta valor al 
conjunto de vidas y cuerpos que escapan a dicha tipología. Den-
tro de esta lógica, destacamos la anteriormente señalada escisión 
producción-reproducción, que invisibiliza y precariza el número 
ingente de trabajos necesarios para la sostenibilidad de la vida 
—fundamentalmente realizados por mujeres fuera y dentro del 
mercado—, como premisa y garantía para el flujo del capital, que 
vería imposibilitada su reproducción sin la desvalorización de estos. 
A su vez, la desigualdad como premisa también se proyecta sobre 
una dimensión colonial que ampara las crecientes asimetrías de 
ser, saber y poder —como, por ejemplo, la división internacional 
del trabajo—, entre enriquecidos y empobrecidos, entre Norte 
Global y Sur Global, entre quienes están a un lado o al otro de la 
frontera del derecho, del conocimiento y de la capacidad de trans-
formación. Solo unas vidas merecen la pena ser vividas, salvadas, 
tomadas en consideración, mientras que todas aquellas que no 
cumplen, sostienen y se definen por los parámetros básicos de la 
modernidad capitalista son desechables, residuales, minorizadas, 
fuentes en última instancia de acumulación y despojo.

Siguiendo con la secuencia del sistema de dominación múl-
tiple, afirmamos que la desigualdad estructural de la que precisa 
y sobre la que este se funda —donde interseccionan clase, sexo, 
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género y raza/etnia—, es inherente al proyecto modernizador, y 
por lo tanto debe sostenerse en base a un marco político de de-
mocracia de baja intensidad, en el que la participación popular se 
devalúa, privatiza y aleja de los ámbitos clásicos de ejercicio de la 
soberanía, como única garantía del reproducir los valores civiliza-
torios fuertes. Por último, estos valores también incorporan una 
lógica de insostenibilidad al primar la competencia, la ganancia 
y el crecimiento constante como prioridades frente a cualquier 
tipo de consideración política o de asumir que el capitalismo es, 
en todo caso, un sistema abierto incluido en un sistema ecológico 
cerrado,4 que tiene límites físicos materiales, energéticos, de ab-
sorción de residuos etc.

En conclusión: capitalismo, heteropatriarcado, colonialidad, 
democracia de baja intensidad y productivismo son parte necesaria 
e indivisible —no accidentes ni elementos ajenos— de un siste-
ma de dominación múltiple que muestra la faceta más cruda del 
proyecto civilizatorio y que se sitúa en la génesis de la crisis actual. 

Esta, por tanto, hunde sus raíces en la actualización de las señas 
de identidad de la modernidad capitalista, cuya evolución en la 
globalización neoliberal acrecienta las lógicas de insostenibilidad, 
ingobernabilidad y desigualdades crecientes hasta límites no asumi-
bles. Si no trascendiéramos dichos parámetros civilizatorios —así 
como sus estructuras, dinámicas y sujetos hegemónicos— los efectos 
sobre la humanidad y el planeta en su conjunto serían funestos. En 
este sentido, afirmamos que el proyecto civilizatorio está en crisis no 
solo por incumplir absolutamente su compromiso con sus hipoté-
ticos valores modernos en un contexto de desigualdades crecientes, 
soberanías usurpadas y violencia sistémica. También lo está por no 
poder garantizar su propia reproducción —tal y como proyecta la 
ocde en sus tendencias para 2060—, y además por poner en riesgo 
la propia sostenibilidad de la vida sobre el planeta, empujándonos 
a un callejón sin salida.

4. Se trata de un sistema cerrado al menos en lo que se refiere a materiales. 
Respecto a la energía, habría que matizar esta caracterización, ya que si hay in-
tercambio con el exterior, por ejemplo en el caso de la solar. No obstante, el uso 
que se hace de esta energía exterior es ínfimo, y se insiste en primar la energía ya 
acumulada en la tierra, como la de origen fósil o la nuclear.
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En lo que se refiere a la falta de garantías para mantener el 
flujo incesante del sistema capitalista, este se encuentra cada vez 
con mayores dificultades para absorber y hacer circular el enorme 
excedente generado, especialmente en esta fase de desregulación y 
sobrecomplejización financiera (Harvey, 2012). En este sentido, 
y desde un enfoque de análisis de ondas largas —que analiza la 
evolución económica no en base a pequeños ciclos, sino a grandes 
etapas históricas (Mandel, 1980) —, no parece que haya visos de 
que el capitalismo sea capaz, a pesar de su histórico dinamismo, 
de generar una quinta fase expansiva que se sume a las cuatro 
precedentes desde la revolución industrial. No se atisban los 
mecanismos para generar una onda marcada por incrementos 
en la productividad, inversión, beneficios, salarios, consumo, 
etc., en base a nuevas tecnologías con capacidad de cambio y 
reproducción sistémica bajo los parámetros hegemónicos, dadas 
además las enormes desigualdades actuales y los límites ecológicos 
(Mason, 2016).

Y son precisamente estos límites ecológicos los que suman a la 
incertidumbre generada por las contradicciones internas de la mo-
dernidad capitalista, un contexto crítico de oposición frontal entre 
esta y la reproducción de la vida. El cambio climático en el medio 
y largo plazo, así como el agotamiento de los principales recursos 
fósiles en el corto, ponen en jaque nuestro modelo de sociedad glo-
bal. Además de la concentración de dióxido de carbono muy por 
encima de los límites mínimos de seguridad, nos encontramos ya a 
punto de superar los picos del petróleo, carbón y gas, como antes 
hemos señalado. Estos, sobre todo el petróleo, son insustituibles por 
sus características de alta densidad energética, múltiples usos, fácil 
transporte y almacenaje, disponibilidad permanente y alta tasa de 
retorno energético. No hay otra energía alternativa ni combinación 
de ellas, ni renovable ni no renovable, comparable al oro negro5 
(Fernández Durán y González, 2014). 

5. Por ejemplo, con las energías renovables se puede generar fundamental-
mente electricidad, lo cual no las hace compatibles con otros muchos usos como 
el transporte o para el funcionamiento de maquinaria pesada. De esta manera, 
ni estas ni otras fuentes como los agrocombustibles o el hidrógeno serán capaces 
de mantener de manera integral el modelo de producción y consumo actuales 
(Fernández Durán y González, 2014).
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En este sentido, como proponen algunos autores (Riechmann 
et al., 2012: 34):

Reducir el tamaño de la esfera material de la economía no es una 
opción. El agotamiento del petróleo y de los minerales, el cambio 
climático y los desórdenes en los ciclos naturales van a obligar a 
ello. La humanidad va a tener que adaptarse en cualquier caso a 
vivir extrayendo menos de la Tierra y generando menos residuos. 
Esta adaptación puede producirse por la vía de la pelea feroz 
por el uso de los recursos decrecientes o mediante un proceso 
de reajuste decidido y anticipado con criterios de equidad. 

Esta es la tesitura en la que nos encontramos en este momento 
crítico que nos ha tocado vivir, y que el concepto de crisis civiliza-
toria nos permite analizar con claridad. Los caminos se bifurcan y 
las soluciones tibias, continuistas y/o parciales pierden su capacidad 
de respuesta. La fe en la tecnología para trascender el contexto 
energético mediante procesos de desmaterialización y de sustitución 
de recursos; la creencia en la posibilidad de alcanzar las metas plan-
teadas en la COP21 —todavía a falta de compromisos específicos 
de cada país, que además serán autoestablecidos— sin transformar 
profundamente el modelo hegemónico basado en el consumo y 
crecimiento ilimitados; o la apuesta por una transición sistémica 
procesual, ordenada y desde dentro del sistema, promovida por una 
tecnología de la información que dará paso natural a la «economía 
colaborativa» (Mason, 2016), se tornan quimeras frente a una ne-
cesidad real de superar los valores civilizatorios en el marco de una 
disputa política sin precedentes. 

En definitiva, situar el foco de la crisis en su matriz civilizatoria 
nos ofrece un relato más coherente y de conjunto sobre las múltiples 
variables que interaccionan en la compleja realidad actual, identi-
ficando a pesar del dinamismo sistémico una serie de parámetros 
que se mantienen vigentes a lo largo de los últimos siglos y que se 
sitúan en su génesis, por lo que deben ser superados. A su vez, nos 
alerta de la gravedad de la situación que atravesamos y nos urge en 
consecuencia a actuar, a confrontar, a construir y posicionar alterna-
tivas que, desde una perspectiva inclusiva, se enfrenten al proyecto 
de la modernidad capitalista.
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Es por tanto el conflicto entre el capital6 y la vida la derivada 
natural de la caracterización de la crisis como fenómeno civilizatorio. 
En palabras de Amaia Pérez Orozco (2014: 106):

Afirmamos que existe una contradicción estructural entre el 
proceso de valorización de capital y el proceso de sostenibilidad 
de la vida y que, bajo la preeminencia del primer proceso, el 
segundo está siempre bajo amenaza.

Esta amenaza del capital, como metáfora inclusiva de la mo-
dernidad capitalista, es incompatible con el bienestar general y con 
la reproducción de la vida, en un momento además de especial 
agudización del conflicto, fruto de la invasión capitalista de nuevos 
espacios y territorios, de la financiarización y de la feminización del 
trabajo en términos de precarización de las condiciones laborales 
(Orozco, 2014). O insistimos pertinazmente en aquello que nos 
conduce al desastre o damos un vuelco radical a los valores, estruc-
turas, dinámicas y sujetos hegemónicos, en un contexto además en 
el que el cambio se va a producir, sí o sí, sin posibilidad de vuelta 
atrás. Como consecuencia, la disputa en torno al eje capital-vida se 
convierte en la premisa estratégica de todo esfuerzo de emancipación. 

En defensa del capital: hitos actuales de la agenda 
hegemónica
Para enfrentar el conflicto capital-vida en defensa de esta última 
es importante, además de asumir la magnitud y dimensión de la 
tarea civilizatoria que se enfrenta, conocer las principales dinámi-
cas, tendencias, mutaciones y características actuales del modelo 
hegemónico de sociedad global. De esta manera, nuestras miradas 
alternativas deben combinar el largo alcance del cambio estructural, 

6. No se trata por tanto de rescatar al capital y a sus lógicas sistémicas como la 
única dimensión de interpretación y de actuación política ante la crisis. Más bien, el 
conflicto capital-vida pretende ejemplificar la incompatibilidad entre la vida y una 
modernidad capitalista donde el crecimiento económico capitalista juega un papel 
catalizador, por lo que es un elemento necesario del mismo, aunque no suficiente. En 
todo caso, y debido a motivos de redacción, a lo largo del libro utilizaremos indistin-
tamente modernidad capitalista, proyecto modernizador o incluso simplemente capi-
talismo, pero siempre desde una visión integral del sistema de dominación múltiple.
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por un lado, con diagnósticos y propuestas aterrizadas en el aquí y el 
ahora, por el otro. Por tanto, debemos analizar la agenda mediante 
la cual dicho modelo se reproduce y se proyecta hacia el futuro.

FIGURA 2
HITOS ACTUALES DE LA AGENDA HEGEMÓNICA

Fuente: elaboración propia.

No obstante, antes de comenzar con su disección, es fundamental 
tener en cuenta que hablamos de la agenda de un proyecto civiliza-
torio y de una propuesta de sociedad global en crisis, sí, pero que ni 
mucho menos carece de poder ni de legitimidad para seguir impo-
niendo su relato pese al funesto escenario al que nos conduce. En este 
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sentido, compagina todavía una hegemonía que combina coerción y 
consentimiento —aunque con grietas cada vez más evidentes en este 
último caso—, en un marco de absoluta ceguera sobre el colapso que 
está generando. Dicha ceguera es fruto tanto de su mirada de corto 
plazo, de la fe en sus propias posibilidades, como de su incapacidad 
de maniobra ante el peso de parámetros de índole civilizatorio, que 
le convierten en el escorpión del cuento que muerde al sapo tras su-
birse a su lomo, después de pedirle ayuda para cruzar el río. El sapo/
humanidad, que acepta desconfiado, le mira asustado tras recibir el 
veneno que acabará ahogando a los dos, pero el escorpión/capitalismo 
le responde impávido: «Lo siento, es mi naturaleza». Pese a ello, las 
grietas y la ceguera del sistema no han provocado todavía un cuestio-
namiento profundo de este, de manera que la agenda hegemónica se 
posiciona en el panorama actual con una más que considerable fuerza, 
que ejercerá incluso con mayor virulencia en un contexto de crisis de 
reproducción capitalista como la que atravesamos. 

Partiendo de esta premisa, destacamos seis hitos de especial rele-
vancia que, a nuestro entender, necesitamos analizar en profundidad 
para realizar una radiografía de la agenda hegemónica hoy, en pleno 
siglo xxi, y poder enfrentarlos de manera estratégica.

El poder corporativo como sujeto protagónico
La modernidad capitalista no puede entenderse hoy sin el papel 
que juegan las empresas transnacionales, liderando la defensa de sus 
parámetros identitarios, a la vez que beneficiándose directamente de 
los mismos. Son por tanto condición necesaria aunque no suficiente 
del sistema —esto es, no explican en su conjunto el sistema de do-
minación múltiple, pero son un agente fundamental del mismo— y 
su papel históricamente relevante se torna protagónico en la actual 
fase de globalización neoliberal. En este sentido, partiendo de la 
premisa de los avances tecnológicos en información, comunicación y 
transporte, han impulsado la agenda del Consenso de Washington7 

7. También incluimos dentro de esta agenda el post-Consenso de Washington, 
que es la versión que en el siglo xxi recupera al Estado como agente de desarrollo, 
manteniendo lo demás constante, reservándole un papel diferente en defensa de la 
agenda hegemónica, tal y como veremos cuando analicemos el poder corporativo. 
No es, por tanto, una agenda diferente sino otra versión de la misma. 
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—mercantilización, desregulación, apertura de mercados, flexibi-
lización, privatización—, con el ánimo de eliminar toda traba a la 
reproducción del capital, de disciplinar a la clase trabajadora y al 
Sur Global, además de limitar las capacidades institucionales para 
impulsar políticas de manera autónoma. El resultado es un modelo 
de sociedad global moldeado a su imagen y semejanza, en base a 
un poder corporativo que abarca el espectro completo —econó-
mico, cultural, político y jurídico, como veremos en el siguiente 
apartado— y en el que su presencia es hegemónica. Este proceso 
se acentúa más si cabe tras el estallido financiero de 2008, cuando 
se explicita la identificación absoluta entre el sistema y las grandes 
corporaciones, haciéndose evidente que su caída, dado su inmenso 
tamaño y poder, haría temblar los resortes del sistema. 

Y es precisamente esta posición de privilegio la que le permite 
impulsar e imponer una agenda propia, marcada en la actualidad 
por una nueva ronda de tratados globales y regionales de comercio e 
inversión. De esta manera las perspectivas de bajo crecimiento para 
las próximas décadas, junto con la necesidad de limitar las resisten-
cias estatales a la hegemonía transnacional que se han producido a 
lo largo de la última década, han espoleado la propuesta del poder 
corporativo por afianzar la seguridad jurídica de las inversiones como 
valor principal, con el ánimo de apropiarse así de los beneficios del 
exiguo desempeño económico a través de nuevos tratados —tpp, 
ttip, ceta y tisa—8 (Zabalo, 2014). Estos acuerdos, por lo gene-
ral, plantean el desarrollo de parámetros similares —por supuesto 
dentro de la especificidad geográfica o sectorial de cada uno—, que 
se centran en la apertura a la privatización de nuevos ámbitos de la 
vida; en la convergencia regulatoria a la baja en términos de protec-
ción social y ambiental de las regiones implicadas; en la imposición 
de tribunales de arbitraje privados para dirimir diferencias entre 
corporaciones y estados; y, finalmente, en la posibilidad de reducir 
aranceles. Se trata, por tanto, de una vuelta de tuerca más en el 
proyecto neoliberal, que pretende entronizar a las grandes empresas 
como agente económico y político de primer orden.

8. Respectivamente, y por sus siglas en inglés: Tratado Trans-Pacífico, Acuerdo 
Transatlántico de Comercio e Inversión, Acuerdo de Comercio entre Canadá y 
Europa, Acuerdo de Comercio sobre Servicios.
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La batalla geopolítica por la hegemonía
La agenda global basada en tratados de comercio e inversión e im-
pulsada por el poder corporativo también se sitúa en un marco de 
lucha por la hegemonía en el escenario mundial. Una hegemonía 
que ya no puede ser entendida únicamente desde las claves del 
Estado-nación, sino más bien como la articulación de múltiples 
agentes estratégicos —entre los cuales destacan las grandes cor-
poraciones— en torno a un Estado, que crea a través de la acción 
empresarial e institucional redes que le permitan el predominio a 
escala mundial (Ornelas, 2010).

En este escenario de soberanías múltiples y compartidas, 
destaca especialmente la pugna geopolítica entre ee uu y China 
—y las principales empresas transnacionales con matriz en estos 
países— por el rol de hegemón, que se traslada al control prioritario 
de territorios —en esta clave puede entenderse la firma del Tratado 
Trans-Pacífico (tpp), como un intento de cercar al gigante asiático 
en su principal zona de influencia— y de recursos —energía fósil, 
agua, tierra, alimentación, etc.—, en un marco caracterizado por 
el agotamiento y la escasez de estos, al menos para el desenfreno 
consumista vigente. Por lo tanto, la competencia entre capitales por 
el control de territorios y bienes comunes se convierte en uno de los 
hitos principales de la agenda hegemónica, y marcará el sentido de 
la pugna política en las próximas décadas.

La financiarización de la economía como premisa  
ante el lánguido crecimiento
El rol de un sistema financiero sobrecomplejizado y desregulado 
también dota y dotará de carácter al capitalismo del siglo xxi y a su 
agenda. Debido a las escasas expectativas de crecimiento económico 
generalizado en base a una nueva onda larga expansiva, es más que 
probable que se mantenga e incluso ahonde la tendencia actual de 
búsqueda de reproducción del capital por la vía financiera. 

En este sentido el capitalismo de las próximas décadas destacará 
por la financiarización como seña de identidad, entendida como un 
proceso en el que «la esfera financiera crece mucho más rápido que 
la esfera real, productiva, despegándose de ella, ya que se trata de 
actividades esencialmente especulativas» (Zabalo, 2012).
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Pese a las recurrentes crisis que se vienen produciendo y al cada 
vez mayor impacto mundial de estas —México en 1994, Brasil 
en 1998, Ecuador en 2000, estallido global nacido en Estados 
Unidos en 2008—; al gigantismo de un sistema financiero global 
exponencialmente superior al necesario para sostener el flujo actual 
de bienes y servicios (lo que incide en su primacía política frente 
a la ciudadanía y los Estados, así como en su ingobernabilidad); y 
al creciente cuestionamiento de su carácter inestable, avaricioso y 
opaco, lo financiero seguirá siendo una característica fundamental 
de la economía mundial. 

Mientras no se sienten las bases que permitan incrementos ge-
neralizados en la productividad y en la tasa de ganancia, la crucial 
cuestión del endeudamiento público y privado seguirá marcando la 
agenda, mientras que las señas de identidad de la financiarización 
se seguirán trasladando al conjunto del modelo económico. Por 
tanto, cortoplacismo, ingobernabilidad, lucro y especulación serán 
conceptos que definan el escenario también en el futuro próximo, 
incidiendo posiblemente en el incremento de la inestabilidad es-
tructural y de las asimetrías sociales (Blyth, 2014).

El desplazamiento de las fronteras de la modernidad como 
escenario de disputa
El proyecto modernizador siempre ha establecido fronteras, líneas 
abismales (Santos, 2014), en torno a las cuales se definía quién es, 
quién puede, quién sabe y quién no. Quién, por tanto, es o no 
sujeto de derecho, de conocimiento y de transformación. Quién, 
al fin y al cabo, merece a ojos del sistema la categoría de visible 
o invisible, de humano o sub-humano. Esta línea se ha definido 
históricamente respecto a las colonias, al Sur Global, pero hoy en 
día esas líneas abismales se reconfiguran con la crisis y el avance de 
la globalización neoliberal, contrayéndose también a lo interno de 
las sociedades metropolitanas. Se confiere así el estatus de exclusión 
y no existencia legal a cada vez mayores capas de la sociedad. En 
este sentido, la lógica colonial se amplía y excluye progresivamente 
a más vidas diversas, a través de gobiernos indirectos que se retiran 
de la regulación social y cuyos servicios se privatizan, favoreciendo 
así lógicas de fascismo social, en las que se establece un régimen de 
relaciones de poder extremadamente desiguales que concede a la 
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parte más fuerte un poder de veto sobre la vida y el sustento de la 
parte más débil. En palabras de Santos (2014: 36):

Como régimen social, el fascismo social puede coexistir con la 
democracia política liberal. Más allá de sacrificar la democracia 
a las demandas del capitalismo global, trivializa la democracia 
hasta tal grado que ya no es necesario, o incluso ya no es con-
veniente, sacrificar la democracia para promover el capitalismo. 
Esto es, por lo tanto, un fascismo pluralista, es decir, una forma 
de fascismo que nunca existió. De hecho, esta es mi convicción, 
que podemos estar entrando en un periodo en el cual las socie-
dades son políticamente democráticas y socialmente fascistas.

Asistimos a una defensa aguerrida de los parámetros del sistema 
en un contexto de desigualdades, que excluye y desplaza al otro lado 
de la línea abismal a grandes mayorías sociales encarnadas en per-
sonas desempleadas, trabajadoras pobres, refugiadas, migrantes, de 
cultura no hegemónica, etc. Estas son consideradas como residuos 
del sistema, inadaptados a la idolatrada acumulación capitalista y al 
modelo estrecho y hegemónico de vida, por lo que se invisibilizan y 
minusvaloran (Sassen, 2015). Cuando hablamos de desplazamiento 
de fronteras no nos referimos únicamente a las fronteras físicas y 
geográficas —que por supuesto se reconfiguran en el marco de la 
globalización—, sino también a las fronteras políticas, epistemoló-
gicas y jurídicas, bajo una nueva concepción de lo que se entiende 
como legal o ilegal en este escenario de confrontación.

La violencia como recurso estructural de un sistema 
atrincherado
La consecuencia directa del desplazamiento de fronteras es preci-
samente la violencia como recurso sistémico. Si como ya hemos 
señalado previamente la violencia ha sido una variable que ha 
acompañado a la modernidad capitalista incluso desde su etapa de 
acumulación originaria, es ahora en este contexto cuando se muestra 
con toda crudeza y bajo nuevas manifestaciones. Así, se impone la 
lógica militar y securitaria contra el otro lado de la línea abismal, 
contra quien no responde al modelo hegemónico de vida a la que 
se concede valor.
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De este modo, la violencia adquiere una clara identidad colonial, 
bajo cuya lógica se inscribe una nueva ofensiva de conflictos geopo-
líticos basada tanto en guerras e invasiones —Siria, Ucrania, Libia, 
etc.—, golpes de Estado clásicos —Venezuela en 2002, Honduras 
en 2009, Egipto en 2013—, y de nuevo cuño —Ecuador en 2010, 
Paraguay en 2011, Brasil en 2016—. Pero, además, la violencia 
desarrolla una fuerte matriz heteropatriarcal, destacando en este 
sentido la violencia de todo tipo ejercida contra los cuerpos de las 
mujeres —donde el feminicidio es la expresión más extrema, aunque 
ni mucho menos única, en un patrón que combina agresiones físicas, 
simbólicas, culturales, etc.—, así como la proliferación de los delitos 
de odio frente a las identidades sexuales diferentes a la hegemónica. 
Por último, en consonancia con el protagonismo alcanzado por el 
poder corporativo, se implementan formas hasta ahora no conocidas 
de violencia, como por ejemplo la ejercida por la seguridad y los 
ejércitos privados, o la que se ensaya en archipiélagos territoriales 
(Ceceña, 2016) ajenos a la institucionalidad pública, en un amplio 
abanico que va desde experiencias alegales como Guantánamo, la 
conformación de espacios bajo exclusivo control privado como las 
ciudades modelo en Honduras, los múltiples condominios habita-
cionales, hasta el vasto territorio ocupado directamente por las redes 
de economía ilícita. El modus operandi de la violencia muta, pero 
se recrudece en este atribulado contexto, y lo hace desde nuevos 
operadores privatizados.

Ofensiva capitalista contra la democracia
El desarrollo de los cinco hitos anteriores supone un profundo cues-
tionamiento de las bases democráticas del propio proyecto político 
de la modernidad capitalista, ya de por sí devaluadas. En este sentido, 
la globalización neoliberal ya había trastocado las acepciones habi-
tuales de soberanía y ciudadanía —vinculadas al Estado-nación—, 
trasladando decisiones estratégicas a ámbitos supranacionales, sin 
sujeto soberano específico y con una mayor capacidad de influencia 
de las empresas transnacionales. Pero, en la actualidad, esta dinámica 
de alejamiento entre las mayorías populares y la toma de decisiones 
parece acentuarse por el empuje del poder corporativo que, en este 
contexto de escasas expectativas de crecimiento y de disputa políti-
ca, cuestiona las mínimas capacidades institucionales para regular 
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y desarrollar políticas públicas que puedan limitar espacios para los 
mercados y poner trabas a la reproducción del capital. Los nuevos 
tratados y la batalla geopolítica marcan la identidad de una dura 
ofensiva, excluyente y violenta, contra la democracia liberal-repre-
sentativa. No se trata únicamente de poner freno a las experiencias 
de democracia directa y participativa, sino también de amputar la 
potencialidad de los gobiernos para desarrollar autónomamente 
propuestas políticas. Se desnuda de esta manera el carácter dictatorial 
del capital y su contradicción con la democracia, explicitando que 
no solo los pueblos y las comunidades, sino también lo público, son 
escenarios estratégicos de disputa.

En definitiva nos enfrentamos a una agenda hegemónica que, 
ante la crisis de reproducción del sistema, refuerza su apuesta por 
los valores fuertes del proyecto civilizatorio —maximización de la 
ganancia, seguridad jurídica de las inversiones—, en detrimento 
de los valores débiles —democracia, soberanía, etc.—, que pierden 
incluso sus ya de por sí devaluadas acepciones vigentes. Fruto de ello, 
el contexto presente y futuro parece marcado por un ahondamiento 
en las lógicas de exclusión y violencia —colonial, clasista, heteropa-
triarcal y por el control de territorios y recursos—, de la mano de un 
poder corporativo que definitivamente se erige en agente político y 
económico protagonista, lanzando una virulenta ofensiva contra los 
pueblos, los territorios —e incluso las instituciones públicas que no 
se pliegan a su voluntad—, explicitando así la contradicción entre 
capital y democracia, entre capital y vida.

Desmantelar el poder corporativo poniendo freno a los nuevos 
tratados regionales y globales; defender los territorios y los bienes 
comunes, tanto públicos como comunitarios; desmontar el sistema 
financiero desregulado y sobrecomplejizado; enfrentar la exclusión y 
violencia de todo tipo; así como abanderar la democracia como valor 
fundamental, entre otras cuestiones, son prioridades estratégicas 
para cualquier agenda alternativa que pretenda avanzar en defensa 
de la vida y del bien común.

En defensa del capital: radiografía del poder corporativo
Las grandes corporaciones acumulan un poder sin precedentes 
en la historia, que trasciende lo económico para ampliarse hacia 
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lo cultural, lo político y lo jurídico. Como ya hemos señalado, 
no podemos considerarlas simplemente como una tipología más 
de empresas que actúan en los mercados capitalistas, sino que 
hablamos más atinadamente de poder corporativo en un sentido 
abarcador e integral que, tomando como base a las empresas 
transnacionales, dinamiza la agenda hegemónica en todos sus 
frentes y conforma un modelo de gobernanza global a su imagen 
y semejanza.

Se trata en este sentido de una concepción multidimensional 
del poder, en consonancia con la definición de Aníbal Quijano 
(2014: 70):

El poder es un espacio y una malla de relaciones sociales de 
explotación/dominación/conflicto articuladas, básicamente, en 
función y en torno a la disputa por el control de los siguientes 
ámbitos de existencia social: el trabajo y sus productos; en depen-
dencia del anterior, la naturaleza y sus recursos de producción; 
el sexo, sus productos y la reproducción de la especie; la subje-
tividad y sus productos, materiales e intersubjetivos, incluido 
el conocimiento; la autoridad y sus instrumentos, de coerción 
en particular, para asegurar la reproducción de ese patrón de 
relaciones sociales y regular sus cambios.

Bajo esta consideración, la consolidación de este poder corpo-
rativo como sujeto protagónico y condición necesaria del proyecto 
civilizatorio y del modelo de sociedad global vigente se manifiesta 
fundamentalmente a partir de cuatro rasgos definitorios: en primer 
lugar, el control del centro neurálgico de la economía a través de los 
mercados y cadenas globales; en segundo término, la primacía del 
relato que las vincula con el progreso y el éxito dentro del imaginario 
colectivo; tercero, la capacidad de redefinir a medida una democracia 
de baja intensidad, que supedita definitivamente el poder político 
al económico; y, por último, la implantación de una arquitectura 
de la impunidad en base al Derecho Corporativo Global, una lex 
mercatoria que se sitúa por encima de los derechos humanos y de la 
naturaleza, y que cierra el círculo de poder en favor de las grandes 
empresas desde el ámbito jurídico (Hernández y Ramiro, 2015; 
Teitelbaum, 2010).
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FIGURA 3
DIMENSIONES DEL PODER CORPORATIVO

Fuente: elaboración propia.

Poder económico
Las empresas transnacionales son los principales agentes de los 
mercados globales —y de las cadenas de producción, distribución, 
comercio, finanzas, tecnología y comunicación que operan en los 
mismos—, que dan forma al nuevo modelo económico generado 
en las últimas décadas. Este, gracias a las innovaciones en el ámbito 
del transporte, la información y la comunicación, ha posibilitado un 
marco mundial e interdependiente de actuación que ha ampliado 
el capitalismo espacial y sectorialmente, siendo las grandes corpo-
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raciones las que mantienen el control operativo de dichas cadenas 
y mercados. Este control se ejerce a través de la toma de decisiones 
estratégicas, de la fuerza de sus capacidades tecnológicas y financieras, 
así como de la organización del sistema productivo y de distribución 
a lo largo de toda la cadena de valor. De esta manera, tienen una 
influencia tanto directa como indirecta sobre el conjunto de actores 
económicos, situándose por tanto en el centro del escenario.9

Por ejemplo, según datos de la revista Fortune, en 2014 las 500 
empresas más grandes generaron 31.200 millones de ingresos y 1,7 
billones en beneficios, empleando a más de 65 millones de personas 
y operando en 36 países. En este sentido, el poder económico que 
atesoran las grandes corporaciones destaca por su alta concentración 
y centralización: el 80% del valor mundial accionarial está en manos 
de 737 corporaciones, de las cuales solamente 147 controlan el 40% 
del total (Vitali, Glattfelder y Battiston, 2011).

Además, dicha concentración se traslada también al ámbito 
geográfico, ya que según el informe de Fortune de 2012, de las 500 
mayores transnacionales 143 tenían su origen en Estados Unidos, 
159 en Europa y 141 en China y Japón. Desde el punto de vista 
sectorial, constatamos de nuevo dicha concentración en ámbitos 
como las commodities —destacando muy especialmente el petróleo, 
junto a minería, alimentación, la automoción y las finanzas—.

Estos datos ponen de manifiesto que en la actualidad las em-
presas transnacionales tienen un poder económico mayor que el de 
muchos estados, y altamente concentrado. Así, el valor de mercado 
de las 10 grandes empresas con mejores resultados en 2015 se equi-
paran con el producto interior bruto (pib) de los 180 países con peor 
desempeño macroeconómico. A su vez, 69 de las 100 entidades 
económicas mundiales más grandes en 2016 son corporaciones, 
mientras que únicamente 31 son Estados —cuando la relación en 

9. Esto no significa ni mucho que todas las unidades económicas estén sujetas 
a los mercados y cadenas globales, ya que existen múltiples experiencias que escapan 
a estas dinámicas actuales, tanto por decisión de construir fórmulas alternativas, 
como por la incapacidad de la globalización neoliberal de ocupar todos los espa-
cios desde sus propias lógicas de maximización de la ganancia y de economía de 
mercado. No obstante, sí que tienen una muy fuerte influencia en dichas lógicas 
de mercado, hoy en día hegemónicas.
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2015 era de 63/37—–.10 En esta misma lógica, y por citar solo unos 
ejemplos, Wal-Mart, Shell y Exxon Mobil tienen unos ingresos 
anuales superiores al pib de países como Austria, Sudáfrica y Vene-
zuela. Telefónica y Repsol, por su parte, manejan unos volúmenes de 
ventas que duplican el de Bolivia y el de Honduras, respectivamente. 
Y las ganancias de estas compañías, que se traducen cada año en 
grandes dividendos para sus principales accionistas y directivos, no 
han dejado de incrementarse después de 2008. En este sentido, la 
fortuna de los 25 mayores millonarios del mundo creció un 9% en 
2013 respecto al año anterior (Hernández y Ramiro, 2015).

Se trata por tanto de agentes imprescindibles para la consoli-
dación y extensión del modelo económico global actual, y atesoran 
un poder económico enorme.

Poder cultural
Tomando como base la hegemonía económica alcanzada en las 
últimas décadas, el poder corporativo se expande también al 
ámbito simbólico y cultural, con el objetivo de alcanzar el mayor 
consentimiento posible entre la población. Por eso, las empresas 
transnacionales juegan un papel muy activo en la construcción de 
un relato que las legitime entre las mayorías sociales, accediendo y 
moldeando sus imaginarios por múltiples vías. En este sentido se 
emplean al máximo en desvincular sus actuaciones de las evidencias 
que las vinculan con graves impactos negativos de todo tipo,11 

10. Datos del informe 10 biggest corporations make more money than most 
countries in the world combined, publicado en septiembre de 2016 por Global 
Justice Now.

11. Existen múltiples informes en este sentido, como las iniciativas de mapeo 
de los impactos sociales, ambientales y culturales de estas compañías que han 
puesto en marcha el Observatorio Latinoamericano de Geopolítica (olag), el 
Grupo etc o el Observatorio de la Deuda en la Globalización (odg), al igual 
que las investigaciones concretas sobre países, empresas y sectores económicos 
que han llevado a cabo la Campaña Ropa Limpia, Ingeniería sin Fronteras, el 
Centre d’Estudis per la Pau JM Delàs, Ecologistas en Acción o el Observatorio de 
Multinacionales en América Latina (omal)-Paz con Dignidad, entre otras. Por 
supuesto, no podemos afirmar que todas las empresas, en todos los sectores y en 
todos los territorios tengan un efecto pernicioso, y es necesario estudiar en cada 
caso específico su desempeño real. No obstante, podemos identificar patrones de 
funcionamiento que en base a la competencia y a la primacía de la maximización 
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identificando estas como actuaciones aisladas y extraordinarias, 
incluso ajenas al centro corporativo, pero en ningún caso como 
patrones sistémicos vinculados con ciertos valores civilizatorios 
hegemónicos.

A su vez, y en sentido contrario, promueven —hasta el momento 
con cierto éxito— un relato que las identifica con valores positivos 
como el progreso, el desarrollo, el poder, el avance tecnológico y la 
generación de empleo (Ornelas, 2008). Dicha narrativa, además, se 
inscribe en la lógica de defensa de un imaginario hegemónico que 
limita las posibilidades de actuación política global a los márgenes 
de la modernidad capitalista, y que promueve un modelo de socie-
dad coherente con el proyecto civilizatorio vigente, basado en una 
ciudadanía individualista, fragmentada, despolitizada y consumista 
(Fernández, 2015).

En este sentido las empresas transnacionales entienden el papel 
estratégico que tiene esta disputa cultural, por lo que invierten in-
gentes recursos en la misma, aprovechando su capacidad económica 
y los parámetros en los que se mueve actualmente la sociedad global. 
Destaca su especial incidencia en dos ámbitos estratégicos: la comu-
nicación y la información, por un lado, y el saber y conocimiento, 
por el otro. Respecto al primero, también ha sido absorbido por la 
lógica de mercantilización y privatización, dando lugar a la confor-
mación de mass media donde prima el ánimo de lucro, la ganancia 
y la acumulación sobre la veracidad y el rigor. El control de la co-
municación queda pues en manos de grandes grupos empresariales 
con intereses propios vinculados a la agenda hegemónica, y con la 
capacidad bien de priorizar y/o invisibilizar informaciones, bien de 
adecuarlas al relato oficial cuando es necesario. Estos imaginarios 
y relatos son a su vez sostenidos a base de una fuerte inversión en 
marketing, responsabilidad social corporativa (rsc) y publicidad, 
con el ánimo de hacer presente el poder corporativo en todas las 
facetas de la vida.

de la ganancia, por un lado, y en función del poder corporativo acumulado en 
estas últimas décadas, por otro, ofrecen un marco idóneo para el desarrollo de las 
claves identitarias de las empresas transnacionales, donde el bienestar general y la 
sostenibilidad del planeta ocupan un lugar menor, subordinado y residual. Esto da 
como resultado un vínculo fuerte entre las grandes corporaciones y la conculcación 
de los derechos humanos y de la naturaleza.
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En lo que se refiere al conocimiento, este es una de las princi-
pales fuentes de poder corporativo, así como un ámbito de interés 
fundamental a la hora de construir imaginarios. En este sentido, 
el poder corporativo desarrolla una fuerte voluntad de apropiarse 
y mercantilizar todo conocimiento útil en términos económicos 
—como se observa, sin ir más lejos, en el caso de los acuerdos de 
protección de la propiedad intelectual, que no son en muchos casos 
sino robos enmascarados de saberes ancestrales de comunidades y 
pueblos—. Pero también, y muy especialmente, el poder corpora-
tivo abunda en una estrategia de penetración en los institutos de 
educación secundaria y en las universidades, tanto desde el punto 
de vista de extracción, control y reorientación del conocimiento, 
como de modulación del mismo. De esta manera, este se convierte 
en una de sus claves prioritarias para garantizar su supremacía. Al 
fin y al cabo, las empresas transnacionales desarrollan una estrategia 
que bombardea el planeta con su relato, apelando y colonizando 
directa o indirectamente nuestras miradas y tratando de delimitar 
nuestros márgenes posibles de actuación.

Poder político
El acumulado de poder económico y cultural no les es en todo caso 
suficiente, por lo que este debe sostenerse además sobre una sólida 
base política acorde con la posición que ocupan actualmente las 
empresas transnacionales. Estas han participado activamente en un 
nuevo modelo de gobernanza global que ha reformulado las ya de 
por sí cuestionadas acepciones vigentes de soberanía y ciudadanía, 
jugando un rol fundamental en este momento de hegemonías po-
líticas difusas y multipolares. El resultado de este complejo proceso 
es una agenda y una estructura política global basada en un enfoque 
de democracia de todavía menor intensidad, que tensiona aún más 
la atribulada relación entre esta y el capitalismo.

Respecto a la agenda vigente, se caracteriza en primer lugar por 
el alejamiento ciudadano de la toma de decisiones, algunas de las 
cuales —precisamente las de cierta relevancia sistémica— dejan 
de definirse en el marco del Estado-nación en favor de ámbitos 
supraestatales —en los que no hay sujeto que pudiera ejercer la 
soberanía—, por lo que se afianza la política de carácter delegativo 
con mayores carencias de control popular. Además, esta democracia 
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devaluada tiende a privatizarse —o corporativizarse— a partir de 
la labor de lobby, figura fundamental para entender hoy la política 
y que afecta a todos los niveles competenciales —desde Naciones 
Unidas y las estructuras regionales como la Unión Europea, hasta 
el ámbito estatal y local—, y que básicamente está conformada por 
grupos de presión de las grandes empresas que influyen sobre los y 
las tomadoras de decisiones (Ramiro y González, 2016). Por poner 
solo un ejemplo, hay 15.000 lobistas en el parlamento europeo, y 
de ellos un 70% son de empresas transnacionales que defienden el 
statu quo civilizatorio y que se arrogan un papel que debería jugar 
el conjunto de la ciudadanía (Uharte, 2012). Es más, en el extremo 
de esta dinámica, los lobbies llegan a tener capacidad de negociación 
directa y secreta con las estructuras supraestatales antes mencionadas, 
mientras que la ciudadanía y los representantes políticos son ajenos 
a dichas negociaciones, como ocurre en el caso del ttip o del tisa, 
hitos estratégicos de la agenda hegemónica (Fernández, 2015).

Finalmente, hablamos también de una democracia corrompida 
sistémicamente, ya que necesita de la corrupción como argamasa que 
facilite la suma de intereses y poderes necesaria para mantenerla en 
los términos de escasa intensidad en la que se despliega. Se trata así de 
una corrupción que define al propio modelo y que se materializa en la 
forma de sobornos, puertas giratorias, evasión y elusión de impuestos, 
paraísos fiscales, desvíos de fondos, clientelismo, primas, especulación, 
cierre de empresas, etc. (Hernández y Ramiro, 2015). Todas estas 
fórmulas responden no solo a voluntades concretas sino a una lógica 
civilizatoria que prioriza el capitalismo, el lucro, y la acumulación de 
ganancia individual como premisas del bienestar. En este sentido, 
no hablamos solo de un modelo en el que hay corrupción, sino más 
bien de una forma de gobierno definida desde la corrupción, en la 
que colaboran corporaciones, estados y organismos multilaterales.

Precisamente las grandes empresas han aprovechado esta agenda 
de democracia de bajísima intensidad para incidir en la conforma-
ción de una estructura política global más favorable a sus intereses. 
Dicha estructura se podría representar como una figura de cuatro 
vértices en el que colaboran activamente las grandes instituciones 
multilaterales, los estados de origen de las empresas, los estados 
receptores de la inversión, y las propias empresas transnacionales 
—que se definen como el vértice fuerte del cuadrilátero político—. 
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Por supuesto esta relación de colaboración no se da en todos los 
casos ni es natural per se, ya que hemos podido constatar casos de 
gobiernos que, desde posturas alternativas, han impulsado otras 
dinámicas que se enfrentan a la democracia de baja intensidad y a 
las empresas transnacionales.

FIGURA 4
ESTRUCTURA DE GOBERNANZA GLOBAL CORPORATIVA

Fuente: elaboración propia.

No obstante, la primacía del mantra civilizatorio y de la salida 
hegemónica a la crisis como horizonte, así como la práctica política 
de la agenda de democracia antes señalada, posibilitan en muchos 
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casos esta estructura relacional que colabora en la expansión del 
poder corporativo: los organismos multilaterales, influenciados 
por los lobbies, generan la normativa global y las estructuras de 
decisión favorables a las empresas; los estados de origen de las 
empresas transnacionales vinculan su destino a estas, apoyándolas 
desde el ámbito diplomático, con políticas de internacionalización, 
créditos blandos e incluso con fuerzas militares si fuera necesa-
rio; los estados receptores compiten por la implantación de estas 
empresas mediante una carrera de desregulación de derechos a la 
baja, acompañada por una fuerte dosis de corrupción, sin descar-
tar el uso de la represión si fuera necesario (Hernández y Ramiro, 
2015; Teitelbaum, 2010). Se trata, entonces, de una estructura que 
suma intereses en la búsqueda de una parte del pastel que ofrece 
el mantra civilizatorio, y en el que las empresas transnacionales 
juegan un papel crucial.

Son, por tanto, esta agenda y esta estructura política mundial 
las que sustentan el poder corporativo sobre una base firme, en la 
que este se sitúa en un lugar de primacía no solo sobre el poder 
popular, sino incluso de los agentes institucionales multilaterales, 
regionales, estatales y locales. El poder corporativo ha generado un 
modelo de gobernanza global que supone un ataque directo a las 
mínimas garantías democráticas y a la soberanía de estados y pueblos.

Poder jurídico
Por último, la fotografía final del poder corporativo se traslada del 
ámbito político al jurídico, cerrando el círculo a partir de una nue-
va legalidad global. Las empresas transnacionales han conseguido 
imponer un nuevo Derecho Corporativo Global, una lex mercatoria 
que se sitúa por encima del marco internacional de los derechos 
humanos y de la propia capacidad de actuación política de los es-
tados, dando lugar a una arquitectura de la impunidad en favor de 
sus intereses (Hernández y Ramiro, 2015; Teitelbaum, 2010). Así, 
la lex mercatoria está conformada por una muy diversa tipología de 
instrumentos jurídicos, que van desde los más de 3.000 tratados y 
acuerdos globales, regionales y bilaterales vigentes sobre comercio e 
inversión, hasta los contratos que las instituciones establecen con las 
grandes corporaciones, pasando por los planes de ajuste estructural 
y los préstamos condicionados.
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Toda esta inflación normativa se basa, en primer lugar, en 
la defensa prioritaria y sin excepción de una serie de principios 
fundamentales para favorecer a las grandes corporaciones: la 
seguridad jurídica de las inversiones como lógica inexcusable en 
favor de la salida hegemónica a la crisis, estableciendo el pacta sunt 
servanda —lo pactado se cumple— como máxima que paraliza 
todo intento de transformación en función de nuevas condiciones 
o de nuevas voluntades políticas; la armonización normativa a la 
baja en términos de derechos y libertades; el trato nacional para 
toda empresa extranjera, independientemente de las asimetrías de 
partida —considerando por tanto igual es a los desiguales— así 
como de las pretensiones de desarrollar autónomamente políticas 
que cohesionen al territorio; el trato de nación más favorecida, 
ampliando las mejores condiciones ya existentes para los negocios 
en cualquier acuerdo a los nuevos que se pudieran firmar; la protec-
ción retroactiva de las inversiones; la no exigencia de desempeños 
tecnológicos, ecológicos, económicos y sociales a las grandes cor-
poraciones y, finalmente, la imposición de fuertes compensaciones 
por posibles daños generados —y también por generar, en el caso 
de la apelación al lucro cesante—, que inhiban el enfrentamiento 
con las empresas transnacionales (Hernández y Ramiro, 2015). 
Estos son, en definitiva, los principios y valores fuertes del Dere-
cho Internacional actual, la adaptación de los valores fuertes de la 
modernidad capitalista al momento actual.

Además, y en segundo lugar, el Derecho Corporativo Global 
impone estos principios sobre estructuras de arbitraje que dirimen 
los conflictos entre estados y corporaciones, escapándose o super-
poniéndose así al sistema público judicial. El Sistema de Solución 
de Diferencias de la Organización Mundial del Comercio (omc), el 
Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversio-
nes (ciadi) del Banco Mundial, la Corte Internacional de La Haya, 
o la Corte Internacional de Arbitraje de la Cámara de Comercio 
Internacional, definen espacios de carácter privado para resolver 
controversias, siendo las grandes empresas las únicas que pueden 
apelar a los mismos (Plaza y Ramiro, 2016). Por lo tanto, no solo 
se igualan sujetos de derecho público con sujetos de derecho priva-
do, sino que incluso se ofrecen mayores garantías a estos últimos, 
primando el ánimo de lucro sobre el interés general.
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FIGURA 5
ASIMETRÍA NORMATIVA

Fuente: elaboración propia 

El resultado final es una más que notable asimetría normativa, 
que blinda los derechos de las empresas transnacionales, a la vez que 
diluye sus obligaciones. En este sentido, la lex mercatoria supone 
un derecho fuerte, imperativo, coercitivo y ejecutivo, mientras 
que las obligaciones de las grandes empresas se reducen al cum-
plimiento de un derecho débil. Este se conforma en primer lugar 
por las legislaciones nacionales de los países receptores —en un 
contexto de desregulación neoliberal, y donde las responsabilidades 
no se amplían extraterritorialmente hacia el centro corporativo—; 
en segundo lugar por un marco internacional de los derechos 
humanos frágil y que no es aplicable más que a los estados —por 
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lo que las grandes empresas solamente deben respetarlo—; y en 
tercer y último lugar, por el creciente papel internacional de la 
lógica voluntaria, unilateral y no vinculante de la rsc, como 
preconizan el Pacto Global y los actualmente vigentes Principios 
Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas (Ramiro, 2009).

El recorrido realizado a lo largo del presente apartado nos per-
mite comprender la amplitud y la intensidad del poder corporativo, 
que trata de abarcar el espectro completo de nuestras vidas. En base 
al poder económico acumulado sobre todo a partir de la fase de 
globalización neoliberal, desarrolla una estrategia de control de los 
imaginarios culturales a través de la información, la comunicación y 
el conocimiento. A su vez, impulsa un ataque contra la democracia 
—incluso en la versión de baja intensidad actualmente en vigor—, 
reconfigurando el modelo de gobernanza global a su imagen y se-
mejanza, sosteniéndolo en última instancia sobre una arquitectura 
de la impunidad en favor de sus intereses.

Esto lo convierte en el sujeto protagónico del proyecto civi-
lizatorio y del modelo de sociedad vigentes, así como el principal 
impulsor de la agenda hegemónica que pretende su reproducción 
futura. El poder corporativo es quien pone en funcionamiento su 
maquinaria política para avanzar en la firma e implementación de 
los tratados regionales y globales de comercio e inversión —ahora 
en fase de negociación—, que pretenden poner la espita definitiva 
a la democracia y seguir abriendo mercados, especialmente en el 
ámbito de los servicios; quien participa activamente en la disputa 
territorial hegemónica, así como en la competencia por el control 
de los bienes comunes y/o estratégicos —energía, tierra, agua, ali-
mentación, finanzas, servicios y conocimiento—; quien abandera 
la financiarización como vía de reproducción del capital, pese a sus 
funestas consecuencias; y quien, en última instancia, reconfigura y 
privatiza las fronteras políticas, culturales, epistemológicas y jurídi-
cas, tomando parte crecientemente activa en todas las modalidades 
de una violencia de carácter sistémico.

El poder corporativo debe ser desmantelado como condición 
necesaria, aunque no suficiente, del statu quo actual. En este sentido, 
si queremos enfrentar la crisis civilizatoria; si asumimos el conflicto 
capital-vida en defensa de esta última; si pretendemos poner freno 
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a la excluyente y violenta agenda hegemónica; entonces debemos 
situar a las empresas transnacionales como antagonistas, no únicas, 
pero antagonistas en todo caso, de cualquier proceso emancipador, 
incluyendo la disputa con estas como parte fundamental de toda 
alternativa emancipadora.





59

II.	 MARCO DE REFERENCIA PARA 
IMPULSAR ALTERNATIVAS AL PODER 
CORPORATIVO

No debemos contentarnos con pensar meramente 
en alternativas. Lo que se requiere es una forma 
alternativa de pensar alternativas.

Boaventura de Sousa Santos

Conocer desde el Sur (2006)

En este segundo capítulo nos centramos en la formulación del marco 
de referencia, esto es, las bases teórico-políticas desde y hacia las que 
dirigir de manera estratégica las alternativas al poder corporativo. 
Yendo de lo más general a lo más específico, en el primer apartado 
establecemos una serie de premisas que entendemos necesarias para 
elaborar agendas emancipadoras en un momento crítico como el 
actual. A partir de la respuesta a estos cómo definiremos los hacia 
dónde, las seis claves que dibujan los horizontes hacia los que avan-
zar en defensa de la vida y en disputa con el capital, tomando en 
consideración tanto las dinámicas civilizatorias como la coyuntura 
que atravesamos. Estas claves —válidas en nuestra opinión para 
todo proceso de superación del statu quo—, son las que finalmente 
aplicaremos a la confrontación específica con el poder corporativo, 
ejercicio necesario para nuestra agenda marco debido a que las em-
presas transnacionales son condición necesaria pero no suficiente 
del modelo hegemónico. Estas seis claves de disputa con el poder 
corporativo se convierten en el núcleo central de nuestro marco de 
referencia, del que partirá nuestra propuesta de actuación política 
para desmantelar el poder que atesoran las grandes empresas en el 
siguiente capítulo.

En defensa de la vida: premisas para impulsar agendas 
alternativas
Afirmábamos antes que atravesamos un momento histórico de 
especial complejidad e incertidumbre, marcado por un nuevo te-
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rreno de juego para la disputa política, que afecta tanto a la agenda 
hegemónica como a las agendas emancipadoras. Los contextos cli-
mático y energético, así como la crisis de reproducción capitalista y 
su ofensiva contra la democracia, plantean un cambio de paradigma 
al que no se puede ser ajeno.

FIGURA 6
PREMISAS PARA IMPULSAR AGENDAS ALTERNATIVAS

Fuente: elaboración propia.

Las agendas alternativas que hoy en día se formulan en defensa de 
la vida deben asumir este desafío, desarrollando estrategias políticas 
bajo una triple mirada: en primer lugar, recogiendo el acumulado 
de experiencia de las luchas históricas de emancipación, impulsadas 
por múltiples sujetos y agendas; en segundo término, enfrentando 
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los hitos mediante los cuales el modelo hegemónico pretende repro-
ducirse, poniéndole así freno; y finalmente, sentando las bases para 
trascender los parámetros civilizatorios vigentes a partir del marco 
de posibilidad que ofrece el escenario actual.

Para encontrar el mínimo común denominador a esta enre-
vesada ecuación, establecemos a continuación seis premisas que 
pensamos pueden ayudarnos a construir agendas emancipadoras 
en este momento crítico, vinculando pasado, presente y futuro. 
Se trata de una especie de principios que informan nuestro marco 
de referencia, elementos de enfoque a tener en cuenta a la hora de 
concretar posteriormente sus contenidos. 

Agendas en defensa explícita de la sostenibilidad de la vida
La vida —incluyendo todo lo viviente— es el sujeto a defender, 
sostener y ampliar. Siendo así, nuestros esfuerzos de cambio deben 
adecuarse a aquellas características de la vida que favorezcan su repro-
ducción. Entre otras posibles, destacamos tres de especial relevancia: 
la vida como realidad ecodependiente, finita y vulnerable; la vida 
como fenómeno diverso; la vida como proceso interdependiente 
que se desarrolla siempre en comunidad.

Vivimos en un espacio ecológicamente cerrado en términos 
de materiales y recursos, por lo que existen límites físicos que no 
pueden ser superados. No todo modelo de producción, consumo y 
organización social es viable ni deseable, siendo necesario en estos 
momentos optar de manera decidida por aquellos que mejor se 
amolden al contexto climático y energético. Además, la vida es una 
realidad diversa, por lo que su reproducción precisa del reconoci-
miento y cuidado de dicha diversidad. Por lo tanto, es fundamental 
dar valor a los diferentes enfoques de bienestar y justicia existentes, 
las más variadas formas de saber, así como la existencia de múltiples 
sujetos y agendas. Esto requiere, en todo caso, de un compromiso 
en defensa de la pluralidad y en la búsqueda de referentes comunes 
que articulen dicha diversidad desde el prisma de la igualdad. Y la 
interdependencia entre toda forma de vida nos empuja a situar lo 
colectivo en el centro, de lo que se deriva la relevancia de la demo-
cracia, de la reciprocidad, de la participación activa y de calidad de 
todos y todas en las decisiones que nos afectan directamente, dentro 
de la lógica de un sujeto amplio, plural y diverso de emancipación.
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Las agendas que impulsemos en defensa de la vida deben tomar 
la sostenibilidad, la apuesta por la igualdad en la diversidad, y la 
democracia directa y participativa como premisas para enfrentar al 
proyecto de la modernidad capitalista. 

Agendas integrales y globales
Si la génesis de la crisis se sitúa en una serie de valores civilizatorios, 
el conflicto capital-vida no es únicamente una cuestión de coyuntura, 
sino que se vincula también con parámetros, estructuras y relatos 
sistémicos, globales y de fuerte raíz histórica. Por tanto, la disputa 
emancipadora debería plantearse desde una lógica integral, que 
abordara todo este conjunto de elementos, posicionando en sentido 
contrario nuevas narrativas y nuevas formas económicas y políticas 
de organización de la vida en todos los espacios de reproducción 
del modelo hegemónico.

Esta consideración nos incita a desarrollar estrategias amplias 
que abarquen lo económico, lo político, lo social, lo cultural, lo 
epistemológico, lo comunicativo, etc. De este modo, es fundamental 
que se formulen desde un punto de vista multidimensional, que se 
proyecten y confronten con el conjunto de dimensiones que po-
sibilitan la sostenibilidad del proyecto civilizatorio vigente. Y, a su 
vez, nos fuerza a realizar análisis y propuestas que vinculen lo local 
con lo global. Es decir, si la agenda hegemónica se despliega desde 
lo global y aterriza en el territorio, también las agendas alternativas 
deben sostenerse sobre la defensa de este último, pero desde la apues-
ta por su vínculo estatal, regional y global. Por ello, la integralidad 
de las estrategias y la articulación local-global se tornan no solo 
necesarias sino urgentes para avanzar en el desmantelamiento, desde 
lógicas cosmopolitas pero arraigadas (Tarrow, 2011), del conjunto 
de escenarios de desarrollo del conflicto capital-vida.

Agendas en transición
La crisis pone de manifiesto, por un lado, la urgencia por actuar 
frente a una agresión sin precedentes que pone en peligro la vida hu-
mana. Pero por el otro, plantea una disputa integral —como hemos 
señalado en el punto anterior— de sentidos, de valores, de saberes, 
etc., cambios estructurales de calado que requieren de un tiempo 
amplio en términos históricos, de una mirada por tanto de largo 
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recorrido. Ante esta aparente paradoja, las agendas de emancipación 
se ven obligadas a responder ante lo inmediato, haciéndolo a su vez 
en base a estrategias que permitan ir posicionando y ampliando los 
espacios contrahegemónicos, en un contexto en el que el carácter 
crítico del momento que vivimos no es socialmente evidente todavía 
(Santiago Muiño, 2016).

A nuestro entender, las agendas emancipadoras deberían superar 
el viejo debate entre reforma y revolución, entre cambios menores o 
grandes transformaciones, para optar por ir posicionando tanto los 
unos como los otros, de manera progresiva y acumulada —aunque 
no necesariamente lineal—, en estrategias que nos permitan arre-
batar espacios usurpados por el capital. Se trataría, entonces, de 
huir tanto de la respuesta estrictamente inmediata o reactiva, que 
se circunscribe únicamente al marco de lo supuestamente posible, 
esto es, de lo que la modernidad capitalista permite, en un extremo, 
como del empecinamiento en la implementación absoluta y sin 
gradualidad de las claves emancipadoras, en el extremo opuesto.

Proponemos así que las agendas emancipadoras consideren la 
transición como eje estratégico, asumiendo el desafío de combinar 
la respuesta ante las necesidades inmediatas y urgentes con la de-
terminación por transitar, aquí y ahora, hacia otras formas de vida 
antagónicas a las vigentes. Ello nos impela a aunar lo macro y lo 
micro, lo estructural con lo coyuntural, la pretensión de grandes 
transformaciones sistémicas con cambios personales, organizativos y 
comunitarios, a partir de una idea de la emancipación como horizon-
te, pero a su vez como algo que ocurre aquí y ahora, politizando de 
esta manera también lo cotidiano (Fernández, Piris y Ramiro, 2013).

Agendas inclusivas
El conflicto capital-vida se plantea como un binomio explicativo 
de la incompatibilidad entre ambos términos, pero no como un 
enfrentamiento dicotómico entre capitales abstractos, por un lado, 
frente al conjunto de la humanidad y el planeta, por el otro. De 
este modo, definíamos al capital como metáfora articuladora de 
un proyecto civilizatorio que conforma un sistema de dominación 
múltiple, que no se agota en el capital en sí mismo. Al contrario, 
se proyecta como ya hemos visto en una compleja maraña en la 
que interactúan capitalismo, heteropatriarcado, colonialidad, pro-
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ductivismo y democracia de baja intensidad, con actores y lógicas 
diversas y en conflicto.

En este sentido, la disputa entre la agenda hegemónica y las 
agendas alternativas no puede entenderse desde un punto de vista 
estático, ya que participan en una contienda política compleja y 
de gran dinamismo. Por un lado, y centrándonos en los capitales 
en el sentido estricto y no metafórico, estos no tienen una única 
identidad, sino que responden a intereses, contextos y dinámicas 
no siempre coincidentes, aunque en última instancia compartan 
parámetros comunes. Por eso, es importante analizar las conver-
gencias y divergencias entre los mismos, en el marco de la nueva 
configuración del capitalismo en el siglo xxi que ya hemos analizado 
en el capítulo anterior.

Pero también, por otro lado, es fundamental para las propuestas 
emancipadoras asumir el reto que supone la lucha contra el sistema 
de dominación múltiple, ya que obliga a analizar y enfrentar las 
evidentes asimetrías entre personas, grupos, comunidades, pueblos 
y movimientos en función de la clase, el género, la etnia/raza, la 
identidad sexual, etc., superando de esta manera miradas simplistas 
de abordaje de los procesos de emancipación. En este sentido, es fun-
damental formular agendas que sumen, incluyan e interseccionen, 
enfrentándose así al modelo de vida hegemónico que representa el 
hombre blanco, heterosexual, individualista, con presencia pública, 
supuestamente autosuficiente y con recursos.

Por tanto, si el objetivo es superar este modelo que genera exclu-
sión y explotación de las vidas de las mayorías sociales, es necesario 
definir agendas y estrategias de transición, basadas en experiencias 
parciales, situadas y concretas, pero con voluntad de coimplicarse 
en un mundo común y de abordar de manera integral e inclusiva 
la dominación capitalista —siendo esta por supuesto fundamental, 
al ser el eje vertebrador del proceso civilizatorio—, pero también y 
al mismo tiempo heteropatriarcal, colonial, productivista y demo-
cráticamente devaluada. Abogamos pues por la articulación de una 
agenda y un discurso coordinativo —que aglutine a actores que, en 
base a claves compartidas, creen, deliberen, argumenten, negocien 
y lleguen a acuerdos alternativos— con un discurso comunicativo 
—que permita presentar, contestar, deliberar y legitimar dichos 
acuerdos— (Schmidt, 2011).
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Agendas corresponsables
Las consideraciones sobre cómo enfocar agendas alternativas tam-
bién deben hacer referencia a quién las impulsa, cuál es por tanto 
el sujeto creador de cambio. En nuestra opinión, el reto al que nos 
enfrentamos es el de construir un sujeto amplio, diverso y plural 
que cuente con la fuerza suficiente para voltear de manera radical 
el statu quo vigente. En consonancia con nuestra apuesta inclusiva, 
este debería vincular a los y las diversas en marcos comunes, a partir 
en todo caso de la clase trabajadora1 como eje articulador del con-
junto. Es fundamental analizar qué estrategias y qué agentes pueden 
tener un mayor impacto en este sentido, y es ahí donde se sitúa el 
debate entre poder y contrapoder, esto es, priorizar las vías oficiales 
e institucionales o la autonomía social y comunitaria.

Ante esta tesitura, y frente a la dimensión de la disputa capital-
vida, consideramos que las agendas emancipadoras deberían apostar, 
si se dieran las condiciones en cada caso, por la corresponsabilidad 
entre instituciones, movimientos y comunidades en dinámicas de 
fortalecimiento del poder popular (Gómez, 2015). En este sentido, 
y tomando este último concepto como meta e indicador privilegiado 
de avance, partimos del papel fundamental de la autogestión social 
y comunitaria como base de cualquier proceso de transición eman-
cipadora. No obstante, reconocemos que pese a su habitual alianza 
con los parámetros hegemónicos, las instituciones públicas también 
han tenido, tienen y pueden tener un rol activo en el impulso y en la 
generación de espacios favorables al poder popular, en un contexto 
además donde lo público es un escenario estratégico en disputa, 
como vimos en el capítulo anterior. En todo caso, precisamos que 
esta apuesta por la corresponsabilidad debe contextualizarse en 
cada caso concreto —analizando en este sentido las capacidades y 
voluntades de instituciones, movimientos y comunidades—, dando 
lugar así a múltiples opciones posibles —dentro de las cuales la 

1. Entendemos la clase trabajadora desde una concepción abierta e inclusiva, 
que incorpora a un sujeto múltiple, plural y diverso de personas cuyo trabajo es la 
vía fundamental de sustento y sostenibilidad de sus vidas, entendiendo por trabajo 
no solo el empleo sino el conjunto de tareas necesaria para la reproducción social. 
Planteamos, por tanto, la clase no como categoría única o hegemónica, sino como 
eje transversal que vincula al conjunto de dimensiones vitales, sistemas de opresión 
y dominación, etc.
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confrontación frontal con la institucionalidad no se descarta—, 
pero no basadas en la obligatoriedad o, en sentido contrario, en un 
desdén principista.

La voluntad de corresponsabilidad, sustentada sobre experien-
cias históricas —como veremos en el desarrollo de nuestra agenda 
marco—, no deja de ser una aventura de gran complejidad dada las 
identidades disímiles de los diferentes agentes. No obstante, creemos 
que ninguno, por sí solo, parece capaz de enfrentar la disputa civili-
zatoria en marcha, existiendo notables techos de cristal a su avance.

En lo que se refiere a las instituciones públicas, es importante 
tener en cuenta que son espacios no monolíticos y en disputa, y que 
no es lo mismo poder y gobierno —como ya hemos visto al hacer 
la radiografía del poder corporativo—, lo que estrecha su marco de 
actuación. Además, la naturaleza de las diferentes administraciones se 
basa principalmente en tiempos cortos electorales y presupuestarios, 
que por lo general la acercan más a lógicas redistributivas que a la 
posibilidad de impulsar transformaciones profundas. No obstante, la 
legitimidad y fuerza con la que cuentan todavía en muchos contextos 
les confieren la capacidad tanto para generar, si hubiera voluntad 
política, un efecto palanca sobre procesos emancipadores y de po-
der popular—relatos, estructuras y políticas alternativas—, como 
para en sentido contrario cercenar, desvirtuar e incluso criminalizar 
los mismos. Respecto a los movimientos sociales y comunitarios, 
estos parten por lo general de una naturaleza no tan apegada nece-
sariamente al corto plazo, por lo que suelen abanderar propuestas 
emancipadoras con una profundidad y con una perspectiva temporal 
de mayor calado. A pesar de ello, podrían existir límites al avance 
de sus procesos si no cuentan con el efecto palanca de las políticas 
públicas, e incluso podrían caer, en el extremo, en cierto purismo 
respecto a su agenda, desdeñando el desafío de la política y el carácter 
procesual y de disputa de poder implícita a la misma.

Por todo ello, con las salvedades realizadas, consideramos que 
las agendas emancipadoras deberían plantearse la corresponsabilidad 
como horizonte de construcción de poder popular, lo que requiere 
un esfuerzo mutuo de comprensión. En este sentido, lo público 
debería tratar de poner sus dinámicas al servicio de procesos de 
emancipación —y no únicamente de redistribución—, mientras 
que los movimientos sociales y comunitarios tendrían que aceptar el 
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desafío derivado de la complejidad de la contienda política, a partir 
de lógicas de transición situadas y contextualizadas.

Agendas audaces sin mapa predeterminado
La complejidad es una de las principales características del momento 
histórico actual, tanto en lo que se refiere a los sujetos que inter-
vienen y las variables que interactúan, como al escenario político y 
económico. Asistimos a un cambio de paradigma en el que las bases 
sobre las que se sustentaba el modelo hegemónico de organizar la 
vida han sufrido ya y van a sufrir alteraciones profundas.

Las agendas en defensa de la vida deben, por tanto, enfrentar este 
reto desde claves emancipadoras a partir de estrategias integrales, in-
clusivas y corresponsables, y además sobre un piso que se nos mueve. 
Esto es, ante un cambio profundo y sin contar con certezas ni dogmas 
que nos permitan totalizar y simplificar el conflicto capital-vida. Por 
ello, es fundamental desarrollar la audacia y la creatividad de pueblos 
y comunidades para abordar un incierto futuro pero desde ciertas 
bases sólidas, tierra firme que nos permita sustentar procesos a través 
de rutas sin mapa, sendas sin manual de instrucciones predetermi-
nado (Santiago Muiño, 2016), que permitan posicionar alternativas 
barrocas, esto es, prefiguradoras de valores contrahegemónicos pero 
a la vez atravesadas por la modernidad capitalista.2

En el siguiente apartado, precisamente, trataremos de establecer 
esa tierra firme sobre la que avanzar, los horizontes hacia los que 
impulsar alternativas de nuestro marco de referencia. Estos horizon-
tes, en todo caso, deberían proyectarse sobre agendas audaces que 
explícitamente defiendan la reproducción de la vida, que se planteen 

2. Recogemos el concepto barroco derivado de la definición de economías 
barrocas que establece Verónica Gago (2015): «Un tipo de articulación de economías 
que mixturan lógicas y racionalidades que suelen vislumbrarse –desde las teorías 
económicas y políticas– como incompatibles. Bolívar Echeverría ha vinculado lo 
barroco con un arte de la resistencia y la sobrevivencia propio del momento colo-
nial. Lo barroco latinoamericano persiste como conjunto de modos entreverados 
de hacer, pensar, percibir, pelear y laborar. Lo cual supone la superposición de 
términos no reconciliados y en permanente re-creación». Por ello, emplearemos 
el adjetivo «barroco» para caracterizar alternativas no puras, no esencializadas 
ni absolutamente contrahegemónicas, sino atravesadas por una multiplicidad y 
profusión de variables, incluso contradictorias, que a la vez se sostienen sobre los 
parámetros vigentes y sobre apuestas que tratan de superar los mismos.
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desde miradas integrales y globales, que formulen estrategias de 
transición y de disputa progresiva, que incluyan sujetos y propuestas 
desde la corresponsabilidad, y que asuman la incertidumbre como 
un valor crítico que en ningún caso limite la voluntad política de 
superación radical del proyecto de la modernidad capitalista.

En defensa de la vida: claves para impulsar agendas 
alternativas
Si las premisas del apartado anterior concretaban las condiciones 
del terreno de juego de la contienda política entre capital y vida, 
ahora bosquejamos las sendas por la que creemos que deberíamos 
caminar desde un enfoque emancipador. Estas sendas, como ya 
hemos repetido, no tienen un mapa perfectamente definido. No 
obstante, ello no nos hace caer en el relativismo, ni nos conduce 
a celebrar toda iniciativa que se plantee desde parámetros con-
trahegemónicos. Al contrario, es un acicate para buscar asideros 
sobre los que cimentar agendas y estrategias integrales e inclusivas 
que se enfrenten audazmente, a pesar de la incertidumbre, al 
sistema de dominación múltiple a partir de valores alternativos y 
emancipadores.

Asumiendo esta reflexión, encontramos en dos de las premisas 
antes explicadas la base para la definición de dichos asideros, de los 
horizontes que se marquen las para agendas de este tipo. La primera 
premisa de defensa explícita de la vida nos plantea la necesidad de 
trascender las formas económicas y políticas actualmente vigentes 
de organizar la vida, asumiendo los límites ecológicos del planeta 
y terminando con el relato civilizatorio que somete el bienestar al 
crecimiento económico capitalista. También nos compromete en 
la apuesta por la igualdad en la diversidad, y en la democracia real 
como valor indispensable en todo proceso de transformación. A 
su vez, la tercera premisa aboga por lógicas de transición, en las que 
las diferentes iniciativas se estructuren y organicen en dinámicas 
progresivas que permitan ir ganando espacios para los procesos de 
cambio. Será por tanto a partir de los contenidos de la primera pre-
misa que definiremos las claves teórico-políticas de nuestro marco 
de referencia, para posteriormente reordenarlas en función de la 
tercera en una lógica de transición.
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FIGURA 7
CLAVES PARA IMPULSAR AGENDAS ALTERNATIVAS

Fuente: elaboración propia.

El territorio como sujeto estratégico de organización alternativa 
de la vida
Planteamos así la relevancia de situar lo local, el territorio, como 
espacio prioritario sobre el que repensar formas económicas y polí-
ticas emancipadoras. Hablamos de territorio no como una simple 
entidad administrativa, sino como el espacio donde se desarrolla 
fundamentalmente la vida, donde los nuevos sujetos se instituyen, 
instituyendo su espacio, apropiándoselo material y simbólicamente 
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(Zibechi, 2007). Un territorio, a su vez, no esencializado ni exento de 
conflictos, cuya recuperación y defensa se entiende también «como 
una garantía de espacio concreto territorial donde se manifiesta la 
vida de los cuerpos» (Cabnal, 2010: 22). Se trata en todo caso del 
ámbito que, en el momento que atravesamos, mejor puede responder 
a modos de vida ecológicamente sostenibles —limitando el ingente 
consumo de materiales, energía y residuos de una economía glo-
balizada—, así como a una democracia real, directa y participativa 
—frente a las lógicas de corporativización y lejanía de la toma de 
decisiones respecto a la ciudadanía—.

No obstante, otorgar valor a lo local como horizonte prioritario 
hacia el que avanzar no se vincula en ningún caso a regímenes de 
autarquía o de regreso a una supuestamente idílica vida comu-
nitaria anterior. Más bien plantea la necesidad de abordar una 
reordenación de las prioridades competenciales entre lo local, lo 
estatal, lo regional y lo global que, sin plantear la eliminación de 
ninguno de estos ámbitos, revise sus papeles actuales, dando un 
peso creciente al territorio. En este sentido, no hay que confundir 
local con localismo —ya que este reequilibrio no plantea como 
hemos dicho la eliminación de los diferentes espacios—, y siempre 
se basaría en lógicas de articulación multinivel, aunque con una 
fuerte base territorial (Santiago Muiño, 2016). En todo caso, y 
tras analizar el grado de complejización vinculada a la globaliza-
ción neoliberal, sería preciso emprender un camino en sentido 
contrario, que permita ampliar la democracia y circunscribir lo 
económico a lo político.

A partir de esta concepción de territorio, creemos que es en 
este espacio donde se vislumbran las mejores condiciones para im-
plementar nuevos valores, estructuras y prácticas socioeconómicas. 
Así, creemos que en lo local —que por supuesto es un espacio en 
disputa y no exento de conflictos— es posible definir sistemas econó-
micos que asuman como premisa los límites físicos definidos por los 
flujos de materiales, energía y residuos; que se sometan al colectivo 
y al mandato democrático desde referentes a favor del bien común; 
que limiten en ese sentido el espacio de lo privado y del ánimo de 
lucro en favor de lo público y lo comunitario; que primen el trabajo 
socialmente necesario al capital, a partir de un tratamiento no capi-
talista de este último; y que apuesten por la diversidad económica 
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como principio rector, aumentando progresivamente los espacios 
para las economías alternativas.

Planteamos, por tanto, como primera clave una reordenación de 
las prioridades competenciales actuales en detrimento de lo global 
y a favor del territorio, como vía para posicionar sistemas econó-
micos alternativos, descomplejizados, diversos, basados en el bien 
común, la democracia y el trabajo, ajenos por tanto a la primacía 
de la maximización de la ganancia.

Agendas democráticas desde el poder popular
La implementación de formas alternativas de organizar la vida se 
sustenta en nuestro marco de referencia sobre una base política 
coherente con esta apuesta. Se parte así de la defensa del concepto 
poder popular, que consiste en «el ejercicio efectivo, a través de la 
organización y participación real, de la amplia mayoría de un pueblo 
en la decisión de los asuntos básicos que le conciernen» (Colussi, 
2007). De esta manera se aboga por una versión plena, no ampu-
tada ni cercenada, del concepto de soberanía. En este sentido, los 
pueblos, la ciudadanía, las comunidades deben tener la capacidad 
para decidir sobre todo lo considerado estratégico; no hay poder 
popular si este no se vehiculiza mediante procesos de democracia 
directa y participativa, no limitados a la simple delegación en ciertos 
espacios institucionalizados.

Se vincula también a un alto grado de autogestión popular 
en base a sujetos autónomos, emancipados, activos y críticos, que 
autoconstituyen estructuras no solo en el ámbito político, sino 
también en el económico, social y cultural, a partir de un concepto 
más amplio de democracia —como posteriormente veremos en el 
caso de las empresas recuperadas, las empresas comunales de Vene-
zuela, o los sistemas de economía solidaria, todas ellas experiencias 
de nuestra agenda marco—. 

Aunque esta apuesta es generalizable a cualquier espacio 
competencial, encuentra un mejor encaje en el territorio, en lo 
local. Es ahí donde es más factible, por motivos de escala, impulsar 
fórmulas de democracia directa y participativa —como los planes 
de vida colombianos o el sistema zapatista de Juntas de Buen 
Gobierno—, así como plantear fórmulas autogestionadas en lo 
económico y cultural.
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Así pues, nuestro marco de referencia combina hasta el momento 
propuestas económicas ajenas al lucro y con base en el territorio, 
con fórmulas de democracia directa y participativa que ahonden 
en el poder popular.

Relatos contrahegemónicos desde valores emancipadores
El avance en nuevas formas de organizar la vida precisa de imagina-
rios que se enfrenten al relato único que impone el proyecto vigente, 
en coherencia con nuestras premisas a favor de agendas integrales, 
globales e inclusivas. En este sentido, no solo es necesario impulsar 
prácticas alternativas, sino también generar y ampliar sus condiciones 
de posibilidad. Para ello, es fundamental desarrollar narrativas que 
lesionen la legitimidad del mantra civilizatorio —ahondando en la 
inviabilidad e injusticia vinculadas al mismo— y que pongan de 
manifiesto la necesidad, la viabilidad y la voluntad de avanzar hacia 
otros derroteros civilizatorios antagónicos a los vigentes.

Esto apela a un análisis crítico y autocrítico permanente de 
los sentidos comunes vigentes, pero también de los parámetros en 
los que se definen habitualmente los procesos emancipadores; nos 
conmina a incidir en la denuncia de los impactos de los antagonistas 
—entre los que destaca sin duda el poder corporativo, y frente al cual 
se desarrollan múltiples iniciativas de boicot, tribunales de opinión, 
etc., como veremos más adelante—; y nos invita a complementar 
nuestras prácticas transformadoras con la apuesta por otras formas 
más liberadoras de comunicar —fortaleciendo los medios críticos 
y alternativos— y de aprender/saber —como las dos experiencias 
dinamizadas por movimientos sociales que después estudiaremos, 
la Escuela Feminista de Guatemala y la Florestán Fernandes de 
Brasil—, poniendo en valor las fórmulas populares y comunitarias, 
dentro siempre de relatos inclusivos que posibiliten el contagio 
mutuo y la expansión de los espacios alternativos.

Redistribución radical de la riqueza
Decíamos que la igualdad en la diversidad es otra referencia inex-
cusable en defensa de la vida. No se trata de una paradoja, sino 
que se aboga por alternativas que sean universalizables —válidas y 
vigentes para todas y todos— a la vez que singulares —adaptadas 
a las situaciones y posiciones de cada sujeto específico— (Orozco, 
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2014). En este sentido, y directamente vinculado a nuestra apuesta 
por transitar hacia otras formas de vida, creemos que es estratégico 
revertir las enormes asimetrías actuales en términos de seres, poderes 
y saberes. Si a lo largo de nuestro marco de referencia las abordamos 
en conjunto, en esta clave nos centramos en las desigualdades entre 
enriquecidos y empobrecidos, poseedores y despojadas, dominadores 
y dominadas, etc. 

Por lo tanto, incidimos en el carácter estratégico de una redis-
tribución radical de la riqueza, que revise completamente el modelo 
actual de propiedad y acceso a bienes y recursos. Asumimos la 
riqueza desde una acepción no ortodoxa de la misma, y que por 
lo tanto no hace referencia solo a la acumulación individual de 
bienes materiales, sino de todo aquello que permite garantizar la 
capacidad para desarrollar una vida en plenitud y armonía con la 
naturaleza.3 

Redistribuir bajo esta definición supone arrebatar espacios, es-
tructuras y sectores a la ganancia, los mercados y el flujo permanente 
del capital, desde lógicas de desmercantilización y desmonetización 
que progresivamente sitúen en el centro lo colectivo y que alejen al 
ánimo de lucro de los bienes comunes y/o estratégicos (agua, tierra, 
energía, transporte, finanzas, conocimiento, etc.). Además, se vincula 
con actuaciones públicas sólidas en defensa del marco de derechos 
de personas y pueblos, regulando y participando activamente en el 
ámbito económico y político (fiscalidad, deuda, compra pública, 
etc.), adaptándose y fortaleciendo la diversidad, y priorizando la 
lucha contra las exclusiones.

Con todo ello, planteamos un horizonte de emancipación que, 
desde el reconocimiento y reproducción de la diversidad, incida en 
la igualdad a partir de una redistribución profunda de la propiedad 
y acceso a la riqueza, basada en la primacía de lo común.

Redistribución radical de los trabajos
También es más que evidente la asimetría en la distribución de tipos 
y tiempos de trabajo. Partimos en este caso también de una acepción 

3. Es decir, que se niega la consideración de riqueza a toda actividad insoste-
nible, innecesaria o que impacte en favor del sostenimiento de las desigualdades 
de partida.
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más amplia de trabajo que la limitada al empleo en el mercado, que 
incluye toda labor socialmente necesaria para el sostenimiento de la 
vida. En este sentido, si el trabajo es uno de los valores centrales de 
la propuesta alternativa de sociedad, es preciso dignificarlo, tanto 
si se desarrolla en el mercado como en la comunidad o en los ho-
gares, y siempre desde una mirada emancipadora y no reaccionaria 
(Orozco, 2014).

A su vez, es preciso redistribuirlo radicalmente, lo que supo-
ne repartir los diversos trabajos de manera equitativa en base a 
una democratización profunda de los diferentes espacios —es-
pecialmente los hogares y las empresas—, que pongan fin a las 
enormes asimetrías de clase, de género y de todo tipo vigentes 
hoy en día. Esta democratización apela también a la división 
internacional de trabajo que, sin ser estática ni permanente, 
condena a muchos pueblos, países y regiones a situaciones 
económicas dependientes y de especial vulnerabilidad, siendo 
necesario ahondar en sentido contrario en favor de propuestas 
autónomas y soberanas.

De esta manera, la redistribución de los trabajos para la supe-
ración de las profundas asimetrías coloniales, de género y clase es 
también parte estratégica de nuestro marco de referencia.

Movilización social crítica y activa frente al statu quo
Finalmente, será imposible avanzar en los horizontes establecidos 
por nuestro marco de referencia si no existe una fuerte movilización 
social, una conciencia crítica generalizada que enfrente los hitos 
del modelo hegemónico y que plantee su voluntad de avanzar por 
otros horizontes, ajenos al sentido común vigente —como ponen 
de manifiesto, entre muchas otras, las experiencias de resistencia en 
México, Brasil, Colombia, Guatemala y Honduras, que detallaremos 
en el siguiente capítulo.

De este modo, toda nuestra propuesta alternativa se sostiene 
sobre la articulación y el contagio de las múltiples y diversas luchas 
y resistencias que enfrentan el proyecto civilizatorio y a su prota-
gonista actual —el poder corporativo—, que eviten en este sentido 
salidas a esta crisis civilizatoria basadas en la violencia y la exclusión, 
posicionando en sentido contrario la participación y movilización 
social como valor alternativo de primer orden.
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FIGURA 8
CLAVES PARA IMPULSAR AGENDAS ALTERNATIVAS  

EN TRANSICIÓN

Fuente: elaboración propia.

Con estas seis claves se define el marco de referencia para el 
impulso a agendas alternativas. Este se basa en un horizonte en el 
que el territorio alcanza un papel estratégico en la apuesta por nuevas 
formas políticas y económicas de organizar la vida, fundamentadas 
en la sostenibilidad, el poder popular, el bien común, el trabajo y 
la diversidad —que serían los valores que descentran la posición 
de referencia que actualmente ocupan los mercados, el capital y la 
maximización de la ganancia. Los avances en este sentido no solo 
se vinculan a ganar espacios mediante la generalización de sistemas 
alternativos, sino también a hacerlo en base a relatos contrahe-
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gemónicos que amplíen sus sendas de posibilidad y permitan su 
apropiación generalizada y mayoritaria, incidiendo directamente 
en la deslegitimación del statu quo, la comunicación y los saberes 
populares y críticos. Y, finalmente, estos esfuerzos emancipadores 
deben ir acompañados de una fuerte resistencia y movilización social, 
así como de una redistribución radical de la riqueza y los trabajos 
que revitalice el debate sobre el proyecto colectivo y revierta las des-
igualdades de clase, género y raza/etnia, permitiendo así enfrentar en 
mejores condiciones el reto civilizatorio del conflicto capital-vida. 

Una vez que hemos definido las claves de nuestro marco de 
referencia, pasamos a reordenarlas en función de la lógica de tran-
sición —tercera de nuestras premisas. El hilo conductor de dicha 
lógica es la intensidad de la disputa con la agenda hegemónica, esto 
es, la voluntad y capacidad de cada clave por plantear iniciativas 
antagónicas a las vigentes. En este sentido, reestructuramos las claves 
en función de tres elementos de creciente intensidad. El primero lo 
conforman las resistencias, esto es, los diques de contención al avance 
de dicha agenda; el segundo serían las regulaciones, que limiten la 
capacidad de actuación de sus sujetos protagónicos a favor del bien 
común; finalmente, en tercer lugar estarían las alternativas, que 
prefiguren otras formas de vida, aunque como ya hemos señalado, 
con cierto carácter barroco y por tanto también atravesadas por la 
razón neoliberal y capitalista (Ramiro, 2016). 

Siguiendo la secuencia resistencia-regulación-alternativa, situa-
ríamos dentro del término resistencia la movilización social crítica 
y activa frente al statu quo que, como hemos indicado, entendemos 
que es la base para posicionar parámetros alternativos, impidiendo 
así la desposesión de nuevos espacios a favor del capital. Pasando al 
ámbito de la regulación, situamos aquí las claves de redistribución 
radical de la riqueza y los trabajos, destacando en este sentido el 
rol fundamental de las instituciones por ahondar en este sentido, 
desarrollando políticas públicas que regulen a favor del bien común 
y que, incluso, favorezcan espacios emancipadores de impulso al di-
verso poder popular. Avanzando en la secuencia, situamos la apuesta 
por agendas democráticas desde el poder popular como cuarta clave, 
con un pie en la regulación y otro en la alternativa. Así, es parte de 
la regulación en la medida en que plantea el desmantelamiento de la 
agenda y estructura de gobernanza democrática de baja intensidad en 
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la que vivimos; a su vez, es alternativa cuando plantea su compromiso 
con la construcción de procesos de democracia real en el territorio. 
Esta base política es la que sostiene las dos claves finales —ya dentro 
del marco de la alternativa—, que plantean el impulso y articulación 
tanto de propuestas económicas emancipadoras como de relatos 
contrahegemónicos que las acompañen desde la integralidad.

En todo caso, y pese a la ordenación por grado de intensidad 
estructural en la disputa, no se trata necesariamente de un proceso 
lineal, ni en el que cada clave es perfectamente autónoma —al 
contrario, el grado de correlación es muy alto entre todas ellas. En 
todo caso, nos sirve para organizar de manera progresiva los dife-
rentes elementos de una estrategia de transformación estructural, 
que a continuación nos servirá para ordenar y vincular propuestas y 
alternativas. En este sentido, y frente a una lógica de juicio sumario 
a la voluntad de cambio de cada iniciativa o proceso, pretendemos 
ofrecer una mirada sistematizada y procesual de las estrategias que 
incluyan dichas iniciativas o procesos. 

En defensa de la vida: marco de referencia para impulsar 
alternativas al poder corporativo
Llegamos así al núcleo de nuestro marco de referencia, aterrizando 
las 6 claves teórico-políticas ordenadas en la lógica de transición a 
la disputa específica con el poder corporativo. Este ejercicio es fun-
damental, ya que el poder corporativo es el sujeto protagonista del 
modelo de sociedad global y del proyecto civilizatorio hegemónicos, 
pero no los explica en su totalidad. 

En este sentido, no podemos pensar que la disputa contra el 
patriarcado, la colonialidad, ni siquiera contra el propio capitalis-
mo, dependen de manera directa y exclusiva de la confrontación 
con el poder corporativo. Estos son sistemas de dominación cuya 
articulación es útil y necesaria para la reproducción de las empresas 
transnacionales, pero que las trascienden en términos históricos y 
civilizatorios, respondiendo a valores, lógicas y antagonistas dife-
rentes y de una complejidad mayor, que en ningún caso pueden 
resumirse en este sujeto hoy en día protagónico. 

Por ello hablamos de la disputa frente al poder corporativo en 
los términos ya citados de condición necesaria pero no suficiente 
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de emancipación, elemento estratégico pero no definitivo. Partimos 
de la premisa de que la superación de los parámetros del proyecto 
civilizatorio vigente —así como de todos y cada uno de los sistemas 
de dominación que lo definen— pasan obligatoriamente por la con-
frontación con las empresas transnacionales, a la vez que afirmamos 
que esta no pone fin al conflicto capital-vida.

FIGURA 9
MARCO DE REFERENCIA PARA IMPULSAR ALTERNATIVAS  

AL PODER CORPORATIVO

Fuente: elaboración propia.
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En este sentido adaptamos nuestra secuencia de claves —de-
finida en términos más amplios y abarcadores, que bien pudieran 
servir como base para la reflexión de otras agendas alternativas y 
complementarias— al caso específico del poder corporativo. En todo 
caso, no es un ejercicio sencillo discernir entre la disputa concreta 
con las empresas transnacionales, por un lado, y la que se desarrolla 
frente al modelo y proyecto civilizatorio que las alimenta y repro-
duce, máxime en una lógica de transición. En nuestra opinión, esto 
no solo es imposible sino que incluso nos podría conducir a lógicas 
maniqueas que dividan tajantemente entre la lucha concreta, directa 
y cortoplacista con las grandes corporaciones, por un lado, y las 
alternativas civilizatorias a largo plazo que incluso pudieran obviar 
la relevancia actual de las empresas transnacionales, por el otro. 
Frente a ello, planteamos el marco de referencia como una propuesta 
que combina su proyección sobre los ámbitos principales y directos 
de desempeño del poder corporativo, con la apuesta por disputar 
prácticas, dinámicas, estructuras, relatos y valores hegemónicos que 
las sostienen. Por lo tanto, no pretendemos abarcarlo todo pero, en 
sentido contrario, tampoco limitar excesivamente nuestro marco 
de reflexión y actuación.

La primera clave se reformula como diques democráticos de 
contención frente al poder corporativo, y se vincula con la defensa 
de la movilización popular y soberana tanto frente al avance de 
la implantación de las empresas transnacionales, como al freno y 
deslegitimación de las estructuras y organismos que participan del 
modelo de gobernanza global corporativa.

A su vez, la segunda clave se sigue denominando redistribución 
radical de la riqueza, pero se centra en aquellos ámbitos directamente 
relacionados con la riqueza corporativa, como son la propiedad 
y gestión de los bienes comunes y/o estratégicos, la fiscalidad, la 
deuda y la compra pública. Siguiendo con la secuencia, la tercera 
clave también mantiene su nombre —redistribución radical de los 
trabajos—, y combina la defensa de un marco de dignidad en las 
relaciones laborales en el mercado, con la apuesta por democratizar 
y poner en valor el cuidado desde una perspectiva emancipadora.

A continuación, la cuarta clave se acota en agendas democráticas 
para desmantelar el poder corporativo, incidiendo específicamente en 
el desmantelamiento de la arquitectura de la impunidad con la que 
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operan las empresas transnacionales, así como en la confrontación 
de poder popular con poder corporativo a partir de procesos de 
democracia directa, participativa y autogestionaria. En quinto lugar 
se mantiene el territorio como espacio alternativo para organizar la 
vida, que plantea el desplazamiento de las grandes empresas en base 
a sistemas económicos alternativos, incluyendo energía, cuidados, 
producción, consumo y finanzas. Por último, la sexta clave se rede-
fine como relatos contrahegemónicos frente al poder corporativo, que 
aborda el ámbito cultural y postula la denuncia de los impactos de 
las empresas transnacionales, a la vez que plantea la necesidad de 
impulsar procesos emancipadores de comunicar y saber que permi-
tan un diálogo horizontal y un contagio popular mayor. 

Concluimos pues nuestro marco de referencia para impulsar 
alternativas al poder corporativo partiendo de la apuesta por agen-
das integrales, globales, inclusivas, corresponsables y audaces, que 
explícitamente defiendan la vida en su disputa contra el capital. 
Partiendo de estas premisas, planteamos un horizonte estratégico 
hacia el que transitar marcado por la resistencia y movilización 
social frente a las transnacionales y su red de gobernanza; por la 
regulación pública en favor de la primacía de la soberanía popular 
y del bienestar general ante la impunidad corporativa vigente; y, 
finalmente, por el compromiso por desarrollar nuevos sistemas y 
relatos de organización de la vida, que permitan al poder popular 
arrebatar espacios y finalmente desmantelar el poder atesorado por 
las empresas transnacionales.



PARTE II

¿QUÉ HACER FRENTE AL PODER 
CORPORATIVO?
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III.	 UNA AGENDA MARCO EN DISPUTA 
CON EL PODER CORPORATIVO

Las luchas se desprecian e invisibilizan porque para 
quienes tienen el poder político y económico son 
un mal ejemplo. Inspiran la lucha emancipatoria 
de los pueblos y demuestran que sí son posibles 
otras formas de vida que protegen el planeta. Esto 
es contrario al proyecto de dominación hegemónica 
que se impone en todo el mundo y que pretende 
saquear los recursos estratégicos de los pueblos.

Berta Cáceres
Entrevista en eldiario.es (2015)

El presente capítulo desarrolla el núcleo central de la investiga-
ción, que no es sino la formulación de una agenda marco frente al 
poder corporativo. A partir de las claves de referencia planteamos 
20 propuestas que creemos estratégicas para desmantelar el poder 
que atesoran las empresas transnacionales —así como 90 medidas 
vinculadas a estas—, sostenidas sobre los aprendizajes derivados de 
30 experiencias que ya se han impulsado y/o formulado en América 
Latina y Europa. Comenzaremos en este sentido analizando las 
principales características de nuestra agenda marco, para posterior-
mente desarrollar cada una de las propuestas y medidas políticas 
de manera sistematizada y articulada. La meta última de este ejer-
cicio, tal y como ya dijimos en la introducción, es la de alentar la 
reflexión, el contagio y el impulso de estrategias emancipadoras, 
desde la constatación de que se puede y se debe confrontar con el 
poder corporativo.

Características de la agenda alternativa en disputa con  
el poder corporativo
La formulación de nuestra agenda en disputa con el poder corpo-
rativo pretende, en última instancia, ser una herramienta política 
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que sirva de insumo a agentes diversos —en contextos, posiciones 
y situaciones diferentes— a la hora de plantear, formular, redefi-
nir y/o fortalecer sus estrategias de emancipación. Estas, antes o 
después, en mayor o menor medida, chocarán con las empresas 
transnacionales, por lo que estimamos oportuno que cuenten con 
un ejercicio sistematizado y general de posibles alternativas, basadas 
tanto en las consideraciones derivadas del carácter civilizatorio de 
la crisis como de la mutación actual de la modernidad capitalista 
en el siglo xxi.

TABLA 1
20 PROPUESTAS POLÍTICAS Y 30 EXPERIENCIAS 

SELECCIONADAS

CLAVES TRANSICIÓN PROPUESTAS EXPERIENCIAS

Diques 
democráticos 
de contención 
frente al poder 
corporativo

RESISTENCIA

Movilización 
popular 
frente a los 
megaproyectos 
corporativos

El pueblo lenca resiste a la 
hidroeléctrica Agua Zarca 
en Honduras

Articulación diversa contra 
la megaminería en Suárez, 
Colombia

Desiertos eólicos en el 
istmo de Tehuantepec, 
México

Primera consulta popular 
contra la minería en 
Sipakapa, Guatemala

Articulación internacional 
frente a la minera de origen 
brasileño VALE

RESISTENCIA

Freno al avance 
del modelo de 
gobernanza global 
corporativa

Rechazo al Acuerdo de 
Libre Comercio de las 
Américas (alca)

Denuncia y disputa 
latinoamericana con fmi, 
ciadi y los tbi
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Redistribución 
radical de la 
riqueza

REGULACIÓN

Defensa de 
lo común: 
desmercantilización 
de bienes 
comunes y/o 
estratégicos

Remunicipalización del 
agua en Paris frente a Suez 
y Veolia

Democracia directa en 
favor del agua como bien 
público en Italia, caso de 
Nápoles

REGULACIÓN

Reforma agraria 
integral frente al 
acaparamiento 
corporativo de 
tierras

sat: Patrimonio Agraria 
Andaluz y ocupación en 
Jódar frente al bbva

REGULACIÓN
Fin de la elusión 
y la evasión fiscal 
corporativa

Iniciativa BEPS para 
actualizar la lucha contra la 
elusión fiscal corporativa

REGULACIÓN

Impago de la 
deuda ilegal, 
ilegítima, odiosa e 
insostenible

Auditoría ciudadana de la 
deuda en Grecia sin un plan 
B para el impago

REGULACIÓN

Apuesta 
decidida por la 
Compra Pública 
Socialmente 
Responsable 
(cpsr)

Plan de contratación 
pública socialmente 
responsable en Vitoria-
Gasteiz

Redistribución 
radical de los 
trabajos

REGULACIÓN

Defensa de un 
marco local-global 
de relaciones 
laborales dignas

Acción sindical en la 
empresa transnacional 
vasca cie Automotive

REGULACIÓN

Dignificación y 
democratización 
del trabajo de 
cuidados

Plan de Igualdad de 
la Diputación Foral de 
Gipuzkoa: mirada amplia 
para la dignificación y 
democratización de los 
cuidados

Agendas 
democráticas 
para desmantelar 
el poder 
corporativo

REGULACIÓN

Marco global 
de regulación 
sobre empresas 
transnacionales 
y derechos 
humanos

Tratado internacional 
de los pueblos para el 
control de las empresas 
transnacionales

ALTERNATIVA El territorio como 
sujeto político 
de organización 
alternativa de la 
vida

Planes de vida: una mirada 
alternativa al presente y 
futuro del territorio

ALTERNATIVA
La Comuna en Venezuela: 
un desafío a la democracia 
liberal-representativa



86

El territorio como 
sujeto económico 
de organización 
alternativa de la 
vida

ALTERNATIVA
Hacia la soberanía 
energética como 
bien común

GoiEner: cooperativa vasca 
de consumo y generación 
de energía renovable

ALTERNATIVA

El cuidado en 
el centro de la 
comunidad

La Enramada: centro de 
salud con una mirada 
integral sobre la comunidad

ALTERNATIVA

Producción 
basada en el 
trabajo para el 
bien común

Empresas recuperadas 
por las y los trabajadores: 
ocupar, resistir, producir

Programa campesino 
en Río Grande do Sul: 
corresponsabilidad para la 
soberanía alimentaria

Proceso de auditoría social 
de REAS en la Comunidad 
Autónoma Vasca

ALTERNATIVA Consumo menor y 
responsable

El mercado social de Madrid, 
ampliando los espacios para 
otra economía

Grupos de consumo, vínculo 
directo producción-consumo 
para la soberanía alimentaria

ALTERNATIVA Hacia una banca 
ética

Fiare Banca Ética: 
intermediación financiera 
para la transformación social

Relatos 
contrahegemónicos 
frente al poder 
corporativo

ALTERNATIVA

Democratización 
de la 
comunicación: 
diversa y no 
corporativizada

Ley de Servicios de 
Comunicación Audiovisual 
de Argentina: entre la 
democratización y la pugna 
K-Clarín

ALTERNATIVA

Denuncia e 
incidencia 
contra el poder 
corporativo

Tribunal Permanente de los 
Pueblos

ALTERNATIVA

Saberes 
populares 
para una vida 
descorporativizada

Procesos formativos 
político-feministas para 
la emancipación en 
Guatemala (2010-2015)

Escuela Nacional Florestán 
Fernandes (ENFF): de 
Brasil al mundo, del 
campesinado al conjunto 
de la clase trabajadora

ALTERNATIVA

Hacia agendas 
y estrategias 
situadas frente al 
poder corporativo

Fuente: elaboración propia.
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En coherencia con las premisas de nuestro marco de referencia, 
nuestra agenda marco se caracteriza por ser: 

1. Una agenda en defensa de la vida, que asume por tanto los 
límites ecológicos del planeta —situando la soberanía energética 
como propuesta estratégica—, el compromiso con la democracia 
—a partir de las propuestas de resistencia democrática frente a 
transnacionales, de desmantelamiento de la gobernanza corporativa 
y de impulso a procesos locales de poder popular— y la igualdad 
en la diversidad en un mundo interdependiente —posicionando el 
cuidado como valor, así como incidiendo en varias propuestas de 
redistribución de riqueza y trabajos.

2. Una agenda integral y global, que recoge iniciativas que se 
despliegan en todos los ámbitos —económico, político, cultural y so-
cial—, que aúna nuevas prácticas y nuevos relatos —específicamente 
las últimas propuestas vinculadas a la comunicación, la incidencia y 
los saberes—, y que además vincula lo local —todas las experiencias 
a partir de la undécima— con lo estatal y lo global mediante una 
lógica de articulación del territorio muy específica —en concreto, 
la propuesta de un marco global de regulación de la relación entre 
grandes empresas y derechos humanos.

3. Una agenda en transición, que asume la secuencia resistencia-
regulación-alternativa a partir de la creciente intensidad de la dis-
puta con el poder corporativo como criterio para estructurar las 20 
propuestas. Y estas se organizan de la siguiente manera:

•	 Resistencias, vinculadas con la primera clave de nuestra secuencia 
de transición —diques democráticos de contención frente al 
poder corporativo—. Establece una primera propuesta centrada 
en la movilización social contra los megaproyectos. Además, y de 
manera complementaria, plantea una segunda propuesta que 
incide en la necesidad de freno a la agenda hegemónica tanto 
en lo referente a sus hitos prioritarios —nuevos tratados globales 
y regionales de comercio e inversión— como de los principales 
agentes involucrados en el nuevo modelo de gobernanza global 
—fmi, Banco Mundial, etc.— . 

•	 Regulaciones, vinculadas con la segunda, tercera y cuarta clave 
de nuestro marco de referencia:
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–	 Respecto a la segunda clave —redistribución radical de la 
riqueza—, plantea propuestas para cinco ámbitos estraté-
gicos sobre las cuales se sostiene el poder económico de las 
grandes empresas, cuya dinámica por tanto es necesario 
revertir a favor del bien común. Precisamente es la defensa 
de lo común —tanto público como comunitario— la pri-
mera iniciativa, a través de procesos de desmercantilización 
de bienes comunes y/o estratégicos, en manos actualmente 
de las corporaciones; en segundo lugar, la lucha contra el 
acaparamiento corporativo de tierras desde una lógica de re-
forma agraria integral; en tercer término, la incidencia sobre 
una fiscalidad progresiva que ponga cerco a la elusión y la 
evasión, de las cuales las grandes empresas son las principales 
beneficiarias; cuarto, el impago de la deuda ilegal, ilegítima, 
odiosa e insostenible en base a auditorías ciudadanas; por 
último, la apuesta por la compra pública responsable, desde 
la recuperación del rol económico de las instituciones.

–	 Respecto a la tercera clave —redistribución radical de los 
trabajos— definimos dos nuevas propuestas. Por un lado, 
el compromiso con un nuevo marco local-global digno de 
relaciones laborales. Por el otro, la defensa de políticas ac-
tivas de dignificación de trabajo de cuidados. Se apela a una 
perspectiva amplia del trabajo vinculada a todas las tareas 
necesarias para la sostenibilidad de la vida.

–	 Respecto a la cuarta clave —agendas democráticas para 
desmantelar el poder corporativo—, proponemos el des-
mantelamiento de la arquitectura de la impunidad del poder 
corporativo a partir de una nueva normativa global que regule 
a favor de los derechos humanos, a partir de una revisión 
crítica de estos. 

•	 Alternativas, vinculadas a la cuarta, quinta y sexta clave de 
nuestro marco de referencia:
–	 Respecto a la cuarta clave —agendas democráticas para 

desmantelar el poder corporativo—, posiciona la propuesta 
de entender el territorio como sujeto político estratégico 
para implementar fórmulas basadas en el poder popular.

–	 Respecto a la quinta clave —el territorio como sujeto eco-
nómico de organización alternativa de la vida—, plantea 
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cinco nuevas propuestas que definan sistemas socioeconó-
micos alternativos en los ámbitos de la energía, el cuidado, 
la producción, el consumo y las finanzas, desplazando así a 
las empresas transnacionales.

–	 Respecto a la sexta clave —relatos contrahegemónicos frente 
al poder corporativo—, establece cuatro propuestas finales 
que inciden específicamente en la necesidad de democratizar 
la comunicación, de apostar por la diversidad de saberes, 
de fortalecer la denuncia contra el poder corporativo, y de 
construir narrativas que posibiliten el contagio emancipador 
entre las mayorías sociales. 

4. Una agenda inclusiva, ya que las 20 propuestas provienen del 
contagio y los nexos comunes entre economía solidaria, economía de 
los y las trabajadoras, soberanía alimentaria, feminismos, ecología, 
decolonialidad, socialismo, democracia radical, etc. 

5. Una agenda corresponsable, que apela tanto a los movimientos 
sociales y sindicales, a las comunidades y a los gobiernos, como a 
la respuesta individual y colectiva del conjunto de la ciudadanía. 
Además, explicita algunos ejercicios interesantes en este sentido, 
como la experiencia del programa campesino en Rio Grande do Sul 
—Brasil, experiencia 22—, las comunas en Venezuela —experiencia 
18—, o la política pública de dignificación del cuidado de Gipuzkoa 
—Euskal Herria, experiencia 15—, por poner solo unos ejemplos.

Finalmente, confiamos en que sea una agenda marco que tenga 
la audacia de ayudar a fortalecer la lucha frente al poder corporativo 
en un momento crítico como el que atravesamos, visibilizando y 
poniendo en valor no solo lo que ya se hace, sino sobre todo lo que 
se puede hacer, y no únicamente desde la profusión de iniciativas 
de todo tipo, sino a partir de su articulación en estrategias políticas 
sistematizadas.

20 propuestas para una agenda alternativa en disputa con 
el poder corporativo
Las propuestas que componen nuestra agenda abordan un amplio 
conjunto de ámbitos de disputa con el poder corporativo. Son, en 
este sentido, múltiples y diversas. No obstante, y de cara a facilitar 
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la lectura y hacerla más pedagógica, estructuraremos la exposición 
de cada una de ellas en tres partes de identidad similar. 

En una primera parte explicaremos la relevancia de cada pro-
puesta y, en su caso, los principales conceptos que la definen. En 
un segundo momento expondremos las medidas políticas que se 
derivan de cada propuesta, sostenidas entre otras cuestiones en los 
aprendizajes extraídos de una serie de experiencias concretas, que 
conoceremos con mayor profundidad. Finalmente, concluiremos 
cada exposición con un balance crítico que nos plantee los desafíos 
actuales en la implementación y desarrollo de cada iniciativa política.

Movilización popular frente a los megaproyectos  
corporativos
Desde el comienzo del presente libro hemos expuesto la voluntad 
de las empresas transnacionales por acaparar el espectro completo, 
esto es, por llegar y controlar integralmente el sistema económico, 
cultural, político y jurídico de la sociedad global. Además, por mor 
de la incesable lógica de acumulación capitalista, su pretensión 
por avanzar geográfica, sectorial y políticamente es sistemática, de 
manera que no cejan en el empeño de encontrar nuevos espacios 
de reproducción, máxime en un contexto de lánguido crecimiento 
económico. Junto a otras vías de ampliación de la frontera corporati-
va —que analizaremos a lo largo de la exposición de nuestra agenda 
marco—, el avance en el control de territorios y bienes naturales se 
torna estratégico, y se lleva a cabo mediante una ofensiva basada en 
megaproyectos: minería a cielo abierto, represas, desiertos eólicos, etc.

Estos, como ya analizamos al realizar la radiografía del poder 
corporativo, suelen conllevar todo tipo de impactos negativos en los 
territorios donde se pretenden implantar, por lo que la resistencia 
crítica, activa y movilizada se convierte en un elemento clave, así 
como premisa para cualquier agenda alternativa.

Por tanto, definimos nuestra primera propuesta en la oposición a 
la expansión del poder corporativo mediante el freno a sus megapro-
yectos a partir de la movilización popular en defensa del territorio y 
del bien común. Esta disputa entre grandes empresas y comunidades 
se producen hoy en día a lo largo y ancho del planeta. Por ejemplo, y 
únicamente haciendo referencia a la dimensión ecológica, el equipo 
internacional de expertos y expertas que ha elaborado el Atlas de 
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justicia ambiental ha documentado más de mil conflictos activos en 
el planeta, en todos y cada uno de los continentes.1 

Estos conflictos —ambientales, laborales, culturales, políticos, 
etc.—, pese a sus especificidades, siguen habitualmente una serie de 
patrones que es importante conocer de cara a atinar en la definición 
de las medidas políticas concretas. Las lógicas corporativas se suelen 
caracterizar por:

•	 El secretismo y la opacidad en la información ofrecida a las 
comunidades, que pueden llegan a tomar conciencia del fenó-
meno una vez ya aprobada la concesión, o incluso cuando ya 
está en marcha la ejecución de las obras. Esta desinformación 
es posible gracias a la connivencia entre empresas e institucio-
nes públicas, estas últimas más preocupadas normalmente por 
atraer inversiones que por el interés general, e influenciadas por 
el corrupto modelo de gobernanza vigente.

•	 Una estrategia que aúna represión —según el informe En terreno 
peligroso de Global Witness, casi 300 activistas fueron asesinados 
en defensa del territorio a nivel mundial entre 2014 y 2015— 
con la búsqueda de legitimación social, fundamentada esta 
última en la hegemonía del relato que vincula a la gran empresa 
con inversión, empleo,2 etc. Partiendo de esa base, se incide en 
todo caso en la cooptación de liderazgos sociales, políticos y/o 
religiosos como medio para facilitar la entrada de la empresa, 
así como en la promoción de iniciativas asistenciales de todo 
tipo —escuelas, pequeñas infraestructuras, espectáculos, etc., 
basados en la responsabilidad social corporativa y en las alianzas 
público-privadas— que ofrezcan una imagen positiva y poderosa 
de la actuación de la empresa, más allá de sus posibles impactos 
sociales y ecológicos.

1. Se trata de un equipo coordinado por investigadores del Instituto de Ciencia 
y Tecnología Ambiental de la Universitat Autònoma de Barcelona (ICTA-UAB). 
Atlas disponible en: www.ejatlas.org.

2. La experiencia muestra cómo en muchos casos tanto la inversión como 
el empleo se agotan en la fase inicial de construcción, perdurando el proyecto 
empresarial más como un enclave sin vínculo económico con la comunidad que 
como un polo de desarrollo.

http://www.ejatlas.org
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•	 El empeño en dividir la comunidad si así fuera necesario —in-
cidiendo de manera específica en conflictos preexistentes, como 
por ejemplo las identidades culturales— o en la generación de 
nuevas disputas que tratan de convertir la diversidad en dife-
rencia.

•	 El uso de la arquitectura de la impunidad corporativa y de la 
criminalización de la protesta si la legitimación social no funcio-
na. En este sentido, las grandes empresas utilizan como último 
recurso el marco legal —una legislación pasada por el filtro 
neoliberal y completada por múltiples tratados de comercio e 
inversión— en base a estrategias jurídicas que pueden sostener 
en el tiempo gracias a su poderío económico, y en la que la 
protesta se criminaliza.

Frente a estas dinámicas corporativas que combinan coerción 
con consentimiento en un marco muy desigual de disputa, las múl-
tiples experiencias de resistencia y movilización social que se siguen 
impulsando en el planeta —y específicamente las cinco estudiadas 
en esta investigación, que seguidamente explicaremos— nos ofrecen 
los siguientes aprendizajes como medidas políticas a considerar a la 
hora de definir estrategias de disputa en favor de la comunidad y 
el territorio:

1.	 Impulsar una movilización social prolongada: un factor relevante 
para las resistencias es el de combinar movilizaciones sociales 
amplias y puntuales, por un lado, con el sostenimiento de pro-
cesos de movilización que planteen la disputa en lo cotidiano 
—plantones frente a la entrada de maquinaria, cortes pacíficos 
de vías y carreteras, presión social permanente frente a las insti-
tuciones competentes, debate social y propuesta de alternativas, 
etc.—, por el otro.

2.	 Implicarse en la cohesión comunitaria y articulación de la diversi-
dad: otro elemento fundamental es la articulación de la diver-
sidad a lo interno de la comunidad, desarrollando en primer 
lugar agendas con capacidad de incluir agentes diferentes, y 
que por tanto limiten la hipotética división interna. También 
es relevante lograr alianzas con las instituciones públicas locales 
si esto fuera posible, así como con el ámbito universitario y/o 
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de investigación social, de cara a sostener con rigor posibles 
impactos y alternativas. Por último, es necesario apostar por una 
política audaz de comunicación, que permita posicionar otros 
relatos alternativos al hegemónico y un enfoque de la lucha no 
solo desde el rechazo, sino como afirmación positiva de modos 
de vida más sostenibles y justos —especialmente si el proyecto 
corporativo se reviste de conceptos supuestamente más amables 
como el «capitalismo verde», las energías renovables, etc.

3.	 Desarrollar ejercicios de democracia directa: frente a la imposición 
y el secretismo es recomendable oponer procesos democráticos 
que sitúen a la comunidad como sujeto de decisión. Las con-
sultas populares sobre la implantación de los megaproyectos 
son un avance en este sentido, tanto para el caso de poblaciones 
indígenas —para las cuales el carácter preceptivo del consenti-
miento se recoge en el marco legal internacional amparado en 
el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
(oit) —, como para quienes no lo son pero afirman la primacía 
democrática del poder popular. En definitiva, y más allá del 
recorrido legal que pudieran alcanzar, sirven también como 
herramienta de empoderamiento y de cohesión comunitaria.

4.	 Articularse estatal e internacionalmente: otro factor de éxito 
reside en trascender el conflicto más allá del propio territorio, 
posibilitando en este sentido alterar la asimétrica correlación 
de fuerzas de partida mediante una presión social mayor desde 
otros espacios.

5.	 Disputar jurídicamente la defensa del territorio: pese a la asime-
tría normativa entre lex mercatoria y el marco internacional de 
derechos humanos, puede ser oportuno plantear, si se dan las 
condiciones, una línea complementaria de disputa legal que trate 
de aprovechar los resquicios legales tanto en el ámbito estatal 
como en el internacional, como vía para ampliar el altavoz del 
conflicto, así como su legitimación en marcos oficiales (Her-
nández y Ramiro, 2015).

6.	 Plantear estrategias de resiliencia comunitaria: las empresas trans-
nacionales cuentan con un mayor poder económico, así como 
con un relato hegemónico, un modelo de gobernanza y una 
arquitectura de la impunidad que les son favorables. Debido 
a ello, estas implementan estrategias integrales y para el largo 
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plazo si fuera necesario. Frente a ello, es preciso prepararse para 
desarrollar e impulsar procesos creativos y audaces, con visión 
temporal amplia, y que sean resilientes ante la posible represión, 
criminalización, cooptación, etc.

Estos son algunos de los principales aprendizajes extraídos de 
múltiples experiencias, de las cuales hemos seleccionado cinco para 
esta investigación. Todas ellas se sitúan en América Latina —donde 
hay múltiples precedentes históricos de lucha contra el poder cor-
porativo— a lo largo de la última década, y muestran resistencias 
populares en ámbitos estratégicos —minería, agua, «capitalismo 
verde»—, que a su vez ofrecen balances significativos en torno a las 
medidas políticas que acabamos de proponer.

Experiencia 1
El pueblo lenca resiste a la hidroeléctrica Agua Zarca en Honduras

Una de las principales razones del golpe de Estado de 2009 contra el gobierno 
de Manuel Zelaya fue impulsar una nueva ofensiva de atracción de inversiones 
a partir de la mercantilización de los bienes naturales del país, incidiendo 
especialmente en proyectos mineros, monocultivos para la exportación e 
hidroeléctricas. Es en este marco en el que en agosto de ese mismo año se 
aprueba la Ley General de Aguas en un deslegitimado Congreso Nacional, que 
posibilita otorgar a terceros los recursos hídricos del país. A partir de esta base 
legal, el gobierno de facto de Porfirio Lobo realiza en torno a veinte concesiones 
de ríos, que quedan en manos privadas bajo el relato de la «producción de 
energía renovable», sin tener en consideración el modelo ni a quién afectaba la 
implementación de estas iniciativas.

La hidroeléctrica de Agua Zarca es uno de estos proyectos, y se concesiona 
por 20 años para obtener 21,3 megavatios en el río Gualcarque, a nombre de la 
empresa hondureña Desarrollos Energéticos sa de cv (desa). Esta es la cabeza visible 
de toda una hidra corporativa de empresas financiadoras —Banco Centroamericano 
de Integración Económica, el finnfund finlandés, el fmo holandés, entre otras— y 
ejecutoras —la constructora china y líder mundial Synohidro, la alemana Voith Hydro, 
etc.— implicadas en el proyecto, que cuentan además con el aval y participación 
activa del conjunto del entramado estatal, departamental y local hondureño.

El río Gualcarque se sitúa en la zona de Río Blanco y el Norte del Intibucá, 
territorio sagrado del pueblo lenca, lo que según la legislación internacional hace 
preceptiva su consulta y consentimiento previo, libre e informado. Al no haberse 
producido este, nos encontramos ante una iniciativa a todas luces ilegal, lo que 
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no evita que la presión para llevarla a cabo no haya cejado desde su concesión 
hasta hoy en día.

Ante esta situación, el Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas 
de Honduras (copinh), fundado en 1993 como herramienta de articulación social de 
lencas, campesinos/as y otros sectores sociales, colabora activamente en la defensa 
de este territorio noroccidental frente al proyecto hidroeléctrico, con Berta Cáceres 
como coordinadora del proceso. Al conocerse el inicio de las obras en 2013, el 1 
de abril se pone en marcha una estrategia integral que combina en primer lugar 
movilización social a lo largo de más de un año, impidiendo pacíficamente la 
entrada de maquinaria mediante plantones permanentes; en segundo término, la 
democracia directa por medio de la celebración de cabildos abiertos que rechazan 
el proyecto, tal y como exige la legalidad internacional; en tercer lugar, la extensión 
internacional del conflicto, posibilitando la visita en 2015 de Victoria Taulis-Corpuz 
—relatora oficial de la onu para los derechos de los pueblos indígenas—, así como 
a través de la concesión en 2015 del premio Goldman a Berta Cáceres ese mismo 
año —el premio nobel del activismo social, como también se le conoce—, que 
permite ampliar el foco sobre este conflicto específico.

Esta estrategia consigue paralizar el proyecto, de tal manera que la construc-
tora china rescinde su contrato y algunos financiadores se retiran. No obstante la 
apuesta corporativa no ceja, tratando de llevar el proyecto a una nueva ubicación 
—también en territorio lenca—, y por tanto sujeto a consentimiento previo. A su 
vez, las amenazas y la criminalización continúan, llegando a su punto máximo en 
2016 cuando son asesinados seis compañeros y compañeras del copinh, Berta 
Cáceres incluida —cinco vinculados a Agua Zarca y la última, Lesbia Yaneth, a 
la hidroeléctrica La Aurora—. El asesinato de Berta Cáceres no ha contado con 
las mínimas garantías legales y se sigue exigiendo una comisión internacional 
independiente que aclare los hechos, en el que hasta ahora parece que están 
implicadas cinco personas, siendo una de ellas militar y otra trabajadora de desa.

La experiencia del pueblo lenca y del copinh nos deja el aprendizaje de la 
importancia del compromiso personal, organizativo y comunitario como premisa 
para frenar los avances del poder corporativo, que se vuelca en una estrategia 
que combina audazmente múltiples líneas y donde la movilización popular es el 
elemento catalizador. No obstante, y en sentido contrario, también nos explicita 
que, si se dan las condiciones, las empresas transnacionales despliegan todo 
su poder, llegando al asesinato de activistas, incluso aquellas con repercusión 
internacional. Hoy en día, y tras el impacto mundial de la muerte de Berta 
Cáceres, el conjunto de las financiadoras europeas se han retirado, lo que no 
impide que la pretensión de desarrollar una hidroeléctrica en el Río Gualcarque 
siga vigente, aunque por el momento esté paralizado. Como puede verse, el 
conflicto capital-vida no es un concepto figurado, sino que se muestra con toda 
su crudeza en casos como este.
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Experiencia 2
Articulación diversa contra la megaminería en Suárez, Colombia 

La minería ha sido históricamente uno de los sectores de mayor proyección para 
los diferentes gobiernos de Colombia. No obstante, será con Álvaro Uribe (2002-
2010) cuando se modifique el código aprobado en 2001 para posibilitar un 
modelo de megaminería en función de la participación de la inversión extranjera 
directa (IED) como actor estratégico, y en un contexto de agudización militarista 
del conflicto político y social interno. Se impulsan en este sentido «proyectos de 
interés nacional», que supuestamente se sitúan por encima de la autonomía 
local o del consentimiento de los pueblos indígenas, entre los cuales destacan 
especialmente los mineros. 

En este contexto se inicia en 2002 una feria de las concesiones mineras, que 
afecta entre otros territorios a La Toma, municipio de Suárez, en el departamento del 
Cauca. Se trata de una comunidad de base afrodescendiente pero con diversidad 
de moradores indígenas, que históricamente se ha dedicado entre otras labores 
a la minería artesanal. De esta manera en 2007 se conceden 99 hectáreas a la 
empresa sudafricana Anglogold Ashanti para un período de diez años a través 
de un testaferro colombiano, en un territorio en el que habitan 1.300 familias. 

La estrategia empresarial parte de la opacidad en la difusión de la infor-
mación, así como en la búsqueda de legitimidad social a través de la entrega 
de palas, carretillas, bonos para el colegio, una biblioteca, etc., a nombre y con 
el logo de la transnacional. No obstante, los consejos comunitarios y el Proceso 
de Comunidades Negras (PCN) se erigen en herramientas de resistencia ante un 
proyecto que pone en peligro su territorio (Ararat et al, 2013). De esta manera se 
combinan plantones pacíficos en lugares estratégicos para impedir el avance de 
la maquinaria, con la apuesta por la vía jurídica de defensa del consentimiento 
previo, libre e informado. Este es denegado en primera instancia, pero aprobado 
finalmente en la Corte Constitucional, concediendo así una tutela o protección 
por violar la consulta previa.

Este éxito paraliza el desalojo previsto, en el que participaron más de 500 
efectivos policiales, pero no pone fin a la disputa. En el limbo jurídico que se genera 
tras la tutela —los títulos siguen vigentes—, aparece en ese mismo territorio la 
minería ilegal, respaldada con grupos armados y de origen desconocido. Es este 
tipo de minería, que trabaja impunemente con retroexcavadoras y que se extien-
de por la región, la que en abril de 2014 genera un derrumbe en el que mueren 
oficialmente 19 personas —más de 40 según la población—, lo que vuelve a 
activar la respuesta comunitaria. 

En este sentido se define una nueva estrategia que combina las alianzas 
internacionales y académicas —con un papel activo de Arturo Escobar, profesor 
colombiano en ee uu, además de las universidades Javeriana y Nacional—, con 
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una movilización a Bogotá del 15 al 25 de noviembre de 2014, impulsada por 
mujeres afros acompañadas por la guardia cimarrona, y que a pie o en autobús 
consiguen llegar a la capital. Ante la inacción institucional, las 100 personas de 
la comitiva toman durante cuatro días el ministerio del Interior, exigiendo la salida 
de las retroexcavadoras —que finalmente son sacadas por la policía—, así como 
un estudio independiente de impacto socioambiental.

En la actualidad el conflicto continúa en el limbo, ya que la concesión sigue 
vigente, aunque la minería ilegal no opera como lo hacía hasta 2014. No obstante, 
el seguimiento comunitario se mantiene ante la incertidumbre. En todo caso, las 
amenazas de líderes sociales permanecen, así como la resistencia popular, arti-
culando agendas entre afros e indígenas, impulsando el papel protagónico de las 
mujeres, y sosteniendo su red de apoyo universitario de cara a estudiar impactos 
y alternativas al modelo de la megaminería.

Experiencia 3
Desiertos eólicos en el istmo de Tehuantepec, México 

El istmo de Tehuantepec se sitúa en el sur de México, entre los estados de Oaxaca, 
Tabasco, Veracruz y Chiapas, y es una de las zonas de mayor presencia indígena 
del país. Su ubicación es estratégica ya que se trata de la franja más estrecha de 
México, en la que prácticamente se unen los océanos Atlántico y Pacífico, por lo que 
desde siempre ha sido un lugar idóneo para el comercio, además de contar con unas 
condiciones excepcionales de viento. En este sentido, se trata del territorio a escala 
nacional con mayor potencialidad para el aprovechamiento de la energía eólica.

Esta caracterización no ha pasado por alto para el poder corporativo, que 
desde hace décadas juega un papel fundamental en México, cuyo marco político, 
económico, social y cultural ha reestructurado a lo largo del proceso de globalización 
neoliberal, en una vertiente especialmente corrupta y violenta. Para el caso concreto 
de la energía, dos son las reformas legales que han posibilitado esta hegemonía 
de las empresas transnacionales: en primer lugar, la reforma legal de 1992 que da 
paso a la privatización de la generación de energía eléctrica; en segundo término, 
la reforma del artículo 27 de la Constitución en 1993, que permitió la mercanti-
lización de la tierra y por tanto la privatización de terrenos comunales y ejidales. 

A partir de ahí, se impulsa para el istmo un megaproyecto de construcción de 
parques eólicos, que en este momento ocupan unas 80.000 hectáreas de tierra, 
en base a una primera fase de licitación de 2.400 megavatios —prácticamente 
completada—, y que se plantea ahora su continuidad con una segunda licitación 
de otros 3.600 megavatios y de 1.000 kilómetros de líneas de transmisión. Se 
trata por tanto de la construcción de 2.000 aerogeneradores más, a añadir a los 
2.000 ya operativos. Dadas las dimensiones del proyecto, son muchas las empresas 
implicadas, destacando la presencia de multinacionales españolas como Iberdrola, 
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Unión Fenosa, Acciona, Gamesa, Abengoa, etc., con la financiación del Banco 
Mundial (bm) y el Banco Interamericano de Desarrollo (bid), dentro de la lógica 
de gobernanza mundial corporativa en la que participan muy activamente estos 
organismos multilaterales.

Los impactos negativos de esa iniciativa sobre las comunidades y sobre el país 
son múltiples: un 60% de los proyectos son liderados por empresas extranjeras en 
un sector estratégico; los contratos de uso de tierras se realizaron en muchos casos 
en términos de abuso, por precios 10 veces menores que en Europa y con períodos 
de vigencia muy amplios; el uso de la energía solo abastece a la red pública en un 
22%, siendo el resto proyectos de autoabastecimiento empresarial —dándose la 
paradoja de generar energía limpia para corporaciones mineras, por ejemplo—; 
imposibilidad de la población de mantener su sustento habitual centrado en la 
agricultura y la pesca por las concesiones territoriales; y altas tarifas energéticas 
para las comunidades, entre muchos otros (Uharte, 2012).

Ante esta situación, y frente a la constatación inicial de los abusos en la firma 
de contratos, las comunidades empiezan a organizarse a partir de la iniciativa del 
colectivo magisterial y de otros sectores indígenas y populares. Se constituye así 
la Asamblea en defensa de la tierra y el territorio de Juchitán, en Oaxaca, cuyas 
primeras acciones se centran en la movilización para impedir el avance del proyecto, 
así como en la vía legal de apoyo en la revisión de los contratos ya firmados con 
campesinos y campesinas. Se consiguieron anular unos 200, y eso generó una 
mayor voluntad de articulación entre diferentes experiencias del istmo, dando lugar 
a la conformación de la Asamblea de pueblos indígenas del Istmo de Tehuantepec 
en defensa de la tierra y el territorio. 

Esta nueva estructura les permite combinar diversas estrategias: la legal, 
mediante recursos de amparo ante la no consulta previa a los pueblos —que las 
empresas tratan de evitar con nuevos trazados de los proyectos y con la consi-
deración de que solo cuando la población indígena supera el 40% se entendería 
como preceptivo—, con éxito en el parque Mareñas Renovables; la política, de 
apoyo a los procesos autónomos como los de la comunidad Álvaro Obregón; la de 
sensibilización y articulación nacional e internacional, a través de la participación 
en redes como la de defensoras y activistas de derechos humanos y de mujeres 
indígenas de Mesoamérica para la resistencia y la lucha. Esta estrategia permite 
sostener el conflicto, aunque en un contexto muy complejo marcado por una gran 
asimetría de poder, por la criminalización de la protesta en un marco de violencia 
estructural, así como por la pátina verde que cubre al proyecto.

Se trata en este sentido de una iniciativa de la que extraer importantes 
aprendizajes. Por un lado, por su relato en favor de la energía renovable, en 
consonancia con ese supuesto «capitalismo verde» tan en boga, que solo pone 
el acento en el producto final —energía eólica—, pero no en su uso final, en qué 
modelo se basa, en quién lo lidera, a quién favorece y que impactos tiene. Por el 
otro, por situarse en México, vanguardia en las actuaciones del poder corporativo 
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en la conformación de una agenda violenta y corrupta, sustentada por una alianza 
entre empresas, instituciones y agentes ilegales, donde las comunidades declaran 
su autonomía como vía de emancipación. 

También en estas condiciones es posible desarrollar una estrategia integral, 
y activistas como Bettina Cruz insisten en la necesidad de trascender el relato del 
«capitalismo verde» ofreciendo alternativas, por un lado, así como en la necesidad 
de la articulación internacional —principalmente con los movimientos sociales 
de los países de las empresas matrices— como vía para desenmascarar y luchar 
colectivamente contra todas las empresas que forman parte del proyecto. 

Experiencia 4
Primera consulta popular contra la minería en Sipakapa, Guatemala 

Tras los Acuerdos de Paz firmados en 1996 se propicia un contexto favorable 
a la inversión extranjera, entre otros en el sector de la minería a cielo abierto, 
promulgando en este sentido una ley de minería en 1997 que reduce el pago de 
regalías del 7 al 1%, sin exigencia alguna de desempeño ambiental, laboral y/o 
social. En este marco se aprueban desde 2006 más de 350 concesiones mineras, 
siendo una de ellas la otorgada a la transnacional canadiense Goldcorp, a través de 
su filial guatemalteca Montana. Se pretende así poner en marcha la mina Marlin, 
afectando a los municipios de San Miguel Ixtahuacán y de Sipakapa.

El proyecto opera en las claves habituales de secretismo y falta de información, 
por un lado, y de legitimación social de la empresa vía cooptación de líderes e 
impulso a iniciativas asistenciales, por el otro. No obstante, las comunidades de 
Sipakapa se oponen a su puesta en funcionamiento —no así las de San Miguel—, 
y establecen una articulación con otros pueblos del occidente del país para impedir 
en enero de 2005 la llegada al departamento de San Marcos de un gran cilindro 
necesario para su puesta en marcha. Así, se establecen plantones pacíficos de 
carreteras a lo largo del trayecto, especialmente en Los Encuentros, Sololá, donde 
se produce una fuerte represión policial que deja el saldo de un muerto y más de 
una treintena de personas heridas. 

A partir de ese momento, las comunidades indígenas, la Pastoral de San 
Marcos y otras organizaciones sociales deciden poner en marcha una Consulta de 
Buena Fe, en defensa del carácter preceptivo del consentimiento previo en función 
del Convenio 169 de la OIT, firmado por Guatemala. Pese a la estrategia corpora-
tiva de impedir la misma, esta se celebra el 18 de junio de 2005, organizada por 
una comisión municipal contra la minería en la que participan jóvenes, mujeres, 
hombres, ancianos/as, etc., y que es liderada por las autoridades indígenas. 

Tras cuatro meses de información y sensibilización, la consulta se celebra 
el día señalado, situando mesas en las principales cabeceras con un horario de 
apertura hasta las diez de la noche. Todo el mundo pudo participar —los niños 
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y niñas también, aunque se registraron pero no contabilizaron—, haciéndolo a 
mano alzada como suele ser costumbre.

Tras el masivo rechazo a la mina Marlin, se inicia una disputa jurídica sobre 
la validez y el carácter vinculante de la iniciativa, a pesar de venir recogida en 
el convenio 169 de la OIT. La empresa no reconoce la consulta al no existir un 
reglamento específico que define este derecho, y finalmente en 2007 la Corte 
Constitucional sentencia que la consulta es válida, aunque no vinculante, por lo 
que permanece en un limbo.

La empresa aprovecha esta situación para tratar de llevar el proyecto más allá 
de Sipakapa, en una estrategia regional que incluye territorios en Huehuetenango 
y San Marcos. No obstante, este continúa paralizado en dicho municipio, cuya 
experiencia ha sido internacionalmente conocida, fomentando estas experiencias 
de democracia directa y ampliando su foco más allá de la minería —hidroeléctrico, 
agroindustria, etc.— e incluso a poblaciones no indígenas, habiéndose producido 
más de 70 nuevas consultas en el país desde entonces.

Experiencia 5
Articulación internacional frente a la minera de origen brasileño Vale 

La Companhia Vale do Rio Doce —más conocida mundialmente como Vale— es 
una transnacional brasileña cuyo sector principal es la minería, sin desdeñar otros 
ámbitos como puertos, trenes, siderometalurgia, etc. Se trata de una empresa 
nacionalizada en los años 40 durante el gobierno de Getulio Vargas —junto a 
una diversidad de entidades como Petrobras—, que se privatiza en 1997 tras un 
proceso de desinversión que permite justificar su venta por un precio inferior al de 
mercado. Esta privatización genera una reestructuración interna, con un impacto 
significativo tanto en condiciones laborales como en seguridad ambiental. 
A partir de ahí, desarrolla durante la primera década del siglo xxi una estrategia muy 
agresiva de internacionalización, apoyada en el modelo de desarrollo favorecido por 
los gobiernos del pt, y contando con el apoyo estratégico del Banco Nacional de 
Desarrollo Económico y Social (bndes), entre otras variables. El resultado se traduce 
en: un gran acuerdo con China para acceder a su gran mercado, en la compra 
de la empresa minera canadiense inco, en su implantación en 33 países, y en la 
cotización de más del 50% de su valor en la Bolsa de Nueva York (García, 2010).
Se trata por tanto de una empresa global con sede corporativa en Rio de Janeiro, 
actuando así desde una lógica mundial. De esta manera prima la maximización de 
su ganancia sin importar los impactos de su actuación, hasta el punto de recibir 
en 2012 el premio Ojo Público a la peor empresa del mundo por sus impactos 
laborales, ecológicos y sociales, así como por la represión frente a la protesta 
social (Houtart, 2015).
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Precisamente esta estrategia global y estos funestos impactos han favorecido 
la conformación de una alianza internacional de afectadas por la Vale, que plantea 
una novedosa y muy interesante red global de articulación frente a una misma 
empresa, que tiene una presencia sólida en Brasil, Canadá y Mozambique. Esta 
cobra fuerza con el estallido financiero de 2008, que da lugar al despido de 2.000 
trabajadores y trabajadoras en Brasil, a la vez que plantea la paralización de tres 
plantas y la renegociación de los convenios colectivos en Canadá, lo cual genera 
una muy tensa y conflictiva huelga de trabajadores y trabajadoras, que dura más 
de diez meses.

Es en este caldo de cultivo cuando en el Foro Social de Belén de 2009 se 
plantea la necesidad de articular diferentes experiencias de resistencia a la Vale, y 
es precisamente la huelga canadiense el hito que lo posibilita. De este modo, en 
2010 se genera una estrategia conjunta, dinamizada por sindicatos canadienses 
y brasileños, así como por comunidades afectadas y movimientos sociales, que se 
centra en la realización de caravanas internacionales en Brasil a lugares de especial 
impacto negativo causado por la empresa —en ese momento Minas Gerais y en 
el norte en general—; en la celebración de un encuentro tras la caravana; en la 
difusión de un dossier/informe con los impactos de vale, bajo el mismo formato 
que su informe de rsc; y finalmente el intento de participación en la junta anual 
de accionistas, que ese año no pudo hacerse por cambio de fecha.

Pese a lo complicado de incluir agendas diversas, se ha compartido estra-
tegia por parte de sindicalistas y ecologistas, ante una empresa que pese a su 
privatización sigue siendo un icono nacional. A partir de entonces se producen 
encuentros internacionales en torno a las juntas de accionistas —que por este 
motivo ven alteradas sus fechas continuamente—, y se publican los Informes de 
Insostenibilidad en 2012 y 2015, de amplio impacto mundial.

El principal aprendizaje derivado de esta experiencia es la complejidad de 
mantener una estrategia internacional de articulación de este tipo —uno de los 
retos sigue siendo realizar un encuentro fuera de Brasil—, máxime entre agentes 
de naturaleza diversa. No obstante, y pese a estas dificultades, la existencia de la 
red ha permitido acercar posturas, objetivos y estrategias, posibilitando el soste-
nimiento de la iniciativa. En este sentido, se pone de manifiesto la posibilidad de 
combinar luchas y resistencias territorializadas y concretas, con el vínculo de las 
mismas en redes globales que hagan seguimiento, incidencia y disputen espacios 
a un adversario también global.

Concluimos la exposición de esta primera propuesta política 
reafirmando el carácter preceptivo de la movilización popular y co-
munitaria frente a los megaproyectos como base de nuestra agenda 
alternativa frente al poder corporativo, que parte de la democracia 
y el poder popular como claves estratégicas. 



102

Estas resistencias parten de enormes asimetrías, que permiten el 
despliegue por parte de las empresas transnacionales de estrategias 
integrales y sostenidas en el tiempo, que combinan consentimiento 
con coerción y violencia. Frente a ello, el análisis de las experiencias 
analizadas muestra una serie de factores que pudieran revertir di-
chas asimetrías, y que tienen un fuerte vínculo con nuestro marco 
de referencia: la movilización prolongada, la inclusión de diversos 
sujetos y agendas, la democracia directa y radical, el mensaje propo-
sitivo, la ampliación del conflicto a ámbitos más allá del territorio, 
la articulación internacional, el apoyo legal, así como la audacia y 
resiliencia en la implementación de los procesos.

El desafío principal pasa por tanto por ahondar en estas claves, 
pero a su vez elevar estos conflictos como un elemento central del 
debate político de la agenda global. De esta manera, es fundamen-
tal romper con el relato hegemónico a través de una visibilización 
mayor de los impactos, que permita abrir grietas que se pongan fin 
a la impunidad con la que actúan las empresas transnacionales en 
la mayoría de los casos.

CUADRO 1
MEDIDAS POLÍTICAS PARA LA MOVILIZACIÓN POPULAR 

FRENTE A MEGAPROYECTOS

1.  Impulsar movilizaciones sociales prolongadas

2.  Implicarse en la cohesión comunitaria y articulación de la diversidad

3.  Desarrollar ejercicios de democracia directa

4.  Articularse local-globalmente

5.  Defender jurídicamente el territorio

6.  Plantear estrategias de resiliencia comunitaria

Fuente: elaboración propia

Freno al avance del modelo de gobernanza global corporativa
Las empresas transnacionales no son solo agentes económicos de 
primer orden, sino que han conformado un poder corporativo mul-
tidimensional sostenido, entre otros aspectos, en un sólido armazón 
político-jurídico que hemos denominado como arquitectura de la 
impunidad. Esta, como ya vimos en el primer capítulo, se fundamen-



103

ta sobre una lex mercatoria coercitiva, imperativa y perfectamente 
denunciable —basada en múltiples tratados bilaterales, regionales 
y globales—, que sitúa la seguridad jurídica de las inversiones y la 
eliminación de barreras al comercio por encima del marco inter-
nacional de derechos y de la soberanía de estados y pueblos. Hasta 
tal punto es así que incluso se privatiza la resolución de conflictos 
entre estados e inversores en tribunales de arbitraje ad hoc (Plaza y 
Ramiro, 2016).

La lex mercatoria, además, se sustenta sobre un modelo de 
gobernanza global en el que, a partir de la primacía de las grandes 
empresas, interactúan múltiples y diversos agentes institucionales y 
privados para avanzar en los objetivos estratégicos de dicha agenda. 
Entre estos, destaca especialmente el papel que han jugado y juegan 
los organismos financieros multilaterales —fundamentalmente el 
Banco Mundial (bm) y el Fondo Monetario Internacional (fmi)—, 
tanto en la elaboración de la agenda hegemónica —siendo sus 
principales impulsores, bajo el amparo de los lobbies corporativos— 
como en su ejecución —mediante préstamos a estados, siempre 
acompañados de fuertes condicionalidades directamente vinculadas 
al proyecto neoliberal.

Debido a ello, tan importante como una ciudadanía crítica, 
organizada y movilizada ante la actividad de un megaproyecto 
empresarial específico, lo es también enfrentar la red política que 
permite dichos megaproyectos. En este sentido, se trataría no solo 
de resistir a cada manifestación del poder corporativo, sino también 
sobre la estructura que permite y ahonda el rol protagónico de este 
en la sociedad actual.

Disputar espacios para evitar el avance —e incluso erosionar— 
el armazón político-jurídico del poder corporativo, es otro ámbito 
estratégico de resistencia, por lo que se convierte en la segunda 
propuesta de nuestra agenda marco. No obstante, no hemos lle-
gado todavía al ámbito de la regulación —en el que plantearemos 
una propuesta específica de desmantelamiento de la arquitectura 
de la impunidad desde un marco global e integral de defensa de 
los derechos humanos—, sino que nos circunscribimos aquí a las 
resistencias.

Nos referimos específicamente en este sentido a las experiencias 
institucionales y populares que, por un lado, frenan y/o rechazan 
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hitos específicos de la agenda hegemónica —en este caso, los tratados 
de comercio e inversión en todas sus modalidades, como elemento 
central—, o que, por el otro, avanzan en la deslegitimación y des-
vinculación con agentes relevantes de la gobernanza corporativa, 
más concretamente con los organismos financieros multilaterales.

Estas experiencias parciales muestran que no es estrictamente 
necesario esperar a una alteración radical de la correlación global de 
fuerzas para dar pasos en el desmantelamiento del poder corporativo. 
Al contrario, y sin desmedro de esta opción estratégica que luego 
recuperaremos, también es posible desgastar y deslegitimarlo de 
manera particular, mostrando a su vez que hay alternativas posibles. 
Medidas y experiencias como las que después propondremos tienen 
un enorme potencial pedagógico, ya que abren nuevos escenarios de 
posibilidad ante un poder corporativo cuyas prioridades y sujetos 
protagónicos parecen intocables. De esta forma, muestran que se 
puede prescindir de estos sin abocarse a un colapso seguro, e in-
cluso al contrario, permiten en ocasiones ampliar la autonomía de 
actuación en favor de las mayorías sociales. 

Dichas experiencias se han producido fundamentalmente en 
la América Latina de comienzos del siglo xxi, a partir de múltiples 
procesos soberanos de transformación social y lucha contra el 
neoliberalismo. Estos enfrentan, de una u otra manera, el armazón 
político-jurídico del poder corporativo, creado ex profeso para el 
Sur Global desde una perspectiva colonial. No obstante, y debido 
al momento crítico que atraviesa el proyecto de la modernidad 
capitalista en su intento de reproducirse, sus efectos también se 
trasladan ahora al Norte Global, como se ha podido constatar en el 
papel que la Troika —en la que participa el fmi junto a Comisión 
Europea y Banco Central Europeo— ha jugado en la crisis del euro 
y griega. Además, el proyecto del ttip incluye tribunales de arbitraje 
de manera sistemática también para Europa y ee uu, abundando 
en el mismo sentido. Se trata de una propuesta válida para ambas 
regiones, aunque los puntos de partida sean diferentes y asimétricos. 

Antes de exponer las medidas políticas vinculadas a esta segunda 
propuesta, es importante precisar que la clave de corresponsabilidad 
entre sociedad civil organizada y estados soberanos se torna espe-
cialmente relevante en este punto. En este sentido, la movilización 
popular amplia y diversa es fundamental para explicitar el rechazo a 
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la agenda hegemónica y al modelo de gobernanza global. Pero a su 
vez, el papel de los gobiernos soberanos se convierte en clave para 
trasladar el sentir popular a los ámbitos de decisión oficiales. La expe-
riencia latinoamericana nos ha mostrado que cuando ambas lógicas 
caminan en la misma dirección, las posibilidades para la disputa se 
amplían —aunque no sea condición necesaria en todos los casos. 

Partiendo de esta premisa, las medidas políticas que planteamos 
son:

7.	 Paralizar los proyectos de tratados regionales y globales de comercio 
e inversión, como en su momento fue el alca y como ahora 
representan el tpp, el ttip, el ceta o el tisa. Evitar la posibi-
lidad de que nuevos estados se sumen a los acuerdos globales 
y regionales vigentes, así como promover la salida de aquellos 
que ya han firmado.

8.	 Denunciar los tratados bilaterales de inversión (tbi) vigentes y 
frenar la firma de nuevos acuerdos, en defensa de la soberanía 
popular y de la autonomía estatal, así como de los sistemas 
judiciales públicos.

9.	 Avanzar en el rechazo y la desvinculación estatal de estructuras 
multilaterales directamente implicadas en el impulso de la 
agenda hegemónica, como el fmi y el bm. Específicamente es 
importante el rechazo frontal a los tribunales de arbitraje, ya 
que encarnan un dominio capitalista sin mínimas garantías 
democráticas.

10.	Implicarse en la conformación de nuevas estructuras regionales alter-
nativas de integración, que trasciendan los marcos actualmente 
conformados en favor del poder corporativo, tanto en Europa 
como en América Latina.

Destacamos a continuación dos experiencias latinoamericanas 
de especial relevancia en este sentido, donde entendemos que la 
clave de corresponsabilidad cobra un papel protagónico. Se trata, 
en primer lugar, del proceso de paralización del proyecto del alca 
y, en segundo término, de la disputa de diversos países de la región 
frente a los tbi, el fmi y el Centro Internacional de Arreglo de Di-
ferencias Relativas a Inversiones del Banco Mundial (ciadi) —uno 
de los principales tribunales de arbitraje contemplados en la mayoría 
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de tratados de comercio e inversión—, como tres de los principales 
hitos del poder corporativo en América Latina.

Experiencia 6
Rechazo al Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (alca)

El alca fue un proyecto de Estados Unidos —ee uu— hecho público por parte del 
presidente Clinton en 1994 en el marco de la I Cumbre de las Américas,3 celebra-
da en Miami. Su pretensión era la de generar un espacio de libre comercio que, 
tras el fin de la Guerra Fría, ahondara en la hegemonía estadounidense sobre el 
conjunto del continente. Sus metas consistían en primer lugar en la eliminación 
de toda traba arancelaria y no arancelaria al comercio, ampliando las fronteras 
geográficas y sectoriales del mercado americano. Además, en segundo término, 
se proponía consolidar la lex mercatoria como eje en las relaciones continentales, 
priorizando así la seguridad jurídica de las inversiones frente a cualquier otro tipo 
de consideraciones. Se trataba por tanto de uno de los hitos fundamentales de la 
agenda hegemónica de finales del siglo xx y principios del xxi.

El alca, como suele ser habitual en este tipo de iniciativas, no abordaba un 
debate serio y abierto sobre modelos económicos y sociales para una integra-
ción equitativa. En este sentido, pasaba por encima de las múltiples asimetrías 
de partida entre países —especialmente las de todos los latinoamericanos 
respecto a ee uu— y no planteaba medida alguna para enfrentarlas. Así, el 
alca se visualizó por gran parte de la ciudadanía de América Latina como un 
proyecto que ahondaría en la dependencia respecto a ee uu, que dificultaría 
el desarrollo de propuestas políticas alternativas al neoliberalismo y que, en 
última instancia, era la punta de lanza de una ofensiva imperial de anexión 
continental de nuevo cuño.

El proyecto, aunque negociado bajo un fuerte secretismo, fue haciéndose 
público en sus términos fundamentales, generando una fuerte oposición social. 
En este sentido el alca se situaba en un contexto de acumulación de luchas 
frente al proyecto neoliberal, que tomó impulso regional desde la celebración 
en 1992 de los 500 años del «descubrimiento». A partir de la constatación de 
los terribles impactos de la aplicación del Consenso de Washington, se suceden 
el levantamiento zapatista de 1994, la movilización frente a la omc de Seatle 
en 1999, y la secuencia de varios Foros Sociales Mundiales y de las Américas, 
que abundaron en este sentido. 

3. La Cumbre de las Américas es una reunión-cumbre de jefes de Estado y de 
gobierno de América, auspiciada por la Organización de los Estados Americanos 
(OEA) y celebrada en alguna ciudad del continente para tratar asuntos de interés 
regional. En principio fue pensada como estructura de seguimiento del alca.
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El rechazo al alca se convertirá en protagonista de este ciclo ascendente de 
luchas, dando lugar al impulso de la Campaña continental NO al alca. Esta adoptó 
formas diferentes —incluso en algunos países se articuló bajo la estructura de 
una Alianza Social Continental— y se distinguió por las siguientes características: 
primero, por su capacidad de movilización social, tanto en los diferentes países 
como a nivel regional, desde una gran creatividad para desarrollar iniciativas de 
todo tipo; segundo, por su énfasis en buscar los nexos comunes de agendas sec-
toriales frente a un adversario común, interseccionando diagnósticos y propuestas 
diversas desde colectivos y sujetos diferentes —sindicatos de ee uu y Canadá, 
movimientos feministas, ecologistas, indígenas, empresariado pequeño, academia, 
etc.—; tercero, por su apuesta por definir alternativas desde una perspectiva pro-
positiva —sin centrarse exclusivamente en el rechazo—, abriendo así el debate 
sobre qué modelo económico y qué integración política se quería. 

Esta identidad de la campaña posibilitó por tanto el acercamiento de sujetos 
y colectivos centrados hasta ese momento en su propuesta sectorial. A su vez, 
amplió el marco de la agenda de los movimientos de lo estrictamente social a lo 
económico, siendo fundamentales los aportes feministas sobre las lógicas de mer-
cantilización de la vida que incorporaba el proyecto del alca (León y León, 2002).

Todo ese acumulado de movilización, apertura e inclusión se dirigió en un 
primer momento a una estrategia política basada en consultas populares que 
pretendían servir de experiencia piloto a la exigencia de plebiscitos en los países 
donde se pretendía firmar el acuerdo. No obstante, y ante el cambio de correlación 
de fuerzas que se consolida en la región con la llegada al gobierno en Argentina 
por parte de Néstor Kirchner en 2003 —junto con Cuba, Venezuela4 y Brasil— la 
estrategia pasa finalmente por aunar respuesta social y rechazo gubernamental 
al proyecto. En el marco de la Cumbre de las Américas que se celebró en 2005 
en Mar del Plata, Argentina, y pese a las tremendas presiones estadounidenses, 
el alca descabalgó definitivamente ante la oposición al mismo por parte de 
Argentina, Brasil y Venezuela. 

Supuso, por tanto, un rotundo fracaso de la lógica imperial y corporativa; así 
como la del gobierno Bush, en concreto. En sentido contrario, fue una importantísi-
ma victoria de los pueblos, comunidades, movimientos y los gobiernos de cambio, 
que actuaron de manera corresponsable y articulada, pudiendo así frenar uno de 
los hitos más estratégicos de la agenda hegemónica de ese momento.

4. Cuba y Venezuela —desde la llegada al gobierno de Hugo Chávez— se 
opusieron desde un inicio al alca, compartiendo información con los movimientos 
sociales para superar el secretismo negociador. Pero su involucramiento es mayor, 
como se pone de manifiesto en la organización en 2001 en La Habana de un 
Encuentro Hemisférico de Lucha contra el alca.
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Experiencia 7
Denuncia y disputa latinoamericana con el fmi, el ciadi y los tbi

A lo largo de las últimas décadas se ha producido en América Latina un fuerte ciclo 
de luchas frente al neoliberalismo, que dio lugar a nuevos gobiernos con vocación 
transformadora desde comienzos del siglo xxi. Estos aprovecharon el momento 
de expansión económica provocada por el alto precio de las commodities para 
fortalecer el papel de lo público —desgastado por la aplicación sistemática del 
Consenso de Washington— y desarrollar activamente políticas que han permitido 
reducir la pobreza y mejorar el nivel de vida general de su población. Además, y 
dentro de una apuesta antineoliberal y anticolonial se implicaron, en mayor o menor 
medida, en el impulso a procesos alternativos de integración regional —alba, 
unasur, celac, etc.— y de defensa de su soberanía, en un intento de responder 
a la ofensiva que supone al armazón político-jurídico corporativo vigente para 
todo proceso transformador. Es precisamente en este marco donde se impulsan 
las iniciativas de rechazo a los tbi, al fmi y al ciadi.

En todo caso, no es objetivo de esta investigación realizar un balance crítico del 
desempeño de estos gobiernos, lo cual por sus dimensiones supondría un estudio 
en sí mismo. No vamos a entrar por tanto en la valoración sobre si asistimos a un 
fin de ciclo, si se han cumplido los objetivos de emancipación inicialmente previstos, 
si esto resulta posible en un espacio histórico temporal corto o no, o sobre quién 
recaen las responsabilidades de la situación actual. Tampoco podemos abordar, 
también por su gran complejidad, un análisis exhaustivo sobre la relación de estos 
gobiernos respecto al poder corporativo. Esta no ha sido ni mucho menos diáfana 
ni lineal —teniendo siempre en cuenta las especificidades de cada caso—, sino 
más bien dialéctica y contradictoria, combinando de esta manera la denuncia de 
tratados, rechazo a organismos multilaterales, auditorías de la deuda, controles 
del mercado, campañas internacionales contra los tribunales de arbitraje en casos 
específicos, nacionalizaciones de sectores y empresas, por un lado, con apuestas 
por modelos que favorecen el agronegocio, tenues cambios en la fiscalidad y en 
la transformación de la matriz productiva, avance en la firma de nuevos tratados 
de comercio e inversión, recuperación de la relación con instituciones financieras 
globales, etc., por el otro.

En todo caso, aunque no sea objeto de esta investigación, insistimos en la 
importancia de profundizar en estos ejercicios de evaluación crítica sobre estos 
procesos como vía para aprender de cara al futuro, y de esta manera fortalecer 
las agendas de disputa con el poder corporativo. Por eso, en este momento nos 
centramos específicamente en las medidas que demuestran la posibilidad de 
poner freno y disputar espacios al modelo de gobernanza global corporativa. Y 
acotamos nuestro análisis a la denuncia de los tbi y a la renuncia a pertenecer y 
mantener relaciones con el ciadi y el fmi, hitos históricos que concitaron un gran 
revuelo político, mediático y social.
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Respecto a los tbi, se trata de acuerdos que en última instancia pretenden 
ofrecer seguridad jurídica al inversor, en base a los ya explicados sistemas de 
resolución de diferencias entre estados y corporaciones, así como en la ausencia 
de compromiso alguno de desempeño social, laboral y ambiental para con el país 
receptor. Además, se establecen cláusulas que permiten su prórroga durante 10 a 
20 años, incluso aunque una de las partes —los estados receptores normalmen-
te— los denuncien, manteniendo así su vigencia internacional pese a su rechazo 
explícito —y por tanto legalizando un posible embargo internacional de bienes, 
si no se avinieran a los laudos correspondientes. 

Frente a este armazón que niega la soberanía popular y nacional, Bolivia y 
Ecuador decidieron impulsar una estrategia de denuncia sistemática de los mismos, 
firmados en su mayoría por gobiernos de marcado corte neoliberal en las décadas 
precedentes. De esta manera para 2015 Bolivia había denunciado todos y cada 
uno de los 22 tbi firmados, aunque por mor de la cláusula de prórroga la mayoría 
todavía mantienen sus efectos. En el caso de Ecuador, de los 26 tbi en vigor en 2008 
—año de la promulgación de la nueva constitución— se denunciaron 9 por vía 
diplomática, y los otros 17 bajo la normativa emanada de la Constitución, aunque 
como en el caso boliviano muchos de ellos permanecen vigentes por la cláusula 
de remanencia. No obstante, Ecuador ha paralizado el proceso de denuncia de 7 
tbi con países europeos —Alemania, Gran Bretaña, Francia, Suecia, Países Bajos, 
España e Italia—, supuestamente en coherencia con el giro en favor de sumarse 
al Acuerdo entre Colombia y Perú, por un lado, y la Unión Europea, por el otro. 
Esto ha supuesto una tensión notable con la Comisión para la Auditoría Integral 
Ciudadana de los Tratados de Protección Recíproca de Inversiones y del Sistema de 
Arbitraje Internacional en Materia de Inversiones (CAITISA), creada por el gobierno 
en 2013 con una serie de expertos y expertas nacionales e internacionales para 
valorar la legitimidad de estos acuerdos. Esta paralización en la denuncia y los 
avances en la negociación con la ue parecen no considerar las recomendaciones 
realizadas por esta Comisión, que señala que estos acuerdos tienen una identidad 
similar a los tratados ya denunciados.

Siguiendo con nuestra secuencia, otro hito importante ha sido el rechazo al 
ciadi como estructura de resolución de conflictos inversor-Estado, directamente 
vinculada a los tratados antes señalados —las estrategias de denuncia de estos 
y de salida al ciadi han ido de la mano—. En este sentido, hoy en día forman 
parte del mismo 160 países —más aquellos que sin haber firmado el convenio 
de adhesión lo tienen como entidad de referencia para ciertos tratados—. Pese 
a su rol aparentemente ineludible dentro del relato hegemónico, países como 
Brasil nunca han formado parte del mismo, rompiendo de esta manera la supuesta 
relación directa entre seguridad jurídica, ciadi e Inversión Extranjera Directa —ya 
que este país recibe parte importante de la IED que llega a Latinoamérica, junto 
a México, Argentina y Colombia—. Además, en el nuevo contexto generado en 
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el siglo xxi, varios estados anunciaron la ruptura del convenio de adhesión a esta 
entidad: Bolivia lo hace en 2007, Ecuador en 2009 y Venezuela en 2012, alegando 
en los tres casos artículos de sus constituciones respectivas, surgidas de proyectos 
constituyentes democráticos, y que expresamente prohíben la cesión de competen-
cias a instancias jurisdiccionales extranjeras y ajenas a los tribunales nacionales.

Entrando en el ámbito de la financiación condicionada como elemento nece-
sario de la dependencia generada por el poder corporativo, también a lo largo del 
siglo xxi diferentes gobiernos latinoamericanos han saldado su deuda con el fmi 
para garantizar su autonomía política, llegando incluso a expulsar del país a sus 
representantes. En este sentido, se ha tratado de romper los vínculos con una entidad 
que históricamente ha vinculado la deuda con ajustes estructurales neoliberales, 
imposibilitando de esta manera avanzar en el desarrollo de políticas alternativas. En 
diciembre de 2005 Brasil cancela su deuda de 15,5 millones de dólares; Argentina 
lo hace en enero de 2006, cancelando anticipadamente 9.600 millones de dólares, 
y haciendo que la delegación del fmi abandone el país en 2012; Ecuador lo hizo en 
2007 rompiendo relaciones con el bm y el fmi —aunque en 2016 ha vuelto a recibir 
un crédito de este último de unos 370 millones de dólares tras el terremoto—; 
mientras Bolivia y Venezuela cancelan su deuda en 2006 y 2007, respectivamente.

Por tanto, pese a lo complejo y contradictorio de toda contienda política, es 
posible contestar desde enfoques alternativos la inevitabilidad del relato hege-
mónico y lesionar la posición de estructuras del poder corporativo, si hay voluntad 
política real de enfrentarlo.

Como balance crítico de esta propuesta, podemos concluir que 
poner freno al poder corporativo es tanto viable como extremada-
mente complejo. En este sentido, es posible frenar el avance de la 
agenda hegemónica incluso en alguno de sus hitos fundamentales 
—como en su momento supuso el alca—, si se dan una conjunción 
de elementos. Entre ellos destaca una fuerte movilización social; la 
articulación internacional amplia en base a agendas inclusivas, sen-
cillas y formuladas en positivo; así como la conjunción de intereses 
entre movimientos sociales y gobiernos del cambio. 

Además, también se puede lesionar el papel incuestionable de 
los pilares que sostienen el poder que atesoran las empresas trans-
nacionales desde la defensa de la soberanía popular y nacional. Esto 
no tiene nada que ver con lógicas autárquicas, sino con el respeto 
a la diversidad y el ensayo de propuestas emancipadoras allí donde 
sea viable. Es aquí donde se inserta la existencia de un imaginario 
poderoso, tanto a nivel popular como de los gobiernos del cambio, 
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que hace de la integración regional alternativa un eje central para 
avanzar en una perspectiva de soberanía y garantía de derechos para 
las mayorías populares.

En sentido contrario, no obstante, no podemos negar la com-
plejidad que acompaña a todo proceso de transformación, su senda 
contradictoria, incierta, no lineal, ni tampoco la asimetría de poderes 
entre los actores de la contienda política. La agenda corporativa nunca 
ceja en su empeño y, si por ejemplo no se aprueba el alca, busca la 
vía bilateral para avanzar en la firma de tratados; si se imposibilita el 
acuerdo entre la ue y la Comunidad Andina (can) por el rechazo de 
Bolivia, se retoma por la vía bilateral, firmando con Perú y Colombia 
—y actualmente negociando con Ecuador—; si hay gobiernos opues-
tos al proyecto hegemónico, los ataca de todas las formas posibles para 
amputar sus capacidades; si el relato muestra sus grietas, se adapta y 
actualiza con nuevos conceptos como «capitalismo verde», etc.

La disputa nunca cesa, pero es importante resaltar que existe 
margen de actuación para las agendas alternativas, también desde 
espacios institucionales. Uno de los principales desafíos es, por un 
lado, sostener, consolidar y ahondar en estos esfuerzos en América 
Latina, a pesar del momento crítico que se atraviesa. Por el otro, 
también Europa debe enfrentar la ofensiva corporativa articulándose 
frente al ttip y cuestionando no solo al fmi y al bm, sino al conjunto 
del proyecto europeo —estructura política, moneda única, etc.—, 
que participa activamente de dicha ofensiva.

CUADRO 2
MEDIDAS POLÍTICAS PARA PONER FRENO AL AVANCE 

MODELO DE GOBERNANZA GLOBAL CORPORATIVA

7.    Paralizar nuevos tratados regionales y globales de comercio e inversión y 
        evitar nuevas adhesiones a los existentes

8.    Denunciar los tratados bilaterales de inversión (tbi) vigentes y evitar la 
        firma de nuevos

9.    Rechazar y desvincularse de las estructuras multilaterales implicadas en 
         la agenda hegemónica

10.  Implicarse en la construcción de nuevas estructuras regionales 
         alternativas de integración

Fuente: elaboración propia.
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Defensa de lo común: desmercantilización de bienes comunes y 
estratégicos
La disputa con el poder corporativo pasa por la primacía de la demo-
cracia frente al capital, que no solo precisa de resistencias populares 
y soberanas sino también de regulaciones. Estas permitirán avanzar 
en términos de igualdad a través de una redistribución de la riqueza 
fundamentada sobre la limitación del margen de actuación del mer-
cado y sus principales agentes —las empresas transnacionales—, en 
favor de espacios colectivos de decisión y vida. 

En este sentido, añadimos a nuestra agenda una nueva propuesta 
—la primera dentro del ámbito de la regulación— que se refiere pre-
cisamente a la defensa de lo común a partir de la desmercantilización 
de ámbitos actualmente bajo la primacía de la lógica de la ganancia, 
el lucro, el crecimiento y la acumulación. Se trata por tanto de frenar 
el avance y recuperar espacios que operan bajo esta lógica —y que 
benefician a unos pocos—, descentrando a los mercados y situando 
a la comunidad y a lo colectivo como sujeto de emancipación, con 
capacidad de gestión y decisión sobre los mismos.

Esto nos plantea en primer término la necesidad de revertir la 
ofensiva mercantilizadora que hemos sufrido desde los inicios de la 
globalización neoliberal como elemento fundamental de la agenda 
del Consenso de Washington. Por un lado, en las últimas cuatro 
décadas se ha ampliado el marco de aquello que pasa por la dinámica 
del mercado —incluso la propia vida, como podemos observar por 
ejemplo en la regulación de los derechos de propiedad intelectual, 
o en la inclusión de la agricultura en la Organización Mundial del 
Comercio (omc) —. Además, por el otro, se impuso un nuevo relato 
según el cual lo privado se gestionaría más eficaz y eficientemente 
que lo público, dando paso a una oleada de privatizaciones en una 
gama muy amplia de ámbitos y sectores —energía, transporte, 
educación, sanidad, cultura, etc.—, que alteraron por completo el 
mapa económico de actores en favor de las empresas transnacionales. 

Este relato no se ha agotado, ni mucho menos, y se mantiene 
como elemento estratégico de la agenda hegemónica actual, tanto 
por la vía directa —a través del tisa, tratado global que especí-
ficamente aborda la privatización de los servicios, incluidos los 
públicos—, como por la indirecta, mediante la amputación de las 
capacidades institucionales por medio de nuevos acuerdos que for-
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talezcan el cerco a lo público. En definitiva, la defensa de lo común 
obliga a revertir esta ofensiva mercantilizadora, que no se refiere 
únicamente al cuestionamiento de la propiedad —privada o no—, 
sino que también incluye una revisión de objetivos fundamentales, 
valores, dinámicas prioritarias, gestión y provisión, financiación, etc.

Precisamente esta mirada más amplia de lo común nos plantea 
en segundo lugar el desafío de redefinir este concepto desde un 
enfoque emancipador (González, 2015). Debemos dotarlo de un 
nuevo sentido que vincule lo público con lo comunitario —esto es, 
también con lo autogestionado— desde lógicas ajenas al lucro como 
principio-guía. En consonancia con la apuesta por el poder popular, 
es importante poner en valor y fomentar experiencias comunitarias 
y sociales de propiedad, gestión y decisión colectiva y democrática, 
sin que se entiendan como iniciativas privadas —atendiendo única-
mente a la titularidad de su propiedad y no al modelo ni a los valores 
en los que se basan—. En este mismo sentido, tampoco podemos 
entender como desmercantilizado un ámbito o sector por el mero 
hecho de que su propiedad sea pública, si este no sigue una gestión 
transparente, rinde cuentas a la sociedad, y se rige por valores y 
un modelo de actuación en favor del interés general. Es por tanto 
necesario desarrollar una nueva acepción de lo común que incluya 
lo público y lo comunitario, permitiendo su complementariedad y 
desarrollo mutuo en claves emancipadoras de poder popular.

Desde esta nueva acepción, la agenda alternativa al poder cor-
porativo define como una de sus prioridades la desmercantilización 
no solo de los bienes comunes —agua, tierra, ríos, semillas, conoci-
miento, cultura, etc.— sino también de aquellos que son estratégicos 
para posibilitar sociedades justas, equitativas, sostenibles y diversas 
—finanzas, transporte, energía, etc. A su vez, los resultados de las 
luchas históricas que han dado lugar a lo que hoy es lo público 
deben defenderse como un hito estratégico, desde una perspectiva 
emancipadora, no solo vinculada a la propiedad. Así, los avances 
en derechos fundamentales —salud, educación, cuidado—, los 
sistemas de protección social y en general las instituciones públicas 
como agentes económicos y reguladores siguen siendo atacadas por 
el poder corporativo y son espacios estratégicos en disputa. 

Este debate sobre lo público es algo válido tanto para una Eu-
ropa que ha vivido de desigual manera el Estado del bienestar, como 
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para América Latina. En este sentido, también se han producido en 
estos últimos años procesos de recuperación del papel protagónico 
del Estado y de las políticas públicas en algunos países de la región. 
Estos no pueden ser obviados por las agendas alternativas, ya que 
han sido el fruto de muchos esfuerzos sociales, logrando incluso 
revertir el relato oscuro sobre el papel de lo público como actor po-
lítico y económico. Es precisamente en este contexto donde se han 
producido nacionalizaciones importantes en sectores estratégicos 
como la de la seguridad social en Argentina o la de los hidrocarburos 
en Bolivia y Venezuela. Además, múltiples empresas han pasado a 
control público en un amplio abanico de ámbitos —electricidad, 
alimentación, banca, transporte, etc.—, afectando a empresas trans-
nacionales muy relevantes como Cargill y el Banco Santander en 
Venezuela, por poner solo un par de ejemplos concretos. Por lo tanto, 
se trata de iniciativas muy significativas, válidas, sujetas a debate, y 
que suponen una bandera en la disputa con el poder corporativo. 

La apuesta por la desmercantilización desde la defensa de lo 
común se convierte en la tercera propuesta de nuestra agenda, a 
partir de una mirada política más amplia que vincula lo público y 
lo comunitario. Precisamente desde este enfoque el ámbito de lo 
local se torna estratégico para los procesos de desmercantilización. El 
territorio es, como señalamos en el segundo capítulo, un escenario 
idóneo para impulsar procesos de reconstrucción de lo común desde 
nuevas bases. En sentido contrario, el poder corporativo también 
ve en lo local un espacio óptimo para imponer su fuerza y ampliar 
su margen de negocio —en base al acceso a servicios públicos con 
amplios beneficios y sin la necesidad de grandes esfuerzos de lobby—, 
por lo que lo local se convierte en un escenario estratégico de avance 
o retroceso en las lógicas mercantilizadoras (Atutxa, 2013). 

Partiendo de estas premisas, estas son las medidas políticas 
vinculadas a la desmercantilización: 

11.	Impulsar la movilización popular para evitar avances en la mer-
cantilización de sectores y empresas públicas, como por ejemplo 
la Marea Blanca de la sanidad o la Marea Verde en favor de la 
educación pública en el Estado español.

12.	Fomentar los ejercicios de democracia directa como vía participativa 
para evitar la mercantilización de sectores, empresas y servicios 
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públicos, así como para revertir los que ya lo han sido, como 
en el caso del referéndum en 2011 en Italia en defensa del agua 
como servicio público.

13.	Defensa del sistema público de derechos, servicios y protección 
social, desde una apuesta emancipadora.

14.	Desmercantilización soberana de sectores y empresas estratégicas: 
agua, tierra, ríos, semillas, conocimiento, cultura, finanzas, 
transporte, energía, salud, educación, cuidado, etc., desde la 
apuesta por el fortalecimiento del poder popular y, por tanto, 
desde estrategias que incluyan propiedad, gestión, control, 
valores y objetivos.

15.	Remunicipalización de bienes comunes y estratégicos desde la 
defensa de lo común y a partir de nuevas formas de organizar 
la vida en el territorio. En este ámbito destacan los procesos 
vinculados al agua, donde se han vivido procesos relevantes de 
remunicipalización, especialmente significativos en diversas 
localidades del Estado español, Buenos Aires (Argentina), Dar 
es-Salam (Tanzania), Hamilton (Canadá), etc.

Analizamos a continuación de manera más concreta dos expe-
riencias significativas: el proceso de remunicipalización del agua 
en París en 2008, especialmente significativo por realizarse en una 
ciudad estratégica para del Norte Global y en la que se enfrentó a 
las dos grandes transnacionales del sector —Suez y Veolia— con 
capital de origen francés; y el proceso de defensa del agua como bien 
público en Italia, que se construye en torno a un referéndum por 
iniciativa popular que se gana frente a las presiones privatizadoras.

Experiencia 8
Remunicipalización del agua en Paris frente a Suez y Veolia

El agua ha sido uno de los sectores en los que con mayor ahínco se ha aplicado 
a lo largo y ancho del plantea la oleada privatizadora, sobre todo en las décadas 
de los ochenta y noventa. Posteriormente esta tendencia se ha mantenido bajo 
otras lógicas que inciden en la misma dirección, fundamentalmente a través de 
las alianzas público-privadas. Esta ofensiva se ha basado en el relato en favor de 
lo privado que todavía hoy perdura, y que en lo que respecta al agua posibilita 
que la ciudadanía sea considerada como consumidores y consumidoras, por un 
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lado, y el bien común como una mercancía, por el otro, anteponiéndose así los 
beneficios a corto plazo frente a otros criterios como la sostenibilidad, la igualdad 
y la transparencia (Pérez, 2015). El resultado habitual de este tipo de procesos 
de privatización oscila, en función de los casos, entre estas variables: tarifas 
elevadas sin justificación, no acceso generalizado al servicio, gestión deficiente 
y descoordinada, desinversión, falta de transparencia en la información, control 
menguante por parte de las autoridades públicas, dependencia corporativa, etc.

Todos estos elementos —salvo el acceso generalizado al agua en base a un 
sistema de gestión deficiente— intervienen en la experiencia de París (Pigeon, 
2013). Se trata de un caso especialmente paradigmático no solo por las dimen-
siones de la ciudad —2,2 millones de personas, 10 si tenemos en cuenta la zona 
metropolitana—, sino porque operaba a través de las dos principales empresas 
trasnacionales de agua, Veolia Environment y Suez Environment. Estas, de una u 
otra manera, habían venido participando en la gestión del servicio en la ciudad 
desde 1860, aunque su posición se torna hegemónica tras la privatización de 
1984 —evitando por tanto las tres olas de nacionalizaciones de 1936, 1945 y 
1981, lo que da una muestra de su incidencia sobre el poder político.

En 1984 el alcalde Jacques Chirac aprueba su privatización integral, firmando 
con ambas compañías un contrato de 25 años que incluye el servicio de abasteci-
miento, facturación y mantenimiento de la red de agua de París —estableciendo 
para cada empresa su responsabilidad a un lado del río Sena. Estas, a su vez, 
crearon una unidad mixta para gestionar el cobro de facturas bajo parámetros 
similares. Finalmente, para cerrar el círculo de la privatización, el control de las dos 
empresas se externaliza a una sociedad anónima (sagep) de mayoría pública, en la 
que un 28% de las acciones estaban en manos de Suez y Veolia. 

De este modo, controlado y controlador se convierten en la misma figura, 
dando lugar a una gestión caracterizada por la falta de transparencia, por el pa-
pel residual que la esfera pública tenía en el conjunto del proceso —perdiendo 
a su vez conocimiento sobre el estado de la red—, y sobre todo por una subida 
de tarifas —en París se cobran no de manera individual, sino al conjunto del 
edificio— en más de un 265% entre 1985 y 2009. En este sentido, entre 1991 y 
1997 se incrementaron en un 90%, mientras que para ese mismo período y en el 
resto de ciudades francesas de más de 100.000 personas el incremento fue de un 
51,5%. Las dos corporaciones obtuvieron un beneficio anual del 6-7% —aunque 
se rumoreaba que la tasa real era de un 15%, lo que no se puede comprobar por 
la escasa información— en base a contratos que anualmente se cifraban en 180 
millones de euros.

Frente a ello, en 2001 la nueva corporación del Partido Socialista Francés 
trata de negociar con las dos empresas, dando como resultado el compromiso de 
estas por reducir su margen de beneficio y de aumentar las inversiones, dentro 
de los límites que impone el contrato. No obstante, dadas las asimetrías de poder, 
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las tarifas no se rebajan y las inversiones se realizan mediante filiales de las dos 
transnacionales —además con créditos públicos sin interés—, lo que supone 
un nuevo negocio para ambas, y sin rédito significativo para la ciudadanía y el 
sistema municipal de aguas. 

Ante esta situación, se inicia el proceso de remunicipalización, que definiría 
su hito fundamental en la finalización del contrato en 2009. En este sentido, en 
2007 se sacó a Suez y a Veolia del sagep, estableciendo por tanto un control 
estrictamente público del proceso; posteriormente en 2008 el alcalde Delanoë, 
que en campaña había prometido desprivatizar el agua, logra la aprobación del 
pleno en este sentido, frente al rechazo de las dos empresas y la apertura de la vía 
jurídica por parte del derechista ump. Esta fue desestimada y el proceso continuó 
creando la empresa pública Eau de Paris, que unificó el proceso de gestión del 
agua en todas sus fases.

El 24 de noviembre de 2008, se decide rescindir el contrato de servicio de 
abastecimiento de agua del municipio con Veolia y Suez en favor de Eau de Paris, 
empresa pública que operaría el sistema a partir de 2010 en adelante bajo su 
supervisión directa. A pesar de los evidentes problemas derivados de la depen-
dencia generada por las dos transnacionales durante la vigencia de su contrato, el 
resultado final muestra cómo el paso a la propiedad y gestión pública ahorraron 
anualmente unos 35 millones de euros a las arcas consistoriales, posibilitando 
además una rebaja de tarifas de un 8% respecto a las vigentes en 2009. A su 
vez, la integración de las partes fragmentadas del sistema de agua alumbró una 
organización más eficiente, coherente y sostenible, y revitalizó la protección de 
los recursos hídricos, la investigación y la innovación, y actividades para elevar la 
concienciación sobre el líquido elemento (Pigeon, 2013).

Así, es posible remunicipalizar servicios, es posible hacerlo en cualquier 
situación —si es posible en París, también en localidades menores—, y es posible 
enfrentar a las más grandes empresas transnacionales del sector.

Experiencia 9
Democracia directa en favor del agua como bien público en Italia: 

el caso de Nápoles

A lo largo del 12 y 13 de junio de 2011 se desarrolló en Italia un referéndum 
derivado de una iniciativa legislativa popular, que trasladaba al conjunto de la 
ciudadanía la decisión sobre el acceso de agentes privados a la gestión del agua, 
así como sobre la preeminencia de criterios sociales o de mercado en el estable-
cimiento de tarifas de pago del servicio, junto a otros asuntos como la energía 
nuclear y el aforamiento de las y los ministros del gobierno.

Nos situamos en un contexto marcado por el modelo neoliberal promovido 
por el gobierno de Silvio Berlusconi, en la que la línea divisoria entre lo público y lo 
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privado se difumina, siempre a favor de este último. En este sentido, la propuesta 
gubernamental se concretaba en la entrada de agentes privados en el sector —en 
Italia es responsabilidad municipal—, estableciendo además que una tasa del 7% 
de las tarifas pagadas por la ciudadanía se orientaba a la remuneración del capital 
privado invertido por sujetos económicos privados. 

Frente a ello, en 2005 se genera un frente social de ámbito estatal en de-
fensa del agua como bien común, que desemboca finalmente en un Foro Italiano 
del Movimiento por el Agua como estructura permanente de coordinación. Este 
aglutinó a una amplia diversidad de movimientos sociales, culturales, políticos, etc., 
así como a instituciones y personas individuales, en defensa de que el agua y su 
gestión quedaran fuera de la lógica de mercado, ahondando en su consideración 
como bien común.

Bajo estas premisas el Foro decide, como parte de su estrategia de incidencia, 
impulsar una Ley de iniciativa popular que revoque la legislación neoliberal vigente. 
Para ello era necesario juntar más de 500.000 firmas —se obtuvieron 1,4 millo-
nes—, así como garantizar que la participación en el referéndum superaba el 50% 
del censo oficial —se alcanzó el 58%—. Por supuesto, el gobierno puso todas las 
trabas imaginables a este proceso legal: primero, rechazando su constitucionalidad; 
después dificultando la participación popular. Pero finalmente el resultado fue 
completamente clarificador: más del 95% de las y los votantes entendieron que 
el agua es un derecho y no una mercancía, y abogaron por su gestión pública y 
democrática en base a criterios sociales y no de mercado.

Tanto el resultado como el proceso en su conjunto pueden ser entendidos 
como una gran victoria popular, un ejemplo de democracia directa en el que la 
ciudadanía decide sobre aspectos estratégicos que afectan a sus vidas. No obstante, 
la voluntad institucional posterior de aplicación de lo emanado de esta iniciativa 
social no ha caminado, por lo general, en esa dirección. La pregunta necesariamente 
genérica del referéndum no concreta exactamente qué es y qué no es privatizar 
—que, como ya hemos visto, no solo se refiere a la propiedad, sino también a la 
gestión, proveedores, consejos, etc.—, y ello ha sido aprovechado por múltiples 
regiones para legislar desde la letra pequeña a favor de lo privado. Además, de 
manera complementaria, la remunicipalización de servicios no es tarea sencilla sin 
voluntad política y apoyos institucionales, por lo que muchos consistorios no han 
avanzado en este sentido. Al final, en marzo de 2016, el gobierno de Matteo Renzi, 
del Partido Democrático, ha modificado la ley de iniciativa popular, quitándole de 
facto su capacidad de impedir la privatización.

Nápoles es una de las principales excepciones a esta tendencia. Se trata de 
la única ciudad italiana de tamaño medio-grande que ha abogado por la remu-
nicipalización del agua desde su consideración como bien común. Por un lado, 
ha creado la empresa pública Acqua Bene Comune (abc), que es la entidad que 
actualmente gestiona el servicio, desarrollando una política integral que incluye 
fuentes, manantiales, infraestructuras, saneamiento, tarifas, etc. Pero además, por el 
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otro, se plantea una nueva apuesta por lo común que rompe el binarismo público/
comunitario, a partir de la incorporación de movimientos sociales y asociaciones 
de vecinos y vecinas a la participación democrática en abc. 

Se genera así un nuevo modelo democrático que se enfrenta continuamente 
a retos económicos, sindicales, fiscales, administrativos y financieros, además de 
la oposición de la institucionalidad regional de Campania, que camina en sentido 
contrario a la remunicipalización. En este sentido, se han aprobado ordenanzas 
innovadoras de apoyo a la reapropiación popular de espacios y, en general, una 
forma de gobernanza más allá de lo representativo, en base a asambleas y a una 
gestión compartida que prima una revisión del ágora, de lo común, del autogo-
bierno, y donde es el concepto de poder popular y no solo la titularidad de la 
propiedad lo que define la apuesta política. 

Dicha apuesta se enmarca en el gobierno municipal coordinado por el alcalde 
Luigi De Magistris, una experiencia de izquierda alternativa no vinculada a un 
partido político específico, que pretende situar el foco de actuación en el primer 
artículo de la Constitución italiana —«la soberanía reside en el pueblo»—, vincu-
lando lo público y la autogestión no solo en el ámbito del agua, sino también en 
otros como el transporte, promoviendo una ciudad activa, participativa e inclusiva.

En coherencia con nuestro marco de referencia, esta experiencia muestra 
la posibilidad de enfrentar al poder corporativo con democracia, desde procesos 
pedagógicos que sitúen la decisión en la ciudadanía. En este sentido, el referéndum 
es un hito estratégico, pero que debe acompañarse en todo caso de una fuerte 
voluntad política por elevar la democracia directa y participativa a algo estruc-
tural y no puntual —como nos enseña el caso napolitano—, dentro de nuevas 
concepciones y prácticas políticas sobre lo común.

A modo de balance, la desmercantilización desde bases demo-
cráticas y soberanas de bienes y sectores estratégicos en defensa de lo 
común es un elemento ineludible de cualquier agenda alternativa, ya 
que cuestiona la primacía del mercado, caldo de cultivo y premisa 
de actuación para el poder corporativo. 

En todo caso, estos procesos no son ni mucho menos sencillos, 
ya que se enfrentan no solo al núcleo de la agenda hegemónica —el 
mercado—, sino a toda la arquitectura de la impunidad estructu-
rada en favor de la misma. Además, la recuperación de sectores 
mercantilizados parte de toda una serie de inercias generadas por 
más de cuatro décadas de oleada privatizadora —hidra compleja de 
estructuras consolidadas, pérdida de memoria institucional, activos 
degradados, sistemas de comunicación y gestión difícilmente adap-
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tables a lo público, herencias negativas recibidas, etc.—, ofreciendo 
un terreno de juego complejo y lleno de obstáculos.

Pese a ello, las experiencias analizadas y muchas otras más de-
muestran que dichos procesos son viables, y que los resultados se 
pueden hacer notar pese a los impedimentos. Si se conjuga la presión 
social con la voluntad política y las capacidades técnicas, es posible 
arrebatar espacios al capital en favor de la ciudadanía, oponiendo 
derechos a simples mercancías.

CUADRO 3
 MEDIDAS POLÍTICAS PARA LA DEFENSA DE LO COMÚN  

Y DESMERCANTILIZACIÓN

11.  Impedir la mercantilización de empresas y sectores públicos

12.  Impulsar ejercicios de democracia directa frente a la mercantilización 

13.  Defender el sistema público de derechos, servicios y protección social

14.  Desmercantilizar sectores y empresas estratégicas

15.  Remunicipalizar bienes comunes y/o estratégicos

Fuente: elaboración propia

Reforma agraria integral frente al acaparamiento corporativo  
de tierras
La tierra es uno de los bienes comunes con una mayor significación 
debido a sus connotaciones no solo económicas y sociales, sino tam-
bién culturales y espirituales. En este sentido, la tierra es la base que da 
sustento al concepto de territorio —pilar de nuestro marco de referen-
cia—, haciendo con este un binomio inseparable en el que se vinculan 
naturaleza, comunidad, cuerpos, sujetos, identidades, arraigos, tiempos, 
conflictos, agricultura, alimentación, salud, historia, futuro, etc. Se trata 
en definitiva de un elemento clave en todo proceso de emancipación. 

Al mismo tiempo, la tierra también ha sido uno de los principales 
recursos para la acumulación. La lógica mercantilista, centralizadora 
y concentradora ha avanzado hasta convertir a la tierra —incluyendo 
su vertiente de suelo urbano— en uno de los principales ámbitos 
de reproducción del ingente excedente de capital circulante hoy en 
día, máxime en un contexto de expectativas de escaso crecimiento 
para las próximas décadas.
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La tierra ha sido y es uno de los nudos de la disputa entre capital y 
vida, destacando como uno de los principales hitos de confrontación 
entre la agenda hegemónica y las alternativas.5 Respecto a la primera, 
son dos los conceptos que caracterizan hoy en día su perspectiva 
sobre la tierra: agronegocio, por un lado, y acaparamiento, por el 
otro; respecto a las segundas, posicionan el enfoque de soberanía 
alimentaria y la propuesta de reforma agraria, respectivamente, como 
respuestas antagónicas a las hegemónicas. Explicaremos brevemente 
estos cuatro elementos, de los cuales extraeremos las claves para la 
cuarta propuesta de nuestra agenda.

Comenzando por el agronegocio, este es el agente protagónico 
del actual sistema agrícola-alimentario mundial. En este sentido, la 
agricultura no ha sido una excepción a la asunción de los parámetros 
civilizatorios de mercantilización, acumulación y globalización, 
pese a las fuertes resistencias campesinas. De este modo, se ha ido 
imponiendo de manera progresiva un modelo productivo basado en 
los grandes monocultivos para la exportación —bajo parámetros de 
tecnología punta en la gestión del proceso—, intensivos en el uso de 
agroquímicos y transgénicos, y liderados por grandes grupos empre-
sariales. Precisamente la presencia y control corporativo no solo se 
limita a la producción, sino que se extiende al conjunto de fases y 
ámbitos del sistema alimentario: distribución, consumo, tecnología, 
semillas, maquinaria, etc. El modelo agroalimentario globalizado 
se caracteriza por el peso específico de las empresas transnacionales 
en todas las fases de la cadena económica —agronegocio—,6 así 

5. Precisamente por ello hemos establecido una propuesta específica vinculada 
a la tierra, más allá de la propuesta anterior que hacía referencia al conjunto de 
bienes comunes, con la que guarda estrechos vínculos. No obstante, la tierra parte 
de circunstancias específicas dada la intensidad de conflicto y la solidez interna-
cional del movimiento campesino, así como de fenómenos específicos como el 
acaparamiento, que a continuación analizaremos. 

6. Tal es así que, por ejemplo en el ámbito de las semillas y los agroquímicos, 
solo 6 grandes empresas (basf, Bayer, Dow, DuPont, Monsanto y Syngenta), lla-
madas las seis grandes, generan unos ingresos anuales conjuntos de 65.000 millones 
de dólares anuales, controlando el 75% del mercado de agroquímicos, el 63% de 
semillas comerciales y más del 75% de la investigación en pesticidas y semillas, 
según datos para 2013 (etc Group, 2015). En la actualidad, además, estas se han 
convertido en 4, tras la compra de Monsanto por parte de Bayer y de Syngenta 
por ChemChina, así como la fusión entre DuPont y Dow.
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como por la creciente mercantilización de esferas. En este sentido, 
se privatizan y convierten en recurso de acumulación —a través del 
despojo— no solo los bienes naturales, sino también los saberes 
campesinos e incluso la propia vida, a partir de la legislación vigente 
de propiedad intelectual, atravesada de principio a fin por la lógica 
capitalista. A su vez, y ahondando en esta tendencia pro-mercado, 
la agricultura se ha incorporado en la globalización neoliberal al 
ámbito financiero, a través de mercados secundarios en los que se 
apuesta y especula con los precios futuros de los alimentos. 

La tierra es precisamente la base de todo este modelo de agrone-
gocio. Tal es así que, aunque siempre se haya entendido como una vía 
de acumulación y por tanto sujeta a conflicto, en la actualidad esta 
tendencia se fortalece hasta el punto de señalarse el acaparamiento de 
tierras como fenómeno específico de análisis. Este concepto se acuña 
en 2007-2008, en un contexto de alza global de los precios de los 
alimentos, vinculado a la compra masiva de tierras por parte de nuevos 
actores estatales —China, Arabia Saudí, Corea del Sur— en países 
del Sur Global. No obstante, hoy en día se maneja una acepción más 
amplia, referida a la acumulación para el control de la tierra —no solo 
su propiedad—, así como de otros recursos estrechamente asociados 
a esta como el agua, los minerales, los bosques, etc. Se trataría en 
definitiva de «fijar o consolidar formas de acceso a la riqueza vinculada 
a la tierra» (McCarthy, Vel y Affif, 2012), ante los problemas globales 
de reproducción sistémica, presión demográfica, crisis climática y 
energética de los que ya hemos hablado previamente. Este concepto 
incluiría por tanto el acopio de tierras —realizado de forma legal, 
ilegal o paralegal— para la producción masiva de materias primas, 
alimentos, bioenergía —acaparamiento verde— y minería, además del 
que se vincula a lógicas de urbanización, turismo, infraestructuras, e 
incluso lo que se conoce como acaparamiento virtual, esto es, aquellos 
casos en que «detrás de una fachada de compra de tierras para un 
propósito declarado, existe una agenda para apropiarse de subsidios, 
obtener préstamos bancarios utilizando permisos de tierras como 
aval, o especular sobre incrementos futuros del valor de las tierras» 
(fuhem Ecosocial y tni, 2013). 

Hablamos por tanto de un fenómeno histórico pero singular, 
al menos por cuatro razones. En primer lugar, por la rapidez con 
la que se ha producido, debido al momento de incertidumbre que 
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atravesamos; en segundo término por su escala, ejemplificada en 
casos como la compra de 30.000 hectáreas en Nigeria por parte de 
la transnacional estadounidense Dominion Farms en 2011 para 
producir arroz, o en las 900.000 adquiridas por Benetton en Argen-
tina en 2002 para producir madera, por poner solo dos ejemplos; 
tercero, por vehiculizarse a través de arrendamientos, compras, 
concesiones o acuerdos económicos para el largo plazo —gene-
ralmente para períodos de entre 30 a 99 años—; cuarto y último, 
por su alcance mundial, ya que ocurre en África, América del Sur, 
Centroamérica, Sur y sudeste de Asia, así como en el Norte Global 
(fuhem Ecosocial y tni, 2013). Destaca en este sentido el caso 
europeo, especialmente el de Europa del Este, donde esta práctica 
está muy extendida, llegando incluso en algunos países a alcanzar 
los parámetros de desigualdad en la distribución de la tierra propios 
de Brasil, Colombia o Filipinas (Franco y Borras, 2015).

Los grandes acuerdos sobre tierras han alcanzado los 20 millo-
nes de hectáreas entre 2005 y 2009, según el International Food 
Policy Research Institute (ifpri, 2009); 45 millones de hectáreas 
desde 2007-2008 de acuerdo con el Banco Mundial (2010); y 227 
millones de hectáreas desde el 2000, según Oxfam (2011). Por su 
dimensión, se trata de un problema evidente, pero ante el cual la 
respuesta oficial no pasa de la definición de una serie de recomenda-
ciones voluntarias, como en el caso de los Principios por una Inversión 
Responsable en Agricultura (fao, 2014), que recogen en 7 principios 
una mezcolanza de posibles medidas basadas tanto en la defensa del 
mercado como de los derechos y justicia social. 

Frente a la agenda hegemónica del agronegocio y del acapara-
miento de tierras —y ante sus respuestas voluntaristas—, las agen-
das alternativas —en este caso con un peso específico muy fuerte 
el movimiento campesino— proponen la defensa de la soberanía 
alimentaria y de la reforma agraria. La soberanía alimentaria es un 
enfoque acuñado por el movimiento internacional La Vía Campe-
sina (lvc), que se fundamenta en tres claves complementarias. La 
primera es la centralidad del concepto de soberanía, estableciendo 
el derecho de los pueblos —y por lo tanto no de los mercados— a 
definir su sistema alimentario, esto es, qué y cómo se produce, qué 
y cómo se distribuye, qué y cómo se consume; la segunda es la im-
portancia de la construcción popular de alternativas y procesos; y la 
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tercera es la defensa de las economías campesinas y de la agroecología 
como modelo —frente a las grandes corporaciones y al agronegocio, 
respectivamente—, lo cual amplía la mirada alimentaria a un cruce 
de soberanías sobre los bienes naturales, la energía, los sistemas 
alimentarios locales, la autonomía de las mujeres y la organización 
de lo común y el conocimiento (Piris, 2015b).

Directamente vinculado a este enfoque de defensa de las econo-
mías campesinas y un modelo alternativo de sociedad está la con-
sideración de la tierra como un derecho y no como una mercancía. 
En este sentido la redistribución de la muy desigual distribución de 
la tierra y la reversión de su acaparamiento se convierten en apuestas 
estratégicas, manteniéndose por tanto vigente políticamente el con-
cepto de reforma agraria. Pero esta no se entiende como lo hace el 
Banco Mundial, esto es, como mero reparto individualizado en claves 
de mercado y sin afectar el latifundio. Al contrario, se plantea una 
reforma agraria integral que priorice la propiedad pública y comunal; 
que incentive un modelo basado en las economías campesinas, la 
organización cooperativa, la agroecología y los mercados locales; y 
que cuente con apoyo institucional a partir de procesos democráticos 
que permitan poner en marcha políticas públicas en este sentido. 

Nuestra agenda contra el poder corporativo también debe 
tomar partido en esta pugna entre estos proyectos antagónicos, de-
finiendo una cuarta propuesta vinculada a revertir el acaparamiento 
corporativo a partir de una reforma agraria vinculada a la soberanía 
alimentaria.7 Esta, como ya hemos señalado, es una propuesta válida 
para el conjunto del planeta y no solo para el Sur Global, por lo 
que a pesar de las asimetrías evidentes de partida es posible articular 
esfuerzos conjuntos.

En este sentido, planteamos las siguientes medidas políticas 
vinculadas a revertir el acaparamiento corporativo desde una redis-
tribución radical de la tierra: 

7. En todo caso, la soberanía alimentaria y la reforma agraria trascienden 
el ámbito de la regulación en el que todavía nos encontramos en el desarrollo de 
nuestra agenda, por lo que esta no se reduce a esta propuesta. También abordaremos 
estos conceptos al hablar sobre producción, consumo y saberes —experiencias nº 
14, 15 y 19, respectivamente— ya dentro del marco de las alternativas, según la 
lógica de transición del marco de referencia.
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16.	Impulsar movilizaciones, ocupaciones pacíficas de tierras y estrate-
gias sociales de confrontación con el poder corporativo, como 
las desarrolladas por el Sindicato Andaluz de Trabajadores y 
Trabajadoras (sat) en Andalucía, la lucha en Narbolia (Cerde-
ña) frente a un megaproyecto de paneles solares o la oposición 
a la construcción del aeropuerto de Nantes, por poner algunos 
ejemplos (Franco y Borras, 2015).

17.	Favorecer las expropiaciones de tierras acaparadas ilegalmente, 
que no persiguen la función social inicialmente pretendida —
acaparamientos virtuales—, o que contravienen la normativa 
vigente —como en el caso de la nacionalización en 2009 de 
la plantación de arroz ubicada en La Portuguesa (Venezuela) y 
perteneciente a la transnacional Cargill, por no producir el arroz 
regulado por el gobierno para venderlo a precios asequibles para 
las mayorías populares.

18.	Inclusión de la soberanía alimentaria como prioridad y enfoque 
estratégico en las constituciones nacionales, tal y como han 
hecho países como Venezuela o Malí, para a partir de ahí desa-
rrollar políticas de reforma agraria.

19.	Incidir en la supresión de las políticas regionales en favor del 
agronegocio y el acaparamiento de tierras, como la Farm Bill en 
Estados Unidos o la Política Agraria Común (pac) en Europa.

20.	Aplicar estrategias políticas integrales en favor de una reforma 
agraria desde el enfoque de soberanía alimentaria, a partir de 
iniciativas formuladas por los movimientos sociales desde una 
perspectiva integral, como la Reforma agraria integral del Mo-
vimiento de los Trabajadores y Trabajadoras Rurales Sin Tierra 
de Brasil, mst (Dos Santos, 2015); el Plan Campesino del 
Movimiento de Pequeños Agricultores y Agricultoras de Brasil, 
mpa; o la propuesta de Patrimonio Agrario Andaluz elaborada 
por el sat.

Precisamente será esta última la experiencia que analizaremos 
en profundidad, ya que el Sindicato Andaluz de Trabajadores y 
Trabajadoras (sat) ejemplifica tanto la capacidad para formular 
propuestas integrales que plantean la tierra como eje central para 
desarrollar formas alternativas de vida, como el compromiso y el 
empeño por movilizarse audazmente frente al poder corporativo, 
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como se ha puesto de manifiesto en la ocupación de la finca La 
Rueda en Jódar, Jaén, caso paradigmático de acaparamiento virtual.

Experiencia 10
sat: Patrimonio Agrario Andaluz y ocupación en Jódar frente al bbva

Andalucía tiene una distribución de la propiedad de la tierra profundamente 
desigual: el 2% de la población acumulaba el 50% del total en 2011, según el 
Instituto Nacional de Estadística, lo que le sitúa en parámetros más asimilables 
a América Latina que a la Europa occidental. Este fenómeno hunde sus raíces en 
causas históricas que se remontan a la entrega de grandes extensiones de tierra a 
la aristocracia y a las órdenes religiosas durante la llamada «reconquista», dando 
lugar a un modelo basado en el latifundio para el monocultivo del olivo y después 
también del cereal, sobre todo en el occidente. Este no ha sufrido variaciones 
significativas en términos generales desde entonces, ya que los diferentes intentos 
de transformación en este sentido han sido truncados —entre los cuales destaca 
la ley de reforma agraria de 1932, que nunca se llegó a aprobar.

Hablando ya de fechas más recientes, las políticas públicas puestas en mar-
cha por el gobierno andaluz y las instituciones europeas no solo no han revertido 
esta situación, sino que incluso las han ahondado. Por un lado, la Ley de reforma 
agraria aprobada en 1984 impulsa el Plan de Empleo Rural (per) —subsidio a las 
y los jornaleros a cambio de la justificación de una serie de peonadas al año— y 
el Instituto Andaluz de Reforma Agraria (iara), —banco público de tierras, clau-
surado en 2012—, que no logran avanzar en la reforma agraria sino más bien 
en la desarticulación de la movilización y en la compra de tierras marginales y de 
escasa calidad, respectivamente, sin voluntad política de afectar al latifundio. A 
su vez, por otro lado, la Política Agraria Común (pac) que impulsa la Unión Euro-
pea se centra fundamentalmente en la concesión de subsidios en función de la 
extensión de tierra cultivable —sin atender por tanto a criterios de producción ni 
de productividad de manera prioritaria—, fortaleciendo la concentración de tierra 
y el acaparamiento virtual antes expuesto.

Nos encontramos actualmente por tanto con una herencia histórica y unas 
políticas públicas que caminan en contra de la reforma agraria, hito que todavía 
sigue siendo bandera política del Sindicato Andaluz de Trabajadores y Trabajadoras 
(sat). Este surge en 2006 desde la decisión del Sindicato de Obreros del Campo 
(soc) y otros sindicatos por generar un movimiento amplio y radical a nivel anda-
luz, pero manteniendo la lucha por la tierra como elemento central. Su estrategia 
consiste en cuatro grandes líneas: la primera, la movilización social y ocupación 
simbólica de tierras para generar debate social, como en el caso de Las Turquillas 
y Casas Bajas; la segunda, la ocupación y cultivo de tierras públicas, como en el 
caso de Somonte; la tercera, la dinamización en movilizaciones generales como la 
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Marcha obrera «Andalucía en pie» de 2012 o las Marchas de la Dignidad desde 
2014; por último, la cuarta es la incidencia política mediante propuestas como la 
del Patrimonio Agrario Andaluz.

Esta última resume la agenda política del sat en lo que se refiere a la tierra 
y plantea, entre otras medidas, la conformación de un patrimonio agrario de 
propiedad pública generado a través del 4% anual del presupuesto andaluz. Este 
permitiría ampliar el número de fincas públicas que ceden administrativamente su 
uso a cooperativas sin ánimo de lucro, fomentando a su vez un modelo basado en 
las economías campesinas, en la prioridad por el entorno y en la agroecología. Este 
patrimonio agrario se verá completado por los aportes de dichas cooperativas a 
través del Fondo Andaluz Antilatifundista, y sería gestionado en base a una fuerte 
participación social, incluyendo municipios, organizaciones agrarias, sindicatos y 
cooperativas. Esta propuesta principal y otras más dieron lugar a un decreto-ley (sat, 
2013) no aprobado finalmente, pero que plantea posibles soluciones desde una 
lógica de desmercantilización y corresponsabilidad entre lo público y lo comunitario.

Pero a su vez, como ya hemos dicho, la construcción del horizonte de lucha se 
complementa con movilizaciones que generen debate social en favor de la reforma 
agraria. Una de estas es la que se ha desarrollado en Jódar (Jaén), contra un caso 
de acaparamiento virtual de la transnacional bancaria española bbva. Esta, en 
el marco del pinchazo de la burbuja inmobiliaria, accede por embargo a la finca 
olivera La Rueda, manteniendo su propiedad fundamentalmente con el objetivo de 
obtener subsidios de la pac —se calcula que puede haber recibido unos 600.000 
euros por este motivo—, y no de producir. Esto se torna más escandaloso en 
Jódar, pueblo de la comarca de Sierra Mágina de algo más de 13.000 habitantes, 
especialmente castigado por el latifundio y el colapso del sector de la construcción, 
dando lugar a que más de un 70% de su población esté desempleada, y el 45% 
subsista bajo el umbral de la pobreza.

Ante esta situación, y tras una muy mala vendimia de aceituna, el sat decidió 
en septiembre de 2012 organizar un encierro de un mes en el Ayuntamiento con 
el ánimo de exigir al conjunto de las instituciones 15 días de trabajo para poder 
cumplimentar el subsidio agrario. Se realizaron a su vez actividades pacíficas 
complementarias como cortes de carretera, asambleas y trabajo voluntario —
barriendo calles y arreglando jardines—, mostrando la necesidad y voluntad 
popular de trabajar. Posteriormente, este mes de lucha culminó con una huelga 
general de amplio seguimiento. Mientras, el Ayuntamiento se negaba a hablar 
con representantes del encierro, haciendo oídos sordos a las demandas de su 
pueblo. Finalmente el teniente alcalde, ante el bloqueo pacífico de la entrada al 
consistorio, se abrió paso con la policía por delante, provocando los altercados 
que han conducido ilegítimamente a Andrés Bódalo a la cárcel.

No obstante, tras el encierro la lucha continuó en 2013 mediante ocupaciones 
de la finca, como símbolo de interés del pueblo por trabajar y producir. Estas ocu-
paciones pacíficas se repiten —siendo la más significativa la del primero de mayo, 
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siempre con presencia policial y generando multas que suman más de 40.000 euros 
en total—, reclamando su uso productivo en base a un plan de viabilidad de La 
Rueda que podría dar trabajo directo a 400 cooperativistas —e indirecto a otras 
200 personas más—, recuperar la producción de aceituna, así como diversificar 
mediante el cultivo de frutales de hueso y de fruta.

Esta situación genera que el bbva mueva ficha y limpie la finca, a la vez que 
contrata a una empresa para mostrar actividad en la recogida de aceituna. Los y las 
trabajadores de esta sufren condiciones laborales abusivas, mientras que el sistema 
de riego y el molino se desmantelan, explicitando la falta de interés en desarrollar 
un proyecto para la comarca. No obstante, el miedo a las multas y la posibilidad de 
trabajar algunos jornales desactiva relativamente la lucha —100 de los multados 
son de Jódar—, lo que plantea el reto de reconstruir el movimiento jornalero. 

Resumiendo, una iniciativa clara de acaparamiento virtual en una región muy 
necesitada de trabajo y oportunidades económicas, pero en la que se pone en 
marcha la maquinaria del poder corporativo articulando a empresas e instituciones 
en la criminalización y represión de la protesta. Enfrente se sitúa un movimiento 
como el sat, el más castigado de Europa —500.000 euros solicitados en multas y 
300 personas encausadas— , que a la vez resiste, ocupa, produce, propone y lucha.

Las medidas políticas y la experiencia analizada nos demues-
tran que es posible actuar frente al acaparamiento corporativo de 
tierras, si hay voluntad política para hacerlo, y en base a propuestas 
concretas y realizables.

Al mismo tiempo, asistimos al despliegue completo del poder 
corporativo en su defensa de la tierra como recurso estratégico, 
que posibilita múltiples formas de generar riqueza. Partiendo de 
esta premisa, se impulsan políticas globales, regionales, estatales y 
locales que abundan en la mercantilización de este bien común, en 
una ofensiva contra las economías campesinas y la soberanía de los 
pueblos por decidir su sistema alimentario, así como por la calidad 
y salubridad del mismo.

En este sentido, la lucha contra el agronegocio y el acapara-
miento de tierras se antoja estratégica, no solo por la importancia 
de la tierra para todo proceso de emancipación, sino por el papel 
clave que juega la alimentación como necesidad humana, cada vez 
más en manos de grandes corporaciones. Por ello, es preciso que 
la defensa de la soberanía alimentaria se convierta en un asunto 
de todas y todos —no solo un tema campesino—, lo que permi-
tirá ampliar la presión social en favor de la reforma agraria, las 
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economías campesinas y la agroecología. Así, hemos visto como 
las iniciativas exitosas parten de la corresponsabilidad entre mo-
vimiento campesino e instituciones públicas, como en el caso de 
las expropiaciones, pero que la apuesta por desarrollar propuestas 
basadas en la soberanía alimentaria como enfoque requieren de 
alianzas diversas —siendo la urbana-rural estratégica— e interna-
cionalistas —para enfrentar proyectos como la pac, la Farm Bill 
o la propiedad intelectual.

Transitar de un asunto campesino a un asunto general es el 
desafío para enfrentar el agronegocio y el acaparamiento de tierras, 
haciéndolo además desde una lógica de articulación internacional 
que, pese a los acentos diferentes en el Norte y el Sur Global, genere 
diagnósticos y propuestas alternativas.

CUADRO 4
MEDIDAS POLÍTICAS PARA LA REFORMA AGRARIA INTEGRAL 

FRENTE AL ACAPARAMIENTO CORPORATIVO DE TIERRAS

16.  Movilizarse y ocupar pacíficamente tierras

17.  Expropiar las tierras acaparadas

18.  Establecer la soberanía alimentaria como prioridad constitucional

19.  Suprimir las políticas regionales en favor del agronegocio

20.  Aplicar estrategias políticas integrales de reforma agraria desde 
       la soberanía alimentaria

Fuente: elaboración propia.

Cerco a la elusión y evasión fiscal corporativa
Además de la desmercantilización de los bienes comunes, la fisca-
lidad es otro de los ámbitos fundamentales de regulación en favor 
de la igualdad. En este sentido, se trata de una de las principales 
herramientas de redistribución con la que cuentan las instituciones 
públicas para desarrollar políticas activas en favor del interés general, 
y por tanto de posibilitar sociedades más cohesionadas. Así que es 
una variable estratégica que nos remite al conflicto entre principios 
y sujetos, esto es, si son el proyecto común y el trabajo del colectivo 
los valores a defender, o al contrario lo son el individualismo y el 
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capital, que según el mantra civilizatorio vigente se convierten en 
premisas para avanzar en términos de bienestar. 

La fiscalidad, de este modo, es uno de los ejes de la disputa entre 
clases —y, en un sentido más amplio, entre la agenda hegemónica y 
las alternativas—, en el que las empresas transnacionales participan 
activamente. Estas, haciendo valer su posición protagónica en el 
modelo de sociedad global, máxime en un contexto como el actual 
de bajas expectativas de crecimiento, han desarrollado en las últimas 
décadas una sólida estrategia para soslayar su responsabilidad fiscal 
a través de la evasión y la elusión. Nos referimos en este sentido a 
prácticas no solo de ocultamiento de ingresos para no pagar impues-
tos —evasión—, sino también las vinculadas a limitar al máximo el 
pago de estos mediante ingeniería fiscal —elusión—, aprovechándo-
se de la complejidad empresarial en un mundo globalizado, todavía 
concebido fiscalmente en el marco del Estado-nación.

Estas prácticas son un hecho de dominio público, tal y como 
muestran los últimos tres grandes escándalos que han aflorado en 
los últimos años, y en los que corporaciones siempre destacan por su 
implicación y papel activo. En primer lugar, el caso Luxleaks saltó a 
los medios de comunicación en diciembre de 2014, probando que 
las autoridades de Luxemburgo firmaron acuerdos secretos para que 
350 transnacionales solo tuvieran que pagar el 1% de sus beneficios, 
la mayoría de ellas entidades financieras. En segundo término, en 
febrero de 2015 se publicó la lista Falciani, que contiene 130.000 
nombres de personas físicas y jurídicas que pudieran haber utilizado 
sus cuentas en la sucursal del banco inglés HSBC en Ginebra para 
evadir impuestos. Por último —hasta el momento—, en 2016 estalla 
el caso de los papeles de Panamá, que suman más de 11,5 millones 
de documentos confidenciales que proporcionan información sobre 
214.000 empresas offshore situadas en paraísos fiscales donde impera 
el secreto de información, y que por tanto no colaboran con los 
sistemas fiscales estatales. 

Estos escándalos no son sino la confirmación de la regla que 
ya señalábamos al categorizar como corrupto al modelo vigente de 
gobernanza global. El resultado final de esta realidad, aunque difícil 
de cuantificar y valorar, es muy significativo. En lo que respecta a 
la evasión fiscal, el fraude en la Unión Europea (ue) se estima por 
ejemplo en un billón de euros anuales, mientras que para el Estado 
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español —con niveles más altos que la medida de la ue—, se calcula 
en torno a 80.000 millones8 (Jiménez y González, 2015). A su vez, 
y en lo que respecta a la elusión fiscal, se cifra en torno a 70.000 
millones anuales en la ue, mientras que Oxfam (2015) valora en 
100.000 millones la cantidad que los países del Sur Global no in-
gresan por abusos de las grandes corporaciones.

Estos datos demuestran, por tanto, la magnitud de estos fenó-
menos en los que las empresas transnacionales son protagonistas 
y principales beneficiadas. Estas tributan muy por debajo del tipo 
impositivo nominal sobre los beneficios, siendo reseñable el caso 
del Estado español, que cuenta con el tipo más alto en su Impuesto 
de sociedades (30% hasta 2016, cuando una reforma lo situó en el 
25%, más cerca de la media europea del 23%), pero que ingresa un 
9,2% menos que los países de la ue, con un tipo real del 4-6% para 
las grandes empresas (Jiménez y González, 2015). En este sentido, 
estas pagaron en 2013 un 5,3%, muy inferior al 16% que aportaron 
las pymes (Oxfam, 2015), lo que muestra una notable asimetría 
entre diferentes tipologías de unidades productivas.

Podemos afirmar con rotundidad que la idea-fuerza que rela-
ciona mayores beneficios con mayores aportes no es cierta. Se da la 
paradoja de que pese a la hegemonía, el peso específico y el poder 
económico sin parangón acumulado por las grandes transnacionales 
—lo que les convertiría en sujetos con una responsabilidad especial 
para coimplicarse en el proyecto común—, quienes sostienen las 
políticas públicas y los mínimos y menguantes estándares de redistri-
bución e igualdad son la clase trabajadora a través de los impuestos 
directos e indirectos, así como la pequeña y mediana empresa. Por 
lo tanto, es preciso poner coto a la evasión y a la elusión fiscal regu-
lando en favor de una redistribución radical que permita avanzar en 
términos de una mayor igualdad y, en última instancia, vislumbrar 
formas alternativas de organizar la vida.

Para poder establecer medidas políticas en este sentido, previa-
mente es necesario conocer cuáles son los mecanismos fundamenta-
les mediante los cuales se reproducen estos fenómenos. Mientras la 
evasión se facilita por la existencia de paraísos fiscales, por la pérdida 

8. Si el porcentaje de fraude se redujera al nivel europeo, el Estado español 
recaudaría 36.500 millones anuales más para las arcas públicas.
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de capacidades de las Haciendas Públicas bajo la égida neoliberal, 
así como por la falta de medios para perseguir el delito fiscal, la 
elusión adquiere fórmulas más complejas, todas ellas legales, entre 
la que destacan: 

•	 Precios de transferencia entre empresas del mismo grupo. Se trata 
de una práctica habitual —la ocde señala que hasta el 60% de 
las transferencias, créditos y relaciones se establece al interior 
de grupos corporativos—, que establece precios diferentes a los 
del mercado en las transacciones intra-grupo con el objetivo 
de aumentar o reducir ficticiamente los beneficios en uno u 
otro país en el que se opera, en función de la carga impositiva 
de cada país. El centro corporativo adultera el precio de las 
compra-ventas internas, el valor de la marca y del know-how, 
las condiciones de los préstamos, etc., desde una lógica común 
donde prima el aspecto fiscal, distribuyendo sus sedes —fiscal, 
administrativa, tecnológica, etc.— en este sentido.

•	 Actuación empresarial a través de paraísos fiscales. Estos, además de 
una vía de evadir impuestos, también sirven como herramienta 
legal para elusión fiscal, al tratarse de «jurisdicciones especializa-
das en atraer inversión extranjera utilizando para ello el secreto 
bancario, la baja o nula tributación para los no residentes, la 
opacidad respecto al fisco de otros países, la no exigencia de ac-
tividad económica local y la desregulación financiera» (Zabalo, 
2012). Para hacernos una idea de la relevancia actual de los 
paraísos fiscales, tengamos en cuenta estos datos: prácticamente 
la mitad de las transacciones comerciales mundiales pasan por 
estos, así como el 42% de la facturación neta de las empresas 
transnacionales estadounidenses; los activos en paraísos fiscales 
se estiman entre 20 y 32 billones de dólares, superior al pib total 
de Estados Unidos y China juntos, las dos mayores economías 
mundiales; por último, las grandes corporaciones españolas han 
aumentado su presencia en estos territorios offshore en un 44% 
en los últimos años (Oxfam, 2015). Se trata por tanto de una 
figura directamente vinculada al impago de impuestos, y con 
un peso específico considerable en el mundo económico actual.

•	 Convenios de Doble Imposición (cdi). Su objetivo es el de ga-
rantizar que las empresas no tributen en dos países diferentes 
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por el mismo ingreso, pero el resultado final suele ser más bien 
que estas acaban no tributando en ninguno de ellos, convir-
tiéndose así en herramientas para una doble elusión. En este 
sentido, y partiendo de que son las propias empresas las que 
fundamentalmente establecen los precios intra-grupo, estas 
estructuran la información fiscal corporativa del conjunto —lo 
que sirve de base para el pago de impuestos en cada país— en 
función de sus intereses fiscales y sin organismo internacional 
de seguimiento sobre la misma. De esta manera, controlan toda 
la información —mientras que las Haciendas estatales lo hacen 
parcialmente en el mejor de los casos—, y se valen además de 
la doctrina imperante para la tributación internacional, que 
prima que esta se realice en el país donde reside la matriz em-
presarial —doctrina ocde— frente al lugar de generación de 
valor —doctrina de Naciones Unidas—, perjudicando de una 
manera considerable a los países del Sur Global, cuya soberanía 
estatal y fiscal se debilita (Figueroa, 2012).

•	 Figuras específicas de fomento de la inversión. Se trata de fórmulas 
que supuestamente pretenden favorecer la inversión, pero que en 
la práctica se convierten en vías de elusión de impuestos. Así por 
ejemplo, en el caso del Estado español destacan las Sociedades 
de Inversión de Capital Variable (sicav), que permiten tributar 
al 1%, manteniendo un 99,09% de la propiedad concentrada en 
una misma persona —a la que se le sumarían en el caso extremo 
99 «mariachis», testaferros que permiten alcanzar el mínimo de 
100 personas necesarias para conformar esta figura. También son 
importantes las Empresas de Tenencia de Valores Extranjeros 
(etve), concebidas a mediados de los años 90 para atraer capital 
extranjero, cuyo atractivo radica en que los dividendos y ganancias 
de capital estarán exentos de impuestos, tanto a la entrada como a 
la salida del país. Finalmente, las Sociedades Anónimas Cotizadas 
de Inversión en el Mercado Inmobiliario (socimi), que cuentan 
con un régimen tributario especial exento del pago del impuesto 
de sociedades, con una fuerte bonificación en el impuesto sobre 
transmisiones patrimoniales y actos jurídicos (95%), y que no 
están sometidas a la retención o gravamen de los dividendos 
distribuidos a sus socios, tanto personas físicas como jurídicas, 
residentes y no residentes sin establecimiento permanente. 
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•	 Bonificaciones y deducciones diversas. Consisten en toda una 
serie de vías legales que reducen la carga impositiva de muy 
diferentes maneras, desde apuestas por la internacionalización 
—Telefónica pudo así dejar de pagar 4.000 millones en el 
Estado español por la compra de la brasileña vivo (Jiménez y 
González, 2015)—, la libre amortización, la compensación de 
balances negativos previos, etc.

Nos encontramos con todo un sistema fiscal a imagen y seme-
janza de las empresas trasnacionales que, desde su posición como 
sujeto hegemónico dentro del modelo de gobernanza global, evaden 
y eluden el pago de impuestos, contribuyendo de esta manera a 
acrecentar las desigualdades entre poseedores y desposeídos, entre 
capital y trabajo, entre Norte y Sur Global. Para revertir esta realidad, 
son precisas una serie de medidas políticas que atajen de raíz estos 
fenómenos y que impulsen modelos fiscales legítimos —no solo 
legales—, basados en la solidaridad y en lo común: 

21.	Informes fiscales anuales preceptivos por grupo corporativo, inclu-
yendo información por país, actividad, subvenciones recibidas, 
personal empleado, y pago de impuestos en cada caso. La em-
presa transnacional se ve obligada a incluir toda su información 
de manera global e integral, facilitando así el seguimiento de su 
situación económica real para tributar allí donde se realmente 
se produce la actividad económica.

22.	Sistema de seguimiento y control fiscal global, superando los 
convenios bilaterales cdi —y por supuesto de la doctrina de la 
ocde en favor la imposición en el país de la sede matriz de la 
empresa—, en favor de un seguimiento y control fiscal inter-
nacional sobre los informes fiscales anuales preceptivos. Esta 
apuesta se debe sostener sobre un nuevo organismo mundial 
con competencias y capacidades suficientes para acometer dicha 
tarea. 

23.	Aumento de las capacidades de las Haciendas Públicas, forta-
leciéndolas por un lado en términos económicos, técnicos y 
humanos para perseguir el delito fiscal, así como por el otro 
dirigiendo sus esfuerzos hacia grandes patrimonios y las em-
presas trasnacionales. Endurecimiento de las sanciones contra 
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el fraude y el delito fiscal, a través por ejemplo de la figura de 
una ley anual tributaria que recogiera los vacíos normativos 
(Ramírez, 2015).

24.	Regulación de los precios de transferencia, poniendo fin a la ar-
bitrariedad corporativa en la definición de precios intra-grupo 
mediante la explicitación de una horquilla de valores común-
mente aceptados para cada coyuntura y contexto.

25.	Fin de los paraísos fiscales, mediante una definición común que 
permita establecer una única lista negra, vinculada al estableci-
miento de duras sanciones. 

26.	Desarrollar un impuesto a las transacciones financieras a nivel 
regional e internacional (Mariño, 2016).

27.	Eliminar las figuras de promoción de la inversión, así como la 
mayor parte de deducciones y exenciones, ya que únicamente 
esconden fórmulas de eludir el pago de impuestos.

28.	Apuesta por una fiscalidad progresiva y comprometida con el 
territorio, que prime la imposición directa frente a la indirecta 
—esto es, vinculada a la renta y al patrimonio frente al consu-
mo—, y que se formule desde parámetros emancipadores que 
castiguen la evasión, la contaminación y que se comprometan 
con el entorno. En este sentido, modificación del impuesto 
de sociedades, fijando por ejemplo el tipo nominal en el 
30% para los beneficios inferiores a 1 millón de euros, y en 
el 35% para los casos en que esa cantidad de supera (Braña 
et al, 2014). 

Avanzar en estas medidas requiere en primer lugar de una fuerte 
presión social por enfrentar la evasión y elusión fiscal corporativa, 
incidiendo así y en segundo lugar sobre la voluntad política de los 
gobiernos —tanto del Norte como del Sur Global, cuyas socieda-
des se ven especialmente perjudicadas, como ya hemos visto— y 
estructuras políticas multilaterales.

Precisamente los escándalos antes señalados han posibilitado 
aumentar la conciencia social sobre la magnitud y lo sistemático de 
estos fenómenos, lo que ha conducido a la elaboración por parte de 
la ocde y el G20 de la iniciativa beps (erosión de la base imponible 
y traslado de beneficios, por sus siglas en inglés), que explicamos a 
continuación. 
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Experiencia 11
Iniciativa BEPS para actualizar la lucha contra  

la elusión fiscal corporativa

La constatación de la crisis de los sistemas fiscales nacionales, su necesaria actua-
lización a la coyuntura actual —diferente a la del momento en el que estos surgen 
cien años atrás, sobre todo por la sobrecomplejización económica vinculada a la 
globalización neoliberal—, así como escándalos como el Lux leaks y la lista Fal-
ciani, empujan a los países de la ocde y del G20 a tratar de recuperar la confianza 
ciudadana en la voluntad y capacidad regulatoria y fiscal de los gobiernos frente 
a las grandes riquezas y, más concretamente, las corporaciones.

Desde esta premisa, instituciones como la ocde y el G20 impulsan en sep-
tiembre de 20139 la formulación de un programa global BEPS que permita gravar 
los beneficios de las empresas allá donde tienen lugar las actividades económicas 
y se añade valor, revirtiendo así las prácticas habituales de elusión fiscal que antes 
hemos señalado. Estas, según la propia ocde, se han convertido en un serio pro-
blema por la creciente movilidad del capital y de activos tales como la propiedad 
intelectual, así como de los nuevos modelos de negocio del siglo xxi.

En este sentido, BEPS hace referencia a la «erosión de la base imponible y al 
traslado de beneficios propiciados por la existencia de lagunas o mecanismos no 
deseados entre los distintos sistemas impositivos nacionales con el fin de hacer desa-
parecer beneficios a efectos fiscales, o bien de trasladar beneficios hacia ubicaciones 
donde existe escasa o nula actividad real, si bien goza de una débil imposición, 
derivando en una escasa o nula renta sobre sociedades» (ocde, 2015). Se estima 
que el fenómeno BEPS afecta a entre un 4-10% del total de la recaudación del im-
puesto de sociedades, lo que ofrece una cifra de entre 100.000 y 240.000 millones 
de dólares anuales, influyendo de manera proporcionalmente más alta en los países 
del Sur Global, cuya dependencia de la imposición corporativa es mayor (ocde, 2015).

Fruto de ese impulso, dos años después se publica el Paquete BEPS de la 
ocde-G20, que contiene 15 acciones para mejorar la coherencia de los estándares 
impositivos internacionales, reforzar su focalización en la sustancia económica y 
garantizar un entorno fiscal de mayor transparencia. Ello implica cambios en materia 
de convenios tributarios bilaterales, incluyendo un estándar mínimo con el fin de 
prevenir la búsqueda del tratado más favorable en la competencia por inversiones 
o treaty shopping; la revisión de las normas sobre el traslado de beneficios, que 
determinan el tratamiento fiscal de las transacciones intra-grupo, especialmente 
en el ámbito financiero y de activos intangibles; el enfoque sobre el sustrato de las 

9. En el proceso han participado más de 60 países, tanto del Norte como 
del Sur Global, y se han realizado 11 consultas públicas con representantes gu-
bernamentales y de la Secretaría de la ocde, dando lugar a 1.400 aportes a los 23 
borradores de trabajo manejados (ocde, 2015a).
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transacciones en lugar de su forma legal; la actualización del marco de evaluación 
de los efectos potencialmente perniciosos de los regímenes preferenciales intro-
ducidos por los gobiernos, haciendo especial hincapié en el régimen y estándares 
impositivos aplicados a la propiedad intelectual; la delimitación de la economía 
digital y su vínculo con el pago del IVA; las medidas legislativas nacionales para 
hacer frente a BEPS; y, finalmente, la apuesta por un instrumento multilateral 
conducente a implementar las medidas convencionales de BEPS a través de la 
enmienda de los actuales convenios fiscales bilaterales (ocde, 2015).

Tras la formulación de este paquete de medidas, actualmente se combina el 
desarrollo de temas que todavía necesitan una mayor concreción —por ejemplo, 
los precios de transferencia de las materiales primas, incentivos fiscales transpa-
rentes y efectivos, etc.—, por un lado, con el seguimiento de la implementación 
de las propuestas de la agenda —para lo cual a finales de 2016 se aprobará un 
marco de seguimiento—, por el otro, manteniéndose la colaboración hasta la 
finalización del proceso en 2020.

Pero es precisamente el seguimiento de la implementación del programa 
BEPS una de las críticas recibidas. En este sentido su avance recae, en última 
instancia, en la libre decisión de los gobiernos, lo que genera muchas dudas sobre 
la voluntad política real de estos. Son por tanto las estructuras políticas regionales 
y estatales las que deben alterar su propia normativa para que este sea efectivo 
—haciéndolo a su vez de manera articulada y colaborativa—, cuando muchas 
de ellas son señaladas por ser parte del poder corporativo —la ocde y el G20 
están conformados por los países enriquecidos—, y por tanto defensoras de los 
parámetros hegemónicos contra los que supuestamente deben actuar. Resulta 
bastante complicado confiar en que quienes sostienen la primacía de las grandes 
corporaciones estén dispuestas a enfrentar de manera decidida una de las fuentes 
de poder económico de estas —la fiscalidad— y abandonar la competencia por 
atraer inversiones, compartiendo a su vez ingresos de manera equilibrada entre 
países del Norte y Sur Global. Precisamente, son muchos los países que no han 
participado en el proceso —fundamentalmente del Sur Global—, por lo que la voz 
de los territorios especialmente perjudicados se ha escuchado, pero no ponderado 
en su justa medida (Oxfam, 2015). 

Pero además de las dudas que genera su implementación, también la 
propuesta en sí ha recibido críticas, ya que por ejemplo no aborda el problema 
fundamental de los paraísos fiscales, ni altera el paradigma que entiende de manera 
diferenciada a la matriz y a sus filiales, y no como un centro corporativo que toma 
decisiones globales. Esto deja una puerta abierta para la elusión al no analizar 
la realidad global e integral de cada grupo corporativo, acotando las medidas 
propuestas a una parte del todo.

En todo caso, se trata de una propuesta interesante que parte de un diagnós-
tico certero de la relación entre empresas transnacionales y fiscalidad; que plantea 
una serie de medidas que ayudarían a luchar de manera decidida contra la evasión 
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y la elusión fiscal desde una perspectiva integral; pero que ofrece muchas dudas 
sobre la voluntad política real para implementarlas de manera decidida. 

En este sentido, su agenda puede ser la base para una reivindicación 
política amplia —insuficiente en todo caso— desde la que realizar una fuerte 
presión social, que permita avanzar en sus contenidos a la vez que impida una 
aplicación parcial, devaluada y descoordinada del paquete beps, que diluya su 
potencial impacto. Por ejemplo, el Estado español informó que a partir de 2016, 
y siguiendo la estela del programa beps, solicitaría un informe integral y global 
a todas las empresas con una facturación superior a los 750 millones de euros. 
Esto afectará por tanto a 183 de las 24.000 grandes empresas declarantes en el 
Estado —incluyendo a las del Ibex-35—, pero que no significan sino un 0,76% 
del conjunto de las hoy registradas. 

Está por ver su incidencia real sobre el modelo de gobernanza global, pero al 
menos sirve para plantear, junto a otras propuestas, una agenda que marque el ca-
mino para regular la impunidad fiscal con la que suele operar el poder corporativo.

La lucha contra la evasión y la elusión fiscal es un elemento es-
tratégico de nuestra agenda frente al poder corporativo, ya que acota 
el poder económico de este y posibilita abundar en la idea-fuerza 
de la igualdad a partir de una redistribución progresiva de recursos. 

Para ello, el desafío pasa en primer lugar por cambiar una cul-
tura política que no responde de manera contundente ante estos 
fenómenos, generando así un caldo de cultivo para su reproducción 
y ampliación. En segundo término, hace obligatoria la articulación 
internacional entre pueblos y estados, ya que frente a una arqui-
tectura global como la de las grandes corporaciones solo se puede 
oponer una estructura regional o multilateral en el mismo sentido, 
que tenga la capacidad para regular, controlar y sancionar de manera 
colaborativa. Finalmente, precisa no solo de fórmulas para que las 
empresas transnacionales paguen la cantidad, cuándo y dónde la 
legislación estipule, sino que también altere dicha legalidad para 
revertir su carácter esencialmente regresivo en el que, en términos 
relativos, más pagan quienes menos tienen. 

De esta manera se debería apostar, allá donde fuera viable, por 
sistemas fiscales que primen la imposición directa —renta, riqueza 
y beneficios—, donde pague quien más tiene y quien más contami-
na, generando nuevos impuestos si fuera necesario y recuperando 
algunos como los del patrimonio o grandes fortunas; que persigan 
con medios suficientes y con un fuerte régimen sancionador al 
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delito fiscal; y que incluso vean en la fiscalidad una herramienta 
emancipadora de cambio que, además de redistribuir, también 
fomente formas de organización de la vida desde claves alternativas.

CUADRO 5
MEDIDAS POLÍTICAS DE CERCO A LA ELUSIÓN Y EVASIÓN 

FISCAL CORPORATIVA

21.  Exigir informes anuales preceptivos por grupo corporativo

22.  Crear una estructura y sistema global de seguimiento y control fiscal

23.  Aumentar las capacidades de las Haciendas Públicas y endurecer 
       el régimen sancionador

24.  Regular los precios de transferencia

25.  Prohibir los paraísos fiscales

26.  Desarrollar un impuesto a las transacciones financieras

27.  Eliminar las figuras de promoción de la inversión

28.  Apostar por una fiscalidad progresiva y comprometida con el entorno

Fuente: elaboración propia

Impago de la deuda ilegal, ilegítima, odiosa e insostenible
La financiarización es actualmente una de las señas de identidad del 
proyecto de la modernidad capitalista, fenómeno que se proyectará a 
lo largo de las próximas décadas debido a las bajas expectativas de cre-
cimiento. En este sentido, como ya analizamos en el primer capítulo, 
no podemos entender a la economía financiera y a la productiva como 
procesos antagónicos —esto es, a la primera como causa del declive 
de la segunda—, sino más bien como fórmulas complementarias de 
reproducción del capital. En un contexto de lánguido desempeño, 
las finanzas aparecen como principal vía de acumulación, tirando 
incluso de la llamada economía real por medio del endeudamiento y 
posibilitando, en última instancia, que su estancamiento no sea mayor.

El endeudamiento se ha convertido en una tendencia estructural 
en el modelo económico global, alcanzando un volumen extraordi-
nario. Según el Comité para la Anulación de las Deudas Ilegítimas,10 

10. Antes conocido como Comité para la Anulación de la Deuda del Tercer 
Mundo (cadtm).
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la deuda pública mundial aumentó un 67% entre 2007 y 2012 —
cuantificándose la correspondiente a ue y ee uu en 14 y 15 billones 
de dólares para este último año, respectivamente— (cadtm, 2015). 
Además la deuda privada total se elevaba, desde el crack de 2008, «al 
promedio del 275% del pib en los países avanzados, y al 175% en los 
llamados países emergentes», según el Banco de Pagos Internacionales 
(bpi, 2014).

Este volumen de deuda —tanto pública como privada, aunque 
este última destaca especialmente por su crecimiento exponencial—, 
si bien sostuvo la demanda a lo largo de estas últimas décadas, tam-
bién ha ahondado en la inestabilidad del sistema económico. Este 
ha asumido como propias las lógicas especulativas y cortoplacistas 
inherentes a unas finanzas desreguladas y sobredimensionadas, lo 
que amplía el potencial impacto devastador de crisis, recesiones 
e incluso de simples cambios en las expectativas. Pero, además, y 
refiriéndonos exclusivamente a la deuda pública, también ha inci-
dido directamente en limitar la soberanía y capacidades estatales 
bajo la égida de la austeridad 11 —condición impuesta desde la 
agenda hegemónica para la recepción de deuda—, fortaleciendo la 
dependencia de las instituciones públicas respecto a los mercados 
y al poder corporativo.

La desregulación financiera iniciada en los noventa del siglo 
pasado posibilitó el tránsito de una hegemonía estatal —en la que 
los gobiernos se financiaban vía crédito bancario, por lo que la 
estabilidad, seguridad y sostenibilidad mutua entre estados y ban-
cos era un principio aceptado por ambas partes— a la hegemonía 
corporativa —mediante sujetos privados que actúan en mercados 
secundarios de bonos, que sustituyen a los créditos bancarios, 
donde prima la rentabilidad a corto plazo y el ánimo de lucro, 
valores que llegan al paroxismo con nuevas figuras como los fondos 

11. Por austeridad no nos referimos al uso eficiente de los recursos con los que 
se cuenta, sino a toda una propuesta política que históricamente ha entendido la 
acción pública como un elemento negativo que distorsiona los mercados —espa-
cios eficaces y eficientes. A partir de esa premisa, y trasladando esta propuesta a la 
actualidad, se culpa al exceso de gasto público como la causa de la crisis de deuda 
soberana, sin tomar en consideraciones claves como la financiarización, la relevancia 
de la deuda privada, o la inestabilidad estructural vinculada al modelo hegemónico 
de sociedad global y al proyecto de la modernidad capitalista.
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buitre12 (Hernández Vigueras, 2015). Este vuelco de hegemonías 
se torna todavía más evidente en la actualidad por el crecimiento 
exponencial del fenómeno de la financiarización. Tanto es así que:

Tanto en el Norte como en el Sur del planeta, la deuda constituye 
un mecanismo de transferencia de riquezas creadas por los traba-
jadores y trabajadoras y los pequeños productores y productoras 
a favor de los capitalistas. El endeudamiento es utilizado por 
los prestamistas como un instrumento de dominación política 
y económica. (cadtm, 2008)

Por tanto, la deuda es hoy en día no solo una de las principales 
fuentes de inestabilidad sistémica,13 sino también una fórmula de des-
posesión de pueblos y comunidades, así como de amputación de las 
capacidades estatales por parte del poder corporativo. Este, promotor 
y principal beneficiado de la desregulación financiera, moldea así el 
margen de posibilidad de actuación de las entidades públicas como 
condición para mantener su flujo de financiación, dentro de una lógica 
de dependencia creciente que vincula deuda y austeridad en un círculo 
vicioso.14 Enfrentar la deuda hoy en día es una de las principales prio-

12. Los fondos buitre pueden definirse como «fondos de inversión privados, en 
general con sede en los paraísos fiscales, que se especializan (entre otros objetivos) en 
la recompra de títulos de la deuda pública en o próximos al default. Una vez en poder 
de esos títulos llevan a esos estados ante los tribunales del país bajo cuya jurisdicción 
fueron emitidos los bonos (con frecuencia la inglesa o la de Estados Unidos) con el fin 
de obligarles a pagar sus deudas según su valor nominal, más el plus de los intereses 
acumulados, las sanciones por el retraso en los pagos y costas judiciales. Contraria-
mente a los acreedores habituales, se niegan a participar en cualquier negociación y 
operación de reestructuración, privilegiando un acuerdo judicial y, en caso del no 
pago, el embargo de los bienes del deudor (propiedades diplomáticas, recaudación 
de exportaciones y diversos haberes invertidos en el extranjero» (cadtm, 2015: 15).

13. Hasta el punto que Sergi Cutillas afirma, en la entrevista realizada en el 
marco de la investigación, que si el bce y/o la Reserva Federal de Estados Unidos 
decidieran elevar aunque fuera un 1% los tipos de interés, ello podría conllevar 
una segunda oleada de austeridad que se llevara por delante los ya maltrechos 
servicios públicos.

14. En este sentido, la deuda condicionada obliga a recortes de gasto pú-
blico que contraen la demanda efectiva y por tanto ahondan en la recesión. Esto 
aumenta la incertidumbre de los mercados y el ratio de deuda por pagar, lo que 
puede conducir a nuevos recortes y más solicitudes de deuda para responder a las 
necesidades del momento, y así sucesivamente.
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ridades para todo proyecto emancipador, ya que incide directamente 
en la disminución de la inestabilidad sistémica, así como en la disputa 
con una de las principales vías de desposesión y control de pueblos e 
instituciones públicas. Por lo tanto es un ámbito insoslayable, que debe 
formar parte de nuestra agenda frente al poder corporativo. 

A partir de esta premisa, defendemos una propuesta política 
doble sobre la deuda que, por un lado, apueste por el impago de 
la deuda ilegal, ilegítima y odiosa en base a auditorías ciudadanas 
y que, por el otro, posibilite la restructuración multilateral orde-
nada del resto de la deuda legal, si fuera necesario. Se propone 
comenzar por el repudio e impago de las deudas contraídas por las 
administraciones públicas en flagrante violación del orden jurídico 
vigente —deuda ilegal—; que no respeten el interés general o lo per-
judiquen —deuda ilegítima—; que se base en créditos concedidos 
a regímenes autoritarios o que imponen condiciones que violan los 
derechos sociales fundamentales —deuda odiosa— (cadtm, 2015).

Este análisis sobre la deuda debería partir de procesos de auditoria 
ciudadana, en el que además de expertos y expertas pudieran también 
participar diferentes agentes sociales, ampliando el debate al conjunto 
de la ciudadanía sobre un asunto supuestamente técnico y complejo, 
pero que es absolutamente político. Un ejemplo en este sentido fue 
la experiencia de Ecuador, que creó en 2008 la Comisión para la Au-
ditoría Integral del Crédito Público de Ecuador (caic). Esta analizó 
la deuda multilateral, bilateral, comercial y privada a lo largo de los 
últimos treinta años, generando un despliegue metodológico muy 
interesante, bajo un fuerte apoyo gubernamental y en función de una 
amplia participación social, no estrictamente vinculada a economistas. 
El resultado final fue un informe de impacto mundial que definió con 
claridad la naturaleza de la deuda acumulada por el país, y que sirvió 
como insumo para la política financiera del gobierno ante los acree-
dores, e incluso para el proceso constituyente entonces en marcha.15 

15. Aunque finalmente el gobierno ecuatoriano no recurrió al impago, utilizó 
el resultado de la auditoría para renegociar la deuda comercial a partir de la amenaza 
del impago de los bonos correspondientes, lo que generó su devaluación hasta un 
30% de su precio de mercado, permitiendo la compra de los mismos por el Estado a 
un precio muy inferior, con lo que se canceló la deuda. También se canceló la deuda 
con el fmi y el bm, por otro lado, como ya hemos visto en la segunda propuesta 
de nuestra agenda alternativa frente al poder corporativo.
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No obstante, la auditoría es una condición necesaria pero no 
suficiente, que debe venir acompañada a su vez por una voluntad 
política explícita por explorar la vía del impago. Ello supone por 
tanto la necesidad de contar, si se quiere confrontar con el poder 
corporativo y a la vez ganar en autonomía y soberanía, con toda una 
estrategia económica alternativa e integral en el que la deuda sea 
uno de los elementos, pero no el único. Esta podría incluir, según 
los casos, medidas como la nacionalización del sector financiero 
y otros ámbitos estratégicos, el control de capitales, una fiscali-
dad progresiva, e incluso el impulso a procesos constituyentes, 
etc. —muchas de ellas incluidas en nuestra agenda marco—, que 
deberían articularse con audacia para enfrentar la agresividad y poder 
de la agenda hegemónica.16 Precisamente la experiencia griega, que 
posteriormente analizaremos, nos muestra cómo una auditoría sin 
estrategia alternativa y sin voluntad política clara de romper con la 
asimetría de poder que genera la deuda, pierde completamente su 
potencial político y genera una fuerte desilusión.

Finalmente, y una vez abordado el repudio e impago de la deuda 
ilegal, ilegítima y odiosa —desde la premisa democrática de la audi-
toría ciudadana y a partir de una estrategia económica alternativa e 
integral—, se podría proceder, si fuera necesaria, a otra herramienta 
para abordar la deuda insostenible pero legal. 

En este sentido, se propone la reestructuración ordenada de 
esta en procesos en los que participen el conjunto de entidades 
acreedoras, bajo fórmulas similares a las aprobadas por la Asamblea 
General de Naciones Unidas en septiembre de 2014 a solicitud 
de Argentina. En esta resolución se instó a la onu a crear un 
marco multilateral para la reestructuración de la deuda soberana, 
que ponga fin a la actuación de los fondos buitre mediante esta-
blecimiento de una serie de reglas y procedimientos que hagan 
vinculantes los acuerdos alcanzados con una mayoría suficiente 
de acreedores.17 

16. Iolanda Fresnillo señala, en la entrevista realizada en el marco de la in-
vestigación, que la reestructuración de la deuda sin estrategia alternativa no tiene 
sentido alguno, por lo que esta es condición necesaria pero nunca suficiente. 

17. En la votación se consiguieron 124 votos a favor y 10 en contra, inclu-
yendo entre estos últimos los de ee uu y parte de los países de la ue (Hernández 
Vigueras, 2015).
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En resumen, la propuesta sobre deuda de nuestra agenda frente 
al poder corporativo se aleja tanto de cancelaciones parciales que 
no rompen las lógicas de dependencia, como de reestructuraciones 
que no parten del análisis de la identidad de la deuda, y actúan 
en consecuencia. En este sentido, guarda una fuerte coherencia 
con nuestro marco de referencia, ya que pretende una profunda y 
radical redistribución de recursos, a la vez que se plantea desde una 
fuerte base democrática. De ahí que se plantee el reto de incidir en 
la deuda como un problema global, tanto en el Norte como en el 
Sur, para lo que se requiere una amplia conciencia crítica a partir de 
la conformación de redes como la International Citizen Debt Audit 
Network (ican),18 nacida en 2012. A su vez, insiste en la auditoría 
ciudadana como herramienta, pero no únicamente circunscrita al 
ámbito estatal, sino también al local, dada la relevancia que hemos 
otorgado al territorio y a su consideración como espacio estratégico 
en disputa con las empresas transnacionales.

A partir de estas reflexiones, exponemos a continuación las 
medidas políticas vinculadas a nuestra propuesta sobre deuda:

29.	Fortalecer las redes locales y estatales —como por ejemplo la Plata-
forma Auditoría Ciudadana de la Deuda (pacd)—, regionales y 
globales —como ican— de articulación en defensa del impago 
de la deuda ilegal, ilegítima, odiosa e insostenible.

30.	Realizar auditorías ciudadanas de la deuda con amplia participa-
ción de expertos y expertas internacionales, así como de agentes 
sociales diversos, tanto en el ámbito estatal como en el local.

31.	Apostar por el repudio e impago, sin esperar a reestructuraciones 
ni negociaciones con los acreedores, de aquella deuda que se 
demuestre ilegal, ilegítima y odiosa, acompañada por una es-
trategia económica alternativa e integral.

32.	Apoyar la reestructuración de la deuda legal e insostenible en un 
marco multilateral y ordenado, una vez ejecutado el impago del 
resto de la deuda.

18. Donde participan redes de países como Grecia, Irlanda, Portugal, España, 
Italia, Polonia, Reino Unido, Francia, Bélgica, Egipto y Túnez, entre otros, y que 
apuesta por el impago junto a una estrategia económica alternativa e integral.
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Analicemos a continuación la experiencia griega, de la que 
podemos extraer muchos aprendizajes sobre la virulencia de la 
disputa con el poder corporativo y sobre las posibles estrategias de 
confrontación con el mismo. Además, ha sido un conflicto en el seno 
de la propia Europa, lo que muestra a las claras la frontera colonial 
se ha ampliado, y ya no es únicamente un problema focalizado en 
el Sur Global.

Experiencia 12
Auditoría ciudadana de la deuda en Grecia sin un plan B

 para el impago 

El reciente caso griego es paradigmático por diversas razones. En primer lugar, 
debido a la ilusión generada por el gobierno a partir de su apuesta democrática, 
concretada en la celebración de un referéndum sobre la austeridad y en el impulso 
a una auditoría ciudadana de la deuda, que finalmente se convirtió en profunda 
tristeza y desánimo tras su capitulación. En segundo término, por el despliegue de 
fuerzas por parte del poder corporativo, en esta ocasión encarnada en la Troika19 y 
en bancos privados europeos, que pusieron en práctica una estrategia tecnocrático-
dictatorial que, en defensa del statu quo, aunó amenazas, coacciones y abusos 
de poder frente a un pueblo en una situación crítica. Por último, se trata de un 
caso paradigmático por situarse en una Europa en crisis, lo que ha desnudado la 
naturaleza real del proyecto europeo vigente, ampliando de esta manera el debate 
sobre sus principales hitos: euro, plan de estabilidad y crecimiento, etc.

Se trata, en este sentido, de un conflicto muy significativo sobre el que 
mucho se ha escrito y que, por motivos de extensión, no podemos analizar en su 
integralidad. En coherencia con el principio de obtener aprendizajes para nuestra 
agenda marco, nos centraremos fundamentalmente en la respuesta del gobierno 
griego a los embates de la Troika, sin duda inusitadamente virulentos, y ante los 
cuales resulta muy complejo plantear sendas alternativas, sobre todo desde lógicas 
unilaterales. Por tanto, partimos de la constatación del grave problema de deuda 
de Grecia —aunque luego en la explicación de las conclusiones de los informes 
de la auditoría volveremos a las causas de este—, así como de la firma de dos 
memorándum de entendimiento vinculados a líneas de financiación (mou) en 2010 
y 2012 con el gobierno, que dejan al pueblo griego en una situación lamentable.

A principios de 2015 más de un tercio de la población vive en situación de 
pobreza, el 25% de la población está desempleada y la deuda prácticamente 

19. Estructura ad hoc conformada por la Comisión Europea, el Banco Central 
Europeo (bce) y el fmi.
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dobla el pib. Y es precisamente en enero de 2015 cuando Syriza, una coalición de 
partidos de izquierda, accede al gobierno. Esta recoge así el descontento popular 
y se convierte en primera fuerza con un programa que ilusiona por su firmeza en la 
defensa de la soberanía del pueblo griego y de la primacía de su bienestar frente 
a los dictados de una Troika pro-austeridad, con la complicidad de los gobiernos 
tradicionales anteriores. Hasta llegar a ese momento, la agenda de Syriza había 
variado en lo que se refiere a la deuda. En 2012 definió una serie de líneas rojas 
para la negociación con los partidos opuestos a la Troika que, junto al rechazo de 
las medidas antisociales incluidas en los mou, planteaba la necesidad de crear una 
comisión internacional para la auditoría de la deuda, combinada con la suspensión 
del pago de esta hasta el fin de los trabajos de dicha comisión. Posteriormente, 
ya en 2014, el Programa de Tesalónica sustituyó esta medida por la apuesta 
por una Conferencia Europea sobre la Deuda, a semejanza de la celebrada en 
Londres de 1953, transitando de esta manera desde propuestas unilaterales a 
vías multilaterales. 

Bajo este programa llega Syriza al gobierno con el apoyo de la derecha 
nacionalista de Griegos Independientes (anel), en un contexto marcado por la 
posibilidad real de impago de los compromisos estipulados en la línea de finan-
ciación abierta en 2012. Ante esta situación la Troika, en defensa de su modelo 
y planteando una estrategia ejemplarizante para el conjunto de Europa ante el 
acceso al ejecutivo de una coalición de corte radical —pese a la rebaja en el 
programa sobre la deuda—, decide mover ficha. A través del bce, decide cambiar 
arbitrariamente la línea de ayuda a la de emergencia, 14 veces más onerosa que 
la vigente hasta el momento, generando la inestabilidad suficiente para provocar 
una huida masiva de capitales. 

Se trataba este de un momento decisivo, que inclinaba la balanza hacia un 
lado o hacia el otro. Ante este chantaje, se podía haber suspendido el pago de la 
deuda aplicando el reglamento 472/2013 de la ue, que ordena a un Estado bajo 
asistencia financiera a realizar una auditoría de su deuda, paralizando la transacción 
mientras tanto. No obstante, la decisión que tomaron el presidente Tsipras y el 
ministro Varoufakis fue la de aceptar la prórroga y sus condicionantes, sin pasar 
por el parlamento, lo que generó un profundo malestar en las filas de la izquierda 
de Syriza —y marcaría en última instancia la línea de actuación del gobierno—.

La razón esgrimida fue la de ganar tiempo en un contexto crítico, pero en el 
fondo primaba el cambio de opinión sobre cómo afrontar la deuda del Programa 
de Tesalónica de 2014, que confiaba en una salida multilateral y democrática, y en 
negociar en mejores condiciones en el futuro. De esta manera, se pensaba que se 
trataba más de un asunto de correlación de fuerzas, que podía inclinarse a favor 
de Grecia enfrentando a la derecha encarnada en Merkel con la socialdemocra-
cia europea de Renzi y Hollande, que de la identidad de un proyecto europeo 
en un contexto de crisis (Toussaint, 2016). Se imaginaba, en este sentido, que 
las instituciones comunitarias asumirían la idoneidad de las contrapropuestas 
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griegas —más sostenibles, menos lesivas para la población, y que posibilitaban 
un crecimiento más sólido—, como si se tratara de una cuestión de calidad y de 
convencimiento, y no de la reproducción incuestionable de un proyecto europeo 
determinado, barnizado además por la lógica colonial.

Esta tensión entre las opciones de suspender los pagos por un lado, y tratar 
de convencer a la Troika, por el otro, se traslada a los siguientes hitos del proceso. 
En previsión de la finalización de la prórroga en junio de 2015 se negocia un nuevo 
mou —el tercero—, ante lo cual el gobierno griego convoca un referéndum el 5 
de julio, preguntando a la ciudadanía sobre la pertinencia de aprobarlo o no. El 
resultado fue inapelable, ya que fue mayoritariamente rechazado casi por el 62% 
de los y las griegas. 

Previamente, y de manera complementaria, la presidenta del Parlamento Zoe 
Konstantopoulou aprovecha la ocasión para convocar el Comité para la Verdad 
sobre la Deuda Griega el 4 de abril, con el visto bueno del gobierno y conformado 
por un equipo de 30 expertos y expertas —la mitad, internacionales— liderado 
por Éric Toussaint. Las conclusiones del primer informe preliminar del comité son 
tajantes, declarando que la práctica totalidad de la deuda griega era ilegítima, 
odiosa e insostenible, e incluso ilegal en el caso de los mou de 2010 y 2012. En-
tre otras cuestiones, se señala que la deuda no se sustenta sobre un despilfarro 
público, sino fundamentalmente sobre unos intereses extremadamente onerosos, 
un gasto militar injustificado, unos movimientos ilícitos de capital, así como sobre 
las asimetrías inherentes al proyecto europeo. Además, se afirma que los mou de 
2010 y 2012 se destinaron fundamentalmente al pago de acreedores, mientras 
que únicamente el 10% del total se vinculó al presupuesto del país, por lo que 
se desenmascara su objetivo fundamental. E incluso se dice que estos incluyen 
multitud de cláusulas abusivas e insostenibles para la soberanía del país, llegando 
hasta la creación del Fondo de Estabilidad en Luxemburgo con legislación británica, 
para eludir la normativa europea. Por lo tanto, se propone el impago como medida 
más coherente (cvdg, 2015a).

Pese al referéndum y a las conclusiones demoledoras del informe del comité, 
el gobierno de Tsipras no ceja en su empeño y pretende que ambos insumos le 
permitan negociar en mejores condiciones, sin querer entender la naturaleza 
del proceso. Finalmente, y ante la rigidez de la Troika en la imposición del tercer 
mou —que incluso fue más agresivo tras la celebración del referéndum, e igual 
de ilegítimo, odioso e insostenible (cvdg, 2015b) — el gobierno griego, sin plan 
alternativo y en un contexto crítico de salida masiva de capitales, capitula y acepta 
la propuesta, concluyendo el proceso con la paradoja de un plan de ajuste espe-
cialmente duro, dinamizado además por un gobierno de izquierdas.

El caso griego nos ofrece importantes aprendizajes para nuestra agenda en 
disputa con el poder corporativo: en primer lugar que este último, en aspectos 
estratégicos para el sostenimiento del modelo global que hegemoniza, no debate 
sino que impone, utilizando todos los medios a su alcance; en segundo término, 
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y en sentido contrario, que las agendas alternativas hoy en día deben incorporar 
medidas audaces y radicales, que explícitamente entren en conflicto con el statu 
quo a partir de estrategias integrales; tercero, que la apuesta por la democracia 
no puede ser un insumo para negociar, sino un compromiso político insoslayable; 
y, por último, que es importante reforzar la solidaridad entre los pueblos frente a 
los mercados y las empresas transnacionales en lo referente al relato de la deuda 
y la austeridad, como vía para fortalecer el apoyo a las decisiones unilaterales 
que hubiera que tomar. 

Abordar el problema de la deuda es fundamental si queremos 
avanzar en los horizontes de nuestro marco de referencia. Además, 
hacerlo desde medidas parciales o a la espera de conferencias inter-
nacionales y/o arreglos multilaterales ha mostrado su inviabilidad, 
ya que no abordan las raíces de la asimétrica relación entre acreedor 
y deudor en el mundo financiarizado de hoy. Por ello se apuesta en 
un primer momento por estrategias basadas en la unilateralidad, 
sostenidas sobre un fuerte apoyo popular, un profundo e histórico 
análisis de la deuda y desde la voluntad política explícita por impulsar 
una estrategia económica alternativa integral, en el que la deuda sea 
un componente estratégico pero no único.

Para avanzar en este sentido, hoy en día existe el gran desafío 
de trasladar la deuda desde espacios más académicos y técnicos al 
conjunto de la sociedad. Para ello es importante fortalecer las redes 
críticas en favor del impago democrático de la deuda, incidiendo 
de manera prioritaria en el territorio. Es ahí donde más fácilmente 
se visualizan las implicaciones del fenómeno, a la vez que también 
es un espacio habitualmente más maleable para las empresas trans-
nacionales.20 

En todo caso, la deuda es uno de los ámbitos donde el poder 
corporativo muestra más virulencia y agresividad —como hemos 
visto en Grecia—, por lo que estas medidas marcan sendas alterna-
tivas que no sabemos si serán factibles ni exitosas en todos los casos, 
pero que al menos prefiguran fórmulas para recuperar soberanía 
y autonomía y, por tanto, para inclinar la balanza del lado de la 
democracia y no del capital.

20. Son desafíos surgidos de la entrevista con Iolanda Fresnillo, miembro de 
la Plataforma Auditoría Ciudadana de la Deuda (PACD).



149

CUADRO 6
MEDIDAS POLÍTICAS PARA EL IMPAGO DE LA DEUDA ILEGAL, 

ILEGÍTIMA, ODIOSA E INSOSTENIBLE

29.  Fortalecer redes locales, estatales, regionales y globales de articulación
       social frente a la deuda

30.  Realizar auditorías ciudadanas de la deuda

31.  Repudiar y proceder al impago de la deuda ilegal, ilegítima, odiosa e 
       insostenible

32.  Reestructurar la deuda legal e insostenible en un marco multilateral y 
       ordenado

Fuente: elaboración propia.

Apuesta decidida por la compra pública socialmente responsable
Las instituciones públicas juegan un papel relevante como actor 
político y económico en nuestras sociedades, a pesar del embate 
del neoliberalismo. En este sentido, los procesos de privatización 
y desregulación han afectado a sus capacidades en favor del poder 
corporativo, pero conservan no obstante un rol activo en términos 
de desarrollo normativo y redistribución, e incluso de promoción y 
fortalecimiento de modelos concretos de organización social. 

En este marco se inscribe la compra pública socialmente res-
ponsable (cpsr), que hace referencia a la compra de bienes y la 
adjudicación de contratos de servicios por parte de las instituciones 
públicas a través del establecimiento de una serie de cláusulas socia-
les vinculadas a una diversidad amplia de temas: la lucha contra la 
exclusión, la discapacidad, la igualdad entre hombres y mujeres, el 
comercio justo, las condiciones laborales, la participación empre-
sarial en paraísos fiscales etc. Se trata así de promover el avance de 
procesos sociales determinados —por ejemplo, dinamizados por 
empresas transnacionales o por la economía solidaria; que fomen-
tan la producción y el comercio local o simplemente se guían por 
el precio; que fijan compromisos de sostenibilidad o que los dejan 
al arbitrio de las empresas; que facilitan empleo de calidad a las 
mujeres o que al contrario mantienen las asimetrías respecto a los 
hombres, etc.— a través de la compra pública de bienes y servicios. 
Entender el consumo, en definitiva, también como una herramienta 
de transformación.
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La cpsr no es, en ningún caso, una cuestión menor ya que, por 
poner solo un par de ejemplos, puede llegar a suponer el 18% del 
consumo total en el Estado español21 y el 8% en Ecuador (León, 
2016), lo que convierte a las instituciones en un operador económico 
de primer orden. Es, por tanto, una herramienta con un enorme 
potencial, aunque todavía su peso específico actual sea residual.

En este sentido, la política de contratación pública no ha 
sido ajena al embate del proyecto de la modernidad capitalista, 
optándose en términos generales por un modelo que ha primado 
el precio como criterio único, aduciendo eficiencia en el uso de los 
recursos, y los grandes contratos sectoriales como fórmula habitual. 
Ambas características han favorecido de esta manera la presencia de 
transnacionales, ya que estas pueden responder más fácilmente a las 
condiciones demandadas —tiempos y cantidades—, ajustando a su 
vez precios en función de sus economías de escala —y sin desdeñar 
por supuesto la relevancia del lobby y la corrupción, características 
inherentes a estas. La práctica de la compra pública también ha in-
cidido en favor del poder corporativo, desgajándola completamente 
de cualquier fin social y/o político. De esta manera, se ha limitado al 
precio como criterio desde una supuesta neutralidad, que en realidad 
no es sino una opción política en favor de las grandes empresas.

Frente a esto, ha sido el movimiento de la economía social y 
solidaria quien ha venido presionando desde los años noventa por 
el establecimiento de cláusulas sociales en la compra pública en el 
Estado español. A partir de la defensa de la inclusión de personas 
excluidas y/o con discapacidad, se ha ido evolucionando fundamen-
talmente en el ámbito local22 hacia la apertura progresiva a nuevos 
aspectos como la igualdad entre mujeres y hombres, la sostenibi-

21. Según el Observatorio de Contratación Pública, dato disponible en: 
www.obcp.es.

22. En el ámbito estatal también es muy interesante la experiencia ecuato-
riana, que tras el diagnóstico de que al menos un 40% de la compra pública era 
importada y que el 60% era manejado por empresas transnacionales, estableció 
medidas de apoyo a la economía nacional. Estas incluían la necesidad de operar 
con un aliado nacional para sectores de tecnología media y alta —para favorecer 
la transferencia de tecnología—; el requisito de un mínimo de valor local en los 
contratos; así como la reserva de contratos para empresas nacionales, incluso para 
las de la Economía Popular y Solidaria (León, 2016).

http://www.obcp.es
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lidad ambiental, las condiciones laborales, e incluso los paraísos 
fiscales. Esto ha ido ampliando los sujetos implicados —sindicatos, 
movimientos sociales, etc.—, permitiendo así la multiplicación de 
experiencias en diferentes municipios, no tanto como experiencias 
integrales sino como proyectos-piloto que desarrollan algunos de 
los aspectos citados. En este sentido, los cambios políticos acaecidos 
en 2015 en el ámbito local del Estado español, que han conducido 
al gobierno municipal a diferentes confluencias del cambio, han 
fortalecido la apuesta en favor de la cspr —antes básicamente cen-
trada en el Euskal Herria—, en temas como el laboral —Madrid, 
Avilés, Gasteiz, Donostia, Gipuzkoa—, la reserva de contratos —
Barcelona—, o el vínculo entre compra pública y paraísos fiscales 
—Barcelona, Zaragoza.

Esta mirada diferente sobre la compra pública ha chocado, como 
no podía ser de otra manera, con la perspectiva hegemónica, gene-
rando así intensos debates en los últimos años sobre su legitimidad, 
obligatoriedad y marco de actuación, cuyos resultados nos ofrecen 
un diagnóstico real de la situación actual de la cpsr. En primer lugar, 
se llegó a poner en duda la legitimidad para establecer criterios más 
allá del precio, generando así un limbo jurídico del que se ha salido 
gracias a la Directiva Europea 2014/24/ue, que todavía debe ser 
adaptada a la legislación del Estado español y que define a la con-
tratación pública como una herramienta necesaria para avanzar en 
«un crecimiento inteligente, sostenible e integrador, garantizando al 
mismo tiempo un uso más eficiente de los fondos públicos, facilitando 
la participación de las pequeñas y medianas empresas en la contra-
tación pública, y permitiendo que los contratantes utilicen mejor la 
contratación pública en apoyo de objetivos sociales comunes»; en 
segundo término se cuestionó su obligatoriedad para todo contrato, 
concluyendo finalmente que no se trataba de una cuestión precep-
tiva, sino que dependía de la voluntad de cada institución pública; 
finalmente, también fue objeto de debate el marco de actuación de 
la cpsr, si hacía referencia a la empresa o se limitaba a los términos 
del contrato, que finalmente es lo vigente en este momento; y si 
dentro de este, y a pesar de la directiva europea, todos los ámbitos 
sociales podían ser recogidos, cuestión que sigue pendiente a falta de 
concreción normativa estatal, ya que continúan surgiendo sentencias 
contradictorias como por ejemplo en el ámbito laboral.
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Partiendo de esta caracterización, la cpsr normalmente se vehi-
culiza a través de las siguientes seis figuras de contratación pública 
(Lesmes y Álvarez de Eulate, 2014): la prohibición de contratar a 
empresas con sanción grave en firme y/o que no han respetado la 
reserva para personas con discapacidad; la solvencia técnica y social, 
definiendo unos parámetros mínimos de entrada para acceder al 
contrato; la reserva de contrato, vinculada únicamente a aquellos 
vinculados a Centros Especiales de Empleo y Empresas de Inserción, 
estableciendo una horquilla del 3 al 8% de la contratación total 
—aunque la directiva europea amplía el margen a entidades de la 
economía solidaria o de la soberanía alimentaria, al no contar estas 
con una definición jurídica concreta, no pueden acceder aún a estas 
reservas—; los criterios de adjudicación, en función de la oferta más 
ventajosa para los intereses generales, incluyendo así una diversidad 
de elementos como contratación de mujeres, empleos generados, 
planes de igualdad, informe de impacto de género, productos ecoló-
gicos, circuitos cortos, eficiencia energética, productos de comercio 
justo, subrogación laboral y adhesión obligatoria al convenio más 
cercano, porcentaje de plantilla indefinida, mejoras en salud y segu-
ridad laboral, dimensión comunitaria, retorno comunitario, etc.;23 
los criterios de preferencia, para el caso de empate y, finalmente, las 
condiciones de ejecución, a las que la empresa se compromete en 
función de lo estipulado en los pliegos.

Así pues, se trata de una política legal; no obligatoria; limitada 
a los términos de cada uno de los contratos; circunscrita fundamen-
talmente al ámbito local; de aplicación sectorial amplia pero difusa; 
carente de desarrollo normativo suficiente y todavía de carácter 
residual, aunque con gran potencial.

Este diagnóstico nos sirve para plantear la necesidad de im-
pulsar la cpsr como una de las propuestas de nuestra agenda en 
disputa con el poder corporativo. En coherencia con el principio 
de corresponsabilidad que informa nuestro marco de referencia, 
estimamos que las administraciones públicas deben coimplicar-
se en recuperar y arrebatar espacios en favor del bien común, 
desde una perspectiva integral. Esto es, que no solo regulen y 

23. Para analizar el compendio de criterios posibles, ver la clasificación realizada 
por reas: www.reasnet.com/clausulassociales.

http://www.reasnet.com/clausulassociales
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redistribuyan, sino que además fomenten y promuevan procesos 
económicos alternativos, especialmente desde la lógica del poder 
popular. Es ahí donde la cpsr tiene en la actualidad un potencial 
estratégico, que se reforzaría si se ampliara de lo local al conjunto 
de instituciones; si transitara de la voluntariedad a la obligatorie-
dad —matizada por la adecuación de criterios a cada caso—; y si 
se planteara explícitamente desde una mirada inclusiva sobre lo 
que se considera social.

Estas serían, en este sentido, las medidas políticas vinculadas a 
nuestra propuesta de impulso a la cpsr: 

33.	Transitar hacia la obligatoriedad en la aplicación de cláusulas 
sociales —teniendo en consideración las características de cada 
sector—, poniendo así fin a la hegemonía del precio como 
criterio.

34.	Explicitar la apuesta por una mirada amplia e inclusiva de cláusulas 
sociales, desarrollando así estrategias integrales y no únicamente 
vinculadas a un aspecto específico: la lucha contra la exclusión, la 
discapacidad, la igualdad entre hombres y mujeres, el comercio 
justo, las condiciones laborales, la participación empresarial en 
paraísos fiscales, etc.

35.	Apostar explícitamente por el acompañamiento de procesos de 
economía solidaria y la soberanía alimentaria —producción 
agroecológica, circuitos cortos de comercialización, comedores 
sociales, escolares, sanitarios, etc.—, facilitando la reserva de 
contratos y otras fórmulas para sus entidades. 

36.	Fortalecer la cpsr en el ámbito estratégico de lo local, incidiendo 
especialmente en la economía solidaria y la soberanía alimen-
taria. A su vez, se debería aligerar la carga burocrática, así como 
adaptar los pliegos de contratación a empresas pequeñas de este 
tipo, con medidas como la lotificación de contratos grandes, 
entre otras.

37.	Ampliar la cpsr al conjunto de instituciones, desde su considera-
ción como política pública plena con objetivos transformadores. 

En la experiencia del Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz, muni-
cipio de tamaño medio, se ejemplifican bien muchos de los debates 
comentados sobre la cpsr.
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Experiencia 13
Plan de contratación pública socialmente responsable 

en Vitoria-Gasteiz

El Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz aprobó el 16 de octubre de 2015 una instrucción 
sobre compra pública socialmente responsable que fue el resultado de un largo 
proceso de debate político iniciado en 2010 con una primera normativa en este 
sentido. Esta, de corte más clásico, se circunscribía fundamentalmente a la reserva 
de contratos para la inserción, mientras que la actual se plantea desde apuestas 
más amplias y ambiciosas, como posteriormente veremos.

No obstante, es importante señalar que todo este proceso coincide con tres 
gobiernos de tres partidos diferentes. Fue el Partido Socialista quien formula la 
primera instrucción, es el Partido Popular quien la desarrolla, y finalmente es el 
Partido Nacionalista Vasco quien elabora la normativa hoy vigente. Resulta inte-
resante constatar en este sentido que dichos cambios no han hecho descarrilar 
el proceso, por lo que se constata la existencia de una conciencia social y en el 
Consistorio sobre estos asuntos. Partiendo de esa base, la instrucción vigente 
incorpora una serie de elementos de especial interés.

En primer lugar, se vehiculizará a través de un Plan de Contratación y 
Compra Socialmente Responsable y Sostenible estructurado en 4 grandes áreas: 
social (integración laboral, inclusión social, economía social, igualdad de mujeres 
y hombres, criterios lingüísticos, mejora de condiciones de trabajo para personas 
en situación de vulnerabilidad); género (acceso de las mujeres al mercado laboral, 
salud laboral de las mujeres, conciliación, lucha contra el acoso, equilibrio en la toma 
de decisiones); comercio justo (criterios de Compra Pública Ética e introducción de 
productos de Comercio Justo en las compras); y medioambiental (requerimientos 
y cláusulas de contratación para la reducción del impacto ambiental durante el 
ciclo de vida de la mercancía, obra o servicio). Esto permitirá establecer una mirada 
integral, así como evaluar el desempeño general y particular de los objetivos y 
principios de la instrucción.

En segundo término, establece que la incorporación de cláusulas será de carácter 
obligatorio para todos aquellos contratos con un presupuesto de licitación igual o 
superior a 100.000,00 euros (IVA no incluido), o un plazo de ejecución superior a 
cuatro meses. En todo caso, los órganos de contratación podrán adaptar o modular 
la redacción e inclusión de las cláusulas conforme a las características y la idoneidad 
de cada contrato, emitiendo en todo caso un informe preceptivo si se alteran las 
baremaciones establecidas. Si la excepción no se convierte en regla, esta medida 
incide en términos de obligatoriedad frente a la voluntariedad de aplicación en cada 
contrato específico; aunque queda por estudiar si por ejemplo las entidades de la 
economía solidaria suelen y pueden acceder a contratos de este tamaño.

Tercero, concretan los criterios sociales y ambientales de adjudicación, limi-
tando la indefinición de estos y acercándolos al objeto de cada contrato, dentro 
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de un amplio abanico: laborales, inserción, comercio justo, discapacidad, euskera, 
migración y género.

Cuarto, y en el ámbito de lo laboral, establece un mínimo del 40% como 
empleo nuevo destinado a mujeres. Además, asume la subrogación obligatoria y 
las condiciones de trabajo establecidas por el último convenio colectivo sectorial 
del ámbito más inferior existente en el sector en el que se encuadra la actividad 
recogida en el contrato licitado. 

Por último, se piensa desarrollar un plan de implantación mediante una 
política de comunicación y formación interna y externa, a la vez que se conforma 
una Comisión Técnica de seguimiento amplia y transversal.

Teniendo en cuenta que se trata de un municipio medio —y que por tanto 
no se enfrenta a las disputas más controvertidas con las empresas transnacionales 
sobre los grandes contratos—, consideramos que es una instrucción interesante 
por el proceso histórico seguido, por la estructura generada en torno a las cpsr, 
así como por la amplitud de los asuntos abordados. Es importante en este sentido 
hacer un buen seguimiento del desempeño para valorar el tránsito de la instrucción 
a la implementación, fase especialmente compleja y controvertida. 

La cpsr se muestra como una herramienta con una gran capa-
cidad de impacto en términos redistributivos y de transformación 
social, si esta se generaliza entre las administraciones públicas. En 
este sentido, la propuesta de nuestra agenda pivota sobre el impulso 
hacia la obligatoriedad de todos los parámetros que se desprenden de 
nuestro marco de referencia: lo local, la democracia, la participación, 
la igualdad, la inclusividad y el poder popular, apoyando de manera 
específica procesos de economía solidaria y soberanía alimentaria.

Para avanzar en este sentido, es preciso una fuerte presión 
social sobre las administraciones públicas —junto con la voluntad 
política de estas—, que permita ahondar en aspectos cada vez más 
peliagudos como el laboral, donde la resistencia es mayor. Así por 
ejemplo, aunque Euskal Herria es el territorio donde más experiencia 
ha habido en el Estado sobre cpsr, ha sido imposible aprobar la 
Iniciativa Legislativa Popular (ilp) impulsada por el sindicato ela 
en 2013. Esta pretendía incluir las cláusulas sociales de subrogación 
y de aplicación del convenio sectorial más cercano, así como de 
establecer un sistema de sanciones ante su incumplimiento. No 
obstante, se aprobó una Ley profundamente modificada y que no 
incluía ninguna de estas medidas, precisamente por los mismos 
tres partidos que sí las vieron oportunas a nivel de Gasteiz, pero no 
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para la Comunidad Autónoma Vasca. Corre por tanto el riesgo de 
limitarse a ciertos aspectos menos conflictivos si no hay una fuerte 
conciencia social sobre la cpsr como política pública. 

En este sentido, es importante garantizar una apropiación de 
la cpsr por el conjunto de la ciudadanía mediante información y 
sensibilización; que el conjunto del funcionariado sea consciente 
de la relevancia política de la aplicación de la cpsr; y se precisa de 
un sólido sistema de seguimiento y sancionador que ahonde en la 
legitimidad de la propuesta. El desafío consiste por tanto en pasar 
del carácter residual de la cpsr a su generalización como política 
pública plena, desde el reconocimiento de las instituciones públicas 
como agentes de transformación en favor de modelos alternativos 
de organizar la vida. 

CUADRO 7
MEDIDAS POLÍTICAS PARA LA APUESTA POR LA CPSR

33.  Transitar hacia la obligatoriedad de las cláusulas sociales

34.  Ampliar el concepto de cláusula social desde un punto de vista inclusivo

35.  Apostar por el apoyo a procesos de economía solidaria y soberanía 
       alimentaria

36.  Fortalecer la compra pública socialmente responsable en el ámbito de lo 
       local

37.  Ampliar la compra pública socialmente responsable al conjunto de 
       ámbitos institucionales

Fuente: elaboración propia

Defensa de un marco local-global de relaciones laborales dignas
El marco de referencia de nuestra agenda marco asume el trabajo 
como uno de los valores estratégicos sobre los que transitar hacia 
nuevas formas de organización social. Un concepto de trabajo que 
incluye toda tarea necesaria para la sostenibilidad de la vida y que 
por tanto, por un lado, define un horizonte normativo en este sen-
tido desde premisas ecológicas y políticas. Pero además, por el otro, 
amplía la visión del trabajo al conjunto de actividades realizadas en 
los mercados, en los hogares y en la comunidad. 
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Señalábamos de esta manera que la redistribución radical de 
los trabajos —además de la de los recursos— era una de las claves 
para el impulso de alternativas. Partíamos así de una triple asimetría 
que era necesario revertir: la existente entre el capital y el empleo 
remunerado, ahondada durante la agresiva ofensiva del primero 
sobre el segundo24 a lo largo de la globalización neoliberal; la rela-
cionada con los trabajos de cuidado, fundamentalmente realizados 
por mujeres, tanto en los hogares y en la comunidad como en los 
mercados, en condiciones de invisibilización, minusvaloración 
y precariedad; y finalmente la división internacional de trabajo, 
de matriz colonial, que discrimina entre nortes, interconectados, 
tecnologizados, con capacidad de control y decisión sobre las 
cadenas globales, y sures, concentrados en los ámbitos de menor 
valor, dependientes.

De estas tres asimetrías, nos centraremos mediante esta 
propuesta fundamentalmente en la primera —los trabajos de 
cuidado y la regulación internacional del trabajo serán analizados 
posteriormente—, por lo que nos ceñimos a la regulación en el 
ámbito del mercado de trabajo. Planteamos así la necesidad de 
incidir en favor de unas condiciones dignas de empleo en una 
lógica local-global, que permitan transitar hacia formas de vida 
basadas en un trabajo emancipado, liberador, democrática y 
equitativamente distribuido. 

En este sentido, es fundamental enfrentar las dinámicas implan-
tadas en las últimas décadas, que han escorado la balanza en favor 
del capital y el poder corporativo, y que en sentido contrario han 
pauperizado el trabajo, combatiendo denodadamente a sindicatos 
y movimientos sociales como herramientas de defensa de este. La 
globalización neoliberal ha supuesto una revolución conservadora 
(Fontana, 2011) que, entre otras cuestiones, se ha entendido como 
una ofensiva contra los y las trabajadoras, un ejercicio de lucha de 

24. Por supuesto, también en esta asimetría entre capital y trabajo remunerado 
opera la dominación por género, no únicamente en la que se refiere a los cuidados. 
Así, las desigualdades entre hombres y mujeres son notorias antes, dentro y después 
del empleo —acceso, condiciones laborales, despido y desempleo. En este sentido, 
y en coherencia con nuestro marco de referencia que sitúa al sistema de dominación 
múltiple en la génesis de la crisis civilizatoria, todas las dominaciones actúan en 
todos los fenómenos, en un grado o en otro. 
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clases como vía para superar la crisis de los años setenta.25 Gracias a 
los avances tecnológicos en comunicación, transporte e información, 
se conforman grandes cadenas económicas globales que favorecen el 
fenómeno de la deslocalización y la subcontratación/terciarización. 
Este ahonda en las lógicas de desigualdad y genera una dinámica de 
competencia por la atracción de inversiones, en muchas ocasiones 
a través del dumping social,26 esto es, de ofrecer salarios y marcos 
laborales a la baja. 

Los marcos estatales han ido degradándose y desregulándose 
en términos de negociación colectiva, reconocimiento del derecho 
a huelga, condiciones laborales —salario, despido, contratación, 
etc.—, sin ser en sentido contrario superados por marcos globales 
de regulación obligatoria que regulen ante la nueva perspectiva 
de índole mundial. Esto, sumado al desmantelamiento del salario 
indirecto en forma de derechos y servicios públicos, ha dado como 
resultado una asimetría que ha ido creciendo exponencialmente a 
lo largo de estas últimas décadas. Si la relación entre rentas del tra-
bajo y del capital se situaba en un 62/38 en 1980, en 2011 apenas 
llega a un 54/46. A su vez, en 2013 había 208 millones de personas 
desempleadas, lo que significa 62 millones de empleos menos que 
cinco años antes (cadtm, 2015).

Se trata, entonces, de un modelo laboral pergeñado por las 
empresas transnacionales que, desde el control de las cadenas 
económicas globales, han impuesto su relato de la competitivi-
dad27 para favorecer la desregulación laboral, tanto en los estados 
atravesados por la lógica neoliberal, como a nivel global en base a 

25. En este sentido, el multimillonario Warren Buffett señaló en un artículo 
en el New York Times el 14 de agosto de 2011 que «sí existe una lucha de clases, y 
los ricos vamos ganando».

26. No son las condiciones laborales la única razón para localizar una inversión 
(condiciones institucionales, capacidad tecnológica, etc.), pero sí una de las princi-
pales a la hora de definir fases específicas de las cadenas globales, fundamentalmente 
aquellas con menor valor añadido.

27. Así, frente al relato hegemónico que vincula grandes corporaciones con 
inversión y empleo, el proporcionado por estas es muy bajo en relación con su 
capital y con su participación en la economía mundial, lo que se corresponde con 
la preferencia de sus inversiones en los sectores intensivos en capital, donde la 
relación capital invertido-generación de empleos es muy alta en comparación con 
las pequeñas y medianas empresas (Teitelbaum, 2010).
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normas y declaraciones de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT) de derecho frágil, escasamente justiciables y exigibles, 
por tanto. Estas han logrado posicionar lógicas de voluntariedad 
(Derecho blando) frente a la obligatoriedad del cumplimiento de 
la vigencia de derechos, vinculando así lo laboral con la responsa-
bilidad social corporativa (rsc) y con decisiones unilaterales sin 
validez jurídica, como algunos Acuerdos marco globales firmados 
por las grandes corporaciones, que suelen limitarse a las personas 
sindicadas y no al conjunto de la cadena productiva (Hernández 
y De la Fuente, 2006).

Por tanto, la defensa del trabajo como valor prioritario requiere 
de un enfoque local-global que asiente la lucha desde el territorio, 
pero que la traslade y articule al conjunto de ámbitos de regulación: 
estatal, regional y global. Son necesarios marcos regulatorios en 
todos estos niveles que primen la dignificación de las condiciones 
de trabajo y la labor sindical y social en este sentido.28 Precisamen-
te, y a partir de esta premisa, es preciso avanzar en dinámicas de 
articulación sindical y social frente a las empresas transnacionales, 
que no solo posibiliten revertir de manera específica las asimétricas 
relaciones en el mercado laboral, sino incluso poner en cuestión 
ejes clave de la impunidad corporativa como las deslocalizaciones. 
En este sentido, las medidas políticas vinculadas a esta propuesta 
de nuestra agenda son:

38.	Fortalecer un sindicalismo desde abajo, de clase y radical, abierto 
a la confluencia con otros movimientos sociales, que prime la 
articulación internacional en defensa de una agenda del trabajo 
emancipador, liberador, democrática y equitativamente distri-
buido y constructor de comunidad, así como de la estrategia 
sindical conjunta dentro de un mismo grupo corporativo.

28. Los sindicatos han sido objeto de agresión durante la globalización 
neoliberal, y están actualmente en un estado de debilidad. No obstante, su carac-
terización actual no puede únicamente achacarse a los embates del capital, sino 
también a cuestiones internas, vinculadas en ocasiones a lógicas de oportunismo, 
burocratización y de no saber adaptarse a los cambios de contexto. En todo caso, 
creemos que sigue existiendo un sindicalismo activo, radical, comprometido con 
los horizontes emancipadores y en alianza con otros movimientos sociales, cuyo 
papel es estratégico fortalecer. 



160

39.	Trabajar en favor de una negociación colectiva global dentro de 
una misma empresa transnacional que defina compromisos la-
borales explícitos para el conjunto de trabajadores y trabajadoras 
de la misma, en clave de extraterritorialidad —responsabilidad 
global— y de inclusión con la acción corporativa, haciendo 
referencia al conjunto de proveedores, suministros, aportes, 
marca, etc.

40.	Dificultar al máximo la subcontratación/tercerización inter-
nacional, e incluso poner fin a las deslocalizaciones mediante 
regulaciones que impidan el cierre de empresas rentables; que 
obliguen a la devolución de ayudas a las empresas que preten-
dan deslocalizar; que graven los intercambios entre unidades 
económicas deslocalizadas de un mismo grupo empresarial, etc. 
(Borja, 2006).

41.	Apostar por los marcos de relaciones laborales más favorables a los y 
las trabajadoras —incluyendo lógicas territoriales y/o subestata-
les si fuera oportuno—, en defensa de la negociación colectiva, 
derecho de huelga, salario mínimo y máximo, condiciones 
óptimas de contratación y despido, remuneración, el propio 
ejercicio de la libre sindicación, etc.

42.	Incidir en la aprobación de un Tratado Vinculante sobre Empre-
sas Transnacionales y Derechos Humanos que incluya un marco 
laboral global de carácter preceptivo desde la lógica de la extra-
territorialidad y del carácter inclusivo de la acción empresarial. 
Establecimiento de una Corte Internacional sobre Empresas 
Transnacionales y Derechos Humanos que dé seguimiento y 
sancione en función del Tratado.29

Esta propuesta descansa por tanto en la defensa de un sindica-
lismo audaz en una coyuntura poco favorable. En este sentido, ya 
vimos en la primera propuesta de nuestra agenda la experiencia de 
articulación internacional de sindicatos y movimientos en torno a 
la empresa Vale. Veamos a continuación, desde una perspectiva más 
local, la apuesta del comité de empresa de la transnacional de origen 
vasco cie Automotive en la planta Legazpi, en Gipuzkoa, en favor de 

29. Esta iniciativa se incluye dentro de una propuesta específica que no sólo 
se limita a lo laboral, y que posteriormente explicaremos.
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un sindicalismo que pretende ir más allá de la lucha por un mayor 
o menor incremento salarial para los y las trabajadoras sindicadas.

 
Experiencia 14

Acción sindical en la empresa transnacional vasca cie Automotive

cie Automotive nace en 2002 de la fusión de dos grupos industriales vascos del 
sector de la automoción, Corporación Industrial Egaña y la Sociedad Aforasa 
(Grupo GSB). Hoy en día se trata de un gran corporación internacionalizada —
con 79 plantas y 7 centros de investigación en Europa, América, Asia y África, 
etc.—, que mantiene su principal línea de negocio en el diseño y producción de 
componentes para automóviles, a través de siete procesos básicos o tecnologías: 
forja, aluminio, fundición, mecanizado, estampación, plástico y sistemas de techo. 
Además de este ámbito estratégico, que supone el 86,4% del total, completa su 
actividad industrial con otras dos líneas: biocombustibles, por un lado, y desarrollo 
de servicios tecnológicos a través de Dominion, por el otro. El resultado actual es 
el de una empresa cuya cifra de negocio asciende a 2.631,5 millones de euros y a 
129 millones de beneficios netos en 2015, y que aspira a doblar dicha cantidad a 
partir de un plan estratégico 2016-2020 que apuesta por la internacionalización 
mediante la integración de nuevas empresas. 

La estrategia de internacionalización de cie Automotive es similar a las de-
sarrolladas por otras grandes corporaciones cuya actividad incorpora un relativo 
valor tecnológico. Por un lado, acerca la producción a los lugares donde se sitúa la 
demanda —mercados de América del Norte, Mercosur, Europa y Asia—, mientras 
que por el otro deslocaliza las fases de menor valor añadido aprovechándose de los 
menores costos laborales —Marruecos, Europa del Este, etc.—. En este sentido, 
se vale del contexto global de desregulación para ampliar sus beneficios como 
objetivo estratégico, mientras que los compromisos ecológicos, sociales y laborales 
quedan en el marco del respecto a las legislaciones nacionales, atravesadas por la 
lógica neoliberal, y a la voluntariedad, a partir de un programa de rsc.

La empresa transnacional de origen vasco es parte del Global Compact 
de Naciones Unidas, estableciendo un código de conducta voluntario que re-
coge un conjunto de principios y de buenas intenciones, pero sin compromiso 
explícito alguno más allá del derivado del cumplimiento de la ley vigente en 
cada caso. Por último, desarrolla un programa de proyectos de acción social 
que refuerza esta línea de voluntariedad mediante iniciativas en Brasil, México, 
Euskal Herria, etc.

Esta lógica de aunar voluntariedad y cumplimiento de la ley de cada territorio 
en el que se opera se traslada al ámbito laboral. cie Automotive no impulsa una 
negociación colectiva global ni se adhiere explícitamente al marco internacional 
laboral. De esta manera, la empresa plantea la negociación laboral de manera 
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individualizada, discriminando en cada planta en función de sus marcos regula-
dores y fuerza sindical.

En este sentido sería interesante que los sindicatos, pese a las dificultades 
que hoy en día encuentra la articulación internacional —en un contexto de crisis y 
de competencia por las inversiones, como ya hemos analizado—, contrarrestaran 
esta estrategia vinculando sus acciones sindicales de una manera global. Se podrían 
plantear propuestas que entendieran a la empresa como un centro corporativo y 
que incluyeran en sus demandas toda la cadena de proveedores, suministros, etc.

No obstante, y tomando este aspecto como desafío, también dentro del 
ámbito de la negociación local se pueden extraer aprendizajes relevantes a partir 
de un sindicalismo de mirada más amplia e inclusiva. Los comités de empresa de 
las plantas vascas Inyectametal, Forja de Legazpi, Orbelan y Transformaciones 
Metalúrgicas Norma —todas ellas pertenecientes al grupo cie— han logrado la 
aprobación de convenios laborales que mejoran el convenio sectorial provincial 
del metal, a través de una estrategia que ampliaba la mirada más allá de los in-
crementos salariales anuales, a partir de una mirada integral sobre las condiciones 
laborales de las y los trabajadores. 

En este sentido, se planteó una lógica sindical basada en los análisis de 
precariedad, que ofrecieran información suficiente sobre la situación de todas y 
cada una de las personas empleadas por las plantas, no únicamente de las que 
contaban con contrato fijo. Y con la presión colectiva se han logrado acuerdos 
que, con sus diferencias, mejoran la remuneración, pero también consiguen la 
contratación a tiempo completo de aquellos puestos que contaban con una me-
nor protección —como son las personas subcontratadas y las empleadas según 
contratos de relevo— y, en general, unas condiciones relativamente buenas en lo 
referente a horas extras, licencias, permisos, calendario, etc. 

En resumen, se trata de una experiencia muy concreta en la que cierta estra-
tegia sindical que promueve la solidaridad entre los y las trabajadoras, así como su 
movilización, puede enfrentar a una empresa transnacional desde claves menos 
estrechas que los aumentos salariales. El desafío es que esa estrategia se traslade 
a su vez al ámbito global de actuación y decisión de la empresa. 

Aunque la lucha entre capital y trabajo no es la única variable 
que explica nuestra realidad global, sigue siendo estratégica en la 
disputa política actual. En este sentido, apostamos por entender el 
trabajo desde un enfoque inclusivo y normativo, cuya regulación nos 
permita avanzar hacia la construcción de modos alternativos de vida. 

La dignificación de las relaciones en el mercado de trabajo en este 
nuevo contexto configurado por la globalización neoliberal requiere 
que los procesos emancipadores asuman ciertos desafíos en un con-
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texto de gran complejidad. En primer lugar, la articulación de agendas 
desde una acepción amplia del trabajo, que defienda los derechos de 
los y las trabajadoras dentro de un marco sociopolítico integral; en 
segundo término, la prioridad por la lucha sindical en el territorio, si 
se dan las condiciones para revertir en mayor medida la asimetría res-
pecto al capital; tercero, el ámbito global como espacio estratégico de 
actuación, tanto desde una lógica intraempresarial como para incidir 
en favor de un marco laboral mundial ante una realidad globalizada. 
La máxima de «trabajadores —y trabajadoras— del mundo, uníos» 
tiene más vigencia que nunca, actuando desde el territorio bajo una 
estrategia global de superación del statu quo actual.

CUADRO 8
MEDIDAS POLÍTICAS PARA UN MARCO LOCAL-GLOBAL 

DE RELACIONES LABORALES DIGNAS

38.  Fortalecer un sindicalismo desde abajo y combativo

39.  Ahondar en una negociación colectiva global para todo grupo corporativo

40.  Impedir la subcontratación/tercerización internacional y 
       las deslocalizaciones

41.  Apostar por los marcos laborales más favorables a los y las trabajadoras

42.  Incidir en la aprobación de un Tratado Vinculante sobre Empresas 
       Transnacionales y Derechos Humanos que incluya un marco laboral 
       global de carácter preceptivo

Fuente: elaboración propia.

Dignificación y democratización de los trabajos de cuidado
Nuestra agenda marco hace una apuesta por una redistribución ra-
dical de los trabajos, que no se ciñe al ámbito del mercado sino que 
incluye el conjunto de actividades y tareas socialmente necesarias 
para el sostenimiento de la vida. Desde esta perspectiva, los trabajos 
vinculados al cuidado se sitúan como eje estratégico que también 
debe ser abordado.

Con cuidados nos referimos a toda actividad de:

Gestión y mantenimiento cotidiano de la vida y la salud, la re-
generación diaria del bienestar físico y emocional de los cuerpos 
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de las personas, del propio y del de los y las otras. Abarca las 
diversas tareas con las que nos hacemos cargo de los cuerpos 
sexuados atravesados por afectos y desafectos. Se caracterizan 
por tener tanto una dimensión material encarnada —atender 
los cuerpos— como una inmaterial afectiva —atender las emo-
ciones—. (dfg, 2012: 54)

Esta mirada amplia sobre los cuidados se vincula directamente 
con el principio de interdependencia —frente al individualismo en 
el que se sustenta la modernidad capitalista—, ya que:

Todas las personas en todos los momentos de la vida necesitan 
cuidados, de distinta índole e intensidad. Existe un continuo entre 
las situaciones de autonomía y las de dependencia, en el cual las 
personas tienen mayor o menor capacidad de cuidarse a sí mis-
mas y de establecer relaciones de cuidado recíproco. Esta distinta 
capacidad está demarcada por factores etéreos, de salud y sociales. 
Es más, los cuidados deben pensarse como aquellas actividades 
que reconocen la vulnerabilidad de la vida y su esencia común y, 
desde ahí, permiten a las personas ser autónomas. (dfg, 2012: 54)

Por tanto, son tareas fundamentales para cualquier proceso 
de emancipación en defensa de la vida, y no únicamente aspectos 
sociales vinculados a la extrema dependencia, cuya profunda asime-
tría en su distribución es necesario revertir. Esta asimetría se apoya 
sobre un relato patriarcal hegemónico que, pese a la relevancia de 
los cuidados para la sostenibilidad de la vida, los invisibiliza y mi-
nusvalora, siendo en última instancia realizados en su mayor parte 
por mujeres, en muchas ocasiones en condiciones de precariedad. 
Dicho relato se sustenta sobre tres conceptos complementarios que 
operan en este sentido: la ética reaccionaria del cuidado, que explota 
el compromiso de las mujeres para con el bienestar de la familia, 
esencializando el cuidado como calidad innata a estas; la concep-
ción familista del cuidado, que favorece que este se circunscriba 
estrictamente al ámbito familiar —y a las mujeres dentro de esta, 
en coherencia con la ética reaccionaria— frente a otras opciones, 
limitando así su libertad de decisión; y el cuidado como tarea sin 
reconocimiento social, que posibilita que la pauperización de las 
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condiciones laborales del realizado en el mercado —tanto en el 
ámbito familiar como mediante subcontratas públicas— sea una 
evidencia generalizada. Es este relato el que marca no solo la realidad 
de gran parte de los trabajos de cuidado hoy en día, sino incluso 
de las políticas públicas que pretenden mejorar la situación de las 
personas con una mayor dependencia. 

Frente a ello, es preciso avanzar en términos de dignificación y 
democratización de los cuidados, garantizando así que estos sean 
suficientes, libremente elegidos, y satisfactorios para quien los da y 
los recibe. Para ello abogamos por el principio de universalidad, que 
postula que los cuidados dignos han de serlo para todas las personas, 
nunca solo para unas pocas, ya que el acceso a unos cuidados dignos 
no puede serlo a costa de cuidados precarios para otras.30 A su vez, 
la universalidad se vincula también con la singularidad, respetando 
así las diferencias de cada realidad social, siempre diversa.

En este esfuerzo, las administraciones públicas tienen una 
gran responsabilidad para proponer planes y políticas públicas 
específicas que incluyan una mirada amplia del cuidado como 
elemento indisoluble del bienestar y el buen vivir, superando la 
perspectiva estrecha de apoyo a la dependencia; que confronten el 
relato patriarcal hegemónico desde perspectivas emancipadoras del 
cuidado, dignificando a este como valor civilizatorio alternativo; 
y que incidan activamente en la democratización de estos trabajos 
entre hombres y mujeres.

En este sentido, y junto a otros esfuerzos complementarios 
y corresponsables desde lógicas sociales —como posteriormente 
veremos en la propuesta número 12 de nuestra agenda marco—, 
planteamos una serie de medidas políticas que, en función de cada 
contexto, permitan regular una transición en favor de la dignificación 
y democratización de los trabajos de cuidados:

43.	Fomentar los debates críticos, las reflexiones colectivas y las nuevas 
miradas en torno al sentido común reaccionario y patriarcal sobre 
los cuidados. Impulsar en este sentido el establecimiento de pa-

30. Un caso paradigmático en este sentido son las cadenas globales de cuidados, 
«que contribuyen a asegurar cuidados dignos a la población autóctona a costa de 
la precariedad de la familia transnacional» (DFG, 2012: 54).
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rámetros e indicadores nuevos —pobreza de tiempo, pobreza 
energética, etc.—, que nos permitan detectar y poner luz sobre 
las desigualdades, a la vez que dar valor a los trabajos de cuidado 
desde una perspectiva emancipadora.

44.	Establecer medidas de corresponsabilidad laboral —superando la 
lógica de conciliación—, que faciliten la democratización de 
trabajos en los hogares, como las licencias obligatorias similares 
por cuidado de hijos para hombres y mujeres, etc.

45.	Definir políticas que posibiliten la libre elección personal a la hora 
de trabajar en el ámbito de los cuidados vinculados a una mayor 
dependencia —servicios públicos, tipología de ayudas—, su-
perando así la ética reaccionaria y la concepción familista del 
cuidado.

46.	Dignificar el trabajo de cuidados mediante su reconocimiento y 
valoración pública. En este sentido, se apuesta entre otras me-
didas por la regulación de los servicios públicos donde opera el 
sector privado, a partir de cláusulas laborales y sociales en base 
a la compra pública socialmente responsable, que impidan su 
precarización.

47.	Desmercantilizar el ámbito de los cuidados desde la puesta en valor 
del papel de lo común, generando nuevos y recuperando en su 
caso servicios públicos de guardería, residencias, centros de día, 
atención domiciliaria, etc., limitando a su vez al máximo y de 
manera progresiva el copago en dichos servicios. 

48.	Plantear estrategias integrales a partir de una mirada amplia de 
los cuidados como valor civilizatorio alternativo —frente a una 
perspectiva meramente sectorial y social—, que incluya el con-
junto de la acción pública: fiscalidad, política social, educación, 
salud, economía, etc.

Destacamos a continuación la experiencia de la Diputación Foral 
de Gipuzkoa, territorio histórico vasco que en 2012 publicó su II 
Plan Foral para la Igualdad entre Hombres y Mujeres 2012-2020. 
Este, dentro de su marco competencial, dio pie a nuevas miradas 
sobre los cuidados que, en última instancia, permitieron poner en 
marcha iniciativas que confrontaron con aspectos estratégicos del 
relato patriarcal hegemónico, e incluso la lógica mercantilista en la 
que se reproduce el poder corporativo.
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Experiencia 15
Plan de Igualdad de la Diputación Foral de Gipuzkoa: mirada amplia 

para la dignificación y democratización de los cuidados

En 2011, EHBildu —coalición de partidos conformada por Sortu, Eusko Alkartasuna, 
Alternatiba y Aralar— accedió en minoría al gobierno de la Diputación Foral de Gi-
puzkoa (DFG). Desde ese mismo momento, y a pesar de la complejidad implícita a un 
ejecutivo diverso, la Dirección de Igualdad se planteó el reto de definir para el medio 
plazo (2012-2020) una estrategia que trascendiera la mirada clásica sobre la igualdad. 

Se planteó así una propuesta integral que, desde un enfoque feminista, abriera 
su agenda hacia el conjunto de la acción política del gobierno. En este sentido, se 
adoptó la sostenibilidad de la vida para el buen vivir como enfoque vertebrador 
—cuestión pionera en Europa—, haciendo referencia por un lado a que cualquier 
ámbito de la vida tiene un vínculo directo con la igualdad entre hombres y mujeres 
y, por el otro, a la necesidad de aportar desde las políticas públicas al debate sobre 
nuevos horizontes de emancipación que enfrenten la crisis civilizatoria. A partir de 
este posicionamiento audaz, novedoso e inclusivo, se revisaron críticamente conceptos 
como crisis, sostenibilidad de la vida, igualdad, cuidados, violencia, etc., y se puso 
en marcha un amplio proceso participativo que dio lugar al texto definitivo del Plan. 

Este, en función de las competencias limitadas de una Diputación Foral —en 
muchos sentidos ceñidas al ámbito social, a pesar de desarrollar ciertos aspectos 
fiscales y de promoción económica—, definió seis ejes estratégicos de actuación: el 
buen gobierno, nuevas formas de hacer y decidir para la sostenibilidad de la vida; redes 
y prácticas feministas; cuidados dignos y universales; economía para la sostenibilidad 
de la vida; entorno sostenible; y vidas libres de violencia machista (DFG, 2012).

Del conjunto de propuestas y medidas definidas en este Plan, destacamos a 
continuación las que se vinculan directamente con los cuidados, y por tanto con 
su tercer eje estratégico. En este sentido se partía de un diagnóstico, en el ámbito 
más vinculado a la dependencia, marcado por programas sociales que en términos 
generales se podían incluir dentro del marco del relato hegemónico: insuficiencia 
frente a la demanda existente —sobre todo por el envejecimiento de la pobla-
ción—; tendencia a favorecer la ética reaccionaria y la concepción familista del 
cuidado —a través de la hegemonía de ayudas como la Prestación Económica 
para Cuidado en el Entorno (PECE), que vinculan el apoyo estrictamente al ámbito 
familiar, ahondando así en esta lógica—; y apuesta por la mercantilización de 
servicios, así como por la prioridad por el precio como criterio de subcontratación, 
frente a otras variables laborales y sociales. 

Frente a ello, el Plan dio pie a reformular la política de cuidados y a plantear 
desde ahí medidas que transitaran hacia relatos y prácticas alternativas. Así:

a) Se incluyeron en los análisis los conceptos de pobreza de tiempo o pobreza 
energética, estrechamente vinculados a la pobreza de recursos. Se demostraba 
así la existencia de notables asimetrías entre hombres y mujeres, visualizándose 
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de esta manera la prioridad que se otorga a limitar la pobreza de recursos de los 
primeros frente a otro tipo de consideraciones.

b) Se apostó por la Prestación Económica de Asistencia Personal (peap) 
que, frente al pece, se establece en base a un estudio integral de cada situación 
personal, fijando un apoyo económico que permite un mayor grado de elección 
sobre la tipología de cuidado —servicio público, privado, familiar. Esto fomentó 
un empleo legal y en mejores condiciones en el ámbito del hogar, ampliando a 
su vez a 14.662 el número de personas receptoras de la ayuda, incluyendo una 
gama más amplia de grados de dependencia.

c) Se planteó la progresiva eliminación del copago de servicios públicos a través 
de una dotación mayor de recursos económicos —1,2 millones de euros más, en 
medio de la crisis presupuestaria—, que pongan en valor lo público frente a otras 
opciones. A su vez, se impulsó como transición un sistema progresivo de copago 
adaptado a cada caso, y se fomentó el apoyo al programa auto-gestionado por per-
sonas con diversidad funcional. Este, en función de un plan personalizado de horas 
necesarias de atención, cuenta con un apoyo económico que oscila en una horquilla 
que va desde los 300 a los 2.000 euros, aproximadamente, y ha promovido la auto-
nomía y la desinstitucionalización de la atención, cuando la situación lo hace posible.

d) Se puso en marcha la Ayuda de Garantía de Ingresos (AGI) que completaba 
la Renta de Garantía de Ingresos (RGI), y se comenzó el estudio de cómo avanzar 
en formulaciones de carácter individual que permitiera garantizar el acceso y 
control de los recursos a las y los miembros de la unidad convivencial, al margen 
de quien era titular —en el 70% de los casos, hombres—.

e) La DFG, por último, intervino directamente en las condiciones laborales 
precarias que soportaban las trabajadoras —fundamentalmente, se trata de muje-
res— de las empresas con y sin ánimo de lucro subcontratadas en las residencias 
sociales y los centros de día, reduciendo el margen de beneficio del 5 al 3%. 
Así, se propuso un convenio regulador de las relaciones laborales que mejoraba 
notablemente su situación laboral, al que finalmente se han sumado el 95% de 
las entidades, pese al rechazo de los partidos de oposición y de las empresas, que 
llegaron a denunciar judicialmente a la DFG por injerencia. 

En definitiva, se pusieron las bases para ir transitando en medidas que fueran 
erosionando el relato hegemónico desde una perspectiva amplia y no sectorial del 
cuidado. Ello posibilitaría, en última instancia, avanzar hacia apuestas de mayor 
intensidad como su desmercantilización, e incluso su adopción como criterio 
fundamental de la acción integral de gobierno.

No obstante, el cambio institucional sufrido en 2015 ha puesto en riesgo esta 
senda, ya que la lógica del nuevo ejecutivo es la de revertir el enfoque del anterior, 
especialmente en ámbitos de mayor avance emancipador, como es el explicitado 
en este II Plan de Igualdad entre Mujeres y Hombres. En todo caso, confiamos en 
que el amplio proceso participativo permita mantener desde la presión social no 
solo la vigencia sino el sostenimiento de sus principales hitos.
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La dignificación y la democratización de los trabajos de cuidados 
es una de las ideas-fuerza de nuestro marco de referencia, por lo que 
las instituciones públicas, si se dan las condiciones y en función de 
sus contextos, tienen una responsabilidad de regulación en favor de 
una redistribución radical de estos. 

En este sentido, existen y pueden aplicarse medidas que, si 
hubiera voluntad política, pudieran ayudar no solo a agrietar el 
relato patriarcal hegemónico sobre los cuidados y a revertir aunque 
sea mínimamente la asimetría entre hombres y mujeres, sino que 
además pueden plantear una defensa de lo común, elemento estra-
tégico para toda forma alternativa y emancipadora de organizar la 
vida frente al proyecto de la modernidad capitalista. 

Situar los cuidados en el centro —y regular desde esta perspec-
tiva— nos plantea el reto en primer lugar de articular programas y 
planes integrales que lo asuman no como una política social vincu-
lada a la dependencia extrema, sino como un principio que pone 
en valor la interdependencia de la comunidad, de lo colectivo; en 
segundo término, dar valor y dignificar el conjunto de trabajos de 
cuidado, hoy en día precarizados e invisibilizados, desde una pers-
pectiva universal y singular; por último, asumir explícitamente los 
feminismos como enfoque prioritario de emancipación, en necesario 
diálogo con otros enfoques emancipadores.

CUADRO 9
MEDIDAS POLÍTICAS PARA LA DIGNIFICACIÓN Y 

DEMOCRATIZACIÓN DE LOS TRABAJOS DE CUIDADO

43.  Fomentar los debates críticos, reflexiones colectivas y las nuevas 
       miradas sobre los cuidados

44.  Establecer medidas de corresponsabilidad laboral

45.  Impulsar políticas públicas que favorezcan la elección personal para 
       trabajar en los ámbitos vinculados a una mayor dependencia

46.  Dignificar y poner en valor el trabajo de cuidados donde opera el sector 
       privado mediante las cláusulas sociales vinculadas a la compra pública 
       socialmente responsable

47.  Desmercantilizar el ámbito de los cuidados desde la defensa de lo 
       común

48.  Plantear estrategias integrales desde una mirada amplia de los cuidados

Fuente: elaboración propia.
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Marco global de regulación sobre empresas transnacionales y 
derechos humanos
Nuestra agenda de transición cierra su ámbito de regulación con 
una propuesta en favor de un nuevo modelo de gobernanza global 
que establezca la primacía de la democracia y los derechos humanos 
sobre la lex mercatoria, premisa jurídica fundamental de reproduc-
ción del poder corporativo.

Esta se inscribe dentro de la cuarta clave del marco de referencia 
—agendas democráticas para desmantelar el poder corporativo—, 
y amplía el foco de la regulación hacia el ámbito global. Hasta este 
momento, nuestra agenda se ha centrado en propuestas que podrían 
impulsarse desde espacios estatales y/o locales. Estas han puesto en 
valor la posibilidad de cuestionar, deslegitimar y abrir espacios para 
enfrentar desde parámetros alternativos el aparentemente inalterable 
modelo hegemónico de sociedad global, pero no abordan en su inte-
gridad la arquitectura de la impunidad corporativa, que se ha tejido de 
manera integral y coherente en un marco mundial, poniendo en riesgo 
incluso los mínimos democráticos del modelo liberal-representativo.

Esta arquitectura, como ya analizamos en el primer capítulo, 
se edifica sobre la lex mercatoria, que es un compendio de tratados, 
planes de ajuste, contratos, créditos condicionados, etc., y estructuras 
como los tribunales de arbitraje, que entronizan a la seguridad jurídica 
de las inversiones como valor jurídico hegemónico. Se desarrolla así 
un derecho corporativo fuerte, imperativo, coercitivo y ejecutivo, 
mientras que las obligaciones de las grandes empresas se reducen a su 
voluntariedad y al cumplimiento de un derecho débil. Estas solo se 
sujetan a legislaciones nacionales y regionales atravesadas por el neoli-
beralismo, teniendo simplemente que respetar un marco internacional 
de derechos humanos definido estrictamente para los estados, y por 
tanto sin capacidad de exigibilidad y justiciabilidad sobre las mismas.

Por lo tanto, se torna estratégico combinar la disputa parcial 
de espacios democráticos en los ámbitos local, estatal y regional, 
con una apuesta por revertir la simetría jurídica global en favor del 
poder corporativo, desmantelando de esta manera su arquitectura 
de la impunidad. Es preciso pues incidir en favor de un marco 
regulatorio global que explicite la primacía de los derechos de 
personas, comunidades y pueblos por encima de cualquier otra 
consideración.
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Se trata en este sentido de una apuesta por redefinir el derecho 
internacional hegemónico desde el enfoque del «derecho desde 
abajo», a partir de un uso alternativo del mismo. Esto es, se trata 
de poner el derecho al servicio de:

Estrategias de cambio social a favor de grupos sociales y personas 
que se encuentran en situaciones de no-poder como, por ejemplo, 
inmigrantes, mujeres, jóvenes, personas ancianas, indígenas, 
aquellas que reciben asistencia social, que están en situación 
de desempleo o de discapacidad, entre otras muchas. Pretende 
rellenar un vacío que el sistema de justicia internacional no cu-
bre, sobre todo en lo relativo a los impactos que las estrategias 
políticas y económicas producen en la vida. (Moita, 2015:132)
 
Desde esta perspectiva, y en el contexto de disputa del conflicto 

capital-vida en el siglo xxi, se posiciona la prioridad por poner en 
vigor un Tratado internacional sobre empresas transnacionales y 
derechos humanos que, en primer lugar, explicite la jerarquía del 
marco internacional de derechos humanos31 —universal, indivisible, 
interdependiente, exigible y justiciable— por encima de las normas 
de comercio e inversiones; en segundo término, que revise crítica-
mente el concepto de derechos humanos desde la perspectiva de la 
sostenibilidad de la vida, enfatizando así la relevancia de lo común y 
lo colectivo, así como de inclusión de todo lo viviente, sin dicotomías 
entre lo humano y la naturaleza; tercero, que reconozca a las personas 
y a los pueblos como sujetos de la legalidad internacional, y que a la 
vez amplíe la obligación de cumplimiento de los derechos humanos 
a los organismos multilaterales y a las grandes corporaciones desde 
criterios como la responsabilidad solidaria y la extraterritorialidad, 
entre otros; cuarto, que codifique desde un enfoque integrador el 
conjunto de normativas sobre derechos humanos, hoy fragmen-
tadas en múltiples convenios, declaraciones, etc., supuestamente 
autónomas, lo que permite a las empresas transnacionales y a los 
poderes corporativos imponer las reglas económicas y políticas del 
gran capital a las mayorías sociales; por último, que genere nuevas 

31. Que incluya también el Derecho Internacional del Trabajo y el Derecho 
Internacional Ambiental.
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instancias internacionales con capacidad de seguimiento y sanción 
de los contenidos de Tratado (Hernández, 2015). 

Esta propuesta recoge el testigo de diversos intentos que, a lo 
largo de la historia reciente y bajo parámetros diferentes, han tratado 
hasta el momento sin éxito regular a nivel internacional la relación 
entre empresas transnacionales y derechos humanos, en permanente 
pugna entre obligatoriedad y voluntariedad de las directrices esta-
blecidas. Precisamente en junio de 2014 se aprobó en el Consejo 
de Derechos Humanos de Naciones Unidas una resolución en favor 
de la «elaboración de un instrumento internacional jurídicamente 
vinculante sobre las empresas transnacionales y otras empresas con 
respecto a los derechos humanos».32 Se generó a partir de entonces 
un grupo intergubernamental de composición abierta liderado por 
María Fernanda Espinosa, embajadora de Ecuador ante las Naciones 
Unidas. Este ya sesionó en 2015 —y lo ha vuelto a hacer en octubre 
de 2016— con el objetivo de recabar insumos sobre el contenido, el 
alcance, la naturaleza y la forma del futuro instrumento internacio-
nal, para en 2017 presentar una propuesta al Consejo de Derechos 
Humanos en su 31º período de sesiones. 

Estamos por tanto ante un momento idóneo para avanzar en un 
marco global de regulación de las actividades de las empresas trans-
nacionales, y es este instrumento la vía por la que encauzar no solo el 
trabajo institucional sino también la presión, movilización, capacidad 
de propuesta e incidencia social en torno a los elementos arriba se-
ñalados como claves para la elaboración de un tratado internacional. 
En este sentido son fundamentales articulaciones como la campaña 
Desmantelando el Poder Corporativo, una red global de denuncia 
y de construcción de alternativas como el Tratado Internacional de 
los Pueblos para el Control de las Empresas Transnacionales. Esta y 
otras alianzas son necesarias para que, independientemente del mayor 
o menor éxito de esta iniciativa específica en el marco de Naciones 
Unidas, se mantenga una propuesta de regulación global como parte 
de la agenda frente al poder corporativo que, por un lado, altere la 

32. La resolución fue aprobada por 20 votos a favor, 14 en contra y 13 absten-
ciones. El voto negativo es hegemonizado por los países del Norte Global —Estados 
Unidos, Japón, Europa— y Corea, explicitando el vínculo entre estos y sus empresas 
matrices dentro del modelo de gobernanza global corporativa.
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correlación de fuerzas entre capitalismo y democracia —hoy crecien-
temente decantada en favor del primero— y que, por el otro, permita 
trazar sendas por las que avanzar política y socialmente, incluso sin 
contar con una aprobación oficial multilateral.

Partiendo por tanto de esta premisa, y recogiendo las claves que 
entendemos deberían convertirse en las señas de identidad de la pro-
puesta de un tratado internacional sobre empresas transnacionales 
y derechos humanos, planteamos las siguientes medidas políticas 
vinculadas a la misma: 

49.	Fortalecer la articulación internacional en favor de la regulación global 
de la actuación de las empresas transnacionales, como por ejemplo la 
generada en torno a la red Desmantelando el Poder Corporativo.

50.	Elaborar y aprobar un tratado internacional exigible y justiciable, 
que codifique el marco internacional de los derechos humanos 
como norma de rango superior sobre toda norma de comercio e 
inversión, a partir de una revisión crítica del concepto de derecho 
humano desde el enfoque de la sostenibilidad de la vida.

51.	Elaborar y aprobar un tratado que amplíe los sujetos de legalidad 
internacional a las personas y pueblos, a la vez que redefine las 
obligaciones de estados, organismos multilaterales y empresas 
transnacionales desde criterios como la jurisdicción universal, 
la extraterritorialidad —siendo los estados responsables del 
conjunto de la actuación internacional de las corporaciones 
con matriz en su territorio—, la responsabilidad solidaria —
entendiendo empresa como un centro corporativo unificado 
que incluye filiales, proveedores, etc.—, y la doble imputación 
—civil y penal— de quienes conculcan y violan derechos.

52.	Crear nuevas estructuras públicas de seguimiento y sanción de los 
contenidos del Tratado, como una Corte Mundial sobre Corpora-
ciones Transnacionales y Derechos Humanos —que garantice que 
las personas y comunidades afectadas tengan acceso a una instancia 
judicial internacional independiente para la obtención de justicia 
por violaciones de los derechos civiles, políticos, sociales, económi-
cos, culturales y medioambientales realizados por empresas, estados 
y organismos multilaterales— y un Centro Público para el Control 
de Empresas Transnacionales —encargado de analizar, investigar e 
inspeccionar las prácticas de las empresas transnacionales—.
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Analicemos a continuación la propuesta del Tratado Internacio-
nal de los Pueblos para el Control de las Empresas Transnacionales,33 
experiencia que ha supuesto un importantísimo ejercicio de elabo-
ración colectiva de múltiples movimientos sociales para incidir en 
una agenda de regulación en favor de los derechos de las personas 
y los pueblos.

Experiencia 16
Tratado Internacional de los Pueblos para el Control de las Empresas 

Transnacionales

El Tratado de los Pueblos es una iniciativa social presentada en Ginebra en junio de 
2014 por la red Desmantelando el Poder Corporativo, cuyo objetivo es el de incidir 
en favor de la regulación internacional sobre empresas transnacionales y derechos 
humanos. Se concibe como un tratado de tratados o un tratado marco —por lo 
que requiere de un desarrollo normativo para su plena consolidación—, que ha 
permitido abrir un estratégico debate sobre la necesidad de revertir la asimetría 
global entre el derecho duro de la lex mercatoria y el derecho blando del marco 
internacional de derechos humanos, haciéndolo además desde propuestas que por 
un lado son concretas y que, por el otro, trazan horizontes de emancipación para 
formas alternativas de vida (Hernández, González y Ramiro, 2014). 

En este sentido, se explicitan las apuestas en favor de una globalización con-
trahegemónica y del uso alternativo de un derecho construido desde abajo como 
referencias políticas fundamentales (Santos y Rodríguez, 2007). A partir de ahí, 
se impulsa en 2013 un proceso de participación social amplio y diverso en el que 
toman parte sindicatos, entidades de la economía solidaria, centros de conocimiento, 
organizaciones feministas, campesinas, etc., de todos los continentes. La metodología 
establecida trataba de recoger todas las propuestas en un texto redactado por ocho 
personas expertas internacionales, que después fue ajustada a los parámetros de un 
tratado mediante un contraste con unos treinta juristas y/o catedráticas.

Tras este proceso, se da forma definitiva a un borrador final con alto contenido 
político y notable rigor jurídico, que no se plantea como un punto final sino como 
un punto de inflexión en permanente construcción, abierto por tanto a nuevas 
actualizaciones y propuestas. Su estructura es la propia de este tipo de textos, con 
una parte de diagnóstico y otra de propuesta. El nudo central de esta última se 
centra en la dimensión jurídica, que recoge el ámbito del tratado, sus principios 

33. Existen también otras propuestas interesantes en este sentido, como por 
ejemplo el Mandato de Comercio Alternativo, que define 10 claves para situar el 
control democrático por encima de políticas de comercio e inversión.
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generales, las premisas y propuestas jurídicas, las obligaciones específicas de las 
empresas transnacionales, una nueva tipología de crímenes internacionales y, 
finalmente, las instancias públicas que darían seguimiento al tratado. Además, y 
de norma novedosa, incluye una sección específica sobre alternativas, que vincula 
directamente al tratado con nuevos enfoques de emancipación hoy en día impul-
sados por los movimientos sociales.

Entrando en los contenidos, y sin ánimo de una disección profunda, destaca-
mos a continuación algunos de los elementos más significativos, fundamentalmente 
en lo que se refiere a las propuestas más concretas (Hernández, 2015):

a) Ámbito del tratado: se plantea el reconocimiento de pueblos y personas 
como sujetos de derecho internacional, a la vez que se defiende la responsabi-
lidad de estados, empresas transnacionales y organismos multilaterales en el 
cumplimiento y vigencia de los derechos humanos, desde una perspectiva crítica 
de estos a partir de nuevos enfoques emancipadores como los feminismos, la 
ecología, el buen vivir, etc.

b) Principios generales: se destaca la primacía del interés general sobre 
el particular, la jurisdicción universal, la extraterritorialidad, la responsabilidad 
solidaria y la doble imputación.

c) Crímenes internacionales: sin perjuicio de otros vigentes como los de gue-
rra, tortura, genocidio y lesa humanidad, aporta tres nuevas tipologías: crímenes 
económicos contra la humanidad, crímenes corporativos internacionales y crímenes 
ecológicos internacionales. 

d) Estructuras internacionales: se proponen dos nuevas instancias para el 
seguimiento y sanción de los contenidos de este tratado alternativo, la Corte 
Mundial sobre Corporaciones Transnacionales y Derechos Humanos y el Centro 
Público para el Control de Empresas Transnacionales.

e) Alternativas: se explicita la apuesta por propuestas políticas como la 
soberanía alimentaria, la economía solidaria, el trabajo digno, la defensa de los 
servicios públicos, etc., así como pautas a tener en cuenta para evaluar los tratados 
y acuerdos de comercio e inversiones.

Por todo ello, se trata de un documento que recoge insumos muy válidos para 
el proceso actualmente abierto en Naciones Unidas en favor de un instrumento 
vinculante. En todo caso, los desafíos del Tratado de los Pueblos no se agotan 
ahí, ya que también sería deseable que de manera paralela se pudiera poner en 
marcha elementos específicos de la propuesta, como por ejemplo el Centro Pú-
blico para el Control de las Empresas Transnacionales. Este, si en la actualidad no 
puede pensarse como institución pública, quizá sí pudiera diseñarse y ponerse en 
marcha desde la lógica del poder popular, mediante la suma de apoyos sociales 
internacionales que definan un organigrama descentralizado pero organizado. Y 
por último, este texto en construcción permanente tiene el reto de ahondar en la 
línea de propuesta de alternativas desde enfoques más sistematizados, algo a lo 
que esperamos que este libro pueda contribuir de alguna manera.
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Es estratégico priorizar la articulación internacional en favor 
de un tratado internacional que revierta la asimetría entre derechos 
humanos y lex mercatoria. Máxime ante la ventana de oportunidad 
que se ha abierto con la iniciativa impulsada por Ecuador en las 
Naciones Unidas. Un primer reto es, por tanto, lograr que las pro-
puestas sociales —como la del Tratado de los Pueblos, pero también 
la del Mandato de Comercio Alternativo y otras— impregnen dicha 
propuesta. Para ello, resulta fundamental que movimientos sociales y 
comunidades no consideren este asunto una cuestión técnica —ajena 
al alcance de sus capacidades—, participando en sentido contrario, 
y en la medida de sus posibilidades, en la construcción de propuestas 
y en la movilización social internacional necesaria para incidir —y 
alentar en su caso— a las instituciones estatales. Precisamente ya 
vimos como el Norte Global en bloque se opuso a esta iniciativa, 
por lo que únicamente bajo una gran presión será posible enfrentar 
al poder corporativo.

Por último, en coherencia con nuestro enfoque de transición, 
no creemos necesario esperar hasta la concreción jurídica e institu-
cional de los preceptos del Tratado Internacional, sino que es posible 
avanzar en la senda que este nos marca, poniendo en marcha de 
entidades como el Centro o incidiendo en favor de la inclusión en el 
Derecho Internacional de los elementos fundamentales del mismo.

CUADRO 10
MEDIDAS POLÍTICAS PARA UN MARCO GLOBAL DE 

REGULACIÓN SOBRE EMPRESAS TRANSNACIONALES  
Y DERECHOS HUMANOS

49.  Fortalecer las redes internacionales en favor de la regulación de las 
       empresas transnacionales.

50.  Aprobar un tratado internacional exigible, justiciable y codificado, desde 
       una revisión crítica y actualizada del concepto de derechos humanos.

51.  Ampliar la legalidad internacional a nuevos sujetos y posicionar valores 
       como la jurisdicción universal, extraterritorialidad, la responsabilidad 
       solidaria y la doble imputación

52.  Crear una Corte Mundial sobre Corporaciones Transnacionales y 
       Derechos Humanos y de un Centro Público para el Control de las 
       Empresas Transnacionales

Fuente: elaboración propia.
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El territorio como sujeto político de organización alternativa de 
la vida
Iniciamos el ámbito de las alternativas34 de nuestra agenda marco 
posicionando la democracia y el poder popular como ejes estratégicos 
para el desmantelamiento del poder corporativo, en coherencia con 
el marco de referencia establecido.

Si en la propuesta anterior planteábamos la regulación en favor 
de una nueva gobernanza global como vía para devolver a estados, 
pueblos y personas el poder político arrebatado en las últimas déca-
das por las empresas transnacionales, ahora avanzamos de manera 
complementaria en la apuesta por poner en práctica fórmulas que 
rebasen la democracia existente.

En este sentido, afirmábamos que el modelo hegemónico de 
sociedad global había adoptado un enfoque de democracia de baja 
intensidad moldeado a la medida del poder corporativo. Además 
concluíamos que, incluso a pesar de ello, dicho enfoque sufría en 
la actualidad una nueva ofensiva ante el contexto de crisis de repro-
ducción capitalista. Frente a esta tendencia principal de la agenda 
hegemónica, proponemos por un lado la defensa y recuperación 
de espacios de ejercicio de la soberanía popular apropiados por el 
poder corporativo. Pero a su vez, por el otro, planteamos el impulso 
a modelos de organización política que permitan superar los lími-
tes del Estado liberal, de la hegemonía de la representación, y de 
la participación acotada, elementos que en muchas ocasiones han 
favorecido la reproducción del poder transnacional.

De esta manera, posicionamos el concepto de poder popular 
como horizonte democrático referido al ejercicio efectivo de sobe-
ranía y decisión popular sobre los principales aspectos que afectan 
a nuestras vidas. Para ello es preciso impulsar, en primer lugar, una 
cultura de participación de calidad y activa; en segundo término, 
fórmulas específicas de democracia directa y de democracia partici-
pativa; tercero, espacios de autogestión y autonomía popular; y por 

34. Unas alternativas que suponen un mayor grado de intensidad en las pro-
puestas de emancipación y de disputa con el poder corporativo, pero que en todo 
caso hemos denominado como barrocas, esto es, imperfectas, vulnerables y atrave-
sadas de un modo u otro por la modernidad capitalista. Pese a ello, son iniciativas 
que prefiguran y desarrollan lógicas basadas en otras formas de entender la vida.
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último, una revisión integral del modelo socioeconómico vigente, 
ya que la democracia no es únicamente una cuestión de decisión 
sino de poder, y por lo tanto también vinculada al control y a la 
propiedad de bienes comunes y estratégicos. 

Estos cuatro elementos que definen la senda hacia el poder 
popular podrían formar parte de estrategias políticas alternativas 
dinamizadas por agentes de diferente naturaleza. En coherencia 
con nuestra apuesta por la corresponsabilidad entre instituciones 
públicas, comunidades y movimientos sociales, pensamos que 
la acción coordinada entre estas pudiera ser una vía —compleja, 
tensa y rica— de avanzar en este sentido. No obstante, tal y como 
señalamos en el segundo capítulo, esta prioridad no se convierte ni 
mucho menos en una condición necesaria, ya que hay contextos 
y situaciones que indudablemente aconsejan lógicas estrictamente 
sociales y autónomas. 

A su vez, dichos elementos vinculados al poder popular sirven de 
referencia, matizada en cada caso, para los ámbitos global, regional, 
estatal y local. En este sentido, entendemos que en todos ellos es 
posible aplicarlos de una u otra manera: plebiscito, referéndum, 
desmercantilización, planificación participativa, etc. No obstante, 
pensamos que es el territorio —sin esencializarlo— un espacio es-
tratégico para ensayar fórmulas alternativas de democracia, ya que 
es donde fundamentalmente se desarrollan nuestras vidas; porque 
pese a los conflictos que lo atraviesan, es un lugar idóneo para dar 
sentido a lo común y a la conformación de un sujeto político diverso 
y plural; y por ser un ámbito prioritario en disputa donde se explicita 
la pugna por el control y la propiedad de bienes estratégicos. 

Desde estas premisas, establecemos la propuesta de poner en 
práctica fórmulas alternativas de democracia y poder popular en el 
territorio, siendo las medidas políticas que concretan esta prioridad 
de nuestra agenda frente al poder corporativo las siguientes:

53.	Implementar fórmulas de democracia directa como asambleas, 
cabildos, referéndums, etc., con capacidad para decidir sobre 
aquellas cuestiones de especial relevancia para el territorio. Por 
ejemplo, en referencia directa al poder corporativo, las consultas 
sobre megaproyectos de las que ya hablamos en la experiencia 
de Sipakapa.
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54.	Implementar fórmulas de democracia participativa que posibiliten la 
consolidación del sujeto colectivo —diverso y plural— como actor 
político que define el proyecto presente y futuro del territorio, 
como en el caso de los Planes de Vida colombianos —cuya expe-
riencia después analizaremos— o los presupuestos participativos.

55.	Impulsar iniciativas autónomas culturales, sociales, políticas y eco-
nómicas dinamizadas por comunidades y movimientos sociales, que 
conoceremos más en profundidad en las próximas propuestas 
de nuestra agenda marco.

56.	Impulsar procesos de control popular y autónomo sobre los territorios 
y sus bienes comunes y estratégicos a partir de nuevas instituciona-
lidades, como por ejemplo los caracoles zapatistas o el sistema 
comunal de Venezuela, cuya experiencia también estudiaremos 
a continuación.

Pasamos en este momento a analizar dos experiencias latinoa-
mericanas que definen horizontes democráticos alternativos desde 
las medidas políticas arriba expuestas. De este modo, por un lado, 
pondremos en valor los esfuerzos de comunidades y movimientos 
sociales colombianos por planificar su territorio desde parámetros 
contrahegemónicos y frente a una institucionalidad local vinculada 
a la guerra y al poder corporativo. Además, por otro, realizaremos 
un balance de la novedosa experiencia venezolana de construcción 
de un poder comunal como vía de superación del Estado liberal-
representativo. 

Experiencia 17
Planes de vida: una mirada alternativa al presente  

y futuro del territorio 

Los planes de vida hacen referencia a procesos de planificación en los que la 
comunidad que conforma un territorio, en su diversidad y complejidad, analiza 
de manera participativa su realidad para, desde ahí, plantear retos para el futuro 
desde una mirada colectiva y del buen vivir, ajena por tanto al mantra civilizatorio 
vinculado al desarrollo. Se trata de un concepto acuñado por la Organización 
Nacional Indígena del Colombia (onic) en 1998, cuando plantea la apuesta por 
posicionar estos frente a la lógica hegemónica de planificación, centrada en el 
progreso, el desarrollo y el crecimiento económico capitalista. Dichos planes de 
desarrollo a los que se enfrentan se urden además en un contexto de lucha contra 
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los pueblos y las comunidades en el marco del conflicto armado, en el que mu-
chas instituciones territoriales, en términos generales y en mayor o menor grado, 
participan activamente desde lógicas militares y/o paramilitares.

Ante ello, los planes de vida se entienden como ejercicios de resistencia, de 
construcción colectiva de caminos propios y de organización política autónoma, 
y se extienden no solo a territorios indígenas sino que múltiples comunidades 
y movimientos sociales —fundamentalmente campesinos— la han adoptado 
como herramienta propia. Esto ha sido posible ya que estas también comparten 
los efectos perniciosos de la agenda hegemónica sobre las mayorías populares, 
así como la necesidad de transitar hacia otras formas de organización social y de 
entender la tierra y el territorio.

De este modo, se han impulsado planes de vida por toda la geografía 
colombiana —por citar algunos, señalamos específicamente los procesos de 
Arauca, Guajira, Chocó, Norte de Santander, Sur de Bolívar, Magdalena Medio, 
etc.—, e incluso se han hecho esfuerzos de una articulación regional, como por 
ejemplo el Plan Alternativo de Equilibrio Regional de las Organizaciones Sociales 
de Centro-Oriente, que articula procesos sociales, indígenas y campesinos de 
nueve departamentos.

Por lo general, los planes recogen una gran diversidad de aspectos y meto-
dologías —ya que dependen de cada contexto, situación, cultura, sujetos, etc.—, 
pero en todo caso podemos destacar algunos elementos recurrentes. Respecto a los 
contenidos, los ejes estratégicos suelen ser el territorio y la ordenación territorial, 
la gobernabilidad y la autonomía política, así como un bloque dedicado a tierra, 
producción, bienes comunes, etc. (Castellanos y Ramos, 2011).

En lo que se refiere a la metodología, esta sigue en enfoque de Investigación-
Acción-Participación (IAP), entendiendo a la comunidad como sujeto del proceso. 
Aunque los momentos varían en cada caso, podríamos destacar cinco pasos: 
primero, una reflexión colectiva sobre el significado de la vida y el buen vivir, desde 
un marco mucho más amplio que el estrecho desarrollo —tanto desde un punto de 
vista sectorial como vivencial, temporal y espacial—; segundo, la construcción de 
significados sobre el territorio; tercero, la definición de ejes prioritarios; cuarto, la 
elaboración de un diagnóstico participativo; quinto, la propuesta de gobernabilidad 
propia y/o alternativa (cna y cedins, 2011).

Se trata de una herramienta que no solo se puede medir por los resultados 
obtenidos, sino también por la capacidad para activar al sujeto plural de cada 
territorio, resignificándolo y planteando un futuro común que enfrente la agenda 
hegemónica, especialmente dura en Colombia. 

En este sentido, sus desafíos son los de avanzar en la autonomía real y el 
poder popular más allá del proceso de elaboración, hacerlo en articulación con 
otros territorios en el marco de agendas comunes, así como profundizar en los 
conflictos intracomunitarios desde una lógica emancipadora de superación del 
sistema de dominación múltiple. 
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Experiencia 18
Las Comunas en Venezuela: un desafío a la democracia  

liberal-representativa

El proyecto comunal venezolano es una novedosa y audaz propuesta política que 
trata de aunar dos almas de las izquierdas —la estatista y la libertaria— en base a un 
proyecto de transición para la superación de la institucionalidad liberal-representativa 
en lo local que, naciendo de un impulso del gobierno, plantea la comuna como nueva 
figura de poder popular. En este sentido, no se trata de una experiencia ni estricta-
mente estatista ni estrictamente autogestionada —ahí estriba su originalidad—, 
planteando de esta manera una senda pactada de superación de lo nuevo por lo viejo.

Esta iniciativa marcha en paralelo a la evolución al propio proceso bolivariano. 
Si hasta 2005 este se consideraba como un proyecto antiimperialista y antineo-
liberal, a partir de esa fecha define ya su pretensión socialista y alternativa. Se 
plantea la incompatibilidad entre unos horizontes emancipadores de superación 
de la modernidad capitalista y un Estado pensado, desarrollado y moldeado por 
este mismo marco civilizatorio. Se trataba por tanto de generar un nuevo poder, el 
comunal, a partir del cual se iría superando tanto el modelo de gobernanza hege-
mónico, como la cultura asociada al mismo —pasividad, clientelismo, corrupción, 
impunidad, etc.—, máxime en un país históricamente rentista como Venezuela. 

En este sentido se pone en marcha una primera etapa 2006-2007 en la que 
se crean los consejos comunales, asambleas de vecinos y vecinas que, según la Ley 
de Orgánica de los Consejos Populares, se definen como instancias de participación, 
articulación e integración entre las diversas organizaciones comunitarias, grupos 
sociales y los ciudadanos y ciudadanas, que permiten al pueblo organizado ejercer 
directamente la gestión de las políticas públicas y proyectos orientados a responder 
a las necesidades y aspiraciones de las comunidades en la construcción de una 
sociedad de equidad y justicia social. En general, cuentan con capacidad de decisión 
en cuestiones específicas de carácter básico y urgente, para lo cual reciben apoyo 
económico del Estado, generando una estructura operativa a partir de la asamblea. 

Estos consejos generaron las condiciones para facilitar una cultura de la par-
ticipación y del trabajo colectivo, pero han estado limitados a gestión de proyectos 
muy específicos, por lo que no se les puede entender como gérmenes de un poder 
popular alternativo. Así, se va forjando la cultura del pueblo como sujeto político, 
pero todavía de manera insuficiente.

Ante este diagnóstico, en 2009 se aprueba la creación de las Comunas y las 
primeras se ponen en marcha en 2012; mediante ellas se propone toda una nueva 
institucionalidad local según la cual un mínimo de cinco consejos comunales —tres 
en si son rurales— pueden conformar una Comuna, que a su vez puede conformar 
una Cuidad o Corredor Comunal. Además, se crea también un Ministerio del Poder 
Popular para las Comunas y Protección Social.

La comuna, el centro de este andamiaje, se define según la Ley Orgánica de 
las Comunas como un «espacio socialista que, como entidad local, es definida por 
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la integración de comunidades vecinas con una memoria histórica compartida, 
rasgos culturales, usos y costumbres, que se reconocen en el territorio que ocupan 
y en las actividades productivas que le sirven de sustento, y sobre el cual ejercen 
los principios de soberanía y participación protagónica como expresión del Poder 
Popular, en concordancia con un régimen de producción social y el modelo de 
desarrollo endógeno y sustentable».

En esta nueva fase se amplía el marco del poder comunal hacia estructuras 
de mayor dimensión y capacidad inclusiva, y además se genera la figura de la 
empresa comunal, que amplía la mirada hacia el modelo socioeconómico. Se 
trata en este sentido de un hito muy significativo, ya que genera nuevos espacios 
de propiedad comunal y comunitaria —no cooperativa—, fuera del mercado por 
tanto, y en los que la asamblea de comuneros y comuneras quien toma todas las 
decisiones bajo fórmulas de notable democracia interna. Un caso significativo en 
este sentido es la de la Comuna del Maizal, en el Estado de Yara. Tras la expropiación 
de más de 2.000 hectáreas de tierras ociosas, se generó una empresa comunera 
de producción de maíz, café y otros productos agrícolas, que ha fortalecido no 
solo la soberanía alimentaria del territorio, sino también el sentido de autonomía 
y poder de las y los comuneros.

La experiencia comunal está siendo una iniciativa audaz y muy interesante, 
pero que enfrenta muchos problemas a la hora de abordar ese tránsito entre 
institucionalidades diferentes: en primer lugar, la propia cultura política vinculada 
al rentismo; en segundo término, la disputa local entre Estado liberal y comunas 
que, pese a formar parte de un mismo proyecto político, generan lógicas propias 
y a veces antagónicas; tercero, pareciera que no ha habido voluntad política 
suficiente para la superación del Estado liberal, sino más bien se ha pretendido la 
coexistencia entre ambos desde una gran asimetría, sin desarrollar el gobierno en 
este sentido una ampliación de competencial comunales ni planes integrales para 
hacerlas efectivas; en este mismo sentido, por último, se podría hacer comunali-
zado muchas más empresas estatales, dando así más peso específico al proceso. 

El resultado hoy en día es de más de 900 comunas formalizadas y 46.000 
consejos comunales. Pese a no poder cuantificar cuantas realmente funcionan 
en las claves económicas y políticas para las que fueron creadas, sí que podemos 
afirmar que no suponen en la actualidad una amenaza ni para la democracia 
liberal-representativa ni para el poder corporativo —en el caso de las empresas 
comunales—, máxime tras la crisis política y económica que sufre el país desde 
2014. En todo caso, es preciso poner en valor este intento de pensar otras institu-
cionalidades locales desde la lógica de un proyecto nacional ya que, a pesar de no 
cumplir por el momento con sus metas últimas, sí ha favorecido una maduración 
política en la participación popular, así como experiencias exitosas empresariales 
desde claves alternativas a las capitalistas, demostrando la viabilidad de estas. 
Una experiencia que, con sus luces y sus sombras, marca una senda de posibilidad 
para plantear la política y la democracia desde otros parámetros.
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Las experiencias analizadas nos muestran la gran dificultad 
para posicionar formas alternativas de democracia desde el poder 
popular. Pero a la vez nos dibujan caminos que, con sus fortalezas 
y debilidades, sugieren principios, estructuras, figuras y dinámicas 
que muestran la viabilidad de una transformación política estratégica 
en un contexto de pugna entre agendas, de disputa entre capital y 
vida, entre capitalismo y democracia.

En este sentido, uno de los retos políticos para enfrentar al 
poder corporativo es el de generar espacios de poder popular donde 
sea la gente quien decida y controle los bienes comunes y estratégi-
cos. Para ello, y tanto desde lógicas estrictamente autogestionadas 
como de corresponsabilidad institucional-social, es fundamental la 
democracia directa, así como procesos de planificación que desde la 
diversidad que posibiliten el vínculo de la comunidad con el presente 
y futuro de su territorio. Y hacerlo además no solo desde la crítica al 
Estado liberal, sino también desde la asunción de las fuertes asime-
trías intracomunitarias de clase, género y etnia/raza. Por último, es 
preciso ampliar la mirada de lo político desde un enfoque integral, 
vinculando poder popular y democracia con control y propiedad 
de bienes comunes y estratégicos desde enfoques emancipadores, 
cuestión a lo que dedicaremos las próximas propuestas de nuestra 
agenda. 

CUADRO 11
MEDIDAS POLÍTICAS PARA SITUAR AL TERRITORIO COMO 

SUJETO POLÍTICO DE ORGANIZACIÓN ALTERNATIVA  
DE LA VIDA

53.  Implementar fórmulas locales de democracia directa

54.  Implementar fórmulas locales de democracia participativa

55.  Impulsar iniciativas sociales y comunitarias autónomas

56.  Impulsar nuevas institucionalidades de poder popular y soberanía 
       democrática sobre el territorio y los bienes comunes y/o estratégicos

Fuente: elaboración propia.

Hacia la soberanía energética como bien común 
Nuestra agenda marco avanza dentro del ámbito de las alterna-
tivas, transitando desde lo político a lo socioeconómico. Si en la 
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propuesta anterior definíamos las bases para rebasar la democracia 
de baja intensidad actualmente vigente, planteamos ahora, dentro 
de la quinta clave del marco de referencia —el territorio como 
espacio estratégico para organizar socioeconómicamente la vida—, 
fórmulas que establezcan el bien común, el trabajo, la diversidad, 
la sostenibilidad y el poder popular como valores alternativos en 
los aspectos más relevantes del ciclo económico: energía, cuidado, 
producción, consumo y finanzas.

Destacamos en primer lugar la energía como elemento es-
tratégico de este conjunto de aspectos, dado el contexto crítico 
que atravesamos. En este sentido, la transformación radical del 
modelo energético se torna urgente, ya que es —y será todavía 
más nítidamente— una dimensión clave y condición necesaria 
para cualquier debate sobre cómo y hacia dónde dirigirnos como 
sociedad global. 

En la actualidad, el modelo energético hegemónico se caracte-
riza por su alineamiento con los parámetros fundamentales de la 
modernidad capitalista. La energía se entiende como una mercan-
cía, un recurso que se vende y compra en el mercado, y no como 
un derecho y una necesidad social, excluyendo de esta manera de 
su acceso a grandes capas sociales, y generando fenómenos como el 
de la pobreza energética; en segundo término, se asume como un 
bien inagotable e infinito, cuando ya hay múltiples estudios que 
alertan tanto sobre el agotamiento de los recursos fósiles como de la 
imposibilidad de su sustitución si se mantiene el nivel de consumo 
actual; tercero, el papel de las grandes empresas privadas es más que 
notorio en la energía,35 desarrollando el poder corporativo en este 
sentido una agresiva estrategia de control del sector, que combina 
por un lado toda una serie de trabas jurídicas y políticas para el 
impulso de propuestas alternativas con la apuesta, por el otro, por 
la implementación de megaproyectos de impacto funesto sobre 
pueblos y comunidades; por último, el modelo energético vigente 
aboga por un nuevo relato para garantizar su reproducción futura 
pese a la crisis civilizatoria, el «capitalismo verde», que plantea 
revertir la situación actual desde el cambio tecnológico, pero sin 

35. Sólo en el caso del petróleo podríamos hablar todavía de empresas públicas 
que controlan un porcentaje importante del sector.
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alterar de ninguna manera el sistema económico de producción 
y consumo.36

Frente a esta agenda energética que no hace sino ahondar la 
gravedad de la situación, es preciso posicionar nuevos parámetros 
antagónicos a los del proyecto modernizador. De esta manera, 
planteamos la necesidad de considerar a la energía como un bien 
común, un derecho de todos y todas, que requiere por tanto de 
un replanteamiento integral del modelo hegemónico de sociedad 
global. En este sentido, y en coherencia con nuestra defensa del 
territorio desde un enfoque local-global, apostamos por avanzar 
hacia la soberanía energética, concepto que:

Establece un debate sobre el control de los recursos, el modelo 
energético y sus repercusiones sobre las personas, el entorno y 
sobre quién debe poseer el poder de decisión sobre todas estas 
cuestiones. Por lo tanto cuando se plantea la soberanía energética 
es necesario entender que no se habla de autoabastecimiento 
energético sino que se plantea que el modelo energético debe 
surgir como resultado de una planificación democrática. El ca-
mino hacia construir la soberanía energética es un camino para 
construir alternativas, no solo energéticas o medioambientales, 
sino económicas y políticas. (Zubialde, 2014:5)

Hablamos del control democrático de un bien común, y por 
tanto de su progresiva desmercantilización en favor de la propiedad 
pública y/o comunitaria; hablamos también de modelos energéticos 
sostenibles, y que por tanto tiendan a los ciclos cortos, al autoa-
bastecimiento y a las fuentes renovables —fundamentalmente la 
solar, pero también eólica e hídrica—, frente a los megaproyectos 
corporativos; y nos referimos por último a la energía como parte de 
un modelo integral alternativo que incluya consumo, transporte, 
agricultura, urbanismo, etc.

36. Por ejemplo, el programa 20/20/20 de la Unión Europea establece la 
necesidad de reducir el consumo de energía en un 20% mediante ahorro eficien-
te; subir hasta el 20% del consumo total en renovables, y reducir los gases efecto 
invernadero en un 20% para 2020, pero bajo la lógica del «capitalismo verde» y 
sin explicitar la contradicción entre capitalismo y sostenibilidad.
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Son múltiples las iniciativas que se han formulado desde paráme-
tros similares a estos a lo largo y ancho del planeta. Por citar únicamente 
tres, hacemos referencia a la propuesta de la Plataforma Operaria y 
Camponesa de Brasil (poce), red de 16 organizaciones diversas que 
plantea entre otras cuestiones la necesidad de instancias públicas de 
definición de la política energética, el control estatal de precios en 
mercados regulados, el monopolio estatal de petróleo y electricidad, 
así como la industrialización energética hacia la soberanía. Por otro 
lado, la Plataforma por un Nuevo Modelo Energético del Estado es-
pañol plantea en su documento base, en función de los principios de 
ahorro, renovables, eficiencia y soberanía, una transición energética 
que reforme radicalmente el sector eléctrico, que elimine toda traba 
a la autoproducción y al autoconsumo, y que defina leyes y planes de 
ahorro en ámbitos estratégicos como la edificación y el transporte. Por 
último, el Manifiesto para la Transición Energética de Euskal Herria 
defiende superar la dependencia vasca de las fuentes fósiles y de las 
grandes corporaciones mediante la descarbonización absoluta para 
2050, el fomento de cooperativas de producción y consumo renovable, 
y una revisión del modelo económico desde la sostenibilidad de la vida. 

A partir de estos insumos, y desde la defensa de la soberanía 
energética, definimos las siguientes medidas políticas que concretan 
nuestra propuesta: 

57.	Prohibir los grandes megaproyectos energéticos basados en el modelo 
hegemónico de desarrollo, independientemente de su conside-
ración verde —como en el caso del Istmo de Tehuantepec en 
México, ya analizado en la primera propuesta de la agenda—. 
Impedir de igual manera las prácticas especialmente peligrosas 
como el fracking.

58.	Descarbonizar el modelo energético, eliminando todas las trabas 
y fomentando las energías renovables. Impulso en este sentido 
de iniciativas de fiscalidad ecológica y de punto final para las 
subvenciones a recursos fósiles.

59.	Desmercantilizar el sector energético desde su consideración como 
bien común, a partir de la propiedad pública —mediante nacio-
nalizaciones como por ejemplo la de la empresa Transportadora 
de Electricidad (tde), filial de Red Eléctrica de España, por parte 
del gobierno boliviano en 2012, o la regionalización de la red de 
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electricidad y gas en Hamburgo, tras un plebiscito desarrollado 
en 2013—, y social-comunitaria —a través del apoyo a iniciativas 
de producción y consumo renovable, como GoiEner, cuya expe-
riencia después analizaremos—, a partir de mercados regulados.

60.	Repensar el modelo económico local desde una perspectiva integral, 
incluyendo e apoyo a la soberanía alimentaria frente al uso de 
químicos y fosfatos por parte de la agroindustria, la transfor-
mación del modelo de transporte, la regulación del consumo 
energético, etc., dentro de planificaciones estratégicas en base 
a procesos democráticos territoriales.

Exponemos a continuación la experiencia de la cooperativa 
vasca de consumo y generación de energía renovable GoiEner, que 
muestra la potencialidad de plantear otro modelo energético desde 
un enraizamiento profundo con el territorio. 

Experiencia 19
GoiEner: cooperativa vasca de consumo y generación  

de energía renovable

La iniciativa GoiEner surge en un contexto energético vasco caracterizado por el 
alto consumo —en base a un incremento del 4% anual en los últimos 25 años, 
solo atemperado por el crack de 2008—, un bajo nivel de autoabastecimiento 
—un 6,7% para el conjunto de Euskal Herria—, y por una gran dependencia de 
petróleo y gas natural —68% y 23%, respectivamente—. Esta fuerte vulnerabilidad 
únicamente se contrarresta con un 8% de producción de energía renovable, muy 
lejos tanto del 30% que define el Consejo Europeo o de los indicadores establecidos 
en el programa 20/20/20 de la Unión Europea (Zubialde, 2014).

Ante esta situación, y a pesar del estrecho margen de maniobra que permite 
el sistema energético español, especialmente el eléctrico,37 un grupo de treinta 
personas decide en una asamblea celebrada en 2012 crear una cooperativa de 
generación y consumo de energía. 

Las señas de identidad de este proyecto llamado GoiEner, que comienza 
su andadura en 2013, son las siguientes: en primer lugar, su carácter sin ánimo 
de lucro, ya que no se trata de un simple negocio empresarial, sino más bien 

37. Las fases de generación y comercialización están liberalizadas, y se desarro-
llan según las lógicas de gobernanza corporativa ya vistas en el segundo capítulo, 
que se concretan en un pool o mercado cuya oferta y demanda está copada por 
las cinco grandes empresas que conforman la Asociación Española de la Energía 
Eléctrica (UNESA): Endesa, Iberdrola, Gas Natural Fenosa, Viesgo y EDP.
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de una herramienta para avanzar en el objetivo político de conseguir un 100% 
de energía renovable en Euskal Herria: en segundo término, y muy vinculado 
a esa primacía de lo político-social, su constitución como cooperativa, bajo el 
mandato de no tener clientes sino únicamente socios y socias, tanto físicas como 
jurídicas; tercero, su voluntad no solo de comercializar sino de generar energía 
renovable; por último, su pretensión de vinculación con el territorio, dentro 
de estrategias que promueven la inserción de GoiEner en procesos locales de 
transformación social.

A partir de estas características definitorias, establecen una estructura 
asamblearia donde el 95% de las socias son personas físicas, repartiéndose el 
resto entre empresas y entidades sin ánimo de lucro, como la Red de Economía 
Alternativa y Solidaria (reas), el proyecto de Banca Ética fiare, ikastolas, iglesias, 
etc., y en la que también participan 15 municipios vascos. Se organizan en una 
estructura muy operativa de 25 grupos de trabajo que funcionan en base a un 
plan de ideas y objetivos (pio), para lo cual cuentan con más de 100 voluntarios 
y voluntarias adscritos a GoiEner Elkartea, una asociación que cubre legalmente 
su trabajo. Es a partir de estas que se incide en proyectos locales como la lucha 
contra la pobreza energética de la mano de asistentes sociales, la recuperación 
de iniciativas hidroeléctricas municipales en desuso, o la sensibilización en favor 
de la soberanía energética y la sostenibilidad. 

En la actualidad cuentan con casi 5.000 socios y socias —muestra de la 
necesidad social de consumir renovable y alejarse del modelo corporativo— y se 
centran fundamentalmente en el ámbito de la comercialización, dadas las trabas 
jurídicas y políticas a la generación como se pudo comprobar cuando se eliminaron 
las ayudas a la energía renovable por parte del gobierno español en 2012. Con un 
software creado de manera específica, participan en el pool eléctrico adquiriendo 
energía estrictamente renovable. Los precios son similares a los del mercado —ya 
que se compra según el precio del pool— y la facturación se reparte a un 50% 
entre personas físicas y jurídicas.

A modo de balance, se combina un notable crecimiento con un margen 
estrecho de actuación por la legalidad vigente. No obstante, GoiEner no ceja en 
el despliegue de sus señas de identidad y por ello, dentro del ámbito del consumo, 
plantea la necesidad de avanzar en la firma de acuerdos bilaterales —sin pasar 
por el pool— y en las licitaciones públicas. Respecto a la generación, se plantea 
la recuperación de las iniciativas locales antes señaladas, pero a su vez se han 
creado dos empresas, una en la Comunidad Autónoma Vasca y otra en Navarra, 
para impulsar proyectos mayores, de entre 2 y 5 MW. Finamente, se postula por 
el mantenimiento de su modelo de actuación y crecimiento, vinculado no solo a 
su sostenibilidad como experiencia empresarial sino sobre todo social, y por tanto 
apegado al territorio y a su transformación.

Navegando en la tensión entre lo económico y lo político, se pretende seguir 
ampliando un proyecto cooperativo vasco, solidario con otras experiencias que 
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surgen en esa misma clave de vínculo con el entorno —como por ejemplo en 
Guadalajara, Galicia y Soria, o formando parte de la red europea RESCOOP— que, 
si bien en términos de mercado no disputa todavía espacios al poder corporativo, 
sí que políticamente muestra la senda para organizar la energía —y por tanto la 
vida— de otra manera.

Atravesamos un momento crítico que sitúa a la energía como 
elemento crucial de toda alternativa en defensa de la sostenibilidad 
de la vida. En este sentido, es fundamental posicionarla como bien 
común y, por tanto, desgajarla completamente del ánimo de lucro, 
su concepción como mercancía y, en última instancia, del poder 
corporativo.

No obstante, la gravedad de la situación no parece evidente 
todavía, y además recibimos el bombardeo del nuevo relato del «ca-
pitalismo verde», que confunde en los términos en los que entender 
la sostenibilidad, las energías renovables, etc.

Frente a ello, se hace especialmente necesario plantear estrategias 
de transición que combinen la construcción de un relato que vincule 
presente y futuro en defensa de la vida con la puesta en marcha de 
iniciativas de desmercantilización y de construcción de un nuevo 
modelo de base local, pero articulado estatal, regional y globalmente.

CUADRO 12
MEDIDAS POLÍTICAS HACIA LA SOBERANÍA ENERGÉTICA 

COMO BIEN COMÚN

57.  Prohibir los grandes megaproyectos energéticos

58.  Descarbonizar el modelo energético

59.  Desmercantilizar el sector energético en favor de una alianza 
       público-comunitaria

60.  Repensar el modelo económico local desde una lógica de transición 
       energética

Fuente: elaboración propia.

El cuidado en el centro de la comunidad
Nuestro marco de referencia posicionó el cuidado de la vida como 
principio estratégico de nuestra agenda marco, planteando así la 
necesidad de asumir nuestra interdependencia y de poner en valor el 
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conjunto de tareas necesarias para la reproducción de la vida. Como 
todas las personas somos vulnerables y necesitamos cuidados, se 
plantea el reto de definir alternativas sociales que, además de soste-
nibles, prioricen el cuidado en sentido amplio —afectos, emociones, 
necesidades básicas, dependencias, etc.— como objetivo prioritario. 

No obstante, esta premisa es antagónica con la identidad de la 
modernidad capitalista, que se fundamenta en el individualismo y 
en situar a la ganancia como premisa de bienestar. De esta forma, 
se niega el cuidado o se da por sentado, realizándose a través del 
mercado —para quien puede pagarlo— o del entorno familiar, 
en situación de invisibilidad y precariedad. Esta situación afecta 
especialmente a las mujeres, que son quienes normalmente realizan 
estos trabajos —y dentro de ellas las mujeres pobres, migrantes, no 
blancas, etc.— a partir de una ética reaccionaria y de una concepción 
familista del cuidado.

Frente a esta situación, nuestra agenda se sustenta sobre una 
perspectiva emancipadora de los cuidados que defiende la corres-
ponsabilidad entre los ámbitos institucional y social-comunitario. 
En la propuesta número 8 se planteaba un marco regulatorio en 
favor de la dignificación y democratización del trabajo de cuidados, 
que combinara la puesta en valor de estos, su desmercantilización 
en defensa de lo común, así como su asunción como fenómeno 
integral —no sectorial— en las políticas públicas. Ahora, en esta 
propuesta, completamos esta apuesta con iniciativas surgidas y di-
namizadas desde la autonomía social y comunitaria, que la refuerzan 
ampliando lo común más allá de lo público, con el horizonte de 
trascender el esquema familia-mercado-Estado.38

Estas iniciativas cobran especial fuerza precisamente en los mo-
mentos de agudización de la crisis de dicho esquema —como América 
Latina desde la década de los ochenta con los planes de ajuste estruc-
tural, o Europa en la actualidad—, surgiendo en muchos casos como 
resistencias para tratar de sostener la vida frente a la ofensiva neoliberal. 

38. Entre otra documentación, las reflexiones de esta propuesta surgen de 
las entrevistas realizadas en el marco de la investigación a Raquel Martínez Buján, 
doctora en Sociología y profesora de la Universidade da Coruña, y a Verónica 
Gago, periodista y profesora de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad 
de Buenos Aires.
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Se trata en este sentido de alternativas barrocas —autogestionadas y 
desmonetizadas en muchos casos, pero no necesariamente ajenas a lo 
público o al mercado, como después veremos, así como tampoco a 
la ética reaccionaria del cuidado—, y además con «estructura interna 
simple, ámbito de acción eminentemente local y orientación a pro-
blemas concretos de la comunidad» (Zibecchi, 2014:133). 

A pesar de estar atravesadas por los parámetros hegemónicos, 
como toda iniciativa política y social, y aunque surgen fundamen-
talmente de urgencias y resistencias más que a partir de búsquedas 
emancipadoras, tienen en su seno un potencial en este sentido. 
Amplían la mirada sobre lo común, prefigurando nuevas fórmulas 
de organización social de la vida que pueden incidir positivamente 
en la dignificación y democratización del cuidado desde claves co-
lectivas y comunitarias, cuestiones que se tornarán imprescindibles 
en el futuro próximo.

A pesar de que todavía no es un fenómeno demasiado estudia-
do, creemos importante que forme parte de nuestra agenda frente 
al poder corporativo. Aunque en la actualidad no podríamos decir 
que disputa espacios significativos a las grandes transnacionales, sí 
incide en un relato que descentra los mercados desde la práctica, por 
lo que es relevante coimplicarse y fomentar este tipo de iniciativas; 
por supuesto, siempre desde claves con voluntad emancipadora, 
no como fórmulas de reproducción de dominaciones. Además, 
una transición en defensa del trabajo comunitario no es ni mucho 
menos incompatible con una estrategia de incidencia en defensa 
de los servicios públicos y de unas condiciones de empleo digno de 
cuidados —recordamos en este sentido nuestra apuesta por la corres-
ponsabilidad—. A su vez, debe vincularse a una revisión completa 
del modelo hegemónico de sociedad global en lo referido a tiempos 
y reparto de los trabajos, espacios vivibles de vida, democracia real 
y participativa, educación, etc., cuestiones que en términos gene-
rales abordamos en nuestra agenda marco. Esta defiende el cuidado 
desde una mirada amplia de lo común como premisa y horizonte y 
propone, para avanzar en este sentido desde lógicas comunitarias, 
las siguientes medidas políticas: 

61.	Fomentar las asociaciones sin ánimo de lucro centradas en los 
cuidados y conformadas fundamentalmente por personas pre-
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carizadas en este ámbito —generalmente migrantes para el caso 
europeo—, que pretenden dignificar dichas labores y realizar 
labor política en este sentido, como es el caso en el Estado es-
pañol de Territorio Doméstico o Senda de Cuidados.

62.	Coimplicarse y fomentar los bancos de tiempo, en los cuales se inter-
cambian capacidades en función de la disponibilidad temporal 
de cada quién, no del precio o de la consideración hegemónica 
del valor añadido de cada actividad, y sin intermediar el dinero.

63.	Coimplicarse y fomentar las redes comunitarias de cuidado colec-
tivo para la crianza de los y las hijas, así como las experiencias 
colectivas de cuidado intergeneracional.

64.	Coimplicarse y fomentar espacios populares de autogestión colecti-
va de asuntos comunitarios como la salud, la educación, etc., 
como el caso de La Enramada de Buenos Aires (Argentina), que 
analizaremos a continuación.

65.	Impulsar procesos territoriales de construcción colectiva de planifi-
caciones democráticas, que sitúen los cuidados como uno de los 
ejes centrales.

Pasamos así a conocer en mayor profundidad una experiencia 
comunitaria en el conurbano de Buenos Aires que, a partir de la sa-
lud, está desarrollando una propuesta integral de cuidado de la vida.

Experiencia 20
La Enramada: centro de salud con una mirada integral sobre la 

comunidad 

La Enramada es un centro de salud comunitario situado en Quilmes, al sur de 
Buenos Aires, en medio de un territorio caracterizado por la pobreza, el hacina-
miento y la presencia insalubre de grandes empresas como las papeleras, todo 
ello agudizado por la ofensiva neoliberal de los años noventa. No obstante, la 
movilización y organización política y social de sus habitantes en defensa de una 
vida digna también es una seña de su identidad, a partir de dinámicas históricas de 
ocupación de tierras y de autoorganización. En este contexto se sitúa el origen de 
La Enramada, que hunde sus raíces en el Movimiento de Trabajadores Desocupados 
(MTD) que, durante los años 90, realizó una intensa labor de movilización y acción 
social en la zona, dando lugar posteriormente al Movimiento de Colectivos. Este 
espacio, que se define por su apuesta por lógicas autogestionadas y populares, 
es la semilla de la Enramada.
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Esta no es únicamente una herramienta para la obtención de una serie de 
objetivos sociales, sino que es también una forma de vida para sus integrantes. 
De esta manera se juntaron gentes diversas —religiosa y políticamente— para 
plantear el abordaje de los problemas que asuelan a la comunidad desde dentro 
de ella misma, y a partir de reflexiones y propuestas colectivas. En este sentido, los 
principales objetivos del centro son los de acompañar y dar apoyo en el aprendizaje 
a niños, niñas, adolescentes y jóvenes; formar grupos de madres y padres para 
generar cooperación y acompañamiento; promover espacios de reflexión, formación 
y participación comunitaria; crear espacios recreativos, lúdicos y artísticos, y tejer 
redes con las instituciones barriales.

El proyecto comienza a partir de tres grupos autogestionados de educación 
popular, trabajo y salud. Este último ámbito ha sido el de mayor recorrido, dada la 
situación de los barrios populares de Argentina a comienzos de siglo. Comenzaron 
así por la exigencia de fármacos a las instituciones públicas, poniendo en marcha 
siete farmacias populares. De ahí evolucionaron hacia la prevención, pero desde 
sus señas de identidad, esto es, desde premisas comunitarias e integrales. De esta 
manera, abordan cada caso específico desde una reflexión y mirada colectiva, y 
es desde esas estructuras colectivas desde donde se busca la respuesta de salud. 
Además, se vincula la salud con otras facetas como el empleo, la educación, etc., 
por lo que se integra cada caso en una estrategia más amplia. Esa mirada se tras-
lada también a los ámbitos de educación y trabajo, en este último caso mediante 
cooperativas de vivienda, panaderías, etc.

En 2007, gracias al apoyo internacional, pero sobre todo a la labor de au-
toconstrucción de la comunidad, se inaugura La Enramada con espacio físico en 
Quilmes, lo que amplió su capacidad de abrirse a la comunidad fomentando, en 
primer lugar, la generación de grupos y estructuras diversas, como una escuela de 
adultos y adultas, nuevas cooperativas, etc.; en segundo término, interactuando 
con las instituciones públicas locales de salud, desde la autonomía pero también 
recuperando derechos a través de los programas sociales; finalmente, participando 
en redes más amplias de defensa de la autogestión, en solidaridad con las fábricas 
recuperadas o con el resto de movimientos urbanos y campesinos del país.

Finalmente, se trata de una experiencia de autoorganización en contextos de 
gran afectación de la crisis, y que tratan de reorganizar la vida desde parámetros 
alternativos y colectivos. En este sentido, se ha tratado de «politizar la tristeza», 
transformarla en una comunidad en movimiento, atravesada por múltiples conflictos 
y problemas, siempre vulnerable, pero dinámica en su concepción como sujeto.

Pese al escaso desarrollo teórico y político de las iniciativas de 
cuidado comunitario, pensamos que en la disputa frente al poder 
corporativo es fundamental posicionar el relato sobre lo común, 
desde una lógica que incluya lo público y lo comunitario, y el 
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cuidado como valor civilizatorio frente al individualismo, siempre 
desde un enfoque emancipador. 

Es importante recoger en nuestra agenda los intentos en este 
sentido, ya que pese a su vulnerabilidad y diversidad, recogen un 
acumulado de vida en común que será un elemento fundamental 
en nuestro futuro. Los desafíos en este sentido son: repensar el 
cuidado desde claves emancipadoras e inclusivas; vincular lógicas 
institucionales y comunitarias en estrategias integrales de cuidado; 
y, por último, politizar estas iniciativas para facilitar su contagio en 
otros contextos y situaciones, contribuyendo así al relato contrahe-
gemónico contra el poder corporativo y la modernidad capitalista. 

CUADRO 13
MEDIDAS POLÍTICAS PARA SITUAR EL CUIDADO  

EN EL CENTRO DE LA COMUNIDAD

61.  Fomentar las asociaciones sin ánimo de lucro en el ámbito de 
       los cuidados

62.  Impulsar los bancos de tiempo

63.  Coimplicarse en redes de cuidado colectivo, intergeneracional 
       y de crianza

64.  Fomentar espacios populares de autogestión comunitaria

65.  Impulsar procesos territoriales de construcción colectiva de 
       planificaciones democráticas, que sitúen los cuidados como uno 
       de los ejes centrales

Fuente: elaboración propia.

Producción basada en el trabajo para el bien común
Nuestra agenda ya ha posicionado los conceptos de sostenibilidad 
y de soberanía energética, por un lado, y de cuidado, por el otro, 
como premisas para los sistemas socioeconómicos alternativos. 
Ahora ahondaremos en el desarrollo de estos últimos a partir de 
nuevas propuestas en ámbitos estratégicos como la producción, el 
consumo y las finanzas. 

En este caso, y pese a la dificultad de realizar miradas parciales 
de la actividad económica, nos referiremos a la producción. Esta, 
dentro del proyecto de la modernidad capitalista, se caracteriza por 
el lucro y la ganancia como objetivo prioritario, sin otro referente 
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normativo de relevancia; por el mercado como espacio hegemónico 
de reproducción; por la competencia como modo de funcionamien-
to, generando así dinámicas de concentración y centralización —que 
dan origen a las empresas transnacionales—; por la primacía del 
capital respecto al trabajo, entendido este segundo término única-
mente como recurso para la acumulación incesante del primero; y, 
por último, por su negación de la realidad climática y energética, 
a partir de su apuesta identitaria por el crecimiento económico.

Frente a ello, ya planteábamos en nuestro marco de referencia la 
clave de transitar hacia formas de organización social antagónicas a las 
vigentes. En este sentido, y junto a la economía ecológica y feminista 
—de las que hemos derivado los conceptos de soberanía energética y 
cuidado—, planteamos una mirada inclusiva de la producción, que 
recoja los nexos comunes de estas y otras tres perspectivas emancipa-
doras: la economía solidaria, la soberanía alimentaria, y la economía 
de las y los trabajadores. Se trata en este sentido de enfoques de origen 
e identidad diferentes, pero que poseen sólidos nexos comunes que 
nos servirán para concretar la propuesta productiva de nuestra agenda 
marco, una vez hayamos presentado brevemente cada una de ellas. 

La economía solidaria hace referencia a un conjunto heterogé-
neo de enfoques teóricos, realidades socio-económicas y prácticas 
empresariales que desde el último cuarto del siglo xx vienen desa-
rrollando un creciente sentido de pertenencia a una forma diferente 
de entender el papel de la economía y los procesos económicos en las 
sociedades contemporáneas. Su objetivo es el de construir relaciones 
de producción, distribución, consumo y financiación basadas en la 
justicia, la cooperación, la reciprocidad y la ayuda mutua, abogando 
por situar a las personas y su trabajo en el centro del sistema econó-
mico, y otorgando a los mercados un papel instrumental siempre al 
servicio del bienestar de todas las personas y de la reproducción de la 
vida en el planeta (Pérez de Mendiguren et. al, 2009). La economía 
solidaria incorpora por tanto una dimensión teórica interesada en 
construir un paradigma alternativo de la economía, una dimensión 
política de transformación social del capitalismo, y una dimensión 
que la identifica con un tipo específico de empresa basada en la 
democracia, la autogestión y el empresariado colectivo (Pérez de 
Mendiguren y Etxezarreta, 2015). Dichos valores encuentran en la 
Carta de la Economía Solidaria de reas su mejor concreción, que 
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destaca seis principios de actuación —equidad, trabajo, sosteni-
bilidad ambiental, cooperación, sin fines lucrativos; compromiso 
con el entorno—, así como ejes transversales como la autonomía, 
la autogestión, la solidaridad, la corresponsabilidad, etc.

La soberanía alimentaria es otra propuesta emancipadora 
estratégica, que ya explicamos en la cuarta propuesta de nuestra 
agenda —reforma agraria integral frente al acaparamiento cor-
porativo de tierras—. Por lo tanto, ahora únicamente reiteramos 
sus ideas-fuerza fundamentales: la alimentación como derecho y 
ejercicio de soberanía de los pueblos; la defensa del campesina-
do como sujeto de transformación, sobre el cual debe pivotar la 
lógica económica, política y cultural de la alimentación, la tierra 
y el territorio (Da Silva, 2014); y la agroecología como modelo, 
a partir de un cruce de soberanías en la que la alimentación se 
vincula con los bienes naturales, la energía, los sistemas alimen-
tarios locales, la autonomía de las mujeres y la organización de 
lo común y el conocimiento.

Finalmente, incluimos también en nuestra propuesta la econo-
mía de las y los trabajadores, referida a una diversidad de experiencias 
vinculadas:

Tanto a la autogestión obrera como experiencia presente en el 
marco del capitalismo globalizado bajo la hegemonía neoli-
beral y como experiencia histórica de los trabajadores surgida 
prácticamente en simultaneidad con el capitalismo, como a las 
luchas de distintos sectores del trabajo en las condiciones de 
un sistema mundial que se ha reconfigurado y reconstruido a sí 
mismo bajo formas de precariedad, informalidad y explotación. 
Reconfiguración que exige a la clase trabajadora reconstruir su 
unidad dentro de la extrema fragmentación en la que se halla 
inmersa, como así mismo una reconsideración y reconstrucción 
creativa de sus marcos teóricos de análisis de la realidad y de su 
proyecto emancipatorio. (Ruggeri, 2014:7) 

En este sentido, la economía de las y los trabajadores apela a 
dinámicas de autogestión y a la recuperación de las empresas por 
parte de la clase trabajadora, subvirtiendo así los conceptos hege-
mónicos de propiedad y control.
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Una vez definidos cada uno de los enfoques, pasamos a de-
finir los nexos comunes entre estos tres enfoques —junto con la 
economía feminista y ecológica—, que se convertirán en la base 
de nuestra propuesta productiva. Destacamos en este sentido, en 
primer lugar, el posicionamiento del referente normativo de la 
sostenibilidad y cuidado de la vida y el bien común como pre-
misa y horizonte de emancipación, asumiendo de este modo a la 
economía como un subsistema del sistema natural —y por tanto 
obligado a vincularse a los flujos naturales de materiales y energía 
que rigen este—, la prioridad de lo político sobre lo económico, así 
como la imposibilidad del lucro como objetivo único y principio 
de funcionamiento —por sus impactos en términos de insosteni-
bilidad, desigualdades e ingobernabilidad—; en segundo término, 
la apuesta por descentrar los mercados como espacio hegemónico 
de realización de la actividad económica, en favor de una mirada 
más amplia hacia aquellos espacios en donde se desarrolla la vida 
—territorio, comunidad, hogares, Estado, etc.—. Así, el mercado 
puede seguir jugando un papel, pero regulado y acotado a su con-
sideración como herramienta para una distribución justa; tercero, 
la defensa de la cooperación como modo de funcionamiento que 
se opone a la competencia permanente —así como a las dinámicas 
de concentración y centralización vinculadas a esta, cuyo desarrollo 
debe ser regulado e impedido—; por último, la primacía del trabajo 
sobre el capital, resituando a este primero como valor económico y 
político fundamental al servicio del bien común. Dicha primacía 
podría vehiculizarse a través de fórmulas productivas diversas que 
incluyeran, tanto en el mercado como fuera de este, apuestas prio-
ritarias por la autogestión, junto a pequeñas y medianas empresas 
privadas, así como empresas públicas en sectores estratégicos, 
dentro de un modelo que excluyera explícitamente a las grandes 
corporaciones. A su vez, exigiría un tratamiento no capitalista del 
capital, no vinculado al lucro, la ganancia y la acumulación.

Como vía para transitar desde y hacia estos parámetros, y tenien-
do en cuenta el conjunto de propuestas ya concretadas previamente 
en nuestra agenda tanto en el ámbito de la regulación como en el de 
las alternativas —y haciendo referencia tanto a lo político como a lo 
económico— planteamos de manera complementaria las siguientes 
medidas políticas vinculadas a una producción basada en el trabajo 
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para el bien común, que limite progresivamente los espacios de 
reproducción al poder corporativo: 

66.	Coimplicarse y fomentar el conjunto de experiencias económicas 
fundamentadas sobre valores alternativos al lucro y la ganancia, 
posicionando en este sentido metas sociales y políticas como el 
trabajo, la autogestión, el bien común, la igualdad, la demo-
cracia, etc., como las iniciativas de soberanía alimentaria, las 
empresas recuperadas por los y las trabajadoras, las empresas 
comunales, las iniciativas de economía solidaria, etc.

67.	Incidir social y políticamente en defensa de una economía al-
ternativa como salida ante la crisis civilizatoria mediante la 
organización y movilización local-global, como por ejemplo 
en el caso del movimiento de empresas recuperadas, consolidado 
ya en América Latina y de incipiente creación en Europa, que 
a continuación analizaremos.

68.	Coimplicarse y fomentar estrategias, programas y sistemas de economía 
alternativa que, a partir de la intercooperación en la producción, 
generen estrategias y sistemas integrales que abarquen también el 
consumo y las finanzas dentro de ciclos cortos territoriales, como 
por ejemplo el programa campesino impulsado por el Movimien-
to de Pequeños Agricultores de Brasil (mpa), o la apuesta de REAS 
por el fomento de una red de economía solidaria a través de la 
banca ética, el mercado social y una producción bajo auditoría 
social; experiencias ambas sobre las que luego volveremos.

69.	Incidir en la corresponsabilidad pública a la hora de favorecer 
estrategias y programas integrales de economía alternativa desde 
el enfoque del poder popular, a través por ejemplo de la des-
mercantilización, la compra pública socialmente responsable, 
la regulación jurídica de las diferentes unidades económicas y 
del marco laboral en sentido amplio, etc., dentro de ejercicios 
locales de planificación democrática.

Respecto a las experiencias seleccionadas para sustentar las me-
didas políticas vinculadas a esta propuesta, hemos primado tres de 
naturaleza diferente —cada una de ellas toma como referencia uno 
de los tres enfoques antes explicados—, pero que comparten su pre-
tensión de constituirse en sistema y/o estrategia económica integral, 
además de abanderar la superación de la modernidad capitalista.
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Experiencia 21
Empresas recuperadas por las y los trabajadores: 

ocupar, resistir, producir 

La empresa recuperada (ert) se define como «un proceso social y económico que 
presupone la existencia de una empresa anterior, que funcionaba bajo el molde de 
una empresa capitalista tradicional —inclusive, en algunos casos, bajo formas lega-
les cooperativas— y cuyo proceso de quiebra, vaciamiento o inviabilidad llevó a sus 
trabajadores a una lucha por su puesta en marcha bajo formas autogestionarias».39 

En este sentido se trata de un fenómeno que destaca, en primer lugar, por la 
ocupación en resistencia de una unidad productiva, que pasa del control patronal 
al control y propiedad de las y los trabajadores;40 en segundo término, por el 
conflicto social previo que conlleva el proceso de cierre y la recuperación, lo que lo 
diferencia de otras fórmulas de economía solidaria; tercero, por la autogestión como 
principio de actuación, a partir de dinámicas de democracia asamblearia. Frente 
a la posibilidad de subvertir la propiedad manteniendo en cambio una gestión 
cooperativa clásica, las ert optaron en su gran mayoría por tomar las decisiones 
horizontalmente e igualar los salarios41 —pese a adoptar en un 95% la forma 
legal de cooperativa, y aunque en casos concretos se decidiera democráticamente 
establecer diferencias en las remuneraciones—; cuarto, por su concepción de actor 
político, social y cultural del territorio en el que se sitúa, desarrollando múltiples 
iniciativas más allá de lo económico, dentro del concepto de fábrica abierta; 
finalmente, por su autopercepción como movimiento en favor de la economía de 
las y los trabajadoras, conformando así una articulación internacional que «pone 
en cuestión la propiedad de los medios de producción y la gestión de los procesos 
productivos» (Ruggeri, 2014:8).

Las ert cobran especial fuerza en Argentina a partir de la crisis de 2001, aunque 
ya existían antes, poniendo de relieve que no son un producto estrictamente de 
dicha crisis, sino más bien del neoliberalismo en su conjunto. En este sentido, y 
ante la ofensiva en la aplicación del Consenso de Washington —y su correlato 
en la desindustrialización, el desempleo y la precariedad—, muchas trabajadoras 
y trabajadores fueron empujados a resistir ocupando y recuperando la empresa 
donde ya trabajaban. Este hecho es fundamental, ya que supone una seña de 
identidad del movimiento, que engarza con el concepto que venimos utilizando en 
la investigación de alternativas barrocas. En este sentido, hablamos de experiencias 

39. Definición de la página web de Facultad Abierta de la Universidad de 
Buenos Aires, proyecto de extensión universitaria vinculado directamente al acom-
pañamiento del movimiento de ert.

40. Nos referimos en este caso a la propiedad real, ya que la legal queda en 
ocasiones en un limbo jurídico.

41. En torno al 50% de las ert realiza al menos una asamblea semanal 
(González, 2016).
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vulnerables, complejas y atravesadas por el statu quo, que no parten de pulsiones 
militantes en pos de horizontes emancipadores, sino de la necesidad de sobrevivir 
y trabajar. No obstante, sí prefiguran y poner en práctica parámetros alternativos 
de entender la economía, que cuestionan el rol patronal y el sistema de propiedad. 

Con sus luces y sus sombras, las ert han ido ampliando su espacio a lo largo del 
siglo xxi, consolidándose en la actualidad como una realidad asentada. Si en 2003 
había 160 empresas recuperadas, en 2016 son ya 360, según el último relevamiento 
realizado por el Programa Facultad Abierta, proceso académico que acompaña al 
movimiento ert y que analiza periódicamente la situación del movimiento. No es 
por tanto un fenómeno aislado o limitado a ciertos casos paradigmáticos como 
Zanón o el Hotel Bauen, sino que desarrolla por todo el país —aunque el 80% 
de las mismas se concentra en torno a la ciudad y provincia de Buenos Aires y 
la región pampeana—, así como en más de 26 sectores —bajo una tendencia 
ascendiente de las de servicios y sectores diversificados, y descendente para las 
industriales, aunque las metalúrgicas aún suponen un 20% tanto del total de ert 
como de las 15.948 personas trabajadoras—. Por último, su consolidación viene 
acreditada por una tasa de mortalidad —cierre antes de su consolidación— úni-
camente en torno al 10%.

Haciendo balance de este inicio de siglo, hay una serie de factores que han 
tenido una fuerte incidencia sobre las ert. Respecto a los elementos externos, des-
taca por un lado la legitimidad alcanzada en la sociedad argentina —algo que no 
es extensible a las cooperativas clásicas, que carecen por lo general de dinámicas 
autogestionarias—, y por el otro la tensa relación con la institucionalidad. Durante 
los gobiernos Kirchner se mantuvo un tira y afloja que al menos permitió incluir 
en la Ley de Quiebras la posibilidad de legalizar cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras si se demostraba su viabilidad —pese a que cada caso es un litigio 
constante—, ampliar el marco de seguridad social, así como establecer un marco 
macroeconómico menos desfavorable para el consumo y la industria. En cambio, 
con la llegada al gobierno de Macri en 2015, la situación de las ert se torna crí-
tica, contra las cuerdas, «ante un tarifazo en un contexto de caída de las ventas, 
encarecimiento del crédito y de otros insumos y aumento de las importaciones» 
(Lewkowicz, 2016). En este sentido, se han incrementado las tarifas eléctricas entre 
un 200 y un 700%, y en más de1.300% en el gas, sin poder acogerse a la tarifa 
social. En este sentido, se pone de manifiesto que, sin mantener alianzas sólidas 
con los gobiernos, su mayor o menor disponibilidad a entender el fenómeno ert 
aumenta o disminuye la vulnerabilidad de este.

Pero además de cuestiones externas, también es importante resaltar las inter-
nas, entre las cuales destacamos, por una parte, la enorme complejidad de transitar 
de una dinámica clásica de control patronal a otra alternativa, partiendo de la 
premisa de la segmentación capitalista; además, por la otra, la intercooperación y la 
construcción de cadenas de valor son desafíos pendientes —siendo especialmente 
reseñable en este sentido la experiencia de la textil Pigüé, que compra algodón 



201

a comunidades indígenas del norte del país, vendiendo después sus productos 
como comercio justo—. No obstante, es importante también poner el énfasis en 
la conciencia colectiva de pertenecer a un movimiento, lo cual fortalece el sentido 
de cada experiencia concreta, y a su vez posibilita el impulso a una estrategia de 
articulación internacional, que es otra seña de identidad del proceso.

Desde 2007 y de la mano de la Facultad Abierta, se vienen organizando cada 
dos años Encuentros internacionales de la Economía de los Trabajadores, celebra-
dos en Argentina —los dos primeros—, México, Brasil y Venezuela. A su vez, han 
colaborado en la ampliación de la red hacia Europa, participando activamente en 
el primer encuentro regional europeo desarrollado en Marsella en 2014, que se 
ha repetido en 2016 en Grecia.

Se trata en este sentido de un movimiento internacionalizado, que actúa y 
reflexiona, con un peso fuerte en América, pero con un crecimiento notable en el 
sur y este de Europa a partir de iniciativas de cierto recorrido como la griega Vio.
Me, la italiana Officine Zero o la francesa FRALIB. Precisamente este último es un 
caso paradigmático de lucha obrera frente a la transnacional Unilever—cuarta 
corporación alimentaria mundial—, que decidió deslocalizar la planta de produc-
ción de té de Marsella a Polonia, siendo esta rentable —esta es una casuística 
habitual en Europa, no tanto en América—. Los y las trabajadores desarrollaron 
una estrategia de movilización social y de incidencia jurídica, obteniendo legal-
mente una indemnización de 20 millones de euros, tras lo cual pusieron de nuevo 
en marcha la fábrica, bajo nueva marca, y a partir de un modelo agroecológico 
de producción de té.

En resumidas cuentas, se trata de experiencias vulnerables por cuestiones 
internas y externas, pero que resisten, se consolidan y prefiguran formas alternativas 
de organizar el trabajo y la economía, desarrollando un movimiento internacional 
en este sentido.

Experiencia 22
Programa campesino en Río Grande do Sul: corresponsabilidad para 

la soberanía alimentaria

El programa campesino consiste en la translación a las políticas públicas del plan 
campesino elaborado e impulsado por el mpa de Brasil —organización parte del 
movimiento Vía Campesina en favor de la soberanía alimentaria—, que pretende 
poner en valor al campesinado como sujeto económico, político y cultural en defensa 
de un territorio como espacio de vida, de producción, de poder y de construcción 
de poder popular (da Silva, 2014). El plan campesino desarrolla en este sentido 
una propuesta integral que incluye producción agroecológica y agroindustrias; 
vivienda, cultura, deporte y salud popular; y soberanía alimentaria, energética, 
genética e hídrica. Se trata en definitiva de acabar con la minusvaloración de los y 
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las campesinas, confrontando con el agronegocio y con el control corporativo de la 
alimentación, que en Brasil acumula un 65% del sector en manos de diez empresas.

Tomando como base dicho plan, se elaboró posteriormente el programa 
campesino, acotando la propuesta más amplia y general a los ámbitos específicos 
de la producción y del consumo, buscando la implicación de instituciones públicas 
y organizaciones sociales para la conformación de redes estables centradas en 
las economías campesinas. En este sentido, y con el objetivo de ganar espacio y 
reconocimiento para estas, se plantearon los siguientes tres objetivos prioritarios 
y complementarios: 

1. Apoyo a la producción de alimentos saludables desde la lógica de transi-
ción hacia la agricultura ecológica: recuperación de suelos, pastoreo, fruticultura, 
semillas criollas y bancos de estos, irrigación, etc.

2. Fortalecer estructuras cooperativas territoriales en actividades de agro-
industria y logística: apoyo estructural, refrigeradores, biofábricas de insumos, 
almacenaje, viveros de semillas, etc.

3. Consumo amplio a través de organizaciones y espacios públicos: cantinas 
de empresas, compra de canastas por parte de empresas, comedores escolares y 
oros centros públicos, programas públicos de adquisición de alimentos, etc.

Con estos objetivos en el horizonte, el programa campesino tuvo una expe-
riencia práctica de implementación en el Estado de Rio Grande do Sul, durante el 
gobierno encabezado por Tarso Genro42 desde 2011 a 2015. Esta se sustentó en 
primer lugar en una basa social amplia, que trascendía al mpa y a la Vía Campesina. 
Existía un fuerte trabajo político de articulación urbano-rural, destacando en este 
sentido la alianza con los sindicatos metalúrgicos, que incluyeron la alimentación 
saludable en su agenda, y que desarrollaron múltiples asambleas al respecto. Esta 
implicación urbana fue estratégica para ampliar la red de apoyo, posibilitando la 
entrada de nuevas organizaciones como la Confederación Nacional de Trabajadores 
de la Agricultura (contag) y otras.

Sobre esta base se incidió, en segundo lugar, en un ejecutivo del Estado de 
Rio Grande do Sul que, si bien no estaba completamente comprometido con la 
soberanía alimentaria frente al agronegocio, sí que abogaba por facilitar espacios 
para los y las campesinas, así como por promover una alimentación sana. En un 
Consejo social del Estado celebrado en 2013 —en el que participaba el agrone-
gocio, las organizaciones campesinas, sindicatos, etc.— se presenta la propuesta, 
concretándose a partir de ahí la apuesta política en favor de la agricultura campe-
sina sobre un acuerdo en el que el gobierno puso 100 millones de reales, la misma 
cantidad el bndes, más 10 millones que aportaba el mab.

42. Tarso Genro, afiliado del Partido de los Trabajadores (PT), fue alcalde 
de Porto Alegre en dos períodos (1993-1997 y 2001-2002), en los que puso en 
marcha iniciativas de presupuestos participativos.
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Con este presupuesto, el programa campesino se operativizó desde claves 
alternativas y adaptadas a la realidad de los y las campesinas. Tomando como 
referencia el programa de vivienda Minha Casa Minha Vida, se estableció un 
sistema de subvenciones en base a proyectos presentados por las cooperativas 
territoriales que, de manera colectiva y en nombre de múltiples campesinos y 
campesinas, asumen la carga burocrática del proceso y asumen el aval exigido de 
créditos de un máximo de 10.000 reales, con un 80% de subsidio, llegando así a 
sectores sin acceso a la formulación de proyectos.

De esta manera se desbancariza al campesinado, y se combinan apoyos 
individuales y colectivos, fortaleciendo en este sentido las capacidades políticas y 
económicas de las cooperativas. Además, la voluntad pública y social, junto con los 
proyectos de comercialización, ha permitido ampliar los espacios para la economía 
campesina, incluyéndola en las cantinas de empresas bajo fuerte presión sindical, 
así como en edificios públicos y en los programas de adquisición de alimentos. 
No obstante, tras el cambio de gobierno que se produjo en 2015, el programa ha 
perdido pujanza, aunque sigue activo y sus compromisos se mantienen.

En todo caso, la demostración de la viabilidad de la iniciativa cuando se juntan 
voluntad política y una fuerte red social urbano-rural, reforzó la intención del mpa de 
presentar el programa campesino como apuesta nacional, creando en este sentido 
en 2016 la Alianza Campesino-Obrera por la Soberanía Alimentaria, en la que 
participa activamente el mpa, los sindicatos metalúrgicos y petroleros de la Central 
Única dos Trabalhadores (cut), el Movimiento de Trabajadores Desempleados, las 
juventudes de la Vía Campesina (lvc), etc. Se trata de una iniciativa ambiciosa, 
habiéndose llegado a la tercera ronda de negociaciones con el gobierno anterior 
al golpe de Estado de 2016 —ejecutivo con fuertes apoyos al agronegocio—, 
pero cuyo avance se torna prácticamente imposible en la situación actual bajo el 
gobierno de facto de Temer.

El principal aprendizaje de este proceso es que a partir de una propuesta 
campesina se logra generar una red social fuerte, amplia y diversa que consigue el 
apoyo público para fortalecer poder popular desde la corresponsabilidad y desde 
claves adaptadas a la realidad campesina.

Experiencia 23
Proceso de auditoría social de reas  
en la Comunidad Autónoma Vasca

La auditoría social es una herramienta de autoevaluación que permite valorar el 
desempeño de una entidad económica en la consecución de una serie de objeti-
vos sociales y políticos, más allá de la lógica de la rentabilidad. En este sentido, 
se considera un insumo para la planificación y la reflexión estratégica, ya que a 
través de las tendencias observadas en los indicadores establecidos se pueden 
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detectar fortalezas y debilidades a reforzar. A su vez, también se convierte en una 
herramienta de comunicación con la sociedad, ya que permite visibilizar empresas 
que se guían por parámetros alternativos, favoreciendo así el consumo responsable 
y el vínculo con el mercado social, como veremos en la propuesta siguiente.

reas Euskadi, red de organizaciones de la economía social y solidaria, asumió 
ya hace ocho años la auditoría social43 como condición obligatoria para toda su 
membresía, siendo en este sentido pionera en el Estado español. La identidad 
de este proceso se vincula con los 6 principios ya comentados de la Carta de la 
Economía Solidaria, que «dotan de cohesión política y orientan las prácticas e 
iniciativas del movimiento, además de hacer del espacio de la economía solidaria 
un sector específico y delimitado, siempre en relación con otros movimientos de 
las diversas economías críticas» (Askunce, 2013).

En función de estos se define una metodología de trabajo basada en la 
formulación de un informe por parte de cada entidad a partir de mayo de cada 
año, en el que se sintetiza su situación en función de 80 indicadores cuantita-
tivos y 42 cualitativos.44 Este insumo se complementa con cuestionarios a los 
y las trabajadoras, dando lugar a un informe final, elaborado por la secretaría 
técnica de reas Euskadi bajo la supervisión de un comité de seguimiento 
conformado por personas de las propias organizaciones, y que se presenta 
anualmente en octubre. 

La auditoría permite por tanto obtener una muy valiosa información, no solo 
sobre el estado real de cada organización, sino del sector en su conjunto. En 
este sentido, en el último informe de 2015 —con datos de 2014— participaron 
activamente 67 entidades, en las que trabajan 654 hombres y 1.238 mujeres, y 
se ofrece una muy valiosa información sobre formas jurídicas, distribución geo-
gráfica, igualdad entre hombres y mujeres, diferencias salariales —es interesante 
por ejemplo que las diferencias salariales entre el salario más alto y más bajo es 
de 1,75, cuando en el Ibex-35 es de 104 puntos—, participación, trabajo, etc.

Además, se ha avanzado en la configuración de una página web y en mejoras 
en la infografía, permitiendo así una mayor sencillez en la información ofrecida, 

43. Existe dentro de reas del Estado español un debate terminológico sobre 
los conceptos de auditoría social y balance social. Algunos y algunas prefieren el 
segundo término al entender que la auditoría exigiría un control externo —lo cual 
aún no se produce en ningún caso—, por lo que reservan el término auditoría hasta 
ese momento, afirmando que actualmente se realizan más balances que auditorías. 
En nuestro caso, y explicitando este debate, asumimos el término de la experiencia 
que analizamos.

44. Esta lógica de 80 indicadores cuantitativos y 42 cualitativos se ha esta-
blecido por primera vez en 2015, y se alternará al año siguiente con un informe 
más sencillo, en base a 19 indicadores básicos, coincidiendo con los estandarizados 
para el conjunto del Estado.
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cuyo resultado fortalece en última instancia el sentido y orgullo de pertenencia 
a un sector alternativo. Así pues, se torna una herramienta para ahondar en la 
construcción de sistemas de economía solidaria, que incluya producción, finanzas 
y consumo crítico, consciente y transformador a partir del mercado social.

No obstante, a lo largo de estos ocho años de andadura también se constatan 
debilidades. No está claro que todas las entidades de REAS Euskadi realmente 
utilicen la auditoria social como insumo de planificación, y que en ocasiones no se 
constate cierto cansancio en la elaboración de la misma, aparte de la complejidad 
añadida de la información solicitada en indicadores específicos. Además, su carácter 
obligatorio pero en base a una autoevaluación, incide más en una dinámica de 
voluntarismo que en una de compromiso explícito.

En todo caso, REAS Euskadi valora muy positivamente este proceso como 
nexo de fomento de sistemas de economía solidaria, para lo cual se plantea 
el desafío de hacerlas más ágiles para las entidades. A su vez, y de manera 
complementaria, se pretende seguir incidiendo en una mejor comunicación 
con el conjunto de la sociedad, para que esta pueda poner en valor otra forma 
de producir alternativa al poder corporativo y a los valores hegemónicos del 
poder corporativo.

Las experiencias analizadas nos ponen de manifiesto que pese a 
la vulnerabilidad que acompaña a iniciativas que tratan de disputar 
espacios al poder corporativo en la dimensión original de su poder 
—el económico—, son experiencias viables y que se consolidan en 
el tiempo. En este sentido, y si aún hacer mella en la correlación de 
fuerzas, su mera existencia permite avanzar en el debate político sobre 
la idoneidad de formas alternativas de producir desde valores como 
el trabajo, la autogestión, la igualdad y la democracia, suponiendo 
así un rotundo cuestionamiento a los parámetros hegemónicos de 
propiedad privada, ganancia, lucro, y crecimiento de la modernidad 
capitalista. 

Además, también nos permiten constatar que su reproducción se 
facilita con una institucionalidad que al menos no las ataque frontal-
mente, e incluso constatamos fórmulas de corresponsabilidad en la 
construcción de poder popular que permiten avances significativos.

Para finalizar, el gran desafío consiste en generar sistemas de 
economía alternativa —más allá de iniciativas específicas- que a su 
vez amplíen la base política para posicionar su agenda, llegando así 
de manera progresiva a las grandes mayorías populares.
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CUADRO 14
MEDIDAS POLÍTICAS PARA UNA PRODUCCIÓN BASADA  

EN EL TRABAJO PARA EL BIEN COMÚN

66.  Fomentar experiencias económicas basadas en principios 
       alternativos
67.  Incidir social y políticamente en favor de una economía alternativa
68.  Coimplicarse y fomentar estrategias, programas y sistemas de 
       economía alternativa
69.  Incidir en la corresponsabilidad pública a la hora de favorecer 
       estrategias y programas integrales de economía alternativa

Fuente: elaboración propia.

Consumo menor y responsable
Nuestra agenda en disputa con el poder corporativo avanza hacia el 
consumo, otro de los ámbitos estratégicos del ciclo económico y, por 
tanto, elemento de especial interés para plantear formas alternativas 
de organizar la vida, tomando el territorio como base. 

En el modelo hegemónico de sociedad global actual, el consumo 
es lo que en última instancia posibilita la reproducción del capital 
permitiendo su materialización y el sostenimiento de su flujo perma-
nente. En este sentido, el volumen creciente del excedente generado 
trata de vehiculizarse —entre otras fórmulas donde también destaca 
la inversión— a través de un consumo también creciente, pese a 
la gran contradicción existente entre este deseo y la precarización 
del trabajo asociado a la modernidad capitalista. El consumismo 
se convierte en una de las señas de identidad del proyecto moder-
nizador vigente, alentado desde todo tipo de premisas culturales 
y económicas, y tratando de superar la contradicción comentada 
desde un impulso a la financiarización y el endeudamiento, como 
ya vimos en el primer capítulo.

Hablamos por tanto de un consumo desmedido, que genera 
una huella ecológica según la cual hoy en día necesitamos planeta 
y medio para adecuarnos a sus límites físicos, pero que ni mucho 
menos se distribuye simétricamente. Por un lado, el consumo relativo 
del Norte Global es muy superior al del Sur Global mientras que, 
por el otro, se constatan notables carencias en el consumo de bienes 
y servicios vinculados directamente al cuidado de la vida —educa-
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ción, salud, servicios sociales, transición energética, etc.—, frente 
al consumo desbordado que básicamente se asocia al sostenimiento 
del flujo de capital.

Frente a este consumo excesivo y asimétricamente distribuido, 
y en el contexto actual de hegemonía del relato de la austeridad 
—subterfugio semántico que esconde recortes sociales, privatiza-
ciones y desregulaciones—, pareciera que ante la depresión del 
consumo vinculado a dicho relato, las alternativas deberían pivotar 
exclusivamente sobre el crecimiento de la demanda —y por tanto 
del consumo, la inversión, las exportaciones y el gasto público—, 
en términos generales y sin matices, como vía de superación de 
la crisis.

No obstante, detrás de estas propuestas subyace la asunción de 
la crisis como un fenómeno vinculado a la reproducción sistémica, 
no a su consideración civilizatoria. Si abogamos por esta mirada más 
amplia —como hace nuestra agenda marco—, el debate se comple-
jiza. No se trata ya solo de una mayor o menor demanda como hito 
deseable, sino que es preciso posicionar el contexto ecológico como 
premisa, abrir al debate sobre qué y dónde se consume, así como 
el plantear qué consumo es coherente con la transición sistémica 
necesaria, a partir de valores como la democracia, la igualdad y la 
sostenibilidad de la vida.

En este sentido último, nuestra agenda hace una apuesta por 
un consumo menor, pero no igualmente distribuido entre Norte 
y Sur Global, ni mucho menos entre bienes para la vida —que 
debe crecer — y bienes mercantiles que se alejan del referente 
normativo del bien común —y que deben decrecer e incluso 
desaparecer—. Pero además, y sobre esta base, se aboga por un 
consumo responsable, coherente por tanto con la necesidad de 
avanzar hacia formas socioeconómicas alternativas de organizar 
la vida. En este sentido, se trataría de un consumo vinculado a 
los valores e ideas-fuerza expuestas en la propuesta decimotercera 
sobre producción, como el trabajo, la igualdad, la democracia, el 
bien común como prioridad frente al lucro, la sostenibilidad, la 
agroecología, los circuitos cortos, etc.

El consumo —tanto en el mercado como en la comunidad o el 
Estado, monetizado o no—, se convierte no solo en una de las vías 
de satisfacción de las necesidades humanas, sino que también es 
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un arma en manos de las grandes mayorías sociales para la disputa 
de espacios entre modelos diferentes, incluso antagónicos, y por 
tanto para enfrentar al poder corporativo. En este sentido, son 
las empresas transnacionales quienes se sitúan en el centro de las 
cadenas globales de transporte, distribución y comercialización, y 
quienes moldean gracias a su poder multidimensional una lógica 
determinada de consumo —publicidad permanente, grandes al-
macenes, productos serializados y de acceso global, desinformación 
sobre composición y modelos de producción, control de patentes, 
etc.—, que es necesario revertir por su insostenibilidad y por las 
desigualdades que genera.

Desde esta perspectiva, nuestra agenda defiende un consumo 
que en primer lugar se inscriba en los límites impuestos por los 
flujos de energía y materiales, así como por la capacidad de asumir 
residuos. Este horizonte se podría vehiculizar en base a planificacio-
nes de la demanda —a nivel global, regional, estatal y local— que, 
democráticamente, definan qué y hasta dónde consumir —y por 
tanto también qué y hasta dónde producir— (Riechmann, 2006), 
asumiendo las asimetrías de partida entre Sur y Norte Global, y 
siempre con una prioridad por los circuitos cortos; en segundo 
término, que sea consciente y que, por tanto, trascienda la lógica 
consumista, limitando así el bombardeo publicitario y el modelo 
de distribución y comercialización masivo, garantizando en todo 
caso el acceso a una información verídica, real y amplia sobre lo 
que se consume; tercero, que facilite la transición hacia economías 
democráticas, igualitarias y en defensa de la sostenibilidad de la 
vida, convirtiendo así al consumo en una herramienta política; por 
último, y en relación con lo anterior, abogamos por un consumo 
creciente y ampliado en los ámbitos directamente vinculados al 
cuidado de la vida.

Bajo estas premisas, planteamos el carácter estratégico de una 
propuesta de tránsito hacia un consumo menor y responsable, 
concretada en las siguientes medidas políticas:45

45. Dejamos para la última parte de la agenda las iniciativas tendentes a 
disputar el relato hegemónico del poder corporativo, y que en lo que se refiere al 
consumo se vinculan con el boicot, las campañas de sensibilización, los tribunales 
de opinión frente a las empresas transnacionales, etc.
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70.	Incidir social y políticamente en favor de unas políticas públicas 
emancipadoras que regulen la publicidad, las grandes superficies, 
normativas sobre los envases, sistemas ecológicos de tratamiento 
de residuos —como el «puerta a puerta»—, etc., que aboguen 
por una cpsr, y que faciliten dinámicas de consumo y comercia-
lización en base al poder popular: ferias agroecológicas, mercados 
sociales, consumo social, etc.

71.	Coimplicarse y fomentar la diversidad de experiencias de circuitos 
cortos de comercialización (ccc), que hacen referencia a la cer-
canía entre producción y consumo, una cercanía más allá de la 
física, que permita construir alianzas entre ambos eslabones de 
la cadena, incidiendo en sistemas agroalimentarios sostenibles 
y saludables, en ingresos dignos y en la dinamización de las 
economías locales (López, 2015). Entre estos, destacamos los 
grupos de consumo; la venta a pie de finca; los mercados de calle; 
las ferias agroecológicas; el pequeño comercio; las cooperativas 
de producción y consumo, como Bajo el Asfalto está la Huerta 
(bah); economatos; y cooperativas de consumo como bioalai 
o landare (López, 2015).

72.	Coimplicarse y fomentar sistemas de economía alternativa en los 
que el consumo responsable sea una de los elementos que integran 
una lógica de poder popular que incluya producción y finan-
zas —como los mercados sociales, cuya experiencia madrileña 
analizaremos a continuación—, a partir de estrategias locales de 
democracia participativa que permitan planificar la demanda 
desde lógicas territoriales.

Exponemos a continuación dos experiencias vinculadas a 
estas medidas políticas. Analizaremos la experiencia del Merca-
do Social de Madrid, iniciativa con vocación de transitar hacia 
sistemas de economía solidaria. Posteriormente, conoceremos las 
principales características de los grupos de consumo responsable, 
fundamentalmente vinculados a productos agroecológicos, y 
que ejemplifican una experiencia de encuentro directo entre 
producción y consumo, que sirven como red al impulso de la 
agenda política en favor de la soberanía alimentaria más allá de 
la soberanía alimentaria.
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Experiencia 24
El Mercado Social de Madrid, ampliando los espacios

para otra economía

El mercado social es una «red de producción, distribución y consumo de bienes y 
servicios que funciona con criterios éticos, democráticos, ecológicos y solidarios, 
constituida por empresas y entidades de la economía social y solidaria junto 
con consumidores y consumidoras individuales y colectivos. Cuyo objetivo es 
cubrir una parte significativa de las necesidades de sus participantes dentro 
de la red y desconectar la economía solidaria de la economía capitalista, tanto 
como sea posible».

Se trata en este sentido de un espacio, tanto físico como virtual, que pretende 
en primer lugar articular y fomentar la práctica de la intercooperación entre las 
múltiples experiencias de economía solidaria y otras formas no hegemónicas de 
entender la economía, favoreciendo en este sentido su coordinación, cohesión 
y conciencia como sujeto colectivo de cambio. De manera complementaria, en 
segundo término, aspira a consolidarse como un referente de comercio alternativo 
para el conjunto de la sociedad, enfrentando así al modelo de consumo y comer-
cialización protagonizado por el poder corporativo. En este sentido, por último, se 
plantea desarrollar una transformación radical del sistema económico en base a 
criterios políticos y sociales más allá del lucro, transitando desde propuestas que 
integren producción, consumo y finanzas.

Bajo estas premisas, surge en diciembre de 2014 el Mercado Social de Madrid, 
a través del empuje de diferentes redes de cooperativas y organizaciones como 
La Madeja, La Traviesa y REAS, entre otras. Estas entienden que tras el 15M es 
pertinente y viable construir un espacio en Madrid a semejanza del existente en 
otros territorios del Estado español, como Aragón, Catalunya y Euskal Herria. Así, 
plantean un modelo más cercano al catalán y al aragonés que al vasco, ya que el 
mercado social se estructura en base a una institucionalidad autónoma de REAS. 
Su intención es la de incluir no solo a entidades de su membresía, sino a todo un 
conjunto de experiencias económicas que, quizá incluso sin saberlo, prefiguren 
otras formas de producción y consumo, y que a su vez permita la participación 
de personas autónomas. 

Se estructura en este sentido a partir de una cooperativa integral, cuyo consejo 
rector está conformado por seis personas consumidoras, seis iniciativas productivas 
y tres entidades colaboradoras, entre las que se encuentra reas. Además, cuentan 
con comisiones en las que trabajan activamente unas 50 o 60 personas de manera 
militante, que se organizan en función de las tres herramientas fundamentales con 
las que cuenta el mercado social: la feria, la moneda social —el «boniato»— y 
el balance social.

Respecto a la feria, esta supone el espacio de encuentro físico anual entre 
las entidades entre sí, y de estas con la sociedad. Ha alcanzado un más que 
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notable éxito, llegando a juntar a unas 120 iniciativas económicas de muchos 
sectores, aunque el agroecológico sigue siendo hegemónico. La feria permite 
fortalecer al sujeto colectivo, así como sensibilizar y ganar espacios para un 
consumo responsable. Junto a la feria, el boniato es otro de los hitos del mercado 
social madrileño, habiendo puesto en marcha todo un software específico de 
gestión de esta moneda alternativa al euro — con el que comparte espacio—, 
y que redunda no solo en beneficio de las lógicas intercooperativas, ya que 
solo puede utilizarse en el mercado social, sino también de la deslegitimación 
del sistema monetario hegemónico. A lo largo de 2016 ha habido un intenso 
debate sobre el sostenimiento o no de la moneda —ante cierta complejidad 
de su uso—, pero finalmente se mantiene como seña de identidad, tratando 
de buscar fórmulas que faciliten su apropiación. Finalmente, el balance social 
es la tercera herramienta —sobre la que no abundamos ya que hemos hablado 
de ella en la experiencia 23 sobre la auditoría social—, pero que postula la 
mejora en una serie de criterios sociales, laborales, ecológicos y políticos para 
la membresía el mercado social, y en la que participan actualmente entre el 50 
y el 60% de las entidades.

El resultado hoy en día es un proceso consolidado —dentro de la vulne-
rabilidad que afrontan todo este tipo de experiencias—, con una cooperativa 
conformada por más de 110 iniciativas asociadas y 300 personas consu-
midoras —en clave de articulación entre producción y consumo—, que la 
convierte en la cooperativa integral más grande de Madrid. Además, participa 
en un espacio de trabajo estatal, que ha dado lugar a una marca, una web y 
unas líneas estratégicas comunes, ampliando los espacios en este sentido. No 
obstante, todo lo avanzado se ha hecho con un esfuerzo militante muy fuerte, 
y a partir de complejos debates que en la medida de lo posible —y con cierta 
fragilidad— posibilitan la articulación de lógicas de producción y de consumo, 
de sectores muy ideologizados con otros que no lo son tanto, así como de lo 
político y lo técnico.

En todo caso, y con la mirada puesta en el futuro, el mercado social de 
Madrid se enfrenta al desafío de consolidar sus tres hitos fundamentales 
como vía para fortalecer la cohesión interna y la sostenibilidad del proceso: 
carácter más lúdico o profesionalizado de la feria, apropiación de la moneda, 
ampliación de la base del balance social. Pero también, desde una mirada más 
amplia, se platean los retos de aprovechar mejor las grietas de crítica a la 
economía capitalista en este momento de crisis; crecer, pero crecer bien y en 
coherencia con un enfoque territorial, sin perder la identidad; y fortalecer el 
proyecto político en su conjunto, desde la intersección de enfoques feminista, 
ecologista, etc.
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Experiencia 25
Grupos de consumo, vínculo directo producción-consumo 

para la soberanía alimentaria

Los grupos de consumo son espacios de encuentro directo entre consumidores 
y productores, sin mediar por lo general intermediariosque posibilitan para los 
primeros obtener productos de calidad —agroecológicos, de temporada, locales 
en su mayoría—, y para los segundos evitar los canales corporativos de distribu-
ción —que suelen imponer condiciones y precios lesivos—, así como garantizar 
un ingreso estable en base a acuerdos de medio y largo plazo sobre un valor fijo 
anual del pedido, no determinado por el precio de mercado.

Se trata de un fenómeno muy extendido ya hace décadas en países como 
Francia, Alemania, Estados Unidos, Reino Unido, Bélgica, etc., y que ha cobrado 
fuerza en el Estado español desde comienzos del presente siglo.

Por lo general, los pedidos se estructuran a través de las cestas de temporada, 
en las que destacan los vegetales frescos como objeto del intercambio. En este 
sentido, es un proceso vinculado a la defensa de la agricultura apoyada por la 
comunidad, en la que la alimentación se considera un bien social (López, 2015). 
No obstante, y tomando la cesta como base, hay experiencias que amplían los 
productos a todo tipo de productos agrícolas, ganaderos, higiene, limpieza, etc.

El tamaño de cada grupo no suele superar las 10-30 familias o viviendas —en 
función de si es solo una persona o más las productoras que participan en el grupo—, 
y el sistema de gestión puede incluir o no una herramienta online para los pedidos, 
que por lo general se realiza siempre desde la co-organización y desde el contacto 
directo: servicio a domicilio, punto de encuentro semanal, etc. El precio se fija en 
función de un coste total de la cesta —más el de administración, que aumenta si 
quien produce coordina el pedido de otros productores/as—, que incluye productos 
de temporada en función de un peso medio y una variedad acordada previamente. 

Además del mero intercambio, la dinámica más activa de cada grupo puede 
incluso favorecer las visitas a las fincas —para conocer el proceso de producción 
e incluso apoyar en el mismo— y, en el caso de estructuras más politizadas, a im-
pulsar procesos e iniciativas de sensibilización en favor de la soberanía alimentaria.

Haciendo un balance de los grupos de consumo, estos han posibilitado sin duda 
alguna lógicas económicas alternativas para cooperativas y pequeños productores 
y productoras, así como productos de calidad y saludables para los consumidores y 
consumidoras. Además, han servido como herramienta para ampliar la articulación 
entre campesinos y campesinas, al participar en redes de mayor recorrido.

No obstante, las dimensiones de cada grupo inciden en limitar las posibilidades 
de reducción de precios, así como la variedad de productos que se pueden consumir, 
lo que junto al trabajo de coorganización que conllevan, provoca que esta fórmula 
no se adapte al completo a las formas de vida actuales y a las lógicas de consumo 
vigentes. Ello ha generado que su fuerte crecimiento inicial se haya ralentizado, en 
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favor en muchas ocasiones de otras opciones como las cooperativas de consumo, 
que funcionan con pedidos mayores y sin otras contraprestaciones.

Pese a ello, los grupos de consumo garantizan un contacto directo, hecho 
estratégico para avanzar en una agenda rural y urbana común, dando pie a ampliar 
la red política en favor de la soberanía alimentaria en mayor medida que a partir 
de otras experiencias alternativas.

A modo de balance sobre el consumo menor y responsable 
como propuesta frente al poder corporativo, es importante destacar 
en primer lugar el potencial que tiene como herramienta de trans-
formación. En este sentido, el consumo de las grandes mayorías 
puede definir qué se reproduce y qué no y, en última instancia, qué 
modelo económico gana o pierde espacios. Precisamente por ello 
la ofensiva de las empresas transnacionales despliega todo su poder 
cultural, económico, político y jurídico para extender las pautas 
hegemónicas de consumo como las únicas posibles. 

No obstante, están proliferando iniciativas de consumo que, 
bajo diferentes premisas —salud, justicia, etc.—, desarrollan fór-
mulas diferentes bajo otros valores que, incluso, avanzan hacia la 
configuración de sistemas integrales de economía alternativa. Estas, 
pese a la competencia asimétrica en precios, gracias a las economías 
de escala de las corporaciones, y a las pautas asentadas de consumo 
masivo, siguen ganando terreno desde bases firmes.

Su mayor desafío consiste en consolidar y ampliar dichos espacios 
integrales de economía alternativa, mostrando al conjunto de la so-
ciedad opciones de consumo bajo otros parámetros, en cada vez más 
sectores y mediante una sólida articulación de experiencias territoriales, 
permitiendo así ir prescindiendo de los productos transnacionales.

CUADRO 15
MEDIDAS POLÍTICAS PARA UN CONSUMO MENOR 

Y RESPONSABLE

70.  Incidir social y políticamente sobre unas políticas públicas en favor de 
       un consumo menor y responsable

71.  Coimplicarse en los circuitos cortos de comercialización

72.  Coimplicarse y fomentar sistemas de economía alternativa en los que 
       el consumo responsable sea una de los elementos estratégicos

Fuente: elaboración propia.
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Hacia una banca ética
Concluimos con la dimensión financiera el conjunto de propuestas 
vinculadas al territorio como espacio socioeconómico estratégico 
para organizar la vida. Se trata de un ámbito fundamental para 
cualquier proceso de este tipo —y por tanto también para toda pro-
puesta de emancipación— ya que, a través del crédito, se convierte 
en una poderosa herramienta de transformación, permitiendo de 
esta manera incidir en qué modelos se impulsan y cuáles no, qué 
valores priman a la hora de invertir y de consumir, e incluso cómo 
revertir situaciones de exclusión e injusticia.

Contrariamente a este potencial de cambio, la financiariza-
ción actual impulsada por el poder corporativo parece operar 
en sentido contrario. Como ya analizamos tanto en el primer 
capítulo como en la propuesta sobre deuda, el sector financiero 
sufre de gigantismo y sobrecomplejización, y su objetivo prin-
cipal se centra en la autorreproducción del capital y en el juego 
especulativo. La constatación de esta realidad, que además se 
proyecta de manera ampliada hacia el futuro, amputa las posi-
bilidades de impulso a procesos alternativos, además de generar 
una gran vulnerabilidad sistémica. Por lo tanto es fundamental 
revertir esta situación.

No obstante, antes de abundar en este sentido, analicemos 
brevemente cómo se ha llegado hasta aquí y cuál es la radiografía 
del momento, para así definir con base más firme nuestra estrate-
gia de transición. En este sentido la desregulación es, en primer 
lugar, uno de los conceptos que explican la evolución del sistema 
financiero vigente. En términos generales, desde los años noventa 
se produjo una liberalización cuasi absoluta del mercado de capita-
les; se eliminó la distinción entre bancos comerciales y bancos de 
inversión;46 se impidió la financiación de las instituciones públicas 
por parte de los bancos centrales, que se convirtieron en entes 
autónomos cuya misión consistía en el control de la inflación y la 

46. Mientras que los primeros se centraban casi exclusivamente en los depó-
sitos y el crédito, los segundos se vinculaban a la inversión industrial, financiera, 
etc. En la actualidad no hay esa distinción, por lo que no hay entidades privadas 
cuya misión sea el crédito, y pesa fundamentalmente la lógica de inversión, fun-
damentalmente especulativa.
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política monetaria;47 y se amplió el tamaño del mercado en base 
a una infinidad de nuevos productos —derivados, de futuros, 
etc.—, estrechamente vinculados a lógicas especulativas, y que han 
generado un volumen financiero que cuadriplica el necesario para 
garantizar el intercambio actual de bienes y servicios. A su vez, la 
corporativización es el segundo concepto que define al statu quo 
actual. El marco de actuación establecido por la desregulación, 
junto con los procesos de privatización de los bancos públicos, han 
favorecido las tendencias globales de concentración y centralización 
de las finanzas, en un grado incluso mayor que en otros sectores, 
dado el volumen alcanzado.

Esto ha dado lugar a una realidad actual marcada por grandes 
corporaciones de todo tipo —muchas de ellas «demasiados grandes 
para caer», esto es, cuyo sostenimiento se torna prioridad pública 
ante la posibilidad de generar una crisis sistémica—, en la que han 
ido desapareciendo de manera paulatina gran parte de las tipologías 
de banca más apegadas al territorio, como las Cajas de Ahorro, 
Montes de Piedad, etc. Este cuadro actual, por tanto, no solo ge-
nera una gran vulnerabilidad, sino que también transfiere poder 
económico y político a las corporaciones frente a las instituciones 
y pueblos, como se constata en los múltiples rescates bancarios 
con dinero de la ciudadanía en México en 1994, Brasil en 1998, 
Ecuador en 2000, y en Estados Unidos y Europa en los últimos 
años.48 Además, estas lógicas parecen ahondarse —lejos quedan 
los vientos de sirena de reforma del capitalismo tras el crash de 
2008—, como se pone de manifiesto por ejemplo en la propuesta 
actual de Unión Bancaria Europea y su Mecanismo Único de 
Supervisión. Esta combina la prioridad por los rescates internos 

47. Este por ejemplo es el objetivo fundamental del Banco Central Europeo. 
No obstante, el Departamento del Tesoro de Estados Unidos sí que asume una 
mayor de control macroeconómico no únicamente centrado en la inflación.

48. Para el caso europeo, y si solo considerásemos los rescates bancarios produ-
cidos desde 2012, tendríamos la siguiente lista: Dexia en Bélgica y Francia (2012, 
tercer rescate); Bankia en España (2012); Espirito Santo y Banif en Portugal (2014 
y 2015, respectivamente); Laïki y Banco de Chipre en Chipre (2013); Monte dei 
Paschi, Banca delle Marche, Banca Popolare dell’Etruria e del Lazio, Carife en Italia 
(2014-2015); NKBM en Eslovenia (2012); SNS Reaal en los Países Bajos (2013); 
Hypo Alpe Adria en Austria (2014-2015) (Albarracín et al, 2016).
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a los externos —en base a los pasivos de cada entidad— con un 
posterior acceso al Mecanismo Europeo de Estabilidad (mede) 
—dotado de hasta 700.000 millones de euros—, únicamente para 
aquellos demasiado grandes para caer, por lo que se refuerzan las 
tendencias ya comentadas, transfiriendo de esta manera fondos 
públicos a manos privadas, así como pasivos vulnerables periféricos 
a pasivos centrales más seguros.

Tras la radiografía realizada al sistema financiero actual, 
planteamos la prioridad política por avanzar en unas finanzas 
alternativas, cuyo horizonte de emancipación situamos en primer 
lugar en la apuesta por la desmercantilización. En este sentido, 
consideramos que la dimensión financiera de la economía, por 
su carácter estratégico, no puede seguir en ningún caso la lógica 
mercantil, por lo que su propiedad y control debe residir en el 
ámbito de lo común, esto es, en una combinación de experien-
cias estrictamente públicas y sociales, sin mediar el ánimo de 
lucro, expulsando así a las empresas transnacionales. A su vez, 
y en segundo término, la desmercantilización no supone única-
mente alterar la propiedad sino el enfoque político y de gestión, 
por lo que se defiende unas finanzas éticas, consideradas como 
«una estructura para la realización de la justicia en el ámbito de 
la intermediación financiera, que permite, a través de la solida-
ridad y de la promoción de procesos de co-responsabilización 
individual y colectiva, generar marcos de relación económica no 
excluyentes» (de la Cruz, 2013:18), que posiciona valores como 
la transformación social, el derecho al crédito, el vínculo con el 
entorno y la democracia.

Con el ánimo de transitar hacia dicho horizonte, proponemos 
a continuación las siguientes medidas políticas:49 

73.	Incidir en la regulación del sector financiero, a través de medidas 
como el aumento de los fondos propios de la banca hasta un 
20%; la prohibición por ley de la socialización de pérdidas; la 
restauración de la responsabilidad ilimitada de los y las grandes 

49. Estas medidas están basadas en gran parte en el manifiesto ¿Qué podemos 
hacer con los bancos? Medidas inmediatas para ir hacia la socialización de la banca 
(Albarracín et al, 2016).
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accionistas, que podrían ser acusados vía penal; y el aumento 
de la presión fiscal.

74.	Incidir en la reestructuración y reforma operativa del sector banca-
rio, reduciendo el tamaño de los bancos; separando y negando la 
posibilidad de vínculo entre bancos de depósitos y de inversión; 
y generando un marco de regulación de productos bancarios que 
facilite su control y su relación con objetivos de transformación 
social.

75.	Incidir en la erradicación del rentismo y la especulación mediante 
la prohibición de los derivados; la titulización de productos 
financieros —como las subprime que dieron lugar al estallido 
financiero en Estados Unidos—; la autorización previa a sacar 
nuevos formatos; y la separación de actividades de asesoría e 
inversión.

76.	Incidir en el fin del secreto bancario, exigiendo transparencia, 
acabando con las actuaciones de la banca en la sombra, y pro-
hibiendo operar en paraísos fiscales. 

77.	Incidir en la financiación del gasto público por parte del sector 
financiero, eliminando la prohibición de comprar deuda por 
parte de los bancos centrales, y obligando a todas las entidades 
a la compra de un porcentaje de deuda pública.

78.	Incidir en la banca como bien común, y cuya propiedad por tanto 
debe ser pública y/o social sin ánimo de lucro —asociaciones, 
cooperativas de crédito, etc.—, dentro de los parámetros 
de la banca ética, y dentro de una lógica de vínculo con el 
territorio.

79.	Coimplicarse y fomentar sistemas de economía alternativa con un 
pilar en las finanzas —como el caso de Fiare Banca Ética, que 
analizaremos a continuación— con un fuerte compromiso con 
el territorio.

Conozcamos en este momento la experiencia de la entidad de 
origen vasco fiare que, trascendiendo las fórmulas de esa amalgama 
que conforman las finanzas solidarias, plantea la intermediación 
financiera como una herramienta de transformación social desde la 
economía solidaria, bajo una identidad marcada por la democracia, 
la transparencia, y el arraigo territorial y social.
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Experiencia 26
Fiare Banca Ética: intermediación financiera  

para la transformación social

La primera seña de identidad del proyecto Fiare estriba en su fuerte arraigo social, 
ya que surge en 2003 como apuesta de una amplia red de organizaciones vascas 
que pretendían incidir política y socialmente en favor de unas finanzas alternativas, 
sentando así las bases para la construcción de una herramienta de banca ética 
en el medio plazo. Se trataba en este sentido de acompañar a las organizaciones 
sociales en el impulso a un instrumento de ahorro-intermediación-crédito adap-
tado a sus necesidades, y hacerlo además al ritmo y bajo los parámetros de estas. 
Como veremos a continuación, la génesis social del proyecto ha marcado tanto 
su fondo como su forma ritmo. 

La segunda seña de identidad de Fiare ha sido y es su compromiso con la 
economía solidaria, formando parte de la estructura de REAS, y poniendo el aho-
rro al servicio de la promoción de proyectos e iniciativas sociales bajo criterios 
específicos vinculados a su Carta. Por tanto, cumple la función social que el crédito 
debería tener siempre, y vincula así derecho al crédito con consumo responsable. 
En la actualidad, y dentro de una amplia diversidad de ámbitos, destacan funda-
mentalmente cuatro destinos del crédito: la lucha contra inclusión, la cooperación 
internacional, la soberanía alimentaria y el comercio justo, fundamentalmente a 
través de las organizaciones que operan en dichos ámbitos.

En tercer lugar, destaca por su estructura democrática, dentro de una lógica 
de cooperativa —una persona, un voto—, que opera en el ámbito financiero 
bajo fórmulas representativas, y que a su vez mantiene en el Estado español 20 
grupos territoriales50 con unas 1.000 personas voluntarias, a partir por tanto de 
una amplia base social activa y participativa.

Precisamente esos grupos son la evidencia del arraigo territorial como cuarta 
seña de identidad del proyecto, a partir de un modelo de crecimiento que avanza 
en función de la implantación local. En este sentido, estos grupos se convierten 
en espacios de promoción del proyecto, tanto políticamente, a partir de iniciativas 
de sensibilización, como en el ámbito intermediario, estudiando las solicitudes de 
crédito de organizaciones que, por cercanía, conocen de primera mano, lo que 
permite reducir la morosidad a una quinta parte de la media privada.

Por último, en quinto lugar, destacamos la primacía de lo social y lo político 
sobre lo económico, lo que se constata en la evolución histórica de Fiare. En vez de 
tratar de acceder lo antes posible a una licencia financiera, planteó una estrategia 
a medio y largo plazo, que comienza como ya hemos dicho con la Fundación Fiare 
en 2003. Esta se centró en el trabajo de sensibilización para ampliar la base social, 
así como en la discusión sobre el proyecto. Posteriormente, en 2005, se traba 

50. En total, 90 en lo que se refiere a los Estados español e italiano.
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alianza con Banca Popolare Ética (bpe), proyecto italiano ya en marcha desde 1999 
y de identidad similar, con el que se firma un contrato de agente para operar en el 
Estado español. El proyecto se amplía en este momento a un ámbito estatal por la 
escala necesaria para el negocio financiero, pero se hace de nuevo bajo la lógica 
del arraigo territorial y construcción paciente de grupos. Finalmente en 2013 se 
inicia la última fase de incorporación de Fiare a bpe como área específica (Fiare 
Banca Ética), donde comienza a operar a partir de otoño de 2014.

Hoy en día es una iniciativa consolidada, con 5.500 personas socias —38.000 
en el conjunto de bpe—, 20 grupos activos, y que concedió 83 créditos por un valor 
de 13,5 millones de euros en 2014 en el Estado español. Esto, además, en un con-
texto complicado, donde la hegemonía de las finanzas privadas es absoluta: 90% 
del total, controlando los seis bancos más grandes el 80% de depósitos y créditos, y 
de ellos solo los dos primeros ya el 30%, representando la banca ética solo un 1%.

En este sentido, Fiare Banca Ética no representa una amenaza para el sector 
corporativo en el ámbito del negocio económico, pero en cambio sí lo es en la 
batalla por la legitimidad social, en la disputa política entre modelos antagónicos, 
en un momento en el que se visualiza con mayor nitidez el papel que juega el 
sistema financiero hegemónico en la crisis civilizatoria, y la necesidad que existe 
de trascenderlo.

Desde esta perspectiva, hay que valorar lo avanzado a lo largo de este comienzo 
de siglo por Fiare Banca Ética pero, como todo proceso de transformación radical 
y sistémica, se sigue planteando retos que le permitan ganar espacios econó-
micos, sociales y políticos. Se considera estratégico mantener las cinco señas de 
identidad del proyecto antes señaladas, sin permitir que la dimensión económica 
prime sobre la sociopolítica; se pretende afianzar la alianza con otras fórmulas 
financieras alternativas, como las cajas rurales y las cooperativas de crédito; no 
se ceja en la idea de ampliar la base social, incluyendo por ejemplo a sindicatos y 
otras organizaciones sociales; y por último, se considera fundamental involucrar a 
las instituciones públicas, si realmente se quiere dar un salto adelante en términos 
tanto de mercado como políticos.51

En definitiva, son desafíos que pretenden consolidar y fortalecer una expe-
riencia desde el interior de las fauces de la bestia, lo que convierte a Fiare Banca 
Ética en una experiencia compleja y a la vez estratégica.

Enfrentar el sistema financiero actual es una de las prioridades 
para disputar espacios al poder corporativo. En este sentido, es 
preciso incidir en el impulso a lógicas de regulación que limiten 

51. Señalamos también el desafío, aunque más operativo que los ya enumerados, 
de mejorar la intermediación financiera con sistema de tarjetas, digitalización, etc.
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su capacidad de actuación en favor de la democracia y la soberanía 
popular, a la vez que se construyen espacios basados en la defensa de 
lo común, a partir de experiencias públicas y sociales de banca ética. 

En este sentido, es necesario apostar por fórmulas no solo so-
lidarias sino vinculadas directamente al impulso de sistemas alter-
nativos, en base a lógicas democráticas y de fuerte arraigo social y 
territorial. Esta es la clave para consolidar y ampliar dichos sistemas, 
que podría ser el germen de fórmulas alternativas de organizar la 
vida, antagónicas a las vigentes, antagónicas a las señas de identidad 
de las finanzas actuales.

CUADRO 16
MEDIDAS POLÍTICAS HACIA UNA BANCA ÉTICA

73.  Regular el sector financiero: aumento fondos propios, prohibición 
       de socialización de pérdidas, responsabilidad ilimitada de grandes 
       accionistas, etc.

74.  Reestructurar el sector bancario reduciendo su tamaño, separando 
       bancos de depósito y de inversión, y estableciendo un marco regulatorio 
       de productos bancarios

75.  Erradicar el rentismo y la especulación mediante la prohibición de los 
       derivados y su titulización

76.  Incidir en el fin del secreto bancario

77.  Incidir en la financiación bancaria del gasto público

78.  Apuesta por la banca como bien común, a través de una estructura 
       pública y social/comunitaria

79.       Coimplicarse en sistemas de economía alternativa desde el impulso 
       a la banca ética

Fuente: elaboración propia.

Democratización de la comunicación: diversa y no 
corporativizada
Nos adentramos en el último bloque de nuestra agenda, que se 
vincula con la sexta clave del marco de referencia, relatos contrahe-
gemónicos frente al poder corporativo. Entendemos en este sentido 
que junto a generar, consolidar y ampliar los espacios para expe-
riencias y sistemas que, tomando el territorio como base, planteen 
fórmulas políticas y socioeconómicas alternativas de organizar la 
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vida, es también necesario trazar las sendas de posibilidad de dichas 
alternativas. Esto es, favorecer su contagio a través de relatos que 
las visibilicen, muestren su viabilidad, y permitan su articulación 
en programas amplios e integrales, desplazando así progresivamen-
te a las empresas transnacionales y a los parámetros del modelo 
hegemónico de sociedad global. De esta manera práctica y relato, 
experiencias concretas y narrativas, deben ir de la mano en la disputa 
capital-vida, como ya expusimos en nuestro marco de referencia. 

Esta apuesta por los relatos alternativos y contrahegemónicos 
pretende así enfrentar la dimensión cultural del poder corporativo. 
Si hasta este momento las propuestas presentadas se han centrado 
fundamentalmente en el poder económico, político y jurídico ate-
sorado por las empresas transnacionales, pasamos ahora a plantear 
cuatro últimas iniciativas dirigidas específicamente a desmontar el 
relato cultural hegemónico desde otras claves en ámbitos estratégicos 
como la comunicación, la incidencia social y política, y los saberes.

Nos centraremos ahora únicamente en la comunicación, elemento 
indisoluble de cualquier proceso de transformación. Esta se convierte 
en una poderosa herramienta de transmisión de información, relacio-
namiento y conocimiento que, bajo múltiples vías y formas diferentes, 
crea realidad, construye relatos sobre lo que nos ocurre, sobre dónde, 
quién y en qué poner el foco de atención, y de qué manera.

En este sentido el sujeto y objeto de comunicación, así como las 
premisas bajo las que esta se desarrolla, son cuestiones fundamen-
tales para nuestra agenda marco. En la actualidad, y más allá de las 
posibilidades vinculadas a las redes sociales, podríamos sintetizar el 
panorama global afirmando que el poder corporativo es quien ejerce 
el oligopolio de la información a través de grandes conglomerados. 
Estos entienden la comunicación como parte de una estrategia 
empresarial, y definen por tanto su modelo de comunicación —con-
tenidos, formatos y enfoques— en función del mantra civilizatorio 
de maximización de la ganancia como prioridad.

Tal es así que hoy en día, a nivel global, son solo seis los conglo-
merados que controlan el conjunto de los mass media: Viacom, Time 
Warner, News Corporation, Disney-ABC, Vivendi y Bertelsmann. 
Este fenómeno mundial se pueda trasladar también a los ámbitos re-
gional y estatal —como el caso español, donde operan Vocento, Prisa, 
Unidad Editorial, Planeta y Mediaset; o el argentino, donde lo hacen 
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el Grupo Clarín, Vila-Manzano y Telefónica—, que operan bajo claves 
similares (Barragán, 2011). Por un lado, forman parte de grupos mul-
tisectoriales, en los que destaca la presencia de la banca y las finanzas, 
generando serias dudas sobre su autonomía, independencia y rigor;52 
además, por otro, combinan la competencia con la colaboración en 
proyectos comunes, siempre en defensa de los valores civilizatorios y 
ahondando en las lógicas de centralización y concentración. 

El resultado es una comunicación que moldea un modelo de 
sociedad a imagen y semejanza de la identidad corporativa, sin rigor 
ni adecuación a la diversidad de seres, poderes y saberes existentes. 
En este marco, los procesos alternativos se invisibilizan; cuando esto 
se hace imposible, se trata de desmontarlos sin descanso; y cuando 
ganan espacios, se combaten denodadamente y generando miedo 
social ante el cambio. Es una herramienta fundamental de perpe-
tuación y reproducción sistémica, cuyo control se torna estratégico 
para el proyecto de la modernidad capitalista. En este sentido, 
Tornay afirma sobre América Latina —podría ser extensible a nivel 
mundial— que «los medios privados han copado durante décadas 
prácticamente la totalidad de un bien público, como es el espectro 
radioeléctrico, hasta el punto de que la concesión de frecuencias 
fue asumida como una asignación a perpetuidad» (Tornay, 2016).

Frente a esta realidad, es preciso defender la comunicación como 
derecho —no como una mercancía—, revertiendo en este sentido 
las tendencias actuales sobre quién y bajo que premisas se comunica. 
No se trata así únicamente de garantizar el acceso a una mejor y más 
veraz información, sino también de democratizar su ejercicio. De 
este modo, es fundamental partir del derecho a la comunicación de 
territorios, comunidades, pueblos y organizaciones sociales a partir 
de medios que, sin estar atravesados por el ánimo de lucro, puedan 
desde estos construir identidades, estrategias, agendas y narrativas 
diversas, rebasando el estrecho margen actual. 

Abogamos en este sentido, y en primer lugar, por el reconoci-
miento global y constitucional del derecho a la comunicación; en 
segundo término, por un proceso de transición que rompa con la 

52. En todo caso, y sin falta de conglomerados multisectoriales, la presencia 
de otros sectores en la comunicación es fundamental desde múltiples vías como la 
dependencia de financiación, etc.
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hegemonía corporativa y amplíe por ley el asimétrico equilibrio 
entre medios públicos, sociales y comunitarios; tercero, por políticas 
públicas integrales y activas que acompañen los medios comuni-
tarios y sociales de comunicación; cuarto, por unos mínimos no 
discriminatorios ni vejatorios en el ejercicio de la comunicación, 
que se adecúen a la realidad social en cada caso; por último, por 
la coimplicación y apoyo a medios de comunicación alternativos. 

Desde esta lógica de democratización, defensa de la diversidad 
y lucha contra la ganancia como principio hegemónico en la co-
municación, planteamos las siguientes medidas políticas vinculadas 
a la propuesta: 

80.	Incidir en el reconocimiento constitucional del derecho a la comu-
nicación, como en el caso del Ecuador, así como en órganos 
públicos reguladores con capacidad y autonomía para garantizar 
su ejercicio.

81.	Incidir en la distribución equitativa de las frecuencias entre el sector 
privado, público y comunitario/social planteando, en un inicio 
de la transición hacia la comunicación como derecho, un 33% 
para cada uno de ellos.

82.	Incidir en la puesta en marcha de programas integrales de apoyo 
a los medios de comunicación alternativos, mediante apoyo al 
equipamiento, formación, crédito, etc.

83.	Coimplicarse en iniciativas y procesos de comunicación alternativa 
impulsados desde lógicas populares —sociales y comunitarias—, 
desde una defensa de la diversidad y la intersección entre agendas 
feministas, ecologistas, indígenas, socialistas, etc.

Estas medidas políticas tienen una fuerte influencia de los apren-
dizajes derivados de la disputa entre algunos gobiernos del cambio en 
América Latina y los grandes mass media a lo largo de este comienzo 
de siglo. En este sentido, se ha visualizado de manera muy nítida 
el papel político muy activo de estos últimos, así como su negativa 
a perder mínimamente su posición en este ámbito tan estratégico. 
Dentro de este marco regional, analizaremos más específicamente 
la experiencia argentina, que ejemplifica a la perfección la disputa 
entre movimientos sociales, gobiernos y grupos hegemónicos por 
modelos diferentes de entender la comunicación.
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Experiencia 27
Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual de Argentina:  

entre la democratización y la pugna gobiernos K-Clarín

La experiencia argentina se inserta en un contexto regional definido por la llegada 
al gobierno de varios países de propuestas políticas diversas, pero que coinciden 
en su crítica al Consenso de Washington a partir de una defensa del Estado como 
actor político de primer orden. Esta nueva etapa, que se inicia con la llegada de 
Hugo Chávez a Miraflores en 1998, explicita el rol político de los mass media en 
dichos países, que actúan como furibunda oposición —incluso en apoyo a inten-
tonas golpistas como en el caso venezolano en 2002, o mirando para otro lado 
como en Ecuador en 2010— dando lugar a lo que Buen Abad define como el Plan 
Cóndor Comunicacional.53 Se hace referencia así a una ofensiva regional —con 
apoyos mediáticos globales— de acoso y derribo de los gobiernos del cambio, en 
la que los grandes grupos privados protagonizan y articulan en torno a sí el papel 
de disputa directa con los nuevos ejecutivos.

En este marco, la comunicación se sitúa como hito fundamental de la agenda 
regional, recogiendo de esta manera múltiples reclamos sociales y comunitarios 
que venían articulándose en defensa del su consideración como derecho, de su 
democratización, así como de su adecuación a la realidad diversa del subcontinente. 
A partir de ahí se impulsan nuevas legislaciones nacionales —Venezuela (2004), 
Argentina (2009), Bolivia (2011),54 Ecuador (2013) y Uruguay (2014) — que, 
con algunas diferencias, se centran en cuatro aspectos fundamentales: en primer 
lugar, la distribución equitativa de las frecuencias entre sector privado, público y 
comunitario/social —todas salvo Venezuela—; en segundo término, la definición 
de estructuras públicas de control de la comunicación; tercero, en la lucha contra 
el monopolio —como en la prohibición de vínculo entre banca y comunicación 
en Ecuador, o el techo del 35% del mercado, con un máximo por ejemplo de 24 
licencias municipales de televisión por cable, en Argentina—; por último, la apuesta 
contra la discriminación y defensa de la diversidad, definiendo incluso porcentajes 
para medios comunitarios y lenguas indígenas, como Bolivia y Argentina.

De todas estas nuevas legislaciones, la Ley de Servicios de Comunicación 
Audiovisual de Argentina ha sido considerada como una de las más avanzadas, 
según palabras de la Relatoría sobre Libertad de Expresión de la onu. Además, el 
conflicto argentino ha puesto de manifiesto todas las aristas de una disputa en 
la que se mezclan fuerte impulso social, disputa encarnada y concreta entre el 

53. Sobre el denominado Plan Cóndor Comunicacional, ver la entrevista en 
TeleSUR a Fernando Buen Abad: «En América latina hay bases militares y bases 
mediáticas», 1 de junio de 2015.

54. La legislación boliviana no es tanto una ley de medios sino más bien una 
normativa contra la discriminación en la comunicación. En todo caso, la incluimos 
como hito de la agenda regional sobre comunicación.
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grupo Clarín y los gobiernos Kirchner, así como una ofensiva integral del poder 
corporativo para seguir acaparando el mercado comunicativo.

La base de esta ley son los 21 puntos básicos en defensa de la comunicación, 
documento publicado en agosto de 2004 por la Coalición por una Radiodifusión 
Democrática —conformada por más de 300 organizaciones sociales, comunitarias, 
de derechos humanos, sindicales, así como pequeñas y medianas empresas— que 
proponen la democratización de la comunicación a partir de 21 bases para una 
nueva ley, que superara la normativa vigente en esos momentos —ley 22.285—, 
instaurada en 1980 durante la dictadura cívico-militar, e imbuida por tanto por la 
Doctrina de Seguridad Nacional.

No obstante, este documento no alcanza el centro de la agenda política 
argentina durante el gobierno de Néstor Kirchner (2003-2007), que mantiene 
una buena relación con Clarín, consolidando incluso su hegemonía gracias a la 
prórroga por 10 años de sus múltiples licencias. Será a partir del gobierno de 
Cristina Kirchner, tras el conflicto abierto con el sector agroexportador del país, 
que la relación se deteriore profundamente, generando el caldo de cultivo para el 
impulso de una nueva legislación.

Esta define a la comunicación como cuestión de interés público; establece un 
horizonte del 33% para frecuencias del tercer sector en sentido amplio; concreta 
medidas antimonopolio que impiden el control de más de un 35% del mercado, la 
acumulación de 24 licencias de televisión por cable municipales y 10 radiofónicas, 
o la participación en el ámbito de la telefonía y de lo audiovisual; genera una nueva 
institucionalidad en torno a la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación 
Audiovisual (AFSCA); y define mínimos para garantizar la comunicación de los 
pueblos indígenas. 

Ante esta nueva normativa Clarín, principal dominador de las frecuencias 
nacionales, desarrolla una estrategia integral que prioriza su dimensión jurídica, 
interponiendo así un recurso de inconstitucionalidad de la ley. Este paralizó la 
entrada en vigencia de esta al establecerse medidas cautelares, hasta el fallo 
definitivo en octubre de 2013 que avalaba su constitucionalidad.

Mientras tanto, la apuesta inicial por la democratización parecía decantarse 
más hacia la disputa concreta gobierno-Clarín, ya que en el caso de otro gigante 
como Telefónica no se actuó con tanta rotundidad. Así, Telefónica debería haber 
perdido la licencia de televisión de Telefé, de la que goza desde los años noventa, 
en función de la incompatibilidad entre telefonía y televisión. No obstante, el 
gobierno no incidió en este sentido, con la extraña justificación de que la medida 
aplicaba a Telefónica-Argentina pero no a Telefónica-España —supuestamente 
la operadora de telefonía—, cuando en realidad son la misma empresa. Parecía 
entonces que el conflicto se convertía en una pugna entre grupos corporativos 
más o menos afines al gobierno.

En todo caso, tras el fallo negativo de la Corte, se inicia el proceso de 
adecuación, mediante el cual Clarín debía reducir sus licencias de televisión por 
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cable de 150 a 24; en todo caso, seguiría siendo el conglomerado más relevante 
en el país (Lacunza, 2012). Ante la inacción del grupo hegemónico, el gobierno 
los formula de oficio, por lo que se inicia una nueva batalla legal, que mediante 
nuevas medidas cautelares ralentiza el proceso… hasta la llegada al Gobierno de 
Macri. Este, en su dinámica de gobernar por decreto, desmantela fulminantemente 
la identidad de la ley, eliminando los límites anti-trust y disolviendo AFSCA como 
entidad reguladora autónoma.

Haciendo un balance a nivel regional, podemos afirmar sin duda alguna que 
se ha puesto en la agenda la comunicación como derecho, y que de ello se ha 
posibilitado el fortalecimiento de procesos de comunicación públicos y sociales, 
rompiendo la tendencia neoliberal. Además, las medidas antidiscriminación han 
posibilitado una comunicación más diversa, más rica, y no tan apegada al modelo 
hegemónico. Este impulso, no obstante, no debe entenderse únicamente como 
resultado directo de la normativa que distribuye frecuencias de manera equitativa, 
sino más bien de la voluntad política. Así por ejemplo es Venezuela el país que más 
destaca en este sentido —1.400 procesos comunicativos sociales y comunitarios, 
gracias a una fuerza social previa y a apoyos más integrales—, cuando es precisa-
mente el país que no recoge esta medida. En todo caso, «el sector privado sigue 
acaparando entre el 80 y el 90% de las frecuencias disponibles en el espectro; 
los medios públicos no terminan de consolidar un modelo que garantice la inde-
pendencia de los gobiernos de turno, y el sector comunitario es concebido, en la 
mayoría de los casos, con una reducida visión que pasa por su identificación con 
lo meramente local, y sin planes de proyección a mayor escala» (Tornay, 2016).

En lo referente a Argentina, el principal aprendizaje consiste en la relevancia 
de contar con una propuesta social previa, que marque los términos de la agenda y 
el debate, y que permita tener una fuerte base social de apoyo al proceso. También 
es importante discernir entre voluntad política nítida en favor de la democratiza-
ción y la pugna con un grupo concreto, lo que puede desvirtuar el proceso si esta 
segunda lógica impera. Por último, se destaca lo estratégico de seguir incidiendo 
en la defensa del derecho a la comunicación, desde una lógica de largo plazo, ante 
un sector que es tan estratégico para el poder corporativo, como ha demostrado 
el papel de Clarín en todos estos años.

Una pintada en las calles de Buenos Aires recoge perfectamente los términos 
de la disputa, cuando decía: «Nos mean, pero Clarín dice que únicamente llueve». 
Es esencial, en este sentido, discernir entre lo uno y lo otro, y eso no lo van a hacer 
las empresas transnacionales.

La comunicación es, por tanto, un elemento indisoluble de 
cualquier proceso de emancipación, y por tanto también de nuestra 
agenda frente al poder corporativo. Este sabe de la importancia de 
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imponer su hegemonía a través del relato, por lo que la disputa frente 
a este debe incidir en una democratización de la comunicación. 

Es fundamental en este sentido coimplicarse y promover medios 
alternativos de comunicación que creen narrativas que visualicen, 
viabilicen y posibiliten otras formas de vida, dentro de un círculo 
virtuoso entre hacer y comunicar. En esta apuesta, la corresponsabili-
dad de las instituciones públicas se torna fundamental, regulando en 
favor de su consideración como derecho e incluso en el apoyo a fór-
mulas de poder popular, también en el ámbito de la comunicación.

CUADRO 17
MEDIDAS POLÍTICAS PARA UNA DEMOCRATIZACIÓN 

DE LA COMUNICACIÓN, DIVERSA Y DESCORPORATIVIZADA

80.  Reconocer constitucionalmente el derecho a la comunicación

81.  Incidir en la distribución equitativa las frecuencias entre el sector privado, 
       público y comunitario/social

82.  Incidir en la puesta en marcha de programas integrales de apoyo a 
       los medios de comunicación alternativos

83.  Coimplicarse en iniciativas y procesos de comunicación alternativa 
       impulsados desde lógicas populares

Fuente: elaboración propia.

Denuncia e incidencia contra el poder corporativo
Junto al posicionamiento de sujetos alternativos de comunicación, la 
disputa frente al relato hegemónico que impone el poder corporativo 
exige miradas diversas que denuncien los impactos sistemáticos de 
la actuación de las empresas transnacionales, a la vez que destaquen 
su papel en defensa de un modelo de sociedad global y un proyecto 
civilizatorio en los que se sitúa la génesis de la crisis civilizatoria.

En este sentido es preciso incidir en el desplazamiento de la na-
rrativa vigente que vincula a las grandes corporaciones con conceptos 
positivos como progreso, inversión, empleo, desarrollo tecnológico, 
etc., mientras que los impactos ecológicos, sociales, laborales y po-
líticos que genera su actividad se consideran accidentes puntuales o 
cuestiones ajenas a su responsabilidad, cuando la realidad nos dice 
lo contrario (Teitelbaum, 2010). Además, es importante abundar en 
el concepto de poder corporativo que, por un lado, hace referencia a 
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una única lógica económica que vincula la cadena de valor a partir de 
un centro operativo responsable —a pesar de la diversidad jurídica 
de las entidades implicadas— y que, por el otro, amplía la mirada 
hacia una alianza política que trasciende a las grandes empresas y 
que vincula también a instituciones públicas y actores ilegales. Por 
último, es necesario a su vez analizar en profundidad las tendencias 
que en cada momento mueven al poder corporativo, con el ánimo 
de conocer de primera mano al adversario al que nos enfrentamos 
y el terreno de la disputa.

Para enfrentar estos retos, los movimientos sociales deben impul-
sar, participar y fortalecer iniciativas de incidencia social y política 
que agranden las grietas del relato hegemónico y que, en sentido 
contrario, nos permitan avanzar en los horizontes de emancipación 
esbozados. Estas experiencias y procesos podrían sostenerse sobre 
lo local para proyectarse hacia otros espacios, llegando de manera 
estratégica al global; formularse desde la premisa y con la meta de 
generar conciencia crítica y movilización social; e incluir diferentes 
agendas y, finalmente, articular a agentes diversos —movimientos, 
centros sociales de investigación, universidades, instituciones, etc.—.

Bajo estas premisas, se han venido desarrollando en las últimas 
décadas campañas de todo tipo: boicot a Nestlé en los años setenta; 
la iniciativa contra Unión Carbide —hoy Dow Chemical— en 
Bophal (India), así como el boicot de las empresas colaboradoras del 
apartheid en Sudáfrica en los ochenta; las grandes campañas globales 
como la de Nike, Shell y McDonald’s en los noventa, que dieron 
lugar en el cambio de siglo a procesos de denuncia de empresas 
privatizadas e internacionalizadas como Repsol, Endesa, bbva, etc.; 
y las múltiples iniciativas actuales, entre las que destacan la propia 
red Desmantelando el Poder Corporativo, o iniciativas como las 
campañas globales contra Monsanto y Chevron, así como Ropa Lim-
pia, por poner solo algunos ejemplos (González y Ramiro, 2013).

El desafío que planteamos con la presente propuesta es la de 
aumentar el peso específico de estas iniciativas y favorecer su arti-
culación, a través de las siguientes medidas políticas: 

84.	Coimplicarse y fomentar redes globales específicas de lucha contra 
el poder atesorado por las empresas transnacionales como Des-
mantelando el Poder Corporativo, así como en otras redes que 
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incluyen la disputa con las grandes empresas como hito de su 
agenda, como la Vía Campesina y la Marcha Mundial de las 
Mujeres.

85.	Coimplicarse y fomentar campañas de sensibilización, incidencia 
y boicot respecto a empresas transnacionales determinadas, me-
diante agendas inclusivas que vinculen los lugares de afectación 
con los territorios matrices de dicho centro, como por ejemplo 
la articulación en torno a Vale —ya analizada—, la experiencia 
contra Chevron-Texaco o la campaña sobre agrotóxicos de la 
Vía Campesina.

86.	Coimplicarse y fomentar iniciativas de juicio popular contra el 
poder corporativo como herramienta política y pedagógica, tales 
como el Tribunal Permanente de los Pueblos —que analizaremos 
a continuación—, o el Tribunal a Monsanto en Noviembre de 
2016 en La Haya.

Pasamos en este momento a conocer los hitos fundamentales del 
Tribunal Permanente de los Pueblos, estructura que da voz y rigor 
jurídico a las y los que no la tienen. En un número significativo de 
ocasiones ha sesionado en torno al poder corporativo, fortaleciendo 
así las capacidades políticas de víctimas, afectadas, defensores de 
derechos humanos y redes internacionales.

Experiencia 28
Tribunal Permanente de los Pueblos: referente popular frente 

al poder corporativo 

El Tribunal Permanente de los Pueblos (tpp) tiene como antecedentes los Tribunales 
Russell sobre Vietnam y América Latina de los años 60/70, de los que se siente 
heredero como herramienta jurídica en defensa de la Declaración Universal de los 
derechos de los Pueblos, aprobada en Argel en 1976. En este sentido, se parte 
del escaso reconocimiento y vigencia de estos en el marco jurídico internacional 
actual —especialmente en el caso de los crímenes económicos—, por lo que se 
apuesta por generar un espacio permanente de tribunal popular, trascendiendo 
el carácter puntual de las experiencias Russell.

El tpp se construye a partir de la Fundación Lelio Basso y tiene su sede en 
Roma, Italia. Está conformado por 66 miembros permanentes que se renuevan 
cada tres años, y que son elegidos por su integridad moral y competencias en 
todas y cada una de las regiones del planeta. A esta estructura básica se le suma 
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un amplio número de jueces y juezas que han participado en las 42 sesiones del 
tpp a lo largo de su historia, con el fin de garantizar más voces representativas 
para los diferentes casos acudidos por el tpp y pueblos afectados.

El modo de trabajo se organiza en función de peticiones formales de pueblos 
y víctimas, reunidos en plataformas comunes de denuncia y reivindicación de las 
violaciones que padecen. En todo caso, es condición sine qua non para la interven-
ción del Tribunal que la solicitud esté respaldada por sectores representativos de 
la sociedad civil —grupos y actores afectados—, así como por evidencias acerca 
de la imposibilidad de apelar a la justicia formal, donde múltiples mecanismos 
de impunidad operan como obstáculos para el disfrute de los derechos humanos.

En este sentido, la investigación de casos y temas específicos, así como la 
participación social y la denuncia que acompañan a cada sentencia, son el objeto 
fundamental del tpp. El tpp destaca por el rigor jurídico de su trabajo: preparación 
de las sesiones, articulación sistemática de los temas, cuidado en el desarrollo 
doctrinal del derecho, etc., lo que ha hecho que nunca se ha podido publicar 
datos o críticas en contra de la imparcialidad y del fundamento de sus decisiones.

Hasta hoy en día, el tpp ha sesionado en 42 ocasiones sobre una diversidad 
amplia de temas. No obstante, el poder corporativo aparece como un eje funda-
mental de trabajo y denuncia de manera progresiva a partir de los años noventa. 
Se han analizado las políticas del fmi y bm (1998); los riesgos industriales, en 
Bophal y Londres (1992 y 1994, respectivamente); las transnacionales europeas 
en América Latina, en Viena (2006), Lima (2008) y Madrid (2010); las multinacio-
nales en Colombia (2006-2008); las agroquímicas, en Bangalore (2011); el libre 
comercio y la impunidad en México (2011-2014); o la investigación en curso sobre 
las corporaciones mineras canadienses.

Estos procesos y las sentencias que los acompañan han permitido fortalecer 
las capacidades políticas de las organizaciones participantes, las cuales cuentan 
con una herramienta de denuncia que, sin ser oficial, moviliza, activa y acerca la 
realidad de muchas realidades invisibilizadas a la ciudadanía global. Gracias a su 
larga experiencia de investigación, análisis, elaboración de criterios innovadores de 
interpretación y promoción del derecho, el Tribunal Permanente de los Pueblos ha 
sido reconocido como una de las realidades más activas en el marco de los tribunales 
de opiniones, de las iniciativas y de los movimientos que actúan para la efectividad 
de un derecho a medida de los desafíos crecientes impuestos por la globalización y 
la impunidad económica, destacando en este sentido el trabajo conjunto con la red 
Enlazando Alternativas, que dio pie a la actual Desmantelando el Poder Corporativo.

La incidencia social y política no puede cejar a la hora de ge-
nerar conciencia crítica sobre el fenómeno corporativo, por lo que 
es preciso abundar en la apuesta por implicarse en campañas que 
ayuden a desmantelarlo. 
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En este sentido, y más allá de celebrar su mera existencia, es 
prioritario fortalecerlas y articularlas a través de redes globales que 
articulen a los y las afectadas, de una u otra manera; que integren 
entidades de diferente identidad, aportando su especificidad y, final-
mente, que acompañen la denuncia con una propuesta en positivo 
sobre nuevas formas de organizar la vida.

CUADRO 18
MEDIDAS POLÍTICAS DE DENUNCIA E INCIDENCIA FRENTE

AL PODER CORPORATIVO

84.  Coimplicarse y fomentar redes globales específicas de lucha contra 
       el poder atesorado por las empresas transnacionales

85.  Coimplicarse y fomentar campañas de sensibilización, incidencia y 
       boicot respecto a empresas transnacionales

86.  Coimplicarse y fomentar iniciativas de juicio popular contra el poder 
       corporativo como herramienta política y pedagógica

Fuente: elaboración propia.

Saberes populares para una vida descorporativizada
Otro de los ámbitos estratégicos en la disputa de relatos y sentidos 
comunes es el del conocimiento. Los contenidos y los enfoques de 
los procesos educativos y formativos tienen una especial relevancia en 
dar forma a nuestras miradas sobre la historia pasada, nuestra realidad 
actual y el margen de transformación que tenemos en el futuro. 

En este sentido, el poder corporativo ha entendido perfecta-
mente la importancia de controlar el conocimiento y adecuarlo a los 
límites y necesidades de los parámetros identitarios de la modernidad 
capitalista. Tal y como señalamos en el primer capítulo, ha situado 
por un lado la frontera epistemológica en la ciencia como saber úni-
co, invisibilizando y minusvalorando el resto de saberes populares y 
sociales; además, por el otro, mercantiliza los conocimientos, bien 
apropiándoselos mediante el despojo —propiedad intelectual—, 
bien penetrando en la universidad y otros espacios para redirigir la 
investigación y la formación en su propio beneficio. 

De esta manera, la comunicación como bombardeo mediático 
permanente del pensamiento único no hace sino consolidar el sedi-
mento generado por una forma de entender el conocimiento, cada 
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vez más influenciado por el poder corporativo. En sentido contrario, 
es preciso ampliar los espacios para los saberes críticos y populares, 
de manera complementaria al fomento de medios de comunicación 
alternativos y a procesos de incidencia que amplíen las grietas del 
proyecto civilizatorio vigente. 

En este sentido, abogamos por el concepto de ecología de saberes 
(Santos, 2009) que, en coherencia con nuestro marco de referencia, 
defiende la puesta en valor y la coexistencia enriquecedora de dife-
rentes sujetos, objetos y enfoques de saber, rompiendo así la estrecha 
frontera epistemológica marcada por un conocimiento al servicio 
de la dominación múltiple. 

Planteamos por tanto la necesidad de dar impulso a saberes 
emancipadores, que se vinculen tanto con la crítica al modelo he-
gemónico de sociedad global y al poder corporativo, como con la 
construcción de diagnósticos, propuestas y agendas que nos permitan 
avanzar hacia los horizontes bosquejados. Para ello, precisamos no 
solo de contenidos sino también de enfoques alternativos, que po-
sibiliten el vínculo directo entre futuro y presente, entre propuesta 
y práctica, y que logren en el propio proceso formativo movilizar, 
activar, crear sujeto político colectivo. 

Por ello, y junto a otras fórmulas de conocimiento crítico, po-
nemos en valor el papel de la educación popular. Esta es:

Una teoría de conocimiento —creación colectiva del conoci-
miento a partir de la reflexión sistemática y contextualizada de las 
experiencias y las prácticas propias— y una propuesta político-
pedagógica para facilitar y dinamizar procesos de empoderamiento 
y autoorganización de los sectores populares. Se trata de procesos 
que desarrollen nuestra conciencia política y liberen/potencien 
nuestra capacidad personal y colectiva de agencia política, 
transformando en sentido emancipador nuestras prácticas y las 
creencias que le dan sustento. (Martínez y Casado, 2016: 244)

Apostamos en primer lugar por una ecología de saberes que am-
plíe la mirada en favor de otros sujetos y enfoques de conocimiento, 
preferentemente los populares; en segundo término, priorizamos los 
saberes emancipadores, críticos, autocríticos, que generen sujeto y 
que prefiguren formas alternativas de vida; por último, optamos 
por el impulso a la educación popular en base a procesos forma-
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tivos formulados desde metodologías emancipadoras, a partir de 
aprendizajes vivenciales que desnaturalizan opresiones (Martínez 
y Casado, 2016). Desde estas premisas, planteamos las siguientes 
medidas políticas vinculadas a nuestra propuesta:

87.	Incidir en la defensa de una universidad pública libre de empresas 
transnacionales, universal y de calidad.

88.	Incidir en el impulso a espacios de educación emancipadora dentro 
de las universidades públicas, desde la apuesta por el impulso a 
agendas alternativas y a la diversidad de saberes.

89.	Coimplicarse y fomentar centros y espacios sociales de investigación, 
formación e incidencia política sobre el poder corporativo, como 
el Observatorio de Multinacionales en América Latina (omal) 
o el Transnational Institute (tni).

90.	Coimplicarse y fomentar experiencias, procesos y espacios de edu-
cación popular, como herramienta estratégica de formación 
emancipadora de pueblos y movimientos sociales, como por 
ejemplo la Escuela Nacional Florestán Fernandes (enff) del 
Movimiento de Trabajadores y Trabajadoras Sin Tierra de Brasil 
o los procesos político-feministas desarrollados en Guatemala.

Pasamos por tanto a conocer mejor las principales características 
y aprendizajes derivados de dos de las múltiples experiencias de edu-
cación popular impulsadas por movimientos sociales. Primero nos 
adentraremos en la experiencia de construcción de una Escuela de 
formación política feminista en Guatemala que, finalmente, desbordó 
sus expectativas y amplió su mirada en coherencia con su objetivo de 
construir sujeto político. Y, posteriormente, analizaremos brevemente 
la enff, un proyecto formativo de trascendencia internacional que, a 
partir de la educación, ha participado activamente en la articulación y 
alianza popular en Brasil, América Latina y en todo el mundo.

Experiencia 29
Procesos formativos político-feministas para la emancipación 

en Guatemala

Esta experiencia surge de la alianza entre tres organizaciones guatemaltecas: la 
Alianza Política Sector de Mujeres, la Asociación de Mujeres Petén Ixqik y la Aso-
ciación Feminista La Cuerda. Estas decidieron impulsar un proceso de formación 
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con el objetivo político de incidir en la articulación y consolidación del sujeto 
feminista, a partir del enfoque de la educación popular. 

En un primer momento, y después de realizar un mapeo de experiencias en 
este sentido, impulsan en 2010 la Escuela de Formación Política Feminista. Esta 
se conceptualizó como «una herramienta política-metodológica para aportar a la 
potenciación de capacidades críticas y transformadoras en las mujeres participantes 
que, sustentadas y fundamentadas en las teorías filosófico-políticas feministas, 
profundizan su conciencia y accionar estratégico desde un análisis vinculante 
de la realidad, así como de los intereses y problemáticas de las mujeres en los 
contextos locales, nacionales y globales» (La Cuerda, Ixqik, Sector de Mujeres, del 
Cid, Marroquín, 2016: 139).

Su meta principal consistía en fortalecer la organización y el accionar estraté-
gico del movimiento feminista y hacia la sociedad, a partir del compromiso de las 
participantes por dar seguimiento a la propuesta que contiene la agenda política 
feminista en Guatemala. Además, se trataba de desarrollar capacidades de análisis 
histórico desde una metodología feminista, fortalecer la identidad feminista para 
la construcción de sujeto político, así como desarrollar liderazgos en este sentido.

Para ello, los contenidos temáticos se organizaron en seis módulos, que se 
desarrollaban cada uno en sesiones de dos días: genealogía feminista; epis-
temología feminista; patriarcado capitalista, neoliberal, racista y lesbofóbico; 
subjetividad y sexualidad en claves feministas, heterorealidad, sujeto político; y 
educación popular feminista. 

Una vez completados los módulos, se valoró lo complicado de que las personas 
asistentes a la Escuela pudieran trasladar a sus organizaciones lo debatido, debido 
a la complejidad y a la amplitud de temas abordados. Además, no se había podido 
tratar de manera profunda el racismo estructural y la colonización como dimen-
siones vinculadas al patriarcado y al capitalismo, por lo que se tomó la decisión 
de celebrar a lo largo y ancho del país encuentros amplios y diversos, en los que 
pudiera participar un número mucho más amplio de mujeres.

En este sentido se desarrollaron entre 2012 y 2015 ocho encuentros regio-
nales en los que se intercambió y discutió sobre sujeto político, colonización y 
descolonización, proyecto político, sexualidad, simbolismo liberador, buen vivir, 
patriarcado y emancipación.

La metodología de la estrategia —escuela y encuentros— se basó en la 
educación popular feminista como proceso de transformación personal y colectiva 
que contribuye a que las mujeres y sus organizaciones se conviertan en sujetas 
políticas. Por ello, se parte desde la práctica de las participantes, se teoriza sobre 
ella y se vuelve a la práctica; se trabaja en grupos pequeños que favorecen el 
debate, la ruptura de estereotipos, el conocimiento de otras historias de vida; se 
visitan lugares históricos; se realizan foros a partir de películas históricas; se vincula 
analiza la realidad desde el cuerpo, etc.
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A modo de aprendizajes y desafíos, se destaca en primer lugar la importancia 
de entender la formación como un proceso que incluye los momentos presenciales, 
pero también la vida cotidiana; en segundo término, la relevancia de estimular la 
autonomía de pensamiento, creación y acción entre las participantes; tercero, los 
encuentros como oasis de emancipación; cuarto, el acierto de construir el proceso 
de manera colectiva y abierta; quinto, el papel estratégico que jugó el abordaje 
de la sexualidad; sexto, técnicas como la lectura colectiva, el testimonio, la devo-
lución creativa, la discusión acumulativa, etc.; séptimo, la apertura a lo lúdico y lo 
emocional como partes estratégicas del proceso; por último, el reto de adaptar el 
proceso a mujeres diversas, así como profundizar en las alianzas necesarias para 
fortalecer el sujeto político feminista (La Cuerda, Ixqik, Sector de Mujeres, del Cid, 
Marroquín, 2016).

Experiencias como esta, y en un país tan complejo como Guatemala, visibilizan 
la posibilidad de poner en marcha procesos de educación emancipadora que se 
formulen como herramientas de articulación política, en este caso de los feminis-
mos, cuestión estratégica para todo proceso real de cambio. 

Experiencia 30
Escuela Nacional Florestán Fernandes (enff): de Brasil al mundo, 

del campesinado al conjunto de la clase trabajadora 

La ENFF del Movimiento de Trabajadores y Trabajadoras Sin Tierra (mst) cumplió en 
2015 una primera década de andadura en un proceso de educación y formación 
autónomo política, pedagógica y económicamente. 

Desde sus comienzos ha sido un espacio que ha contribuido no solo a la 
formación política de las y los militantes del mst, sino también de centenares 
de organizaciones y movimientos internacionales, fundamentalmente lati-
noamericanos. En este sentido, su vocación de escuela de cuadros ha tenido 
desde sus comienzos una fuerte vertiente popular, política e internacionalista, 
siendo en la actualidad un lugar de referencia para la articulación de agendas 
y luchas. Tanto es así que también ha servido de sede y lugar de encuentro 
para una amplia gama de actividades como asambleas regionales de la Vía 
Campesina, la articulación continental de movimientos sociales por el alba, 
etc. En sus diez años de vida han pasado por las actividades organizadas en 
la enff más de 24.000 personas, lo que nos ofrece una buena medida de las 
dimensiones políticas de la Escuela. 

La ENFF, a pesar de tener una sede principal en Guararema a 70 km de Sao 
Paulo, no se entiende como una estructura física limitada a un espacio determinado, 
sino que es un proceso dinámico, dialéctico, descentralizado —hay tres sedes 
regionales en Fortaleza, Amazonía y Brasilia—, que camina de la mano del actuar 
político del MST, y que prioriza los valores del trabajo voluntario —fundamental 
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desde su misma autoconstrucción hasta su organización cotidiana— y de la 
dirección colectiva.

Esta última se impulsa desde la Brigada Apolonio de Carvalho del mst, que se 
renueva cada dos años, y que estructura su trabajo en función de cuatro sectores 
—pedagógico, productivo, administrativo y servicios—, para garantizar el buen 
funcionamiento y mantenimiento de la Escuela. Dentro del ámbito pedagógico, la 
enff cuenta con una coordinación político-pedagógica (cpp) que acompaña todos 
los cursos, mantiene la relación con alumnado y profesorado, y representa a la 
escuela en su articulación con la sociedad. 

Respecto a los contenidos, los cursos formales e informales que se impul-
san se dividen en tres grandes núcleos de estudio: en primer lugar, la teoría 
política, en el que se desarrollan cursos para dirigentes del mst, para líderes de 
movimientos sociales brasileños, cursos sobre marxismo, cuestión agraria o el 
pensamiento de Florestán Fernandes; en segundo término, el internacionalismo, 
que ofrece cursos de preparación de brigadas del mst, curso de teoría política 
latinoamericana, curso de formación de formadores latinoamericanos, etc.; 
por último, los cursos formales en alianza con universidades públicas, como 
por ejemplo el master en desarrollo territorial en América Latina y el Caribe 
de la Cátedra Unesco de Educación para el Campo con la unesp, entre otros 
(Casado y Stronzake, 2016).

Respecto a la metodología, se estructura la formación en coherencia con 
los objetivos políticos ya expuestos previamente. En este sentido, una de la 
claves de la enff es la de crear ambiente educativo, esto es, que todo espacio 
y momento se entienda como parte del proceso formativo y lo favorezca, 
vinculando así lo individual y lo colectivo, lo lúdico y el estudio, los cursos y la 
autoorganización, desde el entendimiento que la emancipación no es una meta 
sino un camino. En este mismo sentido, otra clave importante son los tiempos 
educativos, dividiéndose el día en varios tiempos diferentes que ayudan a tomar 
conciencia de que se pertenece a un proyecto colectivo, así como de que la 
enff no es solo un lugar de estudio, sino de formación humana. Finalmente, 
destacaríamos una tercera clave de organicidad, que da vida a la estructura 
de la Escuela desde la participación activa de todos y todas sin excepción, 
rompiendo la asimetría docente-alumno/a. Se trataría de su esqueleto, con-
formado por la cpp, los núcleos de base y los equipos de trabajo, relacionando 
teoría y práctica, y abarcando todos los aspectos de formación humana como 
el estudio, la mística, la logística, la resolución de conflictos, etc., desde la 
apuesta por el trabajo militante.

Experiencias de proyección regional e internacional como las de la enff son 
estratégicas para enfrentar al poder corporativo, ya que generan y multiplican 
espacios de encuentro y lucha, desde claves además que activan, empoderan, 
suman y crean sujeto político, plural y diverso.
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La disputa de saberes es fundamental en el conflicto entre el 
capital y la vida, por lo que nuestra agenda marco apuesta por una 
propuesta política que impulse los saberes emancipadores, populares 
y sociales. Estos son la base para analizar críticamente el statu quo 
actual y proponer alternativas que lo transformen radicalmente 
desde claves emancipadoras. Abogamos por procesos que además 
de ahondar en los necesarios debates sobre los horizontes por los 
que avanzar, lo hagan uniendo futuro y presente, teoría y práctica, 
activando social y políticamente nuestra voluntad, creatividad y 
capacidad de articulación.

Para ello es importante incidir en los espacios formales como la 
universidad, pero también impulsar desde el poder popular espacios 
propios de intercambio, debate, formación e investigación que, ante 
la hegemonía de lo políticamente urgente, permitan consolidar y 
multiplicar lo estratégico.

CUADRO 19
 MEDIDAS POLÍTICAS PARA UNOS SABERES POPULARES 

PARA UNA VIDA DESCORPORATIVIZADA

87.  Defender una universidad pública libre de empresas transnacionales,
       universal y de calidad

88.  Incidir en el impulso a espacios de educación emancipadora dentro 
       de las universidades públicas

89.  Coimplicarse y fomentar centros y espacios sociales de investigación, 
       formación e incidencia política sobre el poder corporativo

90.  Coimplicarse y fomentar experiencias, procesos y espacios 
       de educación popular, como herramienta estratégica de formación 
       emancipadora de pueblos y movimientos sociales

Fuente: elaboración propia.

Hacia agendas y estrategias situadas frente al poder  
corporativo
La última propuesta de nuestra agenda no añade ningún ámbito 
más de actuación contra el poder corporativo, ni se vincula estricta-
mente a la sexta clave de nuestro marco de referencia, que postula el 
desarrollo de relatos contrahegemónicos a este. A su vez, tampoco se 
estructura como el resto, ni presenta experiencia específica alguna.
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Ello se debe a que esta última propuesta plantea únicamente la 
necesidad y la urgencia por articular todas las anteriores —así como 
las claves sobre las que estas se sustentan— en estrategias políticas 
que enfrenten de manera explícita y decidida el poder que atesoran 
las empresas transnacionales. En este sentido, la estrategia política 
se entiende como una herramienta esencial para vincular horizonte 
con presente, teoría con práctica, propuesta general con contexto 
y sujetos específicos, relato con iniciativa concreta, por lo que se 
convierte en el reto último, a cuyo debate y formulación nuestra 
agenda debe invitar.

Con esta vigésima propuesta se cierra el círculo y retomamos 
el objetivo principal del proceso de investigación, que no era otro 
sino el de realizar un llamado a la agencia política frente al poder 
corporativo a partir de un marco teórico y político sistematizado 
y actualizado, que sirviera como referencia para el impulso, la 
consolidación y el fortalecimiento de estrategias que permitieran 
avanzar en formas alternativas de organizar la vida. Nuestra agenda 
es en este sentido una agenda-marco, una agenda de agendas que, 
aunque seguramente incompleta, tiene la voluntad de servir como 
insumo de debate, reflexión y movilización política para enfrentar 
a las empresas transnacionales, así como al modelo de sociedad y al 
proyecto civilizatorio que estas protagonizan. 

En este sentido, tras exponer los contenidos de nuestra agenda, 
contamos ahora con pilares más sólidos sobre los que asentar el 
desafío planteado. Se ha explicitado la posibilidad de sistematizar 
iniciativas políticas en base a un sencillo marco de referencia que 
combina a la defensa de la democracia y el poder popular, la igualdad 
en la diversidad, y la transición hacia formas alternativas de orga-
nizar la vida, tomando como base el territorio; se ha posicionado el 
concepto de transición como categoría mediante la cual estructurar 
y articular propuestas de resistencia, regulación y construcción del 
alternativas dentro de lógicas comunes de intensidad progresiva, 
que no compiten entre sí, sino que fortalecen su impacto cuando 
se definen en clave estratégica; y se ha demostrado que sí se puede, 
que es viable actuar, disputar e incluso ganar espacios frente al poder 
corporativo en al menos 19 ámbitos estratégicos, en los que se consta-
tan tanto relatos y experiencias positivas concretas, como propuestas 
formuladas sólidamente desde parámetros contrahegemónicos.
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Tras analizar el conjunto de nuestra agenda, el reto principal que 
tenemos por delante consiste, en definitiva —y en eso se centra esta 
última propuesta—, en tener la audacia para integrar las 19 propues-
tas anteriores en estrategias políticas que, adaptadas a situaciones y 
sujetos diversos, aprovechen el acumulado de lo luchado, impulsado 
y propuesto hasta ahora; sepan articularlo en lógicas de transición 
que vinculen prácticas y relatos desde miradas contextualizadas, 
globales, inclusivas y propositivas; y, finalmente, que generen una 
dinámica virtuosa del contagio que, finalmente, haga prevalecer la 
democracia y la vida sobre el capital, desmantelando por tanto el 
poder corporativo. 

 

CUADRO 20
20 PROPUESTAS Y 90 MEDIDAS POLÍTICAS 

DE LA AGENDA MARCO

Propuesta 1: Movilización popular frente a megaproyectos 

1.	 Impulsar movilizaciones sociales prolongadas

2.	 Implicarse en la cohesión comunitaria y articulación de la diversidad

3.	 Desarrollar ejercicios de democracia directa

4.	 Articularse local-globalmente

5.	 Defender jurídicamente el territorio

6.	 Plantear estrategias de resiliencia comunitaria

Propuesta 2: Freno al avance del modelo de gobernanza global corporativa 

7.	 Paralizar nuevos tratados regionales y globales de comercio e 
inversión y evitar nuevas adhesiones a los existentes

8.	 Denunciar los tratados bilaterales de inversión (tbi) vigentes y evitar 
la firma de nuevos

9.	 Rechazar y desvincularse de las estructuras multilaterales 
implicadas en la agenda hegemónica

10.	 Implicarse en la construcción de nuevas estructuras regionales 
alternativas de integración

Propuesta 3: Defensa de lo común y desmercantilización 	

11.	 Impedir la mercantilización de empresas y sectores públicos

12.	 Impulsar ejercicios de democracia directa frente a la 
mercantilización 
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13.	 Defender el sistema público de derechos, servicios y protección 
social

14.	 Desmercantilizar sectores y empresas estratégicas

15.	 Remunicipalizar bienes comunes y/o estratégicos

Propuesta 4: Reforma agraria integral frente al acaparamiento corporativo  
                     de tierras 

16.	 Movilizarse y ocupar pacíficamente tierras

17.	 Expropiar las tierras acaparadas

18.	 Establecer la soberanía alimentaria como prioridad constitucional

19.	 Suprimir las políticas regionales en favor del agronegocio

20.	 Aplicar estrategias políticas integrales de reforma agraria desde la 
soberanía alimentaria

Propuesta 5: Cerco a la elusión y evasión fiscal corporativo

21.	 Exigir informes anuales preceptivos por grupo corporativo

22.	 Crear estructura y sistema global de seguimiento y control fiscal

23.	 Aumentar las capacidades de las Haciendas Públicas y endurecer 
el régimen sancionador

24.	 Regular los precios de transferencia

25.	 Prohibir los paraísos fiscales

26.	 Desarrollar un impuesto a las transacciones financieras

27.	 Eliminar las figuras de promoción de la inversión

28.	 Apostar por una fiscalidad progresiva y comprometida con el 
entorno

Propuesta 6: Impago de la deuda ilegal, ilegítima, odiosa e insostenible 

29.	 Fortalecer redes locales, estatales, regionales y globales de 
articulación social frente a la deuda

30.	 Realizar auditorías ciudadanas de la deuda

31.	 Repudiar y proceder al impago de la deuda ilegal, ilegítima, odiosa 
e insostenible

32.	 Reestructurar la deuda legal e insostenible en un marco multilateral 
y ordenado

Propuesta 7: Apuesta por la compra pública socialmente responsable 

33.	 Transitar hacia la obligatoriedad de las cláusulas sociales

34.	 Ampliar del concepto de cláusula social desde un punto de vista 
inclusivo
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35.	 Apostar por el apoyo a procesos de economía solidaria y soberanía 
alimentaria

36.	 Fortalecer la compra pública socialmente responsable en el ámbito 
de lo local

37.	 Ampliar la compra pública socialmente responsable al conjunto de 
ámbitos institucionales

Propuesta 8: Marco local-global de relaciones laborales dignas

38.	 Fortalecer un sindicalismo desde abajo y combativo

39.	 Ahondar en una negociación colectiva global para todo grupo 
corporativo

40.	 Impedir la subcontratación/terciarización internacional y las 
deslocalizaciones

41.	 Apostar por los marcos laborales más favorables a los y las 
trabajadoras

42.	 Incidir en la aprobación de un Tratado Vinculante sobre Empresas 
Transnacionales y Derechos Humanos que incluya un marco laboral 
global de carácter preceptivo

Propuesta 9: Dignificación y democratización del trabajo de cuidados

43.	 Fomentar los debates críticos, reflexiones colectivas y las nuevas 
miradas sobre los cuidados

44.	 Establecer medidas de corresponsabilidad laboral

45.	 Impulsar políticas públicas que favorezcan la elección personal para 
trabajar en los ámbitos vinculados a una mayor dependencia

46.	 Dignificar y poner en valor el trabajo de cuidados donde opera 
el sector privado mediante las cláusulas sociales vinculadas a la 
compra pública socialmente responsable

47.	 Desmercantilizar el ámbito de los cuidados desde la defensa de lo 
común

48.	 Plantear estrategias integrales desde una mirada amplia de los 
cuidados

Propuesta 10: Marco global de regulación empresas transnacionales y DDHH

49.	 Fortalecer las redes internacionales en favor de la regulación de las 
empresas transnacionales

50.	 Aprobar un tratado internacional exigible, justiciable y codificado, 
desde una revisión crítica y actualizada del concepto de derechos 
humanos
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51.	 Ampliar la legalidad internacional a nuevos sujetos y posicionar 
valores como la jurisdicción universal, extraterritorialidad, la 
responsabilidad solidaria y la doble imputación

52.	 Crear una Corte Mundial sobre Corporaciones Transnacionales y 
Derechos Humanos y de un Centro Público para el Control de las 
Empresas Transnacionales

Propuesta 11: El territorio como sujeto político de organización alternativa  
                       de la vida

53.	 Implementar fórmulas locales de democracia directa

54.	 Implementar fórmulas locales de democracia participativa

55.	 Impulsar iniciativas sociales y comunitarias autónomas

56.	 Impulsar nuevas institucionalidades de poder popular y soberanía 
democrática sobre el territorio y los bienes comunes y/o estratégicos

Propuesta 12: Hacia la soberanía energética como bien común

57.	 Prohibir los grandes megaproyectos energéticos

58.	 Descarbonizar el modelo energético

59.	 Desmercantilizar el sector energético en favor de una alianza 
público-comunitaria

60.	 Repensar el modelo económico local desde una lógica de transición 
energética

Propuesta 13: El cuidado en el centro de la comunidad 

61.	 Fomentar las asociaciones sin ánimo de lucro en el ámbito de los 
cuidados

62.	 Impulsar los bancos de tiempo

63.	 Coimplicarse en redes de cuidado colectivo, intergeneracional y de 
crianza

64.	 Fomentar espacios populares de autogestión comunitaria

65.	 Impulsar procesos territoriales de construcción colectiva de 
planificaciones democráticas, que sitúen los cuidados como uno de 
los ejes centrales

Propuesta 14: Producción basada en el trabajo para el bien común

66.	 Fomentar experiencias económicas basadas en principios 
alternativos

67.	 Incidir social y políticamente en favor de una economía alternativa

68.	 Coimplicarse y fomentar estrategias, programas y sistemas de 
economía alternativa
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69.	 Incidir en la corresponsabilidad pública a la hora de favorecer 
estrategias y programas integrales de economía alternativa

 Propuesta 15: Consumo menor y responsable

70.	 Incidir social y políticamente sobre unas políticas públicas en favor 
de un consumo menor y responsable

71.	 Coimplicarse en los circuitos cortos de comercialización

72.	 Coimplicarse y fomentar sistemas de economía alternativa en los 
que el consumo responsable sea una de los elementos estratégicos

Propuesta 16: Hacia una banca ética 

73.	 Regular el sector financiero: aumento fondos propios, prohibición 
de socialización de pérdidas, responsabilidad ilimitada de grandes 
accionistas, etc.

74.	 Reestructurar el sector bancario reduciendo su tamaño, separando 
bancos de depósito y de inversión, y estableciendo un marco 
regulatorio de productos bancarios

75.	 Erradicar el rentismo y la especulación mediante la prohibición de 
los derivados y su titulización

76.	 Incidir en el fin del secreto bancario

77.	 Incidir en la financiación bancaria del gasto público

78.	 Apuesta por la banca como bien común, a través de una estructura 
pública y social/comunitaria

79.	 Coimplicarse en sistemas de economía alternativa desde el impulso 
a la banca ética

Propuesta 17: Democratización de la comunicación: diversa y no  
                       corporativizada

80.	 Reconocer constitucionalmente el derecho a la comunicación

81.	 Incidir en la distribución equitativa las frecuencias entre el sector 
privado, público y comunitario/social

82.	 Incidir en la puesta en marcha de programas integrales de apoyo a 
los medios de comunicación alternativos

83.	 Coimplicarse en iniciativas y procesos de comunicación alternativa 
impulsados desde lógicas populares

Propuesta 18: Denuncia e incidencia frente al poder corporativo 

84.	 Coimplicarse y fomentar redes globales específicas de lucha contra 
el poder atesorado por las empresas transnacionales

85.	 Coimplicarse y fomentar campañas de sensibilización, incidencia y 
boicot respecto a empresas transnacionales
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86.	 Coimplicarse y fomentar iniciativas de juicio popular contra el poder 
corporativo como herramienta política y pedagógica

Propuesta 19: Saberes populares para una vida descorporativizada 

87.	 Defender una universidad pública libre de empresas 
transnacionales, universal y de calidad

88.	 Incidir en el impulso a espacios de educación emancipadora dentro 
de las universidades públicas

89.	 Coimplicarse y fomentar centros y espacios sociales de 
investigación, formación e incidencia política sobre el poder 
corporativo

90.	 Coimplicarse y fomentar experiencias, procesos y espacios de 
educación popular, como herramienta estratégica de formación 
emancipadora de pueblos y movimientos sociales

Propuesta 20: Hacia agendas y estrategias situadas frente al poder  
                        corporativo
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EPÍLOGO: RETOS Y PERSPECTIVAS DESDE 
LA ARTICULACIÓN LOCAL-GLOBAL

Desmantelar el poder corporativo, meta estratégica  
en defensa de la vida
Atravesamos un momento histórico crítico, en el que las bases sobre 
las que se ha constituido la civilización hegemónica —el proyecto 
de la modernidad capitalista— están en crisis. Esta no es una simple 
opinión construida como castillo en el aire, fundamentada sobre 
miradas catastrofistas o desde la confusión entre deseo y realidad. Al 
contrario, es una afirmación que se sustenta sobre la constatación de 
que más allá de las crecientes asimetrías inherentes al statu quo —ética 
y políticamente insostenibles e injustificables—, nos enfrentamos 
hoy a dos fenómenos de especial gravedad y relevancia, que tienen 
la capacidad de alterar nuestra percepción del presente y del futuro. 

Por un lado, el cuestionamiento sobre la capacidad del capita-
lismo para reproducirse a sí mismo está cada vez más extendido. El 
pronóstico de lánguido crecimiento económico que realiza la ocde 
al menos hasta 2060 no es sino un indicador de las serias complica-
ciones del sistema para sortear sus propias contradicciones internas 
—agudizadas en la actualidad—, que le impiden iniciar una nueva 
onda expansiva de crecimiento progresivo de la productividad, la 
inversión, el empleo, etc. Aunque su histórico dinamismo demos-
trado no aconseja vaticinar su colapso inmediato, las perspectivas 
de desarrollo capitalista muestran al menos una serie de tendencias 
que sin duda alguna apelan a una fuerte inestabilidad estructu-
ral, de funestas consecuencias para el planeta y para las mayorías 
sociales. Por otra parte, las dudas sobre la capacidad del sistema 
para autorreproducirse se tornan evidencias en lo que se refiere a 
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su incompatibilidad con la sostenibilidad de la vida en el planeta. 
En este sentido, los contextos climático y energético —vinculado 
este último al agotamiento del petróleo, el gas y el carbón, recursos 
fósiles fundamentales e insustituibles para el capitalismo global— 
ponen de manifiesto que los mitos del crecimiento ilimitado y de la 
disponibilidad absoluta de fuentes de energía no se sostienen y que, 
en última instancia, la vida está amenazada por el capital como eje 
articulador del proyecto civilizatorio vigente. 

No asistimos, por tanto, a un momento histórico cualquiera, 
marcado por inercias y continuidades, sino que vivimos una fase 
de profunda disputa, definida por la urgencia, la incertidumbre y 
la necesidad de ensayar nuevas formas de vida ajenas a la primacía 
de los mercados y del capital. El conflicto capital-vida se muestra 
entonces como el concepto que mejor explica el escenario presente. Si 
desbrozamos el terreno de juego de propuestas voluntaristas —como 
la fe en el desarrollo tecnológico como vía para sustituir las fuentes 
de energía fósil sin alterar los modelos de producción y consumo, la 
convicción en la posibilidad de una transición endógena y progre-
siva del capitalismo hacia la «economía colaborativa», y la creencia 
en la voluntad generalizada en favor de impulsar los compromisos 
multilaterales como los establecidos en la cop21 o en la Agenda 
de Desarrollo 2030— o directamente regresivas —como todo tipo 
de salidas que apelan al ahondamiento de las desigualdades, la vio-
lencia y la limitación de libertades—, nos encontramos ante una 
confrontación sin precedentes.

Los contendientes de la misma son, de un lado, la agenda 
hegemónica —que sigue apelando al progreso, el individualismo, 
la ciencia como saber único, la dominación de la naturaleza por 
el ser humano, la acumulación capitalista y la democracia liberal-
representativa como valores fundamentales— y, del otro las agendas 
que plantean trascender dichos parámetros desde propuestas emanci-
padoras. Es ahí precisamente donde debemos situarnos y concentrar 
los esfuerzos para salir del atolladero en el que nos encontramos. El 
proyecto civilizatorio ha fracasado, y solo nos resta acompañar su 
colapso o «fracasar mejor» (Riechmann, 2013), esto es, repensar la 
sociedad global desde nuevas claves.

Esta es la gran disputa que se deriva del conflicto capital-vida, y 
que se produce bajo unas condiciones muy determinadas. Partimos 
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de una profunda asimetría de poder entre las agendas alternativas y 
la hegemónica. Esta última, pese a su crisis de autorreproducción y 
a la amenaza que supone para todo el planeta, cuenta todavía con 
notable fuerza y legitimidad, mientras que el momento crítico que 
atravesamos no es socialmente evidente todavía. A su vez, el conflicto 
entre agendas se da en un contexto de gran complejidad e incerti-
dumbre, en el que el piso se nos ha movido a todos y todas. Unos 
y otras, tanto quienes se sitúan en defensa del capital como de la 
reproducción ampliada de la vida, parten de una realidad económica 
sobrecomplejizada; de un escenario político de soberanías difusas y 
de ámbitos competenciales y actores múltiples; pero, sobre todo, de 
la inevitabilidad del agotamiento de recursos fósiles insustituibles, 
que altera definitivamente las reglas del juego y la proyección del 
futuro próximo. 

En esta tesitura, el rol que juega el poder corporativo es y será 
fundamental. Definimos este, desde una perspectiva integral, como 
la red que a partir del poder acumulado por las empresas transnacio-
nales desarrolla una estructura de gobernanza global en favor de los 
valores hegemónicos, en la que participan organismos multilaterales, 
instituciones públicas regionales, estatales y locales, así como actores 
ilícitos. Dicha red, muy consciente de la disputa civilizatoria ante 
la que nos hallamos y de las condiciones de la misma, prioriza su 
autorreproducción y se despliega en los ámbitos económico, cultu-
ral, político y jurídico, tratando de abarcar el espectro completo de 
nuestras vidas y haciendo imposible alternativa alguna. Precisamente 
ha sido durante el proceso de globalización neoliberal que el poder 
corporativo ha ampliado exponencialmente sus capacidades —tan 
es así que en la actualidad se hace omnipresente—, produciéndose 
en este sentido una simbiosis perfecta entre este y la modernidad 
capitalista. Así, no es posible entender el proyecto civilizatorio vi-
gente sin las grandes corporaciones, mientras que estas solo pueden 
subsistir y reproducirse en base a los parámetros identitarios de 
dicho proyecto.

El poder corporativo se ha convertido de este modo en el pro-
tagonista de la agenda que pretende sostener el modelo vigente de 
sociedad global y los valores civilizatorios de la modernidad capi-
talista. Es por tanto un sujeto estratégico con el que confrontar, y 
cuya superación debería ser objetivo de toda agenda alternativa que 
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pretenda transitar hacia otras formas de organizar la vida. Podemos 
afirmar, de este modo, que no habrá emancipación si el poder 
corporativo no es desmantelado. No obstante, la disputa contra 
las grandes empresas no agota ni mucho menos los objetivos, las 
agendas y las estrategias de superación del statu quo, porque este se 
sostiene sobre una dominación múltiple con una diversidad amplia 
de dinámicas y agentes que, aunque interseccionan, no responden 
necesariamente a claves similares, ni se refieren de manera exclusi-
va a las lógicas corporativas. Completando así nuestra afirmación 
anterior, señalamos que el desmantelamiento del poder corporativo 
es condición necesaria pero no suficiente para trazar horizontes de 
emancipación. 

A partir de esta premisa entendemos estratégico proponer una 
agenda marco frente al poder corporativo, que prime la disputa con 
este dentro de una apuesta más amplia de transición civilizatoria. 
Esta apuesta estructural, frente a dogmas, inercias y simplificaciones 
históricas, precisa de un ejercicio constante de reflexión crítica y 
autocrítica sobre diagnósticos, propuestas, agendas. Máxime en un 
momento como el actual, y ante un sistema basado en continuidades 
de larga data, pero también en grandes variaciones coyunturales. 
Necesitamos por tanto elementos e ideas-fuerza que, pese a la 
complejidad e incertidumbre de la fase histórica que atravesamos, 
nos permitan contar con referencias hacia las que dirigir nuestros 
esfuerzos y mediantes las cuales evaluar nuestros desempeños. 

Hemos planteado en este sentido, tras realizar una radiografía del 
contexto global, un marco para el impulso de agendas alternativas 
frente a las empresas transnacionales y al sistema que abanderan y en 
el que se reproducen, basado en seis premisas, vinculadas a quién y 
cómo enfrentar este reto, y en seis claves estratégicas, que bosquejan 
los horizontes hacia los que transitar de manera prioritaria.

Respecto a las premisas, proponemos avanzar hacia la formula-
ción e implementación de agendas que se posicionen explícitamente 
en defensa de la vida, asumiendo así su carácter vulnerable, diverso, 
eco e interdependiente; que tiendan hacia lógicas de integralidad y 
globalidad, aunando relatos, dimensiones y ámbitos de actuación 
en una lógica de articulación local-global; que se definan desde el 
concepto de transición, combinando la respuesta ante las necesidades 
inmediatas y urgentes con la determinación por avanzar por sendas 
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antagónicas a las vigentes; que pretendan incluir e interseccionar 
agendas y sujetos diversos, desde la corresponsabilidad cuando sea 
posible; y que, finalmente, desarrollen la audacia para navegar la 
complejidad y la incertidumbre sin por ello perder tensión, in-
tensidad y voluntad por trascender el proyecto de la modernidad 
capitalista desde parámetros emancipadores. 

Estas premisas ofrecen insumos para el necesario debate sobre 
quién y cómo impulsar agendas alternativas, que necesariamente han 
de complementarse con la reflexión sobre el hacia dónde, cuáles son 
en definitiva los horizontes de emancipación hacia los que dirigir 
nuestros esfuerzos para desmantelar el poder corporativo. De este 
modo proponemos, de manera complementaria y progresiva, incidir 
en el aumento de la movilización social y de la resistencia frente a los 
avances de las grandes empresas y de su red de actores, sobre todo en 
defensa del territorio y de los bienes comunes; en la regulación en 
favor de una redistribución radical de la riqueza y de los trabajos, así 
como de la recuperación de soberanía —hoy en día crecientemente 
cooptada y privatizada— por parte de los pueblos y las personas; 
junto a ello, por último, abogamos por sistemas político-económicos 
emancipadores que descentren a los mercados y al capital desde 
valores como la sostenibilidad, el poder popular, el bien común, el 
trabajo y la diversidad. Planteamos el territorio como un escenario 
estratégico para ir disputando espacios en este sentido, aunando el 
avance de los sistemas alternativos con el posicionamiento de relatos 
contrahegemónicos que amplíen las sendas de posibilidad de estos, 
mostrando así su viabilidad y necesidad. 

Estas premisas y claves son la referencia básica de la agenda marco 
frente al poder corporativo, núcleo central y propuesta principal de 
nuestra investigación. Esta, partiendo de los aprendizajes derivados 
del análisis de 30 experiencias concretas desarrolladas en América 
Latina y Europa establece, de manera sistematizada y articulada, 
20 propuestas y 90 medidas políticas concretas para enfrentar al 
poder corporativo. La meta no es la de formular un programa único, 
sino más bien la de incitar al contagio y a la reflexión sobre cómo 
hilvanar iniciativas dentro de agendas y estrategias de transición 
contextualizadas y encarnadas. En este sentido, el hilo teórico-
político conductor de esta agenda marco y las medidas políticas 
concretadas para 20 ámbitos de actuación diferentes pero corre-
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lacionados (desmercantilización, bienes comunes, acaparamiento 
de tierras, fiscalidad, deuda, compra pública, trabajo, democracia 
y poder popular, energía, cuidado, producción, consumo, finan-
zas, comunicación, conocimiento y saberes) son una invitación a 
pensar y a actuar, una sugerencia para profundizar en los debates 
y en las prácticas estratégicas frente al modelo hegemónico y a su 
protagonista principal. 

La agenda marco nos ofrece por tanto una perspectiva integral, 
inclusiva, global y en transición de la disputa frente al poder cor-
porativo, pero obligatoriamente necesita ser aterrizada a contextos, 
sujetos y correlaciones de fuerzas diversas.55 Este aterrizaje adoptará 
fórmulas muy variadas dependiendo de si lo impulsa un movimiento 
o una institución pública, de si se centra en el ámbito local o en 
el regional, de si se cuenta o no con gobiernos comprometidos, de 
las especificidades políticas, económicas y culturales de cada caso, 
etc.; siempre a partir de reflexiones diferentes pero que, en última 
instancia, responden también a hilos comunes. Poner en valor las 
resistencias y alternativas ensayadas, favorecer su contagio y motivar 
su multiplicación estratégica, sistematizada y contextualizada es en 
definitiva el sentido de la agenda marco que aquí hemos formulado.

Avanzando en la agenda marco: hitos estratégicos desde  
un enfoque local-global
La articulación local-global es una de las principales premisas de 
nuestro marco de referencia para las agendas frente al poder corpo-
rativo, y también una de las más complejas de poner en práctica. El 
modelo hegemónico de sociedad global se despliega bajo una lógica 
que aterriza, de formas diversas pero correlacionadas, en lo regional, 
lo estatal y lo local. En sentido contrario, los procesos emancipadores 
tienen el reto de, partiendo de la defensa del territorio, proyectar 

55. Dentro del proceso de investigación en el que se enmarca este libro, 
procederemos próximamente a la publicación de un Libro blanco de alternativas 
al poder corporativo, que reordenará la agenda marco en función de los principales 
sujetos y agentes. En este sentido se concretarán recomendaciones para gobiernos 
estatales, gobiernos locales, movimientos sociales y ciudadanía en general, desde 
la premisa de que cada uno de ellos tiene una responsabilidad determinada en la 
disputa con el poder corporativo.
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una estrategia de transición civilizatoria que necesariamente apela 
al conjunto de escenarios competenciales interrelacionados antes 
señalados, hoy en día en disputa. Ello supone un esfuerzo ímpro-
bo para cualquier agenda y agente de cambio con capacidades y 
recursos limitados, máxime ante una confrontación que ya hemos 
caracterizado como asimétrica e incierta. 

Precisamente por ello hemos elegido el enfoque local-global 
como el eje sobre el que realizar unas últimas reflexiones en torno a 
nuestra agenda marco. Como ya hemos venido repitiendo, esta pre-
cisa ser completada y contextualizada desde múltiples perspectivas, 
pero creemos de especial relevancia una mirada general sobre dónde 
incidir de manera prioritaria en los diferentes niveles local, estatal, 
regional y global, tratando así de fortalecer este debate estratégico. 
Para ello contamos con los horizontes que nos bosqueja el marco de 
referencia, con los contenidos de la agenda marco, pero también con 
los elementos que marcan la proyección de la agenda hegemónica 
para las próximas décadas. 

En este sentido, es importante ganar espacios dentro de una 
lógica de transición, desbaratando a su vez las principales apuestas 
de la agenda hegemónica. Tal y como vimos en el primer capítulo, 
esta se proyecta a futuro a través de: el fortalecimiento del carácter 
protagónico de las grandes empresas, concentrando su poder en 
este sentido —como se pone de manifiesto, por ejemplo, con las 
absorciones y fusiones que se están produciendo en el ámbito del 
agronegocio—; la apuesta por aprobar e implementar nuevos trata-
dos globales y regionales de comercio e inversión que apuntalen la 
lex mercatoria como Derecho fuerte; el énfasis en la financiarización 
de la economía como vía de reproducción del capital, consolidando 
la deuda como fórmula de control corporativo sobre los procesos 
alternativos; la apropiación y despojo de los bienes naturales, espe-
cialmente las fuentes de energía fósil, el agua y la tierra; y por último, 
una ofensiva generalizada contra la democracia y lo colectivo, en 
referencia no solo a fórmulas de democracia directa y participativa, 
sino incluso a los parámetros liberal-representativos y a lo público, 
convertidos así también en espacios estratégicos en disputa. 

La agenda del capital nos ofrece un escenario futuro marcado por 
la violencia y la exclusión, en el que cierto pluralismo político puede 
combinarse con fascismo social y colapso ambiental. Los procesos 
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de desmantelamiento del poder corporativo no pueden ser ajenos 
a estas apuestas hegemónicas que, si bien no agotan la disputa, sí 
suponen cuestiones muy relevantes a tener en cuenta. 

Bajo estas consideraciones, señalamos a continuación algunos 
hitos que creemos que todas las agendas y estrategias alternativas al 
poder corporativo deberían tomar en consideración en sus diferentes 
ámbitos competenciales de implementación. Respecto al ámbito 
global, destacamos en primer lugar la relevancia de ampliar la red 
social e institucional mundial que impida la firma del Acuerdo de 
Comercio en Servicios (tisa). Este, cuya opacidad en el debate su-
pera los ya de por sí bajos estándares de este tipo de negociaciones, 
pudiera tener un impacto muy notable sobre la privatización de 
los servicios públicos. Además, ahondaría en el reforzamiento de la 
lex mercatoria, imponiendo tribunales de arbitraje e incluso impi-
diendo legalmente los procesos de desmercantilización de servicios 
(Greenpeace, 2016). Se trata del acuerdo global más relevante que 
hay actualmente en agenda, cuya pretensión es la de ampliar defi-
nitivamente la frontera sectorial de los mercados en una agresión 
definitiva contra lo público, por lo que la movilización en pos de 
su rechazo debe ser considerada clave. 

También lo es, en segundo término y en sentido contrario, la 
apuesta por aprobar un tratado vinculante sobre empresas transna-
cionales y derechos humanos, que regule en favor de los pueblos 
y de las personas, poniendo freno a la impunidad y limitando la 
enorme autonomía de actuación de la que hoy gozan las grandes cor-
poraciones. El Tratado Internacional de los Pueblos para el Control 
de las Empresas Transnacionales es un ejemplo muy válido en este 
sentido, y es importante aprovechar la oportunidad histórica abierta 
con la iniciativa impulsada en Naciones Unidas por Ecuador en este 
sentido. De esta manera, apelamos tanto al fortalecimiento de la 
presión social en favor de su aprobación, como a la implementación 
inmediata de propuestas específicas como la puesta en marcha del 
Centro para el Control de las Empresas Transnacionales desde el 
impulso social.

Por último, abogamos por poner coto a la financiarización a 
través de la imposición sobre las transacciones financieras (Mari-
ño, 2016), de incidir en favor de la implementación de un sistema 
reestructuración de la deuda legal e insostenible en un marco mul-
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tilateral y ordenado —que frene a los fondos buitre—, así como de 
construir una institucionalidad fiscal global que evite la elusión y 
evasión corporativa. 

Estas iniciativas, en definitiva, pretenden revertir la asimetría 
creciente entre capitalismo y democracia a nivel mundial, regulando 
en favor de un marco jurídico global exigible, justiciable y eficaz 
que prime los derechos humanos —a partir de una revisión crítica 
y emancipadora de estos— y que subordine y limite el alcance de 
la lex mercatoria, las finanzas y la fiscalidad como fuentes de poder 
corporativo.

Respecto al ámbito regional, este juega en la actualidad un rol 
muy relevante en favor de la agenda hegemónica, ya que por lo general 
suele ser el escenario de negociación, aprobación e implementación 
de sus principales hitos. Esto se debe fundamentalmente a la escasa 
intensidad democrática de su arquitectura política, en la que las gran-
des empresas tienen gran capacidad de influencia. En este sentido, 
es necesario priorizar el rechazo explícito a los tratados regionales de 
comercio e inversión hoy en debate, como el Acuerdo Transatlántico 
de Comercio e Inversión (ttip), el Acuerdo de Comercio entre Canadá 
y Europa (ceta)56 o el Tratado Trans-Pacífico (tpp, que aunque ya ha 
sido aprobado pretende ampliar el número de países miembros). A 
su vez, y en función del rol regional antes comentado, es estratégico 
fortalecer la solidaridad internacionalista intrarregional para poder 
revertir los parámetros del conjunto de proyectos de integración hoy 
vigentes. Es por ello fundamental que se vayan generando las condi-
ciones para conformar procesos constituyentes —sin por ello negar 
la posibilidad de actuaciones unilaterales, como ya hemos expuesto 
a lo largo de nuestra agenda marco—, que definan la pertinencia e 
idoneidad de dichos proyectos, así como de los valores civilizatorios 
y políticos sobre los que se deben sustentar. 

56. Existe hoy en Europa un intenso debate sobre el ttip y el ceta. Ante las 
dificultades en la negociación entre Estados Unidos y la Unión Europea, la nueva 
estrategia corporativa plantea establecer diferencias entre uno y otro, apelando a 
las supuestas bondades del ceta. No obstante, teniendo claras las diferencias de 
matriz económica entre ee uu y Canadá, las propuestas que incorporan ambos 
acuerdos son similares en lo que se refiere a tribunales de arbitraje y convergencia 
regulatoria a la baja, por lo que cualquiera de los dos abriría la vía de privatización 
de la justicia y de pérdida de soberanía popular.
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Para el caso europeo, Lisboa, Maastricht, Banco Central Eu-
ropeo, euro… deben ser críticamente analizados y repensados, 
consensuando finalmente qué integración es posible y deseable. En 
el caso americano, lo mismo ocurre con la Alianza del Pacífico, el 
Mercosur, la Comunidad Andina, etc., donde es importante seguir 
con interés nuevas experiencias políticas como la Unión de Naciones 
Sudamericanas (Unasur), la Comunidad de Estados Latinoamerica-
nos y Caribeños (celac) y la Alianza Bolivariana para los Pueblos de 
Nuestra América-Tratado de Comercio de los Pueblos (alba-tcp), 
así como propuestas económicas que no acaban de concretarse como 
el Banco del Sur. Defendemos incidir en el descarrilamiento de la vía 
rápida regional por la que avanza el tren del poder corporativo, y para 
ello es vital deconstruir su armazón político-económico-jurídico, 
tanto desde lógicas bilaterales como multilaterales.

Pasando al ámbito estatal, y pese a la lesión en sus capacidades 
que ha sufrido el Estado a lo largo de la globalización neoliberal, 
este sigue siendo una herramienta en disputa y que puede jugar un 
papel importante frente a las empresas transnacionales. En nuestra 
opinión, la gran apuesta consiste en formular e implementar —o 
incidir en favor de— planes integrales basados en principios alter-
nativos —vida, bienestar, cuidado, trabajo, sostenibilidad, diversi-
dad—, que combinen a la vez regulación y emancipación. Se trataría 
en este sentido de regular en favor de un nuevo marco democrático 
que recupere soberanía y que defienda lo común, priorizando ante 
todo auditorías ciudadanas de la deuda que permitan el repudio 
de la considerada ilegal, ilegítima, odiosa e insostenible. A partir 
de ahí, se propone articular políticas públicas que apuesten por la 
defensa de lo público, la desmercantilización, la reforma agraria 
para la soberanía alimentaria, una fiscalidad progresiva, así como un 
marco digno de relaciones laborales desde una concepción amplia 
e inclusiva del concepto de trabajo. 

Pero también, de manera complementaria a un nuevo marco 
regulatorio, se debería abogar por avanzar en términos emancipado-
res, generando y consolidando espacios de poder popular desde una 
revisión del concepto de lo público y de lo común. De esta manera, 
habría que incidir especialmente en procesos de descentralización 
política, soberanía territorial y democracia directa y participativa, 
así como en la apuesta y apoyo público a sistemas de economía 
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alternativa y, en general, a iniciativas y estructuras autónomas de 
todo tipo. Esta apuesta por la regulación y la emancipación, por 
supuesto, no es posible si la agenda hegemónica global y regional se 
impone, por lo que desde el ámbito estatal se debe confrontar con 
estas, asumiendo de esta manera los hitos señalados previamente. 
El Estado puede jugar un papel relevante en defensa de lo público, 
en la regulación en términos democráticos y de redistribución, pero 
también en el impulso a fórmulas alternativas y emancipadoras de 
organizar la vida, fundamentalmente desde lo local.

Precisamente es el ámbito territorial el que nuestra agenda marco 
considera especialmente estratégico. Sin caer en localismos ni en 
esencialismos, entendemos que lo local es el escenario idóneo para 
plantear nuevas fórmulas de organizar la vida que sean coherentes 
con los retos ecológicos y democráticos a los que nos enfrentamos. 
Por ello es importante entender el territorio como el espacio en el 
que ensayar de manera prioritaria procesos políticos basados en 
el poder popular, sistemas económicos alternativos —más allá de 
iniciativas puntuales— que integren energía, cuidado, producción, 
consumo y finanzas, así como experiencias de comunicación y sa-
beres populares. En todo caso, el territorio es un bastión en defensa 
de los bienes comunes y el lugar desde donde deben proyectarse las 
dinámicas de transición civilizatoria.

En conclusión, estos son algunos de los hitos a tener en cuenta 
para el avance en el desmantelamiento del poder corporativo desde 
un enfoque local-global, que se suman al conjunto de reflexiones y 
propuestas incluidas en nuestra agenda marco. Confiamos en que 
esta suponga un impulso, un acicate para seguir transitando hacia 
nuevos parámetros civilizatorios que defiendan la vida y descentren 
al capital. La tarea no es ni mucho menos sencilla, pero no hay de 
otra. Se debe, se puede.
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